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TEXTO DE LA CITACION 


“Montevideo, 7 de octubre de 2008. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 


ordinaria, mañana miércoles 8 de octubre, a la hora 9 y 30, 


a fin de informarse de los asuntos entrados y considerar el 


siguiente 


ORDEN DEL DIA 


Discusión general y particular de los siguientes proyec- 


tos de ley: 


1) por el cual se reforma el régimen previsional del 


Servicio de Retiros y Pensiones Policiales. 


Carp. N* 408/05 - Rep. N* 889/08 y Anexo I 
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2) por el que se dictan normas para la denominación de 
establecimientos dependientes del Ministerio de Tu- 
rismo y Deporte y de espacios públicos destinados 
al uso deportivo. 

Carp. N” 1320/08 - Rep. N*878/08 


3) por el que se autoriza la salida del territorio nacional 
de personal superior y subalterno y de 6 aeronaves 
de la Fuerza Aérea Uruguaya, aefectos de participar 
en el Ejercicio Específico Combinado “CRUZEX 
IV”, a llevarse a cabo en el Estado de Río Grande del 
Norte, República Federativa del Brasil, entre el 31 de 
octubre y el 16 de noviembre de 2008. 

Carp. N” 1300/08 - Rep. N*888/08 


Santiago González Barboni 
Secretario 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Abreu, Alfie, Antía, 
Antognazza, Baráibar, Camy, Couriel, Da Rosa, Dalmás, 
Fernández Huidobro, Gallicchio, Gallinal, Gargano, Heber, 
Iturralde, Lapaz, Lara Gilene, Lorier, Michelini (hasta la 
hora 11), Moreira, Mujica, Penadés, Percovich, Ríos, 
Sanguinetti, Saravia, Topolansky, Vaillant y Xavier. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores Amaro, 
Astori, Cid, Michelini (a partir de la hora 11), Larrañaga y 
Long; y, con aviso, el señor Senador Amorín. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 9 y 40 minutos) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“La Comisión de Defensa Nacional eleva informado un 
proyecto de ley por el que se autoriza la salida del territorio 
nacional de personal superior y subalterno y de seis aeronaves 
de la Fuerza Aérea Uruguaya, a los efectos de participar en 
el Ejercicio Específico Combinado “CRUZEX IV”, en el Esta- 
do de Río Grande del Norte, República Federativa del Brasil, 
del 31 de octubre al 16 de noviembre de 2008. 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social 
eleva informado el proyecto de ley por el cual se reforma el 
régimen previsional del Servicio de Retiros y Pensiones 
Policiales. 

- HAN SIDO REPARTIDOS YESTANINCLUIDOS EN EL 
ORDENDEL DIA DE LA SESION DE HOY. 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-391 


La Junta Departamental de Treinta y Tres remite nota 
comunicando la integración de la Mesa de la citada corpo- 
ración, por el período 2008-2009. 

- TENGASE PRESENTE. ” 


4) INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dando cumplimiento a lo que 
establece el artículo 53 del Reglamento de la Cámara de 
Senadores, dese cuenta de las inasistencias a las anteriores 
convocatorias: 


(Se da de las siguientes:) 
SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


A la sesión del 7 de octubre faltó con aviso el señor 
Senador Enrique Antía. 


5) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACION 
DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se comunica al Cuerpo que en 
virtud de la licencia concedida al señor Senador Amaro, los 
señores Martín Aguirrezabala, Leonardo Costa, Alberto 
Brause y Carlos Ramela, y la señora Glenda Rondán han 
presentado notas de desistimiento informando que por esta 
vez no aceptan la convocatoria a integrar el Cuerpo por lo 
que, en aplicación de las disposiciones legales vigentes, se 
convoca al señor José Amorín, quien habiendo hecho la 
promesa de estilo, es invitado a pasar a Sala. 


Dese cuenta de una solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Da Rosa solicita licencia por los 
días 10 a 18 de octubre”. 


-Léase. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, 7 de octubre 2008. 


Sr. Presidente de la Cámara de Senadores 
Don Rodolfo Nin Novoa 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Por la presente solicito a Ud. y al Cuerpo que Ud. preside 
se me conceda licencia en ejercicio de mis funciones como 
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Senador de la República entre los días viernes 10 y sábado 
18 del presente mes de octubre debido a motivos personales 
y viaje al exterior, invitado por la Fundación Friedrich 
Naumann Stiftung de Alemania. 

Solicito se convoque a mi suplente respectivo. 


Sin más, saluda atte, 


Dr. Eber Da Rosa Vázquez. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-11en11. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica al Cuerpo que los señores Alberto Perdomo 
y Walter Zimmer han presentado notas de desistimiento 
informando que, por esta vez, no aceptan la convocatoria a 
integrar el Cuerpo, por lo que queda convocado el señor 
Jorge Gandini. 


Dese cuenta de otra solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Astori solicita licencia por el día 
de la fecha”. 


-Léase. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, 8 de octubre de 2008. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Rodolfo Nin Novoa 
Presente 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente solicito al Cuerpo me conceda 
licencia por motivos personales por el día de la fecha. 
Solicito asimismo se convoque a mi suplente correspon- 
diente. 


Sin otro particular, saluda al Señor Presidente muy aten- 
tamente, 


Danilo Astori. Senador.” 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 

-12en 13. Afirmativa. 

Queda convocado el señor Carlos Baráibar. 
Dese cuenta de otra solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Heber solicita licencia del 9 al 16 
de octubre”. 


-Léase. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, 8 de octubre de 2008. 


Sr. Rodolfo Nin Novoa 
Presidente 
Cámara de Senadores 


Tenemos el gusto de dirigirnos al señor Presidente con 
el fin de comunicarle que debido a que integramos la dele- 
gación que participa de la 119%” Asamblea General de la 
Unión Parlamentaria a desarrollarse en Ginebra, solicitamos 
licencia del 9 al 16 de octubre. 


Por tal motivo solicitamos se convoque al suplente 
correspondiente. 


Sin otro particular, le saludamos muy atentamente. 


Luis A. Heber. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-13 en 13. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica al Cuerpo que el señor Ambrosio Rodríguez 
ha presentado nota de desistimiento comunicando que, por 
esta vez, no acepta la convocatoria a integrar el Cuerpo, por 
lo que queda convocado el señor José Andújar. 
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6) PRODUCCION GRANJERA 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la media hora 
previa. 


Tiene la palabra el señor Senador Lapaz. 
SEÑOR LAPAZ.- Muchas gracias, señor Presidente. 


“Vivimos en un país con ventajas comparativas para 
producir en suelos aptos para explotaciones agropecuarias, 
y cuando se asegura promover el país productivo, es llama- 
tivo que mientras los productores granjeros se quejan de 
obtener escasa rentabilidad, el consumidor, en el otro extre- 
mo de la cadena, afronta precios que desbordan sus posi- 
bilidades y debe medir al extremo sus compras. 


Algo anda mal en este escenario en el que nadie se 
favorece, y debe existir una intermediación que se queda 
con la parte del león. Se trata de productos perecederos y 
estacionales, que responden a un ciclo biológico inevita- 
ble. La única posibilidad de regular es utilizar cámaras, 
acopios y producciones de variedades para extender el 
equilibrio entre oferta y demanda más allá de empujes 
estacionales. 


Esto no ocurre sólo en Uruguay. Ahora las gremiales 
granjeras se enfrentan a la importación de productos libe- 
rados de IVA para nivelar los precios internos. Afirman que 
se lesionaron sus intereses; no les falta razón, pues la 
desaparición de pequeños productores familiares, la con- 
centración de la distribución y la especulación, explican la 
merma productiva. 


Desde la Comisión de Fomento Rural se afirma que el 
Gobierno adoptó medidas de emergencia, pero no la solu- 
ción necesaria. Podría explicarse la importación en áreas en 
las que el país no puede autoabastecerse, pero éste no es 
el caso, ya que existe gran experiencia en cultura de produc- 
ción, tanto en el anillo de Montevideo como en otras zonas 
aptas para esta explotación: en Salto, y parte de Paysandú, 
Río Negro, Soriano, entre otros. 


No se estimula el autoabastecimiento, y hay una abismal 
diferencia entre lo que paga el consumidor y lo que recibe 
el productor, que afronta un sensible incremento en los 
precios de insumos como agroquímicos, fertilizantes, mano 
de obra, combustibles y fletes. 


Urgen respuestas que suavicen ese impacto en el con- 
sumidor y permitan que el granjero obtenga un mayor 
porcentaje del precio final, evitando la emigración familiar, 
una menor oferta de frutas y verduras y el encarecimiento”. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Arana) 


-“El Estado debe ocuparse del tema, no para una inter- 
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vención directa o un control de precios inconducente, sino 
para revertir este escenario asesorando a productores en 
logística y tecnificación, promoviendo esquemas 
asociativos que lleguen directamente a ferias y comercios 
minoristas, aplicando estímulos tributarios, asistencia téc- 
nica, créditos preferenciales e inserción de la producción 
familiar en las cadenas de agregado de valor. 


Solicito que mis expresiones se envíen a la Presidencia 
de la República; alos Ministerios de Ganadería, Agricultura 
y Pesca, de Economía y Finanzas, de Industria, Energía y 
Minería y de Desarrollo Social; ala Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto; alas gremiales granjeras; a la Comisión de 
Fomento Rural; y a las Intendencias Municipales, Juntas 
Departamentales y Autónomas, y Mesas de Desarrollo 
Rural de cada departamento”. 


7)  EMIGRACION DE JOVENES 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- Para refe- 
rirse a otro tema, tiene la palabra el señor Senador Lapaz. 


SEÑOR LAPAZ.- “Señor Presidente: voy a referirme a la 
emigración de jóvenes. 


Según cifras del Informe del Barómetro de las Américas 
2008, en los últimos cinco años las remesas de dinero a 
Uruguay aumentaron casi al doble, pasando de 
US$ 72:000.000 en 2002 a US$ 134:000.000 el año pasado. 


El documento indica que el crecimiento es “Impresionan- 
te”, y seguirá aumentando, al tiempo que, según el econo- 
mista Fernando Borraz, es probable que el 15% de los 
uruguayos emigren en el futuro. También que el 29% de 
entre 16 y 25 años son los más propensos a emigrar, dismi- 
nuyendo con el aumento de la edad. Asimismo, casi cuatro 
de cada cien hogares reciben remesas y la mitad una o más 
veces al mes. 


Por un lado, estas cifras revelan que la economía de 
muchos hogares sigue necesitando de ayuda del ex- 
terior -algunos se mantienen casi completamente- de los 
paquetes con ropa o de dinero para una casa o poner un 
negocio. Por otro, continúa la emigración de jóvenes capa- 
citados sin encontrar rápida respuesta en nuestro mercado 
laboral. 


Revertir esta situación llevará años, siempre y cuando se 
apueste a la inversión y al desarrollo de micro, pequeños y 
medianos emprendimientos que aumenten la producción 
nacional. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras sea 
enviada a la Presidencia de la República, atodos los Minis- 
terios, a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, a los 
Gobiernos Departamentales y a las Juntas Autónomas de 
nuestra nación”. 
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8) DONACION VOLUNTARIA DE SANGRE 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- Para refe- 
rirse a otro tema, tiene la palabra el señor Senador Lapaz. 


SEÑOR LAPAZ.- “Señor Presidente: quisiera referirme 
al tema de la donación voluntaria de sangre. 


Recuerdo que los uruguayos no tenemos cultura en 
donación de sangre, por más que se desarrolle una campaña 
casi continua para lograr voluntarios. 


El Servicio Nacional de Sangre estima que el país debería 
tener 130.000 donantes de sangre anuales, pero nunca 
pasaron de 115.000 y disminuyeron. 


En general, la donación de sangre es exigida por un 
familiar o un amigo por una intervención quirúrgica y no 
decimos “Voy a donar sangre”, sino “Tengo que donar 
sangre”. 


Sería ideal que tres o cuatro veces al año donemos 
sangre, porque hoy somos donantes y no sabemos si maña- 
na podemos tener alguna enfermedad o ser operados y 
necesitemos de ella. 


Sabemos que en el país el uso de sangre para transfusio- 
nes es muy estricto porque hay que lograr excelencia, la 
seguridad transfusional, para lo cual hay una instancia de 
selección controlada que implica una serie de estudios. 


Por todo ello, debemos alentar la donación voluntaria de 
sangre. Requiero que la versión taquigráfica de mis pala- 
bras se remita a la Presidencia de la República, a todos los 
Ministerios, a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, a 
los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, a las 
entidades bancarias, a las Intendencias, a las Juntas Depar- 
tamentales y Autónomas de nuestro país y al Servicio 
Nacional de Sangre”. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- Se vana 
votar los trámites solicitados por el señor Senador Lapaz. 


(Se vota:) 


-14 en 14. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


9) CONSECUENCIAS DE LA SANCION DEL PRO- 
YECTO DE LEY DENOMINADO “TRABAJADORES 
DE LA ACTIVIDAD PRIVADA” 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- Como no 
se encuentran en Sala los señores Senadores Abreu y 
Penadés, continuando con la media hora previa, tiene la 
palabra el señor Senador Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: hace aproxima- 
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damente un mes, más concretamente el 11 de setiembre, el 
Poder Ejecutivo promulgó un proyecto de ley sancionado 
por este Parlamento, denominado “Trabajadores de la Ac- 
tividad Privada”. La intención de este proyecto de ley es 
que aquellas personas que desempeñan actividades labora- 
les y simultáneamente cursan estudios, tengan un aliciente 
para continuar estudiando y llegar así a obtener el título 
correspondiente. Para lograr ese objetivo, en el proyecto se 
estableció el derecho del empleado a tener licencia en 
determinadas circunstancias y, en especial, se fijaron die- 
ciocho días al año de licencia por estudios; esa licencia la 
podría solicitar y gozar el empleado cuando lo crea conve- 
niente y simplemente con preaviso al empleador. 


Quiero adelantar que voté afirmativamente el proyecto 
de ley con el mismo sano propósito e intención que el resto 
de los señores Senadores: favorecer al estudiante que 
trabaja para que se sintiera incentivado. De esa manera, 
como la persona trabaja y con ello obtiene los recursos 
necesarios para mantenerse, está en condiciones de llevar 
adelante su vida e, incluso, estudiar. 


A pesar de que hace tan poco tiempo que se aprobó esta 
iniciativa, debo decir que, lamentablemente, está causando 
un perjuicio importante a todos los estudiantes que traba- 
jan. Esto sucede porque al momento de aprobar el proyecto 
de ley, olvidamos que existen algunas áreas y algunas 
labores en donde en algunos casos hasta un cien por ciento 
de los trabajadores son estudiantes, por lo que el proyecto 
de ley que aprobamos se ha vuelto un bumerán para el 
trabajador y el empleador, porque como los trabajadores 
tienen el derecho a solicitar la licencia y la patronal la 
obligación de otorgarla, en muchos casos -sobre todo cuan- 
do el porcentaje de estudiantes en un lugar de trabajo es 
muy alto- llega un momento en que no hay gente disponible 
para cumplir las tareas. Frente a esta circunstancia, las 
empresas se ven ante la alternativa de echar a los trabaja- 
dores pagándoles el despido correspondiente y contratar 
nuevos que no llenen esa condición, o cerrar, por lo que - 
vemos- cualquiera de las dos opciones son muy malas. 


A nosotros nos trasladaron esta preocupación por el 
lado de los “call centers”, en los que actualmente hay unos 
cuatro mil jóvenes trabajando y donde en algunos casos el 
cien por ciento de los trabajadores son estudiantes univer- 
sitarios o de distintas áreas en las que es posible ampliar los 
conocimientos. Por ello, entiendo que el Parlamento debería 
tratar con cierta urgencia esta situación para encontrar una 
solución. Le trasladamos el problema al señor Ministro de 
Trabajo y Seguridad Social para que, eventualmente, bus- 
cara una solución en la reglamentación, pero no existe 
mucho margen por lo que se establece en la ley. 


Lamentablemente, como consecuencia de nuestra pro- 
pia acción -aunque hay que decir que existió buena volun- 
tad por parte de quienes promovieron este proyecto que 
partió de la Cámara de Representantes-, en estos momentos 
esta ley está dando un resultado totalmente contrario al que 
se esperaba. Creo que el problema se podría solucionar si 


8 de octubre de 2008 


modificáramos la ley y en un artículo estableciéramos que 
esta disposición, o bien no rija para aquellas empresas que 
tienen más de un 50% de trabajadores en esta condición, o 
dé cierta flexibilidad para fijar las fechas en que los estu- 
diantes pueden gozar de las licencias correspondientes por 
motivo de estudio. 


En razón de lo expuesto, solicito que la versión taqui- 
gráfica de mis palabras sea enviada a las Comisiones de 
Asuntos Laborales y de Hacienda de ambas Cámaras, al 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, ala Universidad 
de la República, a las Universidades privadas, al PIT-CNT, 
ala Cámara de Telecomunicaciones del Uruguay -en parti- 
cular, al contador Facello- y a las Zonas Francas. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- Se va a 
votar el trámite solicitado. 


(Se vota:) 


-17en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


10) SOLICITUD DE ASILO POLITICO DE DOS CIU- 
DADANOS ARGENTINOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la hora previa, 
tiene la palabra el señor Senador Abreu. 


SEÑOR ABREU.- Señor Presidente: quiero plantear en 
el Senado un tema de extrema delicadeza. Si bien en un 
principio pensaba hacerlo mediante un pedido de informes, 
prefiero, simplemente, que la versión taquigráfica de mis 
palabras se curse a la Cancillería y a los Ministerios del 
Interior y de Defensa Nacional. 


Se trata de analizar una situación que, si bien tiene 
ribetes un poco novelescos, es realmente preocupante para 
el país: dos ciudadanos argentinos han solicitado asilo 
político a la Cancillería uruguaya por sentirse perseguidos 
políticamente por el Gobierno de su país, como consecuen- 
cia de haber trabajado en el Servicio de Inteligencia argen- 
tino. Estos dos ciudadanos fueron acusados de haber uti- 
lizado un software especializado, luego de haber sido trans- 
feridos a otra repartición del Estado, para montar una orga- 
nización eventualmente destinada a determinadas activida- 
des de presión sobre ciudadanos a los que se habría deci- 
dido espiar o filtrar sus teléfonos y comunicaciones. Según 
la prensa argentina y la información a la que luego tuvimos 
posibilidad de acceder, la orden involucra, desde la Presi- 
dencia hacia abajo, a una gran cantidad de personas. Esta- 
mos hablando de miles de ciudadanos que se verían afecta- 
dos por esta actividad y que habrían perdido su privacidad 
lo que, reitero, se atribuye a estos dos ciudadanos que hoy 
están en territorio uruguayo -incluso, han dado ya algunas 
entrevistas periodísticas- y que argumentan que el Gobier- 
no ha montado un operativo, que lo llaman la “Gestapo K”, 
para asesinarlos. Por ese motivo, han pedido asilo político 
en la República Oriental del Uruguay. 
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Dado que este es un tema que tiene gran publicidad en 
la Argentina y ha tenido cierta proyección en nuestro país 
y, además, como tenemos algún antecedente desgraciado 
en este tipo de relacionamiento cruzado entre espías que 
luego terminan algunos cuantos metros bajo tierra, preferi- 
ría plantearlo a modo de advertencia, trasladando la inquie- 
tud al Ministerio de Relaciones Exteriores para ver en qué 
situación está esa solicitud de asilo político y si hay un 
requerimiento por parte del Estado argentino. Se entiende 
que el asilo político es la respuesta que se da, por parte de 
un Gobierno, cuando se requiere a un ciudadano o cuando 
existe una persecución que va más allá de las competencias 
naturales de la Justicia de un país. Como este tema se rige 
por Tratados internacionales, quiero trasladar esta preocu- 
pación a los señores Senadores -muchos estarán al tanto de 
la situación- por la complejidad del problema, por las acu- 
saciones que están en juego, por las personas que están 
involucradas y, sobre todo, por la delicadeza que supone 
manejar información confidencial que puede estar en manos 
de profesionales que eventualmente han perdido su condi- 
ción de tales y se mueven en el mundo del comercio, nada 
más ni nada menos que traficando con los derechos huma- 
nos de los ciudadanos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- Se va a 
votar el trámite solicitado. 


(Se vota:) 


-17en 19. Afirmativa. 


11) ALTERACION DEL ORDEN DEL DIA 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- Corres- 
ponde pasar a considerar el primer punto del Orden del Día. 


SEÑOR VAILLANT.- Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR VAILLANT.- En este mismo instante me estaban 
haciendo una consulta con respecto a un planteo del señor 
Senador Alfie para modificar el Orden del Día a efectos de 
que el primer punto se postergue para más adelante, en la 
sesión de hoy. 


SEÑOR ALFIE.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR ALFIE.- En la mañana de hoy se llevará a cabo 
una actividad de homenaje en la Casa del Partido Colorado. 
Porese motivo solicitaríamos que se altere el Orden del Día, 
se postergue el primer punto hasta la hora 12 y se pase a 
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considerar ahora el segundo y tercer punto respectivamen- 
te. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- O sea que 
la propuesta sería considerar ahora los asuntos que figuran 
en segundo y tercer término del Orden del Día, pasar luego 
a cuarto intermedio hasta la hora 12 y, entonces sí, conti- 
nuar con el proyecto de ley que figura en primer término. 


SEÑORA PERCOVICH.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- Tiene la 
palabra la señora Senadora. 


SEÑORA PERCOVICH.- Solicitamos un cuarto interme- 
dio de diez minutos para hacer las consultas correspondien- 
tes y ver si la Bancada puede volver a Sala a la hora 12. A 
su vez, también le haríamos la consulta al Partido Nacional, 
porque no hemos tenido tiempo de comunicarle el planteo. 


SEÑOR GALLINAL .- En concreto, señora Senadora, ¿que 
es lo que se estaría proponiendo? 


SEÑORA PERCOVICH.- No estamos haciendo otra cosa 
que trasladar al Cuerpo la solicitud del Partido Colorado en 
el sentido de que se voten los puntos segundo y tercero del 
Orden del Día -que son de trámite rápido- para después 
pasar a cuarto intermedio hasta la hora 12, que es cuando 
sus integrantes pueden volver a Sala a efectos de conside- 
rar el proyecto que figura en primer término. Entonces, 
debemos hacer las consultas pertinentes para ver si todos 
podemos volver a Sala a esa hora. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- Se va a 
votar si el Senado pasa a cuarto intermedio por diez minu- 
tos. 


(Se vota:) 

-19en 20. Afirmativa. 

El Senado pasa a cuarto intermedio. 
(Así se hace. Es la hora 10 y 3 minutos) 
(Vueltos a Sala) 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- Habiendo 
número, continúa la sesión. 


(Es la hora 10 y 9 minutos) 


SEÑORA PERCOVICH.- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- Tiene la 
palabra la señora Senadora. 
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SEÑORA PERCOVICH.- Señor Presidente: luego de las 
consultas realizadas, hemos resuelto continuar la sesión 
porque hay dificultades para extenderla en el tiempo. 


De acuerdo con lo que nos ha planteado la Bancada del 
Partido Colorado, solicitamos que se altere el Orden del Día 
y se traten de inmediato los puntos que figuran en segundo 
y tercer término, respectivamente, para que el señor Sena- 
dor que integra esa Bancada y quiere opinar sobre el primer 
asunto, pueda hacerlo. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- Se va a 
votar la propuesta de la señora Senadora Percovich en el 
sentido de que se altere el Orden del Día y se consideren 
previamente los asuntos que figuran en segundo y tercer 
término. 


(Se vota:) 


-18en 19. Afirmativa. 


12) ESTABLECIMIENTOS DEPENDIENTES DEL MI- 
NISTERIO DE TURISMO Y DEPORTE Y ESPACIOS 
PUBLICOS DESTINADOS AL USO DEPORTIVO 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- De acuer- 
do con lo votado, el Senado pasa a considerar el asunto que 
figura en segundo término del Orden del Día: “Proyecto de 
ley por el que se dictan normas para la denominación de 
establecimientos dependientes del Ministerio de Turismo y 
Deporte y espacios públicos destinados al uso deportivo. 
(Carp. N” 1320/08 - Rep. N*878/08)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1320/08 
Rep. N* 878/08 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes de la República Oriental 
del Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado el siguiente 


PROYECTO DELEY 


Artículo 1%.- Los establecimientos dependientes del 
Ministerio de Turismo y Deporte y los espacios públicos 
destinados al uso deportivo que no tengan carácter muni- 
cipal, serán denominados de acuerdo a lo establecido en la 
presente ley. 


Artículo 2%.- La denominación puede corresponder a 
personalidades científicas, políticas, culturales o deporti- 
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vas, nacionales o extranjeras, y a quienes hayan contribui- 
do al desarrollo de la humanidad, del país o de la comunidad 
local. 


El empleo del nombre de personas físicas para las deno- 
minaciones deberá realizarse siempre que se haya cumplido 
un mínimo de tres años desde su fallecimiento. 


Las denominaciones pueden comprender también nom- 
bres de países, hechos y fechas históricas, accidentes 
geográficos característicos u otras alternativas que sean 
debidamente fundamentadas. 


Artículo 3".- Las propuestas de denominación deberán 
ser presentadas ante la Asamblea General (numeral 13 del 
artículo 85 de la Constitución de la República). 


Artículo 4%.- Para proponer las designaciones mencio- 
nadas en el artículo 1” de la presente ley, se debe cumplir 
con los siguientes requisitos: 


A) Información documentada sobre los méritos de la 
persona o importancia de los hechos o fechas y otras 
alternativas de denominación que se proponen. 


B) Características específicas y uso del lugar o institu- 
ción de que se trate. 


C) Obtener un amplio consenso entre los usuarios di- 
recta o indirectamente involucrados. 


D) Recabar la información a efectos de determinar si la 
nominación que se pone a consideración no es reite- 
rativa en el mismo departamento. 


Artículo 59.- Lo dispuesto en el literal C) del artículo 4? 
de la presente ley contendrá las opiniones de las personas 
involucradas incluyendo a niños y a adolescentes relacio- 
nados con la propuesta de denominación. En todos los 
casos, el o los proponentes deberán informar el procedi- 
miento utilizado para relevar la opinión mayoritaria y los 
resultados obtenidos. 


Artículo 6%.- Los cambios de denominación requerirán 
las mismas condiciones que para la nominación. Dicho 
cambio no podrá efectuarse antes de transcurridos diez 
años de la nominación vigente. 


Artículo 79.- Los plazos establecidos en los artículos 29 
y 6? de la presente ley podrán ser modificados por dos 
tercios de votos del total de componentes de cada Cámara. 


Artículo 89.- El Ministerio de Turismo y Deporte llevará 
el registro de las nominaciones que se designen en el marco 
de la presente ley a efectos de que, en un plazo de cuarenta 
y ocho horas, se informe a los proponentes, según lo 
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establecido en el artículo C) del artículo 4? de la presente 
ley. 


Artículo 99.- El Poder Ejecutivo dispondrá de un plazo 
de ciento veinte días a partir de la promulgación de la 
presente ley, para instrumentar lo dispuesto en el artículo 
anterior. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 16 de setiembre de 2008. 


Uberfil Hernández 
ler. Vicepresidente 


Marti Dalgalarrondo Añón 
Secretario. 


Comisión Especial para 
el Deporte 


INFORME 


Señores Representantes: 


La Comisión Especial para el deporte de la Cámara de 
Representantes al tiempo de tener que asesorar al Cuerpo 
sobre la aprobación de la nominación de diferentes espa- 
cios e instituciones públicas de carácter deportivo, depen- 
dientes del Ministerio de Turismo y Deporte de acuerdo a 
las facultades que le confiere el artículo 133 de la Constitu- 
ción de la República, entendió conveniente establecer una 
reglamentación que fije con claridad las reglas de juego para 
hacerlo, dado que a nivel nacional no existen disposiciones 
que determinen dichos criterios. 


Es frecuente que para nominar se propongan nombres de 
países, de personas físicas, hechos históricos o accidentes 
geográficos característicos, y esta amplia gama de opcio- 
nes no se encuentra restringida por ninguna disposición 
jurídica. Por consiguiente esta situación de vacío normati- 
vo genera una libertad de acción que hemos resuelto modi- 
ficar. 


El texto de este proyecto otorga parámetros claros y 
definidos a la hora de tener que legislar, pues establece 
todas las alternativas posibles de sujetos de nominación, 
desde una personalidad destacada hasta una fecha históri- 
ca trascendente. La denominación con nombre de personas 
requiere que se cumplan tres años de fallecida, para evitar 
las iniciativas que puedan surgir del estado de ánimo colec- 
tivo inmediato al deceso. Asimismo se instrumenta un me- 
canismo que, con una mayoría especial, pueda homenajear 
a personas vivas. 


El proyecto tiene además la virtud de fijar criterios tanto 
para la nominación como para los cambios de la misma, con 
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el objeto de abarcar con la norma la casuística más amplia 
posible, estableciendo mayorías especiales en casos excep- 
cionales. 


Por todas estas razones es que aconsejamos al Cuerpo 
la aprobación del adjunto proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 6 de agosto de 2008. 


Víctor Semproni, Miembro Informan- 
te; Mauricio Cusano, Gustavo Guarino, 
Enrique Pintado, Jorge Pozzi, Horacio 
Yanes. 


PROYECTO DELEY 


Artículo 1%.- Los establecimientos dependientes del 
Ministerio de Turismo y Deporte y los espacios públicos 
destinados al uso deportivo que no tengan carácter muni- 
cipal, serán denominados de acuerdo a lo establecido en la 
presente ley. 


Artículo 2*.- La denominación puede corresponder a 
personalidades científicas, políticas, culturales o deporti- 
vas, nacionales o extranjeras, y quienes hayan contribuido 
al desarrollo de la humanidad, del país o de la comunidad 
local. 


El empleo del nombre de personas físicas para las deno- 
minaciones deberá realizarse siempre que se haya cumplido 
un mínimo de tres años desde su fallecimiento. 


Las denominaciones pueden comprender también: nom- 
bres de países, hechos y fechas históricas, accidentes 
geográficos característicos u otras alternativas que sean 
debidamente fundamentadas. 


Artículo 3".- Las propuestas de denominación deberán 
ser presentadas ante la Asamblea General (artículo 85, 
numeral 13, de la Constitución de la República). 


Artículo 4%.- Para proponer las designaciones mencio- 
nadas en el artículo 1? de esta ley, se debe cumplir con los 
siguientes requisitos: 


A) Información documentada sobre los méritos de la 
persona, oimportancia de los hechos o fechas y otras 
alternativas de denominación que se proponen. 


B) Características específicas y uso del lugar o institu- 
ción de que se trate. 


C) Obtener un amplio consenso entre los usuarios di- 
recta o indirectamente involucrados. 
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D) Recabar la información a efectos de determinar si la 
nominación que se pone a consideración no es reite- 
rativa en el mismo departamento. 


Artículo 5%.- Lo dispuesto en el literal C) del artículo 4”, 
contendrá las opiniones de las personas involucradas in- 
cluyendo a niños y adolescentes relacionados con la pro- 
puesta de denominación. En todos los casos, el o los 
proponentes deberán informar el procedimiento utilizado 
para relevar la opinión mayoritaria y los resultados obteni- 
dos. 


Artículo 69.- Los cambios de denominación requerirán 
las mismas condiciones que para la nominación. Dicho 
cambio no podrá efectuarse antes de transcurridos diez 
años de la nominación vigente. 


Artículo 7*.- Los plazos establecidos en los artículos 2? 
y 6? de la presente ley podrán ser modificados por tres 
quintos de votos del total de componentes de cada Cámara. 


Artículo 8.- El Ministerio de Turismo y Deporte llevará 
el registro de las nominaciones que se designen en el marco 
de esta ley a efectos de que, en un plazo de cuarenta y ocho 
horas, se informe a los proponentes, según lo establecido 
en el literal C), del artículo 4? de esta ley. 


Artículo 99.- El Poder Ejecutivo dispondrá de un plazo 
de ciento veinte días, a partir de la promulgación de esta ley, 
para instrumentar lo dispuesto en el artículo anterior. 


Montevideo, 9 de julio de 2008. 


José Carlos Cardoso, Representante 
por Rocha; Germán Cardoso, Repre- 
sentante por Maldonado; Julio César 
Fernández, Representante por Rivera; 
Mauricio Cusano, Representante por 
Canelones; Gustavo Guarino, Represen- 
tante por Cerro Largo; Julio Cardozo 
Ferreira, Representante por 
Tacuarembó; Enrique Pintado, Repre- 
sentante por Montevideo; Horacio 
Yanes, Representante por Canelones. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


Las amplias competencias que la Constitución establece 
para el Poder Ejecutivo motivan el envío de proyectos de ley 
para la nominación de diferentes espacios e instituciones 
públicas de carácter nacional (artículo 168, numeral 79) de 
la Constitución de la República). Del mismo modo, a través 
de iniciativas de sus integrantes, el Poder Legislativo, en el 
marco de sus competencias (artículo 133 de la Constitución 
de la República), presenta diversas propuestas para la 
nominación de centros educativos, tramos de rutas nacio- 
nales y otras dependencias de los Ministerios. 
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Las iniciativas mencionadas anteriormente se encuen- 
tran establecidas en el artículo 85 de la Constitución de la 
República, que enumera las competencias de la Asamblea 
General. Al fin del numeral 13, señala: “(...) decretar honores 
públicos a los grandes servicios”. 


Para la jurisdicción departamental, la Ley Orgánica Mu- 
nicipal N* 9.515, de fecha 28 de octubre de 1935, establece 
en el numeral 31) de su artículo 19 que, en tanto no se 
oponga a la Constitución de la República ni a las leyes, 
compete a las Juntas Departamentales: “31- Determinar la 
nomenclatura de las calles, caminos, plazas y paseos...”. 


Con respecto a las iniciativas de denominación a nivel 
nacional, no existen disposiciones que determinen los cri- 
terios a seguir a efectos de regular u orientar sobre quiénes 
deben recibir honores a través de la nominación de espacios 
públicos o dependencias de las instituciones estatales. 


Es frecuente que se utilicen nombres de países, de 
personas físicas, hechos históricos o accidentes geográfi- 
cos característicos para las nominaciones referidas. Esta 
amplía gama de opciones no se encuentra restringida o 
limitada por disposiciones jurídicas. 


La situación actual de vacío normativo genera una liber- 
tad de acción que se entiende necesario modificar. Sin 
perjuicio de esa voluntad, para evitar obstáculos en la 
aplicación y con el afán de cuidar que no se establezcan 
restricciones significativas a la libertad actual, se cree 
pertinente optar por el camino de una regulación mínima en 
el marco de lo establecido en la Constitución de la Repúbli- 
ca. 


El contenido que se propone en el texto otorga parámetros 
claros y definidos a la hora de tener que legislar en relación 
a diferentes alternativas de denominación para estableci- 
mientos y espacios públicos de uso deportivo que no 
tengan carácter municipal. 


Se establecen todas las alternativas posibles de sujetos 
de denominación desde una personalidad destacada hasta 
una fecha histórica trascendente. 


Las denominaciones requieren que se cumplan tres años 
de fallecida la persona para evitar las iniciativas que puedan 
surgir del estado de ánimo colectivo inmediato al deceso. 
Asimismo se instrumenta un mecanismo que, con una ma- 
yoría especial, pueda homenajear a personas vivas. 


En torno al procedimiento y las competencias, si bien 
nuestra Constitución establece quiénes pueden presentar 
proyectos de ley, se sugieren, de forma complementaria, 
ciertos requisitos a efectos de promover la participación 
ciudadana. Es por ello que se aconseja se tome en cuenta la 
opinión de las personas más estrechamente involucradas 
con la propuesta, sin que este procedimiento opere como un 
obstáculo. En este sentido, la norma que se propone no 
establece parámetros de consulta rígidos, permitiendo que, 
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en cada caso, se pueda realizar de la forma más viable y 
pertinente por parte de los operadores correspondientes. 


Se contemplan en el proyecto mecanismos para la deno- 
minación como para los cambios de la misma, con el objeto 
de abarcar con la norma la casuística más amplia posible, 
estableciendo mayorías especiales en casos excepcionales. 


Por último, se establece un plazo del que dispondrá el 
Poder Ejecutivo para instrumentar lo dispuesto en este 
cuerpo normativo. 


Montevideo, 9 de julio de 2008. 


José Carlos Cardoso, Representante 
por Rocha; Germán Cardoso, Repre- 
sentante por Maldonado; Julio César 
Fernández, Representante por Rivera; 
Mauricio Cusano, Representante por 
Canelones; Gustavo Guarino, Represen- 
tante por Cerro Largo; Julio Cardozo 
Ferreira, Representante por 
Tacuarembó; Enrique Pintado, Repre- 
sentante por Montevideo; Horacio 
Yanes, Representante por Canelones. 
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ACTAN? 135 


En Montevideo, el treinta de setiembre de dos mil ocho, a la 
hora quince, se reúne la Comisión de Constitución y Legis- 
lación de la Cámara de Senadores. 

Asisten sus miembros: las señoras Senadoras Margarita 
Percovich y Lucía Topolansky y los señores Senadores 
Francisco Gallinal, Reinaldo Gargano y Rafael Michelini. _ 
Faltan con aviso los señores Senadores Sergio Abreu, 
Carlos Moreira, Eduardo Ríos y Julio M. Sanguinetti. 
Preside el señor Senador Reinaldo Gargano, Vicepresidente 
de la Comisión. 

Actúa en Secretaría la señora Josefina Reissig, Secretaria 
de la Comisión y la señora Gloria Mederos, Prosecretaria. _ 
ASUNTOS TRATADOS: 

- CARPETAN? 1227/2008. DECLARACION JUDICIAL 
DEL CONCURSO Y ORGANIZACION EMPRESARIAL. 
Normas. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Repre- 
sentantes. Distribuido N” 2710/08. La señora Senadora 
Margarita Percovich solicita que este asunto se postergue 
hasta la próxima semana. 
- CARPETAN? 1320/2008. ESTABLECIMIENTOS DEPEN- 
DIENTES DEL MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTE Y 
ESPACIOS PUBICOS DESTINADOS AL USO DEPORTIVO. 
Se dictan normas para su designación. Proyecto de ley 
aprobado por la Cámara de Representantes. Distribuido 
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N* 2780/2008. En consideración. Se vota: 5en5. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. Se designa Miembro Informante a la seño- 
ra Senadora Margarita Percovich, quien lo hará en forma 
verbal. 

A la hora quince y treinta minutos se levanta la sesión. — 
De lo actuado se procede a la toma de la versión taqui- 
gráfica, cuya copia dactilografiada luce en el Distribuido 
N* 2803/2008, que forma parte integrante del presente docu- 
mento. 

Para constancia se labra la presente Acta, que una vez 
aprobada firman el señor Vicepresidente y la señora Secre- 
taria. 


Reinaldo Gargano 
Vicepresidente 


Josefina Reissig 
Secretaria.” 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- Léase el 
proyecto. 


(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra la Miembro Informante, señora Senado- 
ra Percovich. 


SEÑORA PERCOVICH.- Señor Presidente: este proyec- 
to de ley, que fue considerado por la Comisión de Consti- 
tución y Legislación del Senado, proviene de la Comisión 
Especial para el Deporte, de la Cámara de Representantes. 
El Senado también tiene la Comisión Especial de Deporte, 
por lo que el asunto se tendría que haber derivado a ella para 
su estudio. 


La fundamentación de quienes firmaron el informe en la 
mencionada Cámara, refiere a la necesidad de establecer un 
texto, con parámetros claros y definidos, para la nominación 
de los espacios públicos relativos al deporte. Es notorio 
que las propuestas que hacemos los Legisladores muchas 
veces recogen iniciativas populares en los barrios y a veces 
se produce un cierto desorden, como sucede también con la 
nominación de las escuelas y, a nivel departamental, de las 
calles, etcétera. Es decir que no está mal que exista cierta 
normativa que legisle al respecto. 


En la fundamentación que envía la Cámara de Represen- 
tantes se dice que el texto de este proyecto de ley otorga 
parámetros claros y definidos a la hora de tener que legislar, 
pues establece todas las alternativas posibles de sujetos de 
nominación, desde una personalidad destacada hasta una 
fecha histórica trascendente. La denominación con nombre 
de personas requiere que se cumplan tres años de fallecida, 
para evitar las iniciativas que puedan surgir del estado de 
ánimo colectivo inmediato al deceso. Asimismo, se 
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instrumenta un mecanismo que, con una mayoría especial, 
permita homenajear a personas que estén vivas. 


El proyecto de ley tiene la virtud de fijar criterios, tanto 
para la nominación como para sus cambios, con el objeto de 
abarcar, con la norma, la casuística más amplia posible, 
estableciendo mayorías especiales en casos excepcionales. 
La denominación de los establecimientos dependientes del 
Ministerio de Turismo y Deporte -indicados en el artículo 
1”- puede corresponder -como se establece en el artículo 2*- 
a personalidades científicas, políticas, culturales o depor- 
tivas, nacionales o extranjeras, y a quienes hayan contribui- 
do al desarrollo de la humanidad, del país o de la comunidad 
local. 


Como decía, en la fundamentación se establecen algu- 
nas limitantes con relación al tiempo de fallecimiento de las 
personas. 


Asimismo, se determina que las denominaciones pueden 
comprender nombres de países, hechos y fechas históricas, 
accidentes geográficos característicos u otras alternativas 
que sean debidamente fundamentadas. 


Hemos hecho las consultas con el Ministerio de Turismo 
y Deporte y nos ha manifestado que, si bien no conocía la 
iniciativa, considera que debe ser apoyada, opinión que 
trasladamos al Cuerpo. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Pido la palabra para una acla- 
ración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR SANGUINETTI. Señor Presidente: tenemos en- 
tendido que las designaciones siempre se hacen por ley, 
siguiendo el mecanismo habitual. Queremos saber, pues, si 
este es solo un procedimiento para regular las posibles 
peticiones que se realicen. 


SEÑORA PERCOVICH.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- Tiene la 
palabra la Miembro Informante. 


SEÑORA PERCOVICH.- Señor Presidente: la duda que 
plantea el señor Senador Sanguinetti es absolutamente 
legítima porque está establecido que la nominación debe 
realizarse por ley. Por lo tanto, esta iniciativa es muy buena 
porque establece un cierto marco -como existe a nivel 
departamental- para realizar las distintas nominaciones. 


Es cuanto quería manifestar. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar en general el proyecto 
de ley. 


(Se vota:) 

-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo 1” del proyecto de ley. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Artículo 1”.- Los establecimientos dependientes del 
Ministerio de Turismo y Deporte y los espacios públicos 
destinados al uso deportivo que no tengan carácter muni- 
cipal, serán denominados de acuerdo a lo establecido en la 
presente ley”. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- En consi- 
deración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-19en20. Afirmativa. 

Léase el artículo 2”. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Artículo 2”.- La denominación puede corresponder a 
personalidades científicas, políticas, culturales o deporti- 
vas, nacionales o extranjeras, y a quienes hayan contribui- 
do al desarrollo de la humanidad, del país o de la comunidad 
local. 


El empleo del nombre de personas físicas para las deno- 
minaciones deberá realizarse siempre que se haya cumplido 
un mínimo de tres años desde su fallecimiento. 


Las denominaciones pueden comprender también nom- 
bres de países, hechos y fechas históricas, accidentes 
geográficos característicos u otras alternativas que sean 
debidamente fundamentadas”. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- En consi- 
deración. 
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Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-18en 20. Afirmativa. 

Léase el artículo 3*. 

(Selee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Artículo 3”.- Las propuestas de denominación deberán 
ser presentadas ante la Asamblea General (numeral 13 del 
artículo 85 de la Constitución de la República)”. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- En consi- 
deración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-17en 20. Afirmativa. 

Léase el artículo 4” 

(Selee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Artículo 4*.- Para proponer las designaciones mencio- 
nadas en el artículo 1” de la presente ley, se debe cumplir con 
los siguientes requisitos: 


A) Información documentada sobre los méritos de la 
persona o importancia de los hechos o fechas y otras 
alternativas de denominación que se proponen. 


B) Características específicas y uso del lugar o institu- 
ción de que se trate. 


C) Obtener un amplio consenso entre los usuarios di- 
recta o indirectamente involucrados. 


D) Recabar la información a efectos de determinar si la 
nominación que se pone a consideración no es reite- 
rativa en el mismo departamento”. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- En consi- 
deración. 


Si no se hace uso de la palabra se va a votar. 
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(Se vota:) 
-19en20. Afirmativa. 
Léase el artículo 5”. 
(Se lee:) 
SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Artículo 5”.- Lo dispuesto en el literal C) del artículo 4 
de la presente ley contendrá las opiniones de las personas 
involucradas incluyendo a niños y a adolescentes relacio- 
nados con la propuesta de denominación. En todos los 
casos, el o los proponentes deberán informar el procedi- 
miento utilizado para relevar la opinión mayoritaria y los 
resultados obtenidos”. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- En consi- 
deración. 


Si no se hace uso de la palabra se va a votar. 

(Se vota:) 

-16en20. Afirmativa. 

Léase el artículo 6*. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Artículo 6.- Los cambios de denominación requerirán 
las mismas condiciones que para la nominación. Dicho 
cambio no podrá efectuarse antes de transcurridos diez 
años de la nominación vigente”. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- En consi- 
deración. 


Si no se hace uso de la palabra se va a votar. 

(Se vota:) 

-18en 20. Afirmativa. 

Léase el artículo 7” 

(Selee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Artículo 7”.- Los plazos establecidos en los artículos 
2* y 6* de la presente ley podrán ser modificados por dos 
tercios de votos del total de componentes de cada Cámara”. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- En consi- 
deración. 


Si no se hace uso de la palabra se va a votar. 

(Se vota:) 

-17en 20. Afirmativa. 

Léase el artículo 8”. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Artículo 8”.- El Ministerio de Turismo y Deporte lleva- 
rá el registro de las nominaciones que se designen en el 
marco de la presente ley a efectos de que, en un plazo de 
cuarenta y ocho horas, se informe a los proponentes, según 
lo establecido en el literal C) del artículo 4” de la presente 
ley”. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- En consi- 
deración. 


Si no se hace uso de la palabra se va a votar. 

(Se vota:) 

-17en 19. Afirmativa. 

Léase el artículo 9”. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Artículo 9%.- El Poder Ejecutivo dispondrá de un plazo 
de ciento veinte días a partir de la promulgación de la 
presente ley, para instrumentar lo dispuesto en el artículo 
anterior”. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- En consi- 
deración. 


Si no se hace uso de la palabra se va a votar. 
(Se vota:) 
-17en 20. Afirmativa. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunicará 
al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado 
por ser igual al considerado) 
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13) EJERCICIO ESPECIFICO COMBINADO “CRUZEX 
TV” 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- Se pasaa 
considerar el asunto que figura en tercer término del Orden 
del Día: “Proyecto de ley por el que se autoriza la salida del 
territorio nacional de personal superior y subalterno y de 6 
aeronaves de la Fuerza Aérea Uruguaya, a efectos de partici- 
par en el Ejercicio Específico Combinado “CRUZEX IV”, a 
llevarse a cabo en el Estado de Río Grande del Norte, Repú- 
blica Federativa del Brasil, entre el 31 de octubre y el 16 de 
noviembre de 2008. (Carp. N” 1300/08 - Rep. N* 888/08)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1300/08 
Rep. N* 888/08 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes de la República Oriental 
del Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado el siguiente 


PROYECTO DELEY 


Artículo Unico.- Autorízase la salida del territorio nacio- 
nal de un Contingente de la Fuerza Aérea Uruguaya, com- 
puesto por treinta efectivos del Personal Superior y veinti- 
cuatro efectivos de Personal Subalterno, tres aeronaves 
TA-58 y tres aeronaves A-37 B, pertenecientes a los Escua- 
drones N* 1 “Ataque” y N* 2 “Caza”, respectivamente, a 
efectos de participar en el Ejercicio Específico Combinado 
“CRUZEX IV”, a llevarse a cabo en el Estado de Rio Grande 
do Norte, República Federativa del Brasil, entre el 31 de 
octubre y el 16 de noviembre de 2008. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 9 de setiembre de 2008. 


Uberfil Hernández 
ler. Vicepresidente 


Marti Dalgalarrondo Añón 
Secretario. 


Comisión de 
Defensa Nacional 


INFORME 
Señores Representantes: 


Vuestra Comisión de Defensa Nacional eleva al Cuerpo 
el presente proyecto de ley, por el cual se autoriza la salida 
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del territorio nacional de un Contingente de la Fuerza Aérea 
Uruguaya, compuesto por treinta efectivos de Personal 
Superior y veinticuatro efectivos de Personal Subalterno, 
tres aeronaves IA-58 y tres aeronaves A-37 B, pertenecien- 
tes a los Escuadrones N* 1 “Ataque” y N* 2 “Caza”. 


El ejercicio Específico Combinado (CRUZEX IV), se lle- 
vará a cabo en el estado de Rio Grande do Norte, República 
Federativa del Brasil, entre el 31 de octubre y el 16 de 
noviembre de 2008. 


En el CRUZEX l, realizado en el año 2003, en Brasil, se 
intervino en el Estado Mayor, en planificación y control de 
Operaciones aéreas, no enviando medios aéreos. Este año 
el mencionado Ejercicio comprenderá una fuerza de Tareas 
Combinadas, constituida por medios aéreos de la Fuerza 
Aérea de las Repúblicas Argentina, Federativa del Brasil, 
Bolivariana de Venezuela, Oriental del Uruguay, Chile, Fran- 
cia y Perú. El mismo será comandado por el país anfitrión, 
en este caso Brasil. 


La planificación se hace con anticipación, lo cual permi- 
te se comparta tiempo con Oficiales de otras Fuerzas y se 
evalúe el grado de preparación con que se cuenta y se 
aporte conocimientos que son de provecho de todas las 
Fuerzas que participan. 


Es de suma importancia para nuestra Fuerza Aérea dicha 
presencia, ya que se trata de operaciones combinadas, con 
códigos de comunicación comunes, donde participan dis- 
tintas aeronaves, todo lo cual conlleva a un adiestramiento 
muy necesario para la práctica y para el aumento de cono- 
cimientos de nuestros efectivos, pues permitirá incremen- 
tar la profesionalidad de nuestros pilotos y técnicos, quie- 
nes intervendrán en un escenario que presenta un elevado 
nivel tecnológico y profesional. 


Por los fundamentos expuestos es que solicitamos al 
Cuerpo la aprobación del proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 12 de agosto de 2008. 


Pedro Soust, Miembro Informante; Ja- 
vier García, Luis Rosadilla. 
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Comisión de Defensa Nacional 


ACTA N* 70 


En Montevideo, el día seis de octubre del año dos mil ocho, 
ala hora diecisiete y cinco minutos, en la Sala de Ministros, 
se reúne la Comisión de Defensa Nacional de la Cámara de 
Senadores. 

Preside el señor Senador Gustavo Penadés, Presidente de la 
Comisión. 
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Asisten sus miembros señores Senadores Eleuterio 
Fernández Huidobro, Reinaldo Gargano, Carlos Moreira y 
Jorge Saravia. 
Actúa en Secretaría la Secretaría de la Comisión, señora 
María Celia Desalvo. 

Abierto el acto, se da cuenta del siguiente asunto entrado: 
Carpeta N” 1300/2008. EJERCICIO ESPECIFICO COMBINA- 
DO “CRUZEX IV”. Se autoriza la salida del territorio nacio- 
nal de un contingente de la Fuerza Aérea Uruguaya y de seis 
aeronaves, con el fin de participar en el mismo, en el Estado 
de Rio Grande do Norte, República Federativa del Brasil, del 
31 de octubre al 16 de noviembre de 2008. Proyecto de ley 
aprobado por la Cámara de Representantes. Distribuido 
N* 2764/2008. 

Se ponea consideración. Se vota: 5en 5. Afirmativa. UNA- 
NIMIDAD. Se designa Miembro Informante al señor Sena- 
dor Gustavo Penadés. (Informe verbal). 
A continuación se pasa a considerar la Carpeta N* 1055/2008. 
Ley Marco de Defensa Nacional. Mensaje y proyecto de ley 
del Poder Ejecutivo. Distribuido N*2273/2008. A 
El señor Senador Eleuterio Fernández Huidobro presenta un 
documento comparando el proyecto de ley del Poder Ejecu- 
tivo con las propuestas presentadas por el señor Senador 
Gustavo Penadés y las consideraciones que el Ministerio 
de Defensa Nacional realiza respecto a las mismas. 
Se resuelve distribuir dicho documento entre los señores 
Senadores miembros para analizarlo en la próxima reunión 
de la Comisión. 

A la hora diecisiete y diez minutos, se levanta la sesión. —— 
Para constancia se labra la presente Acta que, una vez 
aprobada, firman el señor Presidente y la señora Secretaria 
de la Comisión. 


Gustavo Penadés 
Presidente 


María Celia Desalvo 
Secretaria.” 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- Léase el 
proyecto. 


(Se lee) 
-En discusión general. 


El Miembro Informante es el señor Senador Penadés, que 
no se encuentra en Sala en este momento. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Señor Presidente: 
estas maniobras militares de carácter aeronáutico se reali- 
zan frecuentemente y, en este caso, se está solicitando la 
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autorización al Senado de la República para la salida del país 
de personal y aeronaves destinados a participar en este 
Ejercicio, del que van a participar la República Argentina, 
la República Federativa del Brasil, la República Bolivariana 
de Venezuela, la República Oriental del Uruguay, Chile, 
Francia y Perú. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- Sino se 
hace uso de la palabra, se va a votar en general el proyecto 
de ley. 


(Se vota:) 

-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Artículo único.- Autorízase la salida del territorio na- 
cional de un Contingente de la Fuerza Aérea Uruguaya, 
compuesto por treinta efectivos del Personal Superior y 
veinticuatro efectivos de Personal Subalterno, tres 
aeronaves IA-58 y tres aeronaves A-37 B, pertenecientes a 
los Escuadrones N* 1 “Ataque” y N* 2 “Caza”, respectiva- 
mente, a efectos de participar en el Ejercicio Específico 
Combinado 'CRUZEX IV”, a llevarse a cabo en el Estado de 
Rio Grande do Norte, República Federativa del Brasil, entre 
el 31 de octubre y el 16 de noviembre de 2008”, 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-17en 18. Afirmativa. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunicará 
al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado 
por ser igual al considerado) 


14) SERVICIO DE RETIROS Y PENSIONES 
POLICIALES 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- Se pasa a 
considerar el asunto que figura en primer término del Orden 
del Día: “Proyecto de ley por el que se reforma el régimen 
previsional del Servicio de Retiros y Pensiones Policiales. 
(Carp. N* 408/05 - Rep. N* 889/08 y Anexo 1)”. 
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(Antecedentes:) 


“Carp. N* 408/05 
Rep. N* 889/08 
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Comisión de Asuntos 
Laborales y Seguridad Social 


PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO 


TITULOI 


AMBITO DE APLICACION 


CAPITULO UNICO 


Ambito subjetivo y contingencias cubiertas 


Artículo 1%. (Ambito subjetivo de aplicación).- Queda 
comprendido en el nuevo sistema previsional (Título L, IL, IV 
y V), el personal policial activo amparado por el Servicio de 
Retiros y Pensiones Policiales que, al momento de entrada 
en vigencia de la presente ley, sea menor de treinta y siete 
años de edad en el caso de la mujer, y de cuarenta años de 
edad en el caso del hombre, o aun teniendo más años de 
edad, cuente con menos de quince años de servicios efec- 
tivos, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 36 al 41 
de la presente ley. 


A esos efectos se entiende por personal policial, el 
comprendido en el escalafón policial del Ministerio del 
Interior, que integre los siguientes subescalafones: ejecu- 
tivo, administrativo, técnico profesional, especializado y 
de servicios. 


Artículo 2”. (Contingencias cubiertas).- La presente 
ley cubre las contingencias sociales de retiro, invalidez, 
vejez y sobrevivencia. 


Artículo 3". (Gestión).- La gestión del sistema estará a 
cargo del Servicio de Retiros y Pensiones Policiales, subor- 
dinado a la Dirección Nacional de Asistencia Social Policial, 
la que, a partir de la vigencia de esta ley, pasa a denominarse 
Dirección Nacional de Asistencia y Seguridad Social Poli- 
cial. 


Anualmente el Ministerio del Interior efectuará un re- 
porte de la gestión realizada por la Dirección Nacional de 
Asistencia y Seguridad Social Policial con respecto al Ser- 
vicio de Retiros y Pensiones Policiales, el que será elevado 
al Poder Ejecutivo. 
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TITULO H 


DELAS PRESTACIONES 


CAPITULO! 


Prestaciones 


Artículo 4%. (Prestaciones).- Las prestaciones que brin- 
dará el Servicio de Retiros y Pensiones Policiales serán las 
de retiro, subsidio transitorio por incapacidad parcial y las 
pensiones de sobrevivencia. 


CAPITULO H 


De los retiros 


Artículo 5%. (Clasificación de los retiros).- Según la 
causal que lo determine, el retiro puede ser: 


A) Retiro común. 


B) Retiro por incapacidad total. 


C) Retiro por acto directo de servicio. 


D) Retiro por edad avanzada. 


Artículo 6%. (Retiro común).- Para configurar causal de 
retiro común, se exigirán sesenta años de edad y un mínimo 
de treinta y cinco años de servicios. 


Artículo 7*. (Retiro por incapacidad total).- La causal de 
retiro por incapacidad total se configura, fuera del caso 
previsto por el artículo siguiente, por la ocurrencia de 
cualesquiera de los siguientes presupuestos: 


A) La incapacidad absoluta y permanente para todo 
trabajo, sobrevenida en actividad o en período de 
subsidio transitorio por incapacidad, cualquiera sea 
la causa que la haya originado y siempre que se 
cuente con no menos de dos años de servicios 
policiales efectivos, salvo para quienes tengan hasta 
veinticinco años de edad, en cuyo caso sólo se 
exigirá un período mínimo de seis meses de servicios 
policiales efectivos. 


B) La incapacidad absoluta y permanente para todo 
trabajo, a causa o en ocasión del trabajo, cualquiera 
sea el tiempo de servicios. 


C) La incapacidad absoluta y permanente para todo 
trabajo, sobrevenida dentro de los dos años siguien- 
tes al cese voluntario en la actividad o al vencimiento 
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del período de subsidio transitorio por incapacidad, 
cualquiera sea la causa que hubiera originado la 
incapacidad, cuando se computen no menos de diez 
años de servicios policiales efectivos y no se fuere 
beneficiario de otra jubilación o retiro. 


D) El incumplimiento de sesenta años de edad del afilia- 
do que no fuere beneficiario de otra jubilación o 
retiro, cuando haya sido beneficiario del subsidio 
transitorio por incapacidad parcial por el término 
máximo (artículo 10.2 de la presente ley). 


Artículo 8%. (Retiro por incapacidad por acto directo de 
servicio).- La causal de retiro por acto directo de servicio se 
configura por la ocurrencia de la incapacidad absoluta y 
permanente para toda tarea, a causa o en ocasión de la 
prevención, investigación, represión y combate de sinies- 
tros, accidentales o no, o de los delitos y faltas contenidos 
en el Código Penal, leyes especiales y contravenciones 
administrativas en que esté dispuesta la intervención del 
personal policial, cualquiera sea el tiempo de servicios 
policiales prestados. 


Artículo 9%. (Retiro por edad avanzada).- La causal de 
retiro por edad avanzada se configura con setenta años de 
edad y un mínimo de quince años de servicios, siempre que 
el afiliado haya cesado en forma voluntaria con posteriori- 
dad a la vigencia de la presente ley y no le sea posible 
configurar otra causal de retiro o jubilatoria por acumula- 
ción de servicios al amparo de la Ley N* 17.819, de 6 de 
setiembre de 2004. 


La prestación generada por esta causal es incompatible 
con el goce de cualquier otra jubilación, retiro o subsidio 
transitorio por incapacidad parcial. 


CAPITULO II 


Subsidio transitorio porincapacidad parcial 


Artículo 10. (Subsidio transitorio por incapacidad par- 
cial).- 


10.1 Elpersonal policial activo que, contando con los 
requisitos de tiempo establecidos en el literal A) del artículo 
7% de la presente ley, se incapacite en forma absoluta y 
permanente para la tarea habitual, tendrá derecho a un 
subsidio transitorio por incapacidad parcial. Cuando la 
incapacidad se produzca a causa o en ocasión del trabajo, 
no se exigirá período mínimo de servicios. 


10.2 Esta prestación se servirá, de acuerdo con el 
grado de capacidad remanente y a la edad del afiliado, por 
un plazo máximo de tres años contados desde la fecha de la 
incapacidad. 


10,3 Dentro del plazo previsto en el inciso anterior se 
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derivará al funcionario a la Dirección Nacional de Sanidad 
Policial a efectos de la posible rehabilitación del mismo. 
Dicha Dirección indicará los tratamientos y exámenes perló- 
dicos a los que deberá someterse, suspendiéndose el pago 
de la prestación en caso de no presentarse a los mismos sin 
causa justificada. 


10.4 Durante el término de la prestación, la Dirección 
Nacional de Asistencia y Seguridad Social Policial procura- 
rá implementar o coordinar con otras instituciones, planes 
de reinserción laboral en actividades compatibles con la 
nueva capacidad del funcionario. Dichos planes serán de 
asistencia obligatoria y la ausencia injustificada del bene- 
ficiario, aparejará la inmediata suspensión de la prestación. 


10.5 Asimismo, podrá, en las condiciones que esta- 
blezca la Ley Orgánica Policial, concursar para cargos pre- 
supuestados del Ministerio del Interior, que sean compati- 
bles con su nueva capacidad. 


10.6 Si dentro del plazo de tres años ya referido, la 
incapacidad se convierte en absoluta y permanente para 
todo trabajo o si el funcionario cumpliere la edad de sesenta 
años, se configurará la causal de retiro por incapacidad 
total. 


10,7 Transcurrido el plazo máximo de cobertura, sin 
que se haya verificado la hipótesis prevista en el Inciso 
precedente, y permaneciendo la imposibilidad de reintegro 
a la tarea habitual, el funcionario cesará en sus funciones, 
sin perjuicio de lo dispuesto en el literal D) del artículo 7? 
de la presente ley. 


10.8 Laprestación del subsidio transitorio por incapa- 
cidad parcial es compatible con la percepción de jubilación 
o retiro, salvo que la actividad para la cual se incapacitó el 
funcionario hubiera sido comprendida en los servicios com- 
putados en la pasividad. Asimismo, es compatible con el 
desempeño de otra actividad diferente de la actividad prin- 
cipal que le dio origen. 


CAPITULOIV 


Delas pensiones de sobrevivencia 


Artículo 11. (Causales de pensión).- Los funcionarios 
policiales en actividad o en goce del subsidio transitorio 
por incapacidad parcial, cualquiera fuere el tiempo de ser- 
vicios reconocidos, y los retirados, causan derecho a pen- 
sión ante el acaecimiento de los siguientes hechos: 


A) La muerte del funcionario o del retirado. 


B) La declaratoria judicial de ausencia del funcionario o 
retirado. 


C) La desaparición del funcionario o retirado en un 
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siniestro o hecho conocido de manera pública y 
notoria, que haga presumir la muerte, previa informa- 
ción sumaria. La pensión se abonará desde la fecha 
del siniestro y caducará desde el momento en que el 
causante apareciera con vida, pudiéndose disponer 
la devolución de lo pagado a juicio de la Dirección 
Nacional de Asistencia y Seguridad Social Policial. 


También causará pensión aquel a cuyo respecto se 
verifiquen las circunstancias previstas en los literales an- 
teriores dentro de los doce meses inmediatos siguientes al 
cese voluntario de la actividad policial, o del cese por 
agotamiento del subsidio transitorio por incapacidad par- 
cial. 


Cuando las causales de pensión se verifiquen fuera del 
plazo indicado precedentemente, sólo causará pensión 
quien, habiendo cesado en forma voluntaria o por agota- 
miento del subsidio transitorio por incapacidad parcial, 
compute como mínimo diez años de servicios policiales 
efectivos y siempre que sus causahabientes no sean bene- 
ficiarios de otra pensión generada por el mismo causante. 


Artículo 12. (Beneficiarios de pensión).- Siempre que al 
momento de configuración de la causal no se hallaren en 
situación de desheredación o indignidad para suceder, son 
beneficiarios con derecho a pensión: 


A) Las personas viudas. 


B) Los hijos solteros menores de dieciocho años; los 
hijos solteros mayores de dieciocho años de edad y 
menores de veintiún años, siempre que acrediten 
carecer de medios de vida propios y suficientes para 
su congrua y decente sustentación y los hijos solte- 
ros mayores de dieciocho años absolutamente inca- 
pacitados para todo trabajo. 


C) Los padres absolutamente incapacitados para todo 
trabajo. 


D) Las personas divorciadas. 


E) Las concubinas y concubinos (Ley N? 18.246, de 27 
de diciembre de 2007). 


El derecho a pensión de los beneficiarios incluidos en el 
literal B), se configurará en el caso de que su padre o madre 
no tenga derecho a pensión, a cuando éstos, en el goce del 
beneficio, fallezcan o pierdan el derecho por cualquiera de 
los motivos establecidos legalmente. Las referencias a pa- 
dres e hijos comprenden el parentesco legítimo, natural o 
por adopción. 


Artículo 13. (Condiciones del derecho).- Las condicio- 
nes del derecho serán las siguientes: 
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A) En el caso de los padres absolutamente incapacita- 


B) 


C) 


dos para todo trabajo y las personas divorciadas, 
deberán acreditar la dependencia económica del cau- 
sante o la carencia de ingresos suficientes. 


Se considera que los mencionados beneficiarios de- 
penden económicamente del causante, cuando están 
a cargo total o principalmente de aquél recibiendo del 
mismo un aporte económico indispensable para su 
congrua sustentación, entendiéndose por tal la dis- 
ponibilidad de recursos e ingresos que permitan 
mantener los niveles de vivienda, salud, vestimenta, 
alimentos y, en su caso, educación del beneficiario. 


La comparación numérica entre los ingresos del cau- 
sante y los del beneficiario podrá considerarse a los 
efectos de establecer la dependencia económica, no 
constituyendo un elemento definitorio para su deter- 
minación. 


Tratándose de situaciones en las que un grupo de 
personas de pocos recursos, comparten gastos co- 
munes que individualmente no podrían absorber, se 
entenderá que existe dependencia económica si se 
comprueba que el fallecimiento del causante ha pro- 
vocado al beneficiario con vocación pensionaria un 
perjuicio económico relevante. 


Se entenderá que existe carencia de ingresos sufi- 
cientes cuando los referidos beneficiarios no dis- 
pongan de ingresos mensuales superiores a $ 17.750 
(pesos uruguayos diecisiete mil setecientos cincuen- 
ta). 


Las personas viudas y concubinas tendrán derecho 
al beneficiario, siempre que el promedio mensual 
actualizado de sus ingresos personales de los doce 
meses anteriores a la fecha de configuración de la 
causal, no supere la suma de $ 51.467 (pesos urugua- 
yos cincuenta y un mil cuatrocientos sesenta y sie- 
te). 


Las personas divorciadas, además de lo dispuesto en 
el literal A) de este artículo, deberán justificar que 
gozan de pensión alimenticia servida por su ex cón- 
yuge, decretada u homologada judicialmente. En estos 
casos, el monto de la pensión o la cuota parte si 
concurriere con otros beneficiarios, no podrá exce- 
der el de dicha pensión alimenticia. 


D) Los hijos adoptivos y los padres adoptantes, en todo 


caso deberán probar que han integrado, de hecho, un 
hogar común con el causante, conviviendo en su mo- 
rada y constituyendo con el mismo una unidad moral y 
económica similar a la de la familia, siempre que esta 
situación fuese notoria y preexistente en cinco años 
por lo menos a la fecha de configurarse la causal 
pensionaria, aun cuando el cumplimiento de las for- 
malidades legales de adopción fuese más reciente. 
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Cuando la causal pensionaria se opere antes que el 
adoptado haya cumplido los diez años de edad, se 
exigirá que el beneficiario haya convivido con el 
causante la mitad de su edad a dicha fecha. El goce 
de esta pensión es incompatible con el de la causada 
por vínculo de consanguinidad, pudiendo optar el 
interesado por una u otra. 


E) Para el caso de afiliados extranjeros, se requiere que 
el causante tenga un mínimo de diezaños de residen- 
cia en el país y que los beneficiarios acrediten que 
tenían su domicilio en el mismo a la fecha de falleci- 
miento de aquél, sin perjuicio de lo dispuesto por los 
Convenios Internacionales vigentes en la materia. 


Considérase afiliado extranjero aquel que no es natural 
de la República Oriental del Uruguay. Los ciudadanos lega- 
les, aesos efectos, quedan comprendidos en la categoría de 
afiliados extranjeros. 


Artículo 14. (Duración de la prestación).- La pensión se 
servirá: 


A) Durante toda la vida, tratándose de beneficiarios 
viudas y concubinas que tengan cuarenta o más años 
de edad a la fecha de configuración de la causal, o que 
cumplan esa edad gozando de dicho beneficio, siem- 
pre y cuando no mejoren su fortuna. 


B) Los beneficiarios viudos, concubinos y las personas 
divorciadas, que cumplan con los requisitos estable- 
cidos en el literal anterior, gozarán igualmente de la 
pensión durante toda la vida, salvo que se configu- 
ren respeto de los mismos las causales de término de 
la prestación que se establecen en el artículo si- 
guiente. 


C) En el caso que las personas viudas, concubinas y 
divorciadas tengan entre treinta y treinta y nueve 
años de edad a la fecha de configuración de la causal 
-sin perjuicio de lo previsto en el literal A) preceden- 
te- la pensión se servirá por el término de cinco años 
y por el término de dos años cuando los beneficiarios 
sean menores de treinta años de edad a dicha fecha. 


Los períodos de prestación de la pensión a que hace 
referencia el inciso anterior, no serán de aplicación en los 
casos que: 


A) El beneficiario estuviese total y absolutamente inca- 
pacitado para todo trabajo. 


B) Integren el núcleo familiar del beneficiario hijos sol- 
teros menores de veintiún años de edad, en cuyo 
caso la pensión se servirá hasta que estos alcancen 
dicha edad una vez cumplidos los términos del literal 
C), excepto cuando se trate de mayores de dieciocho 
años de edad que dispongan de medios de vida 
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propios y suficientes para su congrua y decente 
sustentación. 


C) Integren el núcleo familiar del beneficiario hijos sol- 
teros mayores de dieciocho años de edad absoluta- 
mente incapacitados para todo trabajo. 


Artículo 15. (De la pérdida del derecho pensionario).- El 
derecho a pensión se pierde: 


A) Por contraer matrimonio o unirse en concubinato, 
según lo previsto en el artículo 2? de la Ley N* 18.246, 
de 27 de diciembre de 2007, en el caso del viudo y 
personas divorciadas. 


B) Por cumplir veintiún años de edad los hijos solteros 
o por disponer los hijos solteros mayores de diecio- 
cho y menores de veintiún años de edad de medios 
de vida propios y suficientes para su congrua y 
decente sustentación, salvo que acrediten hallarse 
absolutamente incapacitados para todo trabajo. 


C) Por recuperar la capacidad antes de los cuarenta y 
cinco años de edad, cuando la incapacidad fuere 
requisito del beneficiario pensionario. 


D) Por mejorar la fortuna de las personas viudas, perso- 
nas concubinas, personas divorciadas y padres ab- 
solutamente incapacitados para todo trabajo. 


La mejora de fortuna de las personas viudas y concubi- 
nas se considerará configurada cuando el promedio men- 
sual actualizado de sus ingresos personales correspon- 
dientes a los últimos doce meses supere la suma de $ 51.467 
(pesos uruguayos cincuenta y un mil cuatrocientos sesenta 
y siete) y la de las personas divorciadas y padres absolu- 
tamente incapacitados para todo trabajo, cuando desapa- 
rezcan los supuestos económicos que dieron lugar al otor- 
gamiento de la pensión. 


La Dirección Nacional de Asistencia y Seguridad Social 
Policial, por intermedio del Servicio de Retiros y Pensiones 
Policiales, determinará los mecanismos y procedimientos 
de control a los efectos de lo previsto en este artículo. 


CAPITULO V 


Requisito especial 


Artículo 16. (Requisito especial para los casos deinca- 
pacidad).- En todo caso, sea retiro o pensión, en que la 
incapacidad sea requisito para el otorgamiento o manteni- 
miento de una prestación, se establecerá si el beneficiario 
debe someterse a exámenes médicos periódicos practica- 
dos por la Dirección Nacional de Sanidad Policial. 


El beneficiario deberá necesariamente presentarse a di- 
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chos exámenes y la ausencia injustificada a los mismos, 
aparejará la inmediata suspensión de la prestación. 


Sin perjuicio de lo dispuesto por el Decreto N* 225/002, 
de 18 de junio de 2002, con las modificaciones introducidas 
por el Decreto N* 272/003, de 8 de julio de 2003, el Poder 
Ejecutivo reglamentará el procedimiento para el reconoci- 
miento de la incapacidad. La incapacidad se determinará 
aplicando los baremos vigentes para las actividades ampa- 
radas por el Banco de Previsión Social. 


CAPITULO VI 


Clasificación de los servicios 


Artículo 17. (Diferentes tipos de servicios).- A los 
efectos de esta ley se establecen las siguientes definicio- 
nes: 


A) Tiempo de servicio es aquel que corresponde a acti- 
vidades de cualquier inclusión tomando en cuenta 
las bonificaciones pertinentes a que hubiere lugar. 


B) Tiempo de servicios policiales es aquel que corres- 
ponde a actividades amparadas por el Servicio de 
Retiros y Pensiones Policiales. Si se trata de servi- 
cios bonificados comprende la correspondiente bo- 
nificación. 


C) Tiempo de servicios policiales efectivos es el tiempo 
calendario cumplido efectivamente en actividades 
amparadas por el Servicio de Retiros y Pensiones 
Policiales, en cualquier subescalafón, sin tomar en 
cuenta la bonificación cuando la misma proceda. 


Artículo 18. (Servicios bonificados).- Los servicios cum- 
plidos en forma efectiva por los funcionarios del 
Subescalafón ejecutivo serán bonificados, en la forma y 
condiciones que determine el Poder Ejecutivo, de acuerdo 
con los criterios previstos en el artículo 37 de la Ley 
N? 16.713, de 3 de setiembre de 1995, sin perjuicio de lo 
establecido transitoriamente en el artículo 56 de la presente 
ley. 


Esa bonificación comprende en igual proporción y en 
forma simultánea, el tiempo de servicios y a la edad real del 
policía y se aplica tanto para la causal de retiro común como 
para la de edad avanzada. 


Artículo 19. (Contribución especial por servicios 
bonificados).- El Ministerio del Interior deberá aportar al 
Servicio de Retiros y Pensiones Policiales, una contri- 
bución especial cuya tasa será determinada por el Po- 
der Ejecutivo de acuerdo con lo previsto en los incisos 1? 
y 2? del artículo 39 de la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 
1995. 
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CAPITULO VII 


Determinación del monto y condiciones de las 
prestaciones 


Artículo 20. (Sueldo básico de retiro).- Se denomina 
sueldo básico de retiro, aquel que se toma como base de 
cálculo para la obtención de la asignación de retiro y será 
el correspondiente al promedio mensual actualizado, de 
todas las asignaciones computables sujetas a montepío, de 
los sesenta meses computados anteriores al cese. 


Si fuera más favorable para el funcionario y en tanto lo 
pueda acreditar fehacientemente, el sueldo básico de retiro 
será el promedio de los cinco años de mejores asignaciones 
computables actualizadas. 


Tratándose de retiro por acto directo de servicio o por 
incapacidad total, si el tiempo de servicios computados no 
alcanza a sesenta meses, se tomará el promedio mensual 
actualizado correspondiente al período o períodos efecti- 
vamente registrados. 


En todo caso esas remuneraciones deberán estar debi- 
damente documentadas en el Servicio de Retiros y Pensio- 
nes Policiales. 


La actualización de las asignaciones computables a 
efectos del cálculo del sueldo básico de retiro se hará hasta 
el mes inmediato anterior al inicio del servicio de la pasivi- 
dad, de acuerdo con el Indice Medio de Salarios, elaborado 
conforme al artículo 39 de la Ley N* 13.728, de 17 de 
diciembre de 1968. 


Artículo 21. (Asignación por retiro común).- Para el 
retiro común, la asignación de retiro será el resultado de 
aplicar sobre el sueldo básico de retiro respectivo los 
porcentajes que se establecen a continuación: 


A) El 50% (cincuenta por ciento), cuando se haya con- 
figurado causal. 


B) A este porcentaje se adicionará un 0,5% (cero por 
ciento) del sueldo básico de retiro por cada año que 
exceda el mínimo de años de servicios exigidos para 
configurar la causal, al momento de su configuración, 
con un tope de 5% (cinco por ciento). 


C) A partir de los sesenta años de edad, por cada año de 
edad que se difiera el retiro, después de haberse 
configurado causal, se adicionará un 3% (tres por 
ciento) del sueldo básico de retiro por año, hasta los 
setenta años de edad, con un máximo de 30% (treinta 
por ciento). Si no se hubiera configurado causal, por 
cada año de edad que supere los sesenta se adicio- 
nará un 2% (dos por ciento) hasta llegar a los setenta 
años de edad o hasta la configuración de la causal si 
ésta fuera anterior. En este último caso a partir de la 
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configuración de la causal se aplicará la adición del 
3% (tres por ciento) por cada año que se difiera el 
retiro hasta los setenta años. 


Artículo 22. (Asignación de retiro porincapacidad total 
y monto del subsidio transitorio por incapacidad parcial).- 
La asignación de retiro por incapacidad total, será del 65% 
(sesenta y cinco por ciento) del sueldo básico de retiro. 


En caso de que a la fecha de cese por incapacidad del 
policía ya hubiera configurado otra causal de retiro, se 
aplicará el porcentaje que corresponda a la misma si le 
resultara más favorable. 


El monto mensual del subsidio transitorio por incapaci- 
dad parcial será equivalente al 65% (sesenta y cinco por 
ciento) del sueldo básico de retiro, calculado de acuerdo 
con el artículo 20 de la presente ley, y se abonará por la 
Unidad Ejecutora con los haberes previstos para su sueldo 
presupuestal. 


Artículo 23. (Asignación de retiro porincapacidad total 
por acto directo de servicio).- La asignación de retiro por 
incapacidad para toda tarea por acto directo de servicio será 
equivalente al 100% (cien por ciento) del sueldo básico de 
retiro, con un monto mínimo equivalente al de la remunera- 
ción del Grado de Oficial Sub Ayudante (Grado 6), a cuyos 
efectos se considerará la antigijedad real del policía. 


Artículo 24. (Asignación de retiro por edad avanzada).- 
Para el retiro por edad avanzada, al configurarse la causal, 
la asignación de retiro será el resultado de aplicar sobre el 
sueldo básico de retiro el 50% (cincuenta por ciento) más un 
1% (uno por ciento) por cada año que exceda los quince 
años de servicios, con un tope de 64% (sesenta y cuatro por 
ciento). 


Artículo 25. (Monto mínimo y máximo de retiro).- En 
ningún caso una asignación de retiro será inferior a la suma 
de $ 2.219 (pesos uruguayos dos mil doscientos diecinue- 
ve), ni mayor de $ 20.930 (pesos uruguayos veinte mil 
novecientos treinta), salvo en el caso de retiro por acto 
directo de servicio, en cuyo caso el monto mínimo será el 
que resulte de la aplicación del artículo 23 de la presente ley 
y el máximo, en caso de incapacidad total, será de $ 29.700 
(pesos uruguayos veintinueve mil setecientos). 


Artículo 26. (Sueldo básico de pensión).- El sueldo 
básico de pensión será el equivalente a la asignación de 
retiro que le hubiera correspondido al causante a la fecha de 
su fallecimiento con un mínimo equivalente al de retiro por 
incapacidad total (artículo 22 de la presente ley) o por 
incapacidad total por acto directo de servicio (artículo 23 de 
la presente ley) si este fuera la causa de la muerte. 


Si el causante estuviera ya retirado o percibiendo el 
subsidio transitorio por incapacidad parcial, el sueldo bá- 
sico de pensión será la última asignación de retiro o de 
subsidio. 
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Artículo 27. (Asignación de pensión).- La asignación de 
pensión será: 


A)Si se trata de personas viudas, divorciados o 
concubinos, el 75% (setenta y cinco por ciento) del 
sueldo básico de pensión cuando exista núcleo fami- 
liar o concurrencia con hijos no integrantes del mis- 
mo o padres del causante. 


B) Si se trata exclusivamente de viuda o viudo, concu- 
bina o concubino, o hijos del causante, el 66% (se- 
senta y seis por ciento) del sueldo básico de pensión. 


C) Si se trata de hijos en concurrencia con los padres del 
causante, el 66% (sesenta y seis por ciento) del 
sueldo básico de pensión. 


D) Si se trata exclusivamente de divorciadas o divorcia- 
dos, o padres del causante, el 50% (cincuenta por 
ciento) del sueldo básico de pensión. 


E) Si se trata de la viuda o viudo en concurrencia con la 
divorciada o divorciado o concubina o concubino, o 
de la divorciada o divorciado en concurrencia con la 
concubina o concubino, sin núcleo familiar, el 66% 
(sesenta y seis por ciento) del sueldo básico de 
pensión. Si alguna o algunas de esas categorías 
tuviere o tuvieren núcleo familiar, el 9% (nueve por 
ciento) de diferencia se asignará o distribuirá, en su 
caso, entre esas partes. 


Artículo 28. (Distribución de la asignación de pen- 
sión).- En caso de concurrencia de beneficiarios, la distri- 
bución de la asignación de pensión se efectuará con arreglo 
a las siguientes normas: 


A) A la viuda o viudo, concubina o concunbino, divor- 
ciada o divorciado, con núcleo familiar, en concu- 
rrencia con otros beneficiarios, le corresponderá el 
70% (setenta por ciento) de la asignación de pensión. 


Cuando concurran con núcleo familiar la viuda o 
viudo o concubina o concubino o divorciada o divor- 
clado, la distribución de dicho porcentaje se hará por 
partes iguales a cada categoría. En el caso de que una 
sola de las categorías integro núcleo familiar, su 
cuota parte será superior en un 14% (catorce por 
ciento) a la del resto de los beneficiarios. 


El remanente de la asignación de pensión se distri- 
buirá en partes iguales entre los restantes copartíci- 
pes de la misma. 


B) A la viuda o viudo, concubina o concubino, divorcia- 
da o divorciado, sin núcleo familiar, en concurrencia 
con otros beneficiarios, le corresponderá el 60% 
(sesenta por ciento) de la asignación de pensión. 


Cuando concurran la viuda o viudo o concubina o 
concubino o divorciada o divorciado, la distribución 
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de dicho porcentaje se hará por partes iguales a cada 
categoría. 


El remanente se distribuirá en partes iguales entre los 
restantes coparticipes de pensión. 


C) En los demás casos, la asignación de pensión se 
distribuirá en partes iguales. 


En el caso de las divorciadas o divorciados en concu- 
rrencia con otros beneficiarios, el remanente que pudiera 
surgir de la aplicación del tope previsto en el literal C) del 
artículo 13 de la presente ley, se distribuirá en la proporción 
que corresponda a los restantes beneficiarios. 


Artículo 29. (Concepto de núcleo familiar).- A los efec- 
tos de lo dispuesto en los artículos anteriores, se considera 
núcleo familiar la sola existencia de hijos solteros menores 
de dieciocho años, o mayores de dieciocho años absoluta- 
mente incapacitados para todo trabajo, o menores de veintún 
años y mayores de dieciocho años que no dispongan de 
medios de vida propios y suficientes para su congrua y 
decente sustentación. 


Artículo 30. (Liquidación individual).- En cualquier caso 
de concurrencia de beneficiarios de pensión, se liquidará 
por separado la parte proporcional que corresponda a cada 
uno de ellos. 


Artículo 31. (Reliquidación entre copartícipes).- Cuan- 
do un beneficiario falleciere o perdiere su derecho a percibir 
la pensión, se procederá a reliquidar la asignación de pen- 
sión, si correspondiera, así como a su distribución, de 
acuerdo con lo establecido en los artículos anteriores. 


Artículo 32. (Aplicación inmediata del régimen pensio- 
nario).- El régimen de las pensiones de sobrevivencia pre- 
visto en el presente Título se aplicará a todos los casos en 
que se configure causal pensionaria a partir de la vigencia 
de la presente ley, cualquiera sea el régimen previsional que 
le fuere aplicable al causante. 


CAPITULO VIII 


De la suspensión del goce del retiro o pensión 


Artículo 33. (Suspensión del retiro o pensión).- El goce 
de la prestación de retiro o pensión, le será suspendido a 
quienes sean procesados por la comisión de un delito que 
traiga aparejada pena de penitenciaría, a partir del respec- 
tivo auto de procesamiento y durante el término de su 
reclusión. 


En caso de sentencia absolutoria ejecutoriada, se proce- 
derá al reintegro de las prestaciones suspendidas, deduci- 
dos los montos abonados conforme a lo dispuesto en el 
artículo 34 de la presente ley. 
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Lo dispuesto precedentemente es también aplicable a 
las situaciones que se rijan por las disposiciones legales 
anteriores a la vigencia de la presente ley. 


Artículo 34. (De los beneficiarios en caso de suspen- 
sión del retiro).- La suspensión del retiro, determinará a 
favor de la esposa o esposo, concubina o concubino e hijos 
solteros del procesado que tendrían derecho a pensión de 
acuerdo con la presente ley, y a petición de aquellos, la 
percepción de una prestación cuya asignación será: 


A) Si se trata exclusivamente de la esposa o esposo, 
concubino o concubino o hijos, el 66% (sesenta y 
seis por ciento) de la asignación de retiro. 


B) Si se trata de esposa o esposo, concubina o 
concubino e hijos en concurrencia, el 75% (setenta y 
cinco por ciento) de la asignación de retiro. 


En el caso de existir persona divorciada beneficiaria de 
pensión alimenticia servida por el retirado o retirada, tendrá 
derecho a una prestación, cuyo monto será equivalente al 
de la pensión que hubiere dejado de percibir por las circuns- 
tancias previstas en el artículo anterior, reducida en los 
mismos porcentajes de los literales precedentes. 


La determinación de la cuota parte de cada beneficiario 
que no se pueda resolver de acuerdo con lo establecido en 
este artículo, se efectuará siguiendo las reglas fijadas para 
los copartícipes de pensión en lo que fueren aplicables. 


Artículo 35. (Efectos de la suspensión de la pensión).- 
La suspensión de la pensión determinará en su caso la 
reliquidación de la asignación de pensión de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 31 de la presente ley. 


TITULO MM 
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Artículo 36. (Ambito subjetivo de aplicación).- El perso- 
nal policial activo amparado por el Servicio de Retiros y 
Pensiones Policiales, que a la fecha de entrada en vigencia 
de esta ley, cuente en el caso de la mujer, con treinta y siete 
o más años de edad, y en el caso del hombre, con cuarenta 
o más años de edad, y quince o más años de servicios 
efectivos, y no configure causal de retiro al 30 de junio de 
2011, se regirá por las disposiciones de este Título, salvo 
que realicen la opción prevista por el artículo 58 de la 
presente ley. 


Artículo 37. (Prestaciones).- Las prestaciones serán, el 
retiro común, que se regirá por lo dispuesto en el artículo 
siguiente, el retiro por incapacidad total y por incapaci- 
dad por acto directo de servicio, que se regirán respectiva- 
mente por lo dispuesto en los artículos 7? y 8? de la presente 
ley. 
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Artículo 38. (Causal de retiro común).- Para configurar 
causal de retiro común, se deberán alcanzar entre años de 
edad y años de servicios, incluyendo lo dispuesto por el 
artículo 34 de la Ley N? 9.940, de 2 de julio de 1940, los 
siguientes coeficientes: 


A) El personal policial ejecutivo, el coeficiente 76 (se- 
tenta y seis). 


B) El personal policial de los subescalafones de apoyo: 


a. A partir del 1? de julio de 2011, el coeficiente 76 
(setenta y seis). 


b. A partir del 1” de julio de 2013, el coeficiente 77 
(setenta y siete). 


Cc. A partir del 1” de julio de 2015, se requerirán 
sesenta años de edad y un mínimo de treinta y 
cinco años de servicios, a cuyos efectos se com- 
putarán hasta la fecha de entrada en vigencia de 
la presente ley, a razón de cinco años por cada 
cuatro años de servicios policiales efectivos. 


Artículo 39. (Sueldo básico de retiro).- El sueldo básico 
de retiro del personal comprendido en el régimen de transi- 
ción, con exclusión de las partidas previstas en el artículo 
43 de la presente ley que se ponderarán de acuerdo con lo 
dispuesto en el inciso tercero del presente artículo, será el 
promedio mensual de las asignaciones computables actua- 
lizadas de los últimos doce meses de servicios. 


Dicho período se incrementará en un semestre por cada 
semestre de vigencia de la historia laboral creada por el 
artículo 49 de la presente ley, hasta alcanzar a los sesenta 
meses computados anteriores al cese. 


Las partidas referidas en el citado artículo 43 de la 
presente ley, se considerarán en base al promedio mensual 
actualizado de los últimos sesenta meses de servicios. 


Artículo 40. (Asignación de retiro).- La asignación de 
retiro será: 


A) Para la causal de retiro común, el resultado de aplicar 
sobre el sueldo básico de retiro, los porcentajes que 
se establecen a continuación: 


a. Apartirdel 1? de julio de 2011, el 80% (ochenta por 
ciento) del sueldo básico de retiro. 


b. A partir del 1? de julio de 2012, el 75% (setenta y 
cinco por ciento) del sueldo básico de retiro. 


c. A partir del 1? de julio de 2014, el 70% (setenta por 
ciento) del sueldo básico de retiro. 
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d. A partir del 1? de julio de 2015, el 50% (cincuenta 
por ciento) del sueldo básico de retiro. 


Estos porcentajes se incrementarán en las con- 
diciones previstas en los literales B) y C) del artículo 
21 de la presente ley. En ningún caso la asignación 
de retiro total superará el 85% (ochenta y cinco por 
ciento) del sueldo básico de retiro. 


B) Para la causal de retiro por incapacidad total será el 
65% (sesenta y cinco por ciento) del sueldo básico de 
retiro. 


C) Para la causal de retiro por incapacidad total por acto 
directo de servicio, se regirá por lo dispuesto en el 
artículo 23 de la presente ley. 


Artículo 41. (Montos mínimos y máximos de retiro).- El 
monto mínimo de asignación de retiro correspondiente al 
régimen de transición, será de $ 2.219 (pesos uruguayos dos 
mil doscientos diecinueve). 


El monto máximo de retiro será, a partir del 1? de julio de 
2011, de $ 22.500 (pesos uruguayos veintidós mil quinien- 
tos), el que se elevará en $ 1.500 (pesos uruguayos un mil 
quinientos) por año para quienes lo hagan en los cinco años 
siguientes. 


A partir del 1? de julio de 2017 la asignación máxima de 
retiro será de $ 20.930 (pesos uruguayos veinte mil nove- 
cientos treinta), salvo en el caso de retiro por acto directo 
de servicio, en cuyo caso el monto mínimo será el que 
resulte de la aplicación del artículo 23 de la presente ley y 
el máximo, en caso de incapacidad total, será de $ 29.700 
(pesos uruguayos veintinueve mil setecientos). 


TITULOIV 


DISPOSICIONES COMUNES 


CAPITULOI 


Dela materia gravada 


Artículo 42. (Materia gravada).- Constituye materia 
gravada para las contribuciones especiales de seguridad 
social todo ingreso que el funcionario policial perciba, sea 
en dinero o en especie susceptible de apreciación pecunia- 
ria, en concepto de retribución y con motivo de su tarea 
personal cumplida en tal carácter. 


Cuando el ingreso referido se recibiera en todo o en parte 
mediante asignaciones en especie o cuya cuantía real sea 
incierta, el Poder Ejecutivo determinará los fictos por los 
cuales se habrá de aportar por dicha asignación, en función 
del valor promedio de las mismas. 
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Los aportes correspondientes a la Dirección Nacional de 
Sanidad Policial y al Servicio de Tutela Social Policial serán 
de cargo del personal policial y se calcularán sobre la 
totalidad de las partidas que constituyan materia gravada. 


Artículo 43. (Servicios a terceros y otras partidas).- 
Las remuneraciones que el personal policial perciba por los 
servicios prestados a personas públicas o privadas, fuera 
del horario de servicio y del destino correspondiente a su 
función pública, bajo contrato celebrado por aquéllas con 
el Ministerio del Interior al amparo del artículo 222 de la Ley 
N? 13.318, de 28 de diciembre de 1964, o normas análogas, 
con cargo a esos terceros, constituirán materia gravada, de 
manera progresiva, conforme a las siguientes reglas: 


A) A partir del mes de enero de 2009 en un 50% (cincuen- 
ta por ciento). 


B) A partir del mes de enero de 2010 en un 70% (setenta 
por ciento). 


C) A partir del mes de enero de 2011 en un 90% (noventa 
por ciento). 


D) A partir del mes de enero de 2012 en un 100% (cien por 
ciento). 


La compensación por riesgo de función y prima técnica, 
creada por los artículos 141 y 142 de la Ley N* 16.736, de 5 
de enero de 1996, así como los viáticos de alimentación, 
tendrán el mismo régimen de aportación previsional. 


Artículo 44. (Aumento nominal de sueldos).- Las parti- 
das y prestaciones que a partir de la entrada en vigencia de 
la presente ley pasan a constituir materia gravada, con la 
graduación prevista en el artículo 43 de la presente ley, se 
incrementarán en el porcentaje necesario a fin de que las 
remuneraciones líquidas sean equivalentes a las abonadas 
con anterioridad a dicha fecha. 


En ningún caso la aplicación de esta disposición signi- 
ficará aumento de las retribuciones líquidas. 


El incremento a que se refiere el inciso primero de este 
artículo se efectuará en forma conjunta para todas las 
partidas, teniendo en cuenta el nivel salarial resultante de 
su acumulación con el sueldo y otras partidas gravadas con 
anterioridad a la vigencia de la presente ley. 


La suma correspondiente a este incremento será clara- 
mente discriminada en todas las liquidaciones de sueldos, 
bajo el rubro de reintegro de aportes por cambio de régimen 
de aportación. 


Artículo 45. (Devolución de montepíos).- A partir de la 
entrada en vigencia de la presente ley no se efectuarán más 
devoluciones de montepíos, independientemente del perío- 
do de aportación. 
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Se exceptúa el caso de aquellos funcionarios que a la 
fecha de entrada en vigencia de la presente ley hubieran 
aportado montepíos por un período de tiempo que exceda el 
requerido en el artículo 1” de la Ley N* 11.182, de 18 de 
diciembre de 1948 y en el artículo 20 de la Ley N* 16.333, de 
1% de diciembre de 1992; en estos casos, se harán las 
devoluciones por el período excedente hasta la fecha de 
entrada en vigencia de la presente ley. 


CAPITULO H 


De las asignaciones computables 


Artículo 46. (Principio de congruencia).- A los efectos 
de la presente ley, se entiende por asignaciones computa- 
bles, aquellos ingresos individuales que, provenientes de 
actividades amparadas por esta normativa, constituyan 
materia gravada para las contribuciones especiales de se- 
guridad social. 


Las retribuciones a que refieren los artículos 42 y 43 de 
la presente ley constituirán asignación computable, sin 
perjuicio de lo dispuesto por el inciso tercero del artículo 39 
y el inciso segundo del artículo 53 de la presente ley, en 
idéntica medida en que sean materia gravada. 


Artículo 47. (Ficto casa habitación).- A partir de la 
vigencia de la presente ley, el beneficio del ficto casa 
habitación previsto en el artículo 81 de la Ley N* 9.940, de 
2 de julio de 1940, con las modificaciones introducidas por 
el artículo 23 de la Ley N* 16.333, de 1” de diciembre de 1992, 
no será de aplicación para los funcionarios policiales, estén 
o no alcanzados por esta ley en los demás aspectos, excepto 
para aquellos que al momento de la vigencia de la presente 
ley se encontraren ocupando una vivienda en las condicio- 
nes previstas en dichas normas. 


CAPITULO!HII 


De los recursos del Servicio de Retiros y Pensiones 
Policiales 


Artículo 48. (Recursos del Servicio de Retiros y Pen- 
siones Policiales).- Las prestaciones establecidas en el 
presente régimen serán financiadas con los siguientes re- 
Cursos: 


A) Los aportes patronales de retiro, que serán del 19,5% 
(diecinueve con cinco por ciento) sobre las partidas 
que constituyen materia gravada. 


B) Los aportes personales de retiro, que serán del 15% 
(quince por ciento) sobre las partidas que constitu- 
yen materia gravada. 


C) La contribución especial por servicios bonificados. 
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D) El montepío a cargo de los retirados y pensionistas 
establecidos por las disposiciones legales vigentes. 


E) Los tributos que se afecten especificamente a este 
régimen en los casos en que así se disponga por la 
ley. 


F) Si fuere necesaria, la asistencia financiera del Es- 
tado. 


Con los recursos referidos en este artículo también se 
solventarán las pasividades en curso de pago a la fecha de 
entrada en vigencia de la presente ley. 


CAPITULOIV 


Registro de Historia Laboral 


Artículo 49. (Historia Laboral).- La Dirección Nacional 
de Asistencia y Seguridad Social Policial está obligada a 
mantener al día los registros de historia laboral de sus 
afiliados activos y retirados, debidamente respaldados. Se 
registrará, como mínimo, tiempo de servicios policiales, 
asignaciones computables y aportes que correspondan. 


Artículo 50. (Obligaciones de las Unidades Ejecutoras).- 
Es obligación de todas las Unidades Ejecutoras del Minis- 
terio del Interior brindar la información necesaria a los 
efectos de instrumentar lo establecido en el artículo ante- 
rior, sobre la persona y la carrera funcional del policía, así 
como los datos de las liquidaciones mensuales de cada uno. 
La información anterior a la vigencia de la presente ley 
deberá ser proporcionada a la Dirección Nacional de Asis- 
tencia y Seguridad Social Policial en un plazo máximo de 
doce meses a contar de la fecha de entrada en vigencia de 
la presente ley, el que podrá ser ampliado, en casos debida- 
mente justificados, por la Dirección Nacional de Asistencia 
y Seguridad Social Policial. 


Asimismo, a partir de la vigencia de la presente ley, 
deberán enviar mensualmente la información completa de 
cada mes vencido, sin posibilidad de prórroga alguna. 


El incumplimiento de estas obligaciones aparejará al 
Jerarca de la Unidad Ejecutora omisa, las sanciones que 
establezca la reglamentación. 


Artículo 51. (Intercambio de información).- La Direc- 
ción Nacional de Asistencia y Seguridad Social Policial con 
la autorización previa del Ministerio del Interior, podrá 
suscribir convenios para el intercambio de información con 
los distintos institutos de seguridad social. 


Artículo 52. (Información al funcionario).- Todo fun- 
cionario policial tendrá derecho, en cualquier momento, a 
solicitar la información existente en su historia laboral, 
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debidamente certificada para su utilización personal o para 
la presentación ante otras instituciones. 


Asimismo, previa solicitud de sus afiliados, la Dirección 
Nacional de Asistencia y Seguridad Social Policial podrá 
transferir electrónicamente la información de la historia 
laboral del solicitante a instituciones de intermediación 
financiera o de crédito. 


Cuando el funcionario encontrare errores u omisiones 
en su historia laboral, dispondrá de un plazo de ciento 
ochenta días para observarla, a partir de su notificación 
fehaciente, sin perjuicio del deber de enmendarlas de oficio 
por parte de la Dirección Nacional de Asistencia y Seguri- 
dad Social Policial toda vez que sean detectados. 


TITULO V 


DISPOSICIONES GENERALES 


Capítulo Unico 


Artículo 53. (Regulación e incidencia de algunas par- 
tidas en el sueldo básico de retiro).- Los afiliados activos 
amparados por el Servicio de Retiros y Pensiones Policiales 
que han configurado causal de retiro o la configuren hasta 
el 30 de junio de 2011, se regirán por el estatuto vigente a 
la fecha de promulgación de la presente ley. 


No obstante las partidas referidas en el artículo 43 de la 
presente ley, se considerarán para el cálculo del sueldo 
básico de retiro tomando el promedio mensual actualizado 
de los últimos sesenta meses de servicios. 


Artículo 54. (Referencia a valores constantes).- Las 
referencias monetarias mencionadas en la presente ley, 
están expresadas en valores constantes correspondientes 
al mes de enero de 2008 y se ajustarán por el procedimiento 
y en las oportunidades establecidas en el artículo 67 de la 
Constitución de la República. 


Artículo 55. (Excepción aincompatibilidades).- Las pres- 
taciones que el funcionario pudiera obtener por el régimen 
de ahorro individual, de acuerdo con lo previsto en el inci- 
so cuarto del artículo 6% de la Ley N* 16.713, de 3 de 
setiembre de 1995, en la redacción dada por el artículo 3? de 
la Ley N* 17.445, de 31 de diciembre de 2001, no obstana la 
percepción del retiro por incapacidad total en el caso del 
literal C) del artículo 7?, ni a la del retiro por edad avanzada 
previsto por el artículo 9” de la presente ley. 


Artículo 56. (Disposición transitoria).- La bonificación 
prevista en el inciso primero del artículo 18 de la presente 
ley se fija, en una proporción de siete años fictos por cada 
cinco años efectivos, hasta tanto el Poder Ejecutivo no 
determine otra escala, en consonancia con los criterios 
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técnicos establecidos en los artículos 37 y siguientes de la 
Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995. 


Artículo 57. (Plazo para solicitar el retiro o la pen- 
sión).- El retiro podrá solicitarse en actividad o dentro de 
los 180 (ciento ochenta) días contados a partir del día 
siguiente al cese o a la configuración de la causal si esta 
fuera posterior a aquél. 


Presentada la solicitud dentro de ese plazo, la prestación 
se servirá desde la fecha de configuración de la causal o 
cese, según corresponda. En caso de presentación de la 
solicitud fuera de dicho plazo, la prestación se servirá 
únicamente desde la fecha de la solicitud. 


Los haberes de pensión se servirán desde la fecha de la 
causal pensionaria siempre que la prestación se solicite 
dentro de los 180 (ciento ochenta) días de configurada la 
causal. Presentada la solicitud fuera de dicho plazo, la 
prestación no servirá hasta la fecha de la solicitud. 


Artículo 58. (Opción por el nuevo régimen).- El Servicio 
de Retiros y Pensiones Policiales dará la más amplia difu- 
sión a sus afiliados, sobre el alcance y contenido de la 
presente ley, brindando el asesoramiento correspondiente 
a los funcionarios que así lo soliciten. 


El personal policial no comprendido de forma obligatoria 
en las disposiciones de los Títulos I, II y II de la presente 
ley, podrá optar en forma voluntaria e irrevocable, ante el 
Servicio de Retiros y Pensiones Policiales, por el estatuto 
de retiro previsto en los Títulos I y II de la presente norma- 
tiva, dentro del plazo de caducidad de 180 (ciento ochenta) 
días corridos siguientes a su vigencia. 


Artículo 59. (Incompatibilidades).- La percepción de 
retiro será incompatible con la realización de actividades 
para el Ministerio del Interior, sea en forma directa o indi- 
recta y sea como contratado civil o policial, con excepción 
de quienes sean designados en cargos políticos o de par- 
ticular naturaleza, o se encontraren desempeñando cargos 
de similar naturaleza al momento de la entrada en vigencia 
de la presente ley, o de quienes ejerzan cargos docentes en 
la Escuela Nacional de Policía. 


Artículo 60. (Ajustes delas pasividades).- A partir de la 
entrada en vigencia de la presente ley las prestaciones de 
retiro otorgadas al amparo del régimen previsional que se 
sustituye, a cargo de la Dirección Nacional de Asistencia y 
Seguridad Social Policial, deberán aplicarse de la siguiente 
forma: 


A) El haber inicial de retiro es el correspondiente a la 
tabla de sueldos vigentes a la fecha del cese (artícu- 
los 1? y 2? de la Ley N* 13.793, de 24 de noviembre de 
1969), actualizado hasta el mes inmediato anterior al 
inicio del servicio de la prestación, de acuerdo con 
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Indice Medio de Salarios, elaborado conforme al 
artículo 39 de la Ley N* 13.728, de 17 de diciembre de 
1968 sus modificativas y concordantes. 


B) El primer ajuste de pasividad, se realizará tomando en 
cuenta la variación ocurrida en el Indice Medio de 
Salarios, elaborado conforme al artículo 39 de la Ley 
N? 13.728, de 17 de diciembre de 1968 sus modificativas 
y concordantes, entre el último mes completo en que 
la persona estuvo en actividad y el mes en que deba 
percibir el primer aumento. 


Interprétase que las pasividades generadas al amparo 
del artículo 8 de la Ley N* 13.793, de 24 de noviembre de 
1969, se revaluarán en la forma dispuesta por el inciso 
segundo del artículo 67 de la Constitución de la Repú- 
blica. 


Artículo 61. (Derogaciones).- A partir de la vigencia de 
la presente ley, salvo en lo previsto por el artículo 34 de la 
Ley N? 9.940, de 2 de julio de 1940 y sin perjuicio del derecho 
de acceder a la causal de retiro hasta el 30 de junio de 2011 
(artículo 53 de la presente ley) quedan derogadas todas las 
disposiciones que se opongan a la misma. 


Asimismo se derogan, exclusivamente para los retiros y 
pensiones que se otorguen de acuerdo con la normativa de 
la presente ley, los montepíos que se descuentan a retirados 
y pensionistas policiales. 


Los funcionarios de los subescalafones de apoyo, a 
partir de la entrada en vigencia de la presente ley, no tienen 
edad de retiro obligatorio, salvo la prevista para los funcio- 
narios públicos en general. Lo dispuesto en este inciso se 
aplica inclusive para los funcionarios no alcanzados por el 
nuevo régimen en los demás aspectos. 


Derógase el artículo 21 de la Ley N” 15.809, de 8 de abril 
de 1986. 


Artículo 62. (Implementación de la reforma).- El Minis- 
terio de Economía y Finanzas proveerá al Ministerio del 
Interior de los fondos necesarios para la implementación de 
la presente ley. 


Artículo 63. (Vigencia).- Esta ley entrará en vigencia el 
primer día del segundo mes siguiente a su publicación en el 
Diario Oficial, salvo en aquellas disposiciones en que se 
haya establecido una fecha de vigencia diferente. 


Sala de la Comisión, 7 de octubre de 2008. 


Víctor Vaillant, Miembro Informante; 
Isaac Alfie, Discorde; Susana Dalmás, 
Francisco Gallinal, Discorde; Eduardo 
Lorier, Luis Oliver. 
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DISPOSICIONES CITADAS 


CONSTITUCION DE LA REPUBLICA 


Artículo 67.- Las jubilaciones generales y seguros so- 
ciales se organizarán en forma de garantizar a todos los 
trabajadores, patronos, empleados y obreros, retiros ade- 
cuados y subsidios para los casos de accidentes, enferme- 
dad, invalidez, desocupación forzosa, etc.; y asus familias, 
en caso de muerte, la pensión correspondiente. La pensión 
ala vejez constituye un derecho para el que llegue al límite 
de la edad productiva, después de larga permanencia en el 
país y carezca de recursos para subvenir a sus necesidades 
vitales. 


Los ajustes de las asignaciones de jubilación y pensión 
no podrán ser inferiores a la variación del Indice Medio de 
Salarios, y se efectuarán en las mismas oportunidades en 
que se establezcan ajustes o aumentos en las remuneracio- 
nes de los funcionarios de la Administración Central. 


Las prestaciones previstas en el inciso anterior se finan- 
clarán sobre la base de: 


A) Contribuciones obreras y patronales y demás tribu- 
tos establecidos por ley. Dichos recursos no podrán 
ser afectados a fines ajenos a los precedentemente 
mencionados, y 


B) La asistencia financiera que deberá proporcionar el 
Estado, si fuera necesario. 


CODIGO CIVIL 


Artículo 91. Son impedimentos dirimentes para el matri- 
monio: 


1%. La falta de edad requerida por las leyes de la Repú- 
blica; esto es, catorce años cumplidos en el varón y 
doce cumplidos en la mujer. 


2%. La falta de consentimiento en los contrayentes. 
Los sordomudos que no puedan darse a entender por 
escrito son hábiles para contraer matrimonio, siem- 
pre que se compruebe que pueden otorgar consenti- 
miento. La comprobación se hará por informe médico 
aprobado judicialmente. 


3”. El vínculo no disuelto de un matrimonio anterior. 


4”. El parentesco en línea recta por consanguinidad o 
afinidad, sea legítimo o natural. 


5”. En la línea transversal, el parentesco entre hermanos 
legítimos o naturales. 
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6”. El homicidio, tentativa o complicidad en el homicidio 
contra la persona de uno de los cónyuges, respecto 
del sobreviviente. 


7". La falta de consagración religiosa, cuando ésta se 
hubiere estipulado como condición resolutoria en el 
contrato y se reclamase el cumplimiento de ella en el 
mismo día de la celebración del matrimonio. 


Ley N? 9.940 


JUBILACIONES Y PENSIONES 


SEDAN NORMAS PARA REGIRLAS, 
INCORPORANDOSE MODIFICACIONES 
LEGISLATIVAS 


Artículo 34.- Sise tratase de una funcionaria madre, casada 
o viuda, tendrá derecho a computar una unidad de coeficiente 
jubilatorio por cada hijo legítimo que hubiera tenido, no 
pudiendo reconocerse a ese fin más de cinco unidades. 


Artículo 81.- Cuando fuese condición del desempeño 
del empleo que el funcionario habite en un local determina- 
do, suministrado por cuenta de la Administración, o cuando 
se le liquide una partida especial para pagar su casa habi- 
tación, el importe del alquiler respectivo se considerará 
parte integrante del sueldo. A ese efecto cuando el local 
para habitación no tuviera asignado ningún alquiler se 
financiará éste por la Dirección General de Avalúos. 


El Poder Ejecutivo establecerá cuáles son los empleos 
cuyo desempeño está sujeto a esa condición, debiendo 
satisfacer los reintegros correspondientes y las diferencias 
de sueldo que procedan, los funcionarios que los viniesen 
ejerciendo sin haber pagado unos y otras. 


Publicada D.O. 4 ene/949 - N* 12655. 


Ley N* 11.182 
JUBILACIONES 


SEDA UN NUEVO REGIMEN DE DESCUENTOS, 
LIMITACIONES Y MONTEPIOS, AFECTANDOA LAS 
JUBILACIONES CIVILES, ESCOLARES Y RETIROS 
POLICIALES CON CREACION DE RECURSOS 


El Senado y la Cámara de Representantes de la República 
Oriental del Uruguay, reunidos en Asamblea General, 


DECRETAN: 


Artículo 1*.- Las jubilaciones civiles y escolares funda- 
das en treinta y seis años por lo menos, de servicios 
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sucesivos, sean o no continuos no sufrirán el descuento de 
montepío que establecen los artículos 4? dela Ley N* 7.417, 
15 de la Ley N* 7.818 y 3? de la N* 9.821. 


Las fundadas en menos de ese cómputo sufrirán el 
descuento sólo por un término de tiempo igual al que les 
falta para alcanzarlo y al que se restarán o sumarán los días 
necesarios, hasta quince, para que su vencimiento coincida 
con el último día del mes anterior o con el último día del mes 
en que se cumple el término. 


La aplicación de las disposiciones que anteceden comen- 
zará el séptimo mes siguiente al de la fecha de promulgación 
de esta ley; y en los casos de jubilaciones comprendidas en 
el inciso anterior, ya concedidas, se tendrá en cuenta el 
tiempo que hayan sido abonadas hasta entonces, pero no 
habrá lugar a la devolución de montepíos para las que 
excedieran aquel término. 


A los efectos de este artículo, los servicios bonificados 
especialmente para su computación jubilatorio (Leyes Nos. 
2.910, artículo 18; 3.057, artículos 6” y 9”; 6.894 artículo 13; 
7.986, artículo 20; etc.) y los especiales (artículo 10 de la Ley 
N? 9.940 y 2? de la Ley N? 10.014) se computarán a razón de 
cuatro por cada tres años de prestación efectiva de los mismos. 


Ley N* 13.728 
PLANNACIONAL DE VIVIENDAS 
SE ESTRUCTURA 


Artículo 39.- Cométese al Poder Ejecutivo la elaboración de 
un Índice Medio de Salarios que será usado a todos los fines 
indicados en esta ley. El Indice deberá ser suficientemente 
representativo de los ingresos corrientes de los trabajadores 
comprendidos en los grandes sectores de la actividad pública 
y privada, que sean remunerados exclusivamente en dinero, 
excluyendo los regímenes de ocupación estacional o zafral, 
los trabajadores rurales y los ingresos por pasividades. 


La variación del Indice deberá publicarse mensualmen- 
te. En todos los casos el Indice usado para cada reajuste 
deberá conocerse al menos con un mes de anticipación a la 
fecha de aplicación del mismo. Si en ese plazo el Indice no 
estuviera disponible, el Banco Hipotecario del Uruguay 
estará autorizado para realizar el reajuste de acuerdo a su 
propia estimación y éste se considerará válido hasta el 
próximo período. En caso de descensos del valor de la 
Unidad Reajustable las deudas y los servicios de los prés- 
tamos no podrán bajar de su valor original. 


Ley N* 13.793 
POLICIA 


SE ESTABLECEN NORMAS SOBRE DEFINICIONES DE 
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SUELDO, GRADO, RETRIBUCIONES Y RETIRO DELOS 
FUNCIONARIOS DE LA POLICIA, CUERPO NACIONAL 
DE BOMBEROS, PERSONAL DE VIGILANCIA DE 
INSTITUTOS PENALES, ETC. Y SEDISPONESOBRE 
REGIMEN DE PENSIONES Y COMPENSACIONES A SUS 
CAUSAHABIENTES 


Artículo 19. 


El retiro de los funcionarios policiales y las pensiones a 
sus causahabientes se regularán por el régimen establecido 
en esta ley y la N? 9.940, de 2 de julio de 1940, en lo aplicable. 
A los efectos de la aplicación de la presente ley y su 
reglamentación, salvo especificaciones en contrario, rigen 
las siguientes definiciones: 


1) El término “último sueldo presupuestal” comprende 
todas las retribuciones sujetas a montepío del fun- 
cionario. 


2) El término “grado” significa el cargo presupuestal o 
el cargo ficto del titular al momento de jubilarse o 
fallecer o al momento de la modificación del retiro. 


3) El término “retribuciones del grado” o “retribuciones 
sujetas a montepio”, abarca todas las asignaciones 
a que tiene derecho un funcionario policial, sean al 
cargo que desempeña o a la persona. Es el caso de 
sueldo, sueldo progresivo, prima por antigiledad, 
compensaciones por riesgos, casahabitación, com- 
pensaciones por mayor horario o por dedicación 
total, etc. También serán computables, de acuerdo a 
los fictos que fije el Banco de Previsión Social, según 
lo estatuido por el artículo 94 de la Ley N* 12.761, de 
23 de agosto de 1960, las partidas para uniforme, 
comida y transporte. 


4) El término “retiro” es el equivalente a jubilación 
como lo define la Ley N* 9,940, de 2 de julio de 1940, 
o al retiro instituido por la Ley N* 7.914, de 26 de 
octubre de 1925. 


5) El término “haber de retiro” es el equivalente al 
sueldo de jubilación o pensión. 


Artículo 22 


El haber de retiro de los funcionarios amparados por la 
presente ley, se graduará a razón de 1/25 del último sueldo 
presupuestal y por años de servicio. Dicho haber será 
equivalente al último sueldo presupuestal íntegro que se 
tome como base cuando el funcionario compute veinticinco 
años, de servicios policiales efectivamente prestados, ex- 
cepto lo previsto en el artículo 3? y en la letra A) del inciso 
siguiente: 


A) Con menos de quince años policiales se aplicará el 
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procedimiento de las Leyes Nos. 11.182, de 18 de 
diciembre de 1948; 12.048, de 28 de noviembre de 1953 
y 12.076, de 4 de diciembre de 1953; 


B) De quince a veinte años de servicios policiales será 
la del grado que tenía el funcionario al momento del 
retiro; 


C 


A 


De veinte a veinticinco años de servicios policiales 
será la correspondiente a un grado inmediato su- 
perior al que tenía el funcionario al momento del 
retiro; 


D) De más de veinticinco años de servicios policiales 
será la correspondiente a dos grados inmediatos 
superiores al que tenía el funcionario al momento del 
retiro; 


E) De igual forma se graduará el haber de retiro de las 
pensiones. 


Artículo 82 


Los causahabientes de los funcionarios policiales falle- 
cidos en acto del servicio propio de la función policial 
activa, o con motivo o a causa de dichos actos, tendrán 
derecho a una pasividad equivalente a la totalidad de las 
últimas retribuciones, sujetas a montepío, de actividad, 
correspondientes a dos grados superiores del cargo que 
tenía el causante al momento de fallecer. 


Igual criterio se seguirá con los funcionarios que por 
accidente en acto de servicio con motivo o a causa de dicho 
acto se encuentren comprobadamente inhabilitados para 
continuar en actividad. 


Ley N* 15.809 


PRESUPUESTO NACIONAL DE RECURSOS Y 
GASTOS 


Artículo 21.- Las partidas fijas de incrementos salaria- 
les otorgadas con vigencia al 1? de setiembre de 1983 y 1% 
de abril de 1985, no generarán ningún derecho en las pasi- 
vidades que se regulan en función de porcentajes sobre las 
remuneraciones del personal en actividad. 


Ley N? 16.333 
PERSONAL MILITAR 


SUSTITUYESE EL ARTICULO 191 DELDECRETO-LEY 
N* 14.157, REFERENTE A LOSQUE ESTAN EN 
ACTIVIDAD O ENSITUACION DE RETIRO 
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TITULO H 


DELPERSONAL POLICIAL EN ACTIVIDAD Y EN 
SITUACION DE RETIRO 


Artículo 11.- Establécese que el haber de retiro a cargo 
de la Dirección Nacional de Asistencia Social Policial será 
ajustado exclusivamente de conformidad con los siguientes 
criterios: 


A) Los ajustes tendrán lugar automáticamente en cada 
oportunidad en que se aumenten los salarios de los 
funcionarios públicos de la Administración Central. 


B) Los ajustes a que refiere el literal anterior se realiza- 
rán aplicándose al efecto el porcentaje de aumento 
que en cada oportunidad fije discrecionalmente el 
Poder Ejecutivo, el que no podrá ser inferior a la 
variación del Indice Medio de Salarios ocurrida en el 
período inmediato anterior transcurrido desde el úl- 
timo aumento. 


Sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente, toda vez 
que se proceda a efectuar el ajuste de las pasividades y no 
esté fijado aún el Indice Medio de Salarios correspondiente 
al período que puede tomarse en cuenta la Dirección Nacio- 
nal de Asistencia Social Policial lo hará en función del 
índice provisional que fije la Dirección General de Estadís- 
tica y Censos. Una vez fijado el Indice definitivo se proce- 
derá a la reliquidación pertinente, si correspondiere, la cual 
se abonará en el mes siguiente al de practicarse el ajuste 
provisorio. 


Artículo 12.- Las prestaciones de retiro a cargo de la 
Dirección Nacional de Asistencia Social Policial se ajusta- 
rán a las disposiciones siguientes para aquellos que a la 
fecha de la promulgación de la presente ley tuvieran la 
condición de retirados o pensionistas: 


A) Para los retirados jubilados y pensionistas que al 31 
de diciembre de 1979 ya tuvieren configurada la 
calidad respectiva, el monto de su haber de retiro ala 
fecha indicada actualizado en la forma establecida en 
el inciso siguiente, se aumentará aplicando la varia- 
ción en el Indice Medio de Salarios, entre el 1? de 
enero de 1990 y la fecha del primer ajuste posterior al 
19 de mayo de 1990, 


A los efectos de este literal, el valor del haber de 
retiro vigente al 31 de diciembre de 1989, se actuali- 
zará a dicha fecha, increméntandola por la variación 
registrada en el Indice Medio de Salarios, entre el 1? 
de octubre y el 31 de diciembre de 1989. 


B) Para quien hubiere adquirido la calidad de retirado o 
pensionista con posterioridad al 31 de diciembre de 
1989 la liquidación se efectuará tomando en cuenta la 
variación del Indice Medio de Salarios producida 
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desde el último día del mes anterior a que correspon- 
da la primera percepción de haberes y la del primer 
ajuste a que tengan derecho y siempre que este sea 
posterior al 1? de mayo de 1990, 


Las actualizaciones posteriores de los retiros y pensio- 
nes comprendidas en los literales A) y B) de este artículo se 
efectuarán en cada una de las oportunidades y en la forma 
indicada en el artículo 11 de la presente ley. 


A la suma de los montos mensuales que resulten de la apli- 
cación de la fórmula de cálculo que antecede se le deducirá 
lo que efectivamente hubiere percibido en el mismo período. El 
saldo que resultare se abonará en diez cuotas mensuales y 
consecutivas, haciéndose efectiva la primera de ellas dentro de 
los sesenta días de la promulgación de la presente ley. 


Tratándose de saldos a cobrar de Cabo a grados inferio- 
res, los mismos se abonarán en cinco cuotas. 


Artículo 13.- Cada sentencia declarativa de inaplica- 
bilidad por inconstitucionalidad de las normas legales rela- 
tivas a los retiros y pensiones a cargo de la Dirección 
Nacional de Asistencia Social Policial sólo tendrá efecto en 
los procedimientos en que se haya pronunciado (artículo 
259 de la Constitución de la República). 


La retroactividad más extensa que se otorga alos retira- 
dos y pensionistas policiales, hayan o no deducido acción 
oexcepción de inconstitucionalidad, tiene su fuente exclu- 
sivamente en la presente ley. 


Artículo 14.- Establécese que a los efectos del artículo 
12 de la presente ley, en el caso de los retirados y pensio- 
nistas policiales, la base para la aplicación inicial de los 
ajustes será el 70% (setenta por ciento) de tantas veinticin- 
co avas partes, con un máximo de veinticinco, como años 
policiales de servicio tenga, de las retribuciones sujetas a 
montepío, de actividad, del grado que sirvió como base a los 
fines del cálculo del haber de retiro. 


Artículo 15.- Establécese que al personal policial no le 
es aplicable el texto del artículo 2? de la Ley N* 13.793, de 
24 de noviembre de 1969. 


Artículo 16.- El haber de retiro de los funcionarios 
policiales se graduará en 1/30 (un treinta avo) del sueldo 
presupuestal y por años de servicio. Dicho haber será 
equivalente al último sueldo presupuestal íntegro percibi- 
do cuando el funcionario compute treinta o más años de 
servicio policial. 


Artículo 17.- Cuando se computen menos de treinta 
años de servicio el cálculo se regirá por la siguiente escala: 


A) Entre veinticinco y treinta años: tantas treinta avas 
partes como años se tengan de servicio del 90% 
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(noventa por ciento) del último sueldo presupuestal. 


B) Entre veinte y veinticinco años: tantas treinta avas 
partes como años se tengan de servicio del 80% 
(ochenta por ciento) del último sueldo presupuestal. 


C) Entre quince y veinte años: tantas treinta avas partes 
como años se tengan de servicio del 65% (sesenta y 
cinco por ciento) del último sueldo presupuestal. 


D) Con menos de quince años: tantas treinta avas partes 
como años se tengan de servicio del 50% (cincuenta 
por ciento) del último sueldo presupuestal. 


Artículo 18.- Los servicios no policiales, públicos o priva- 
dos, pero anteriores a éstos, con las quitas establecidas por 
el artículo 9? dela Ley N* 12.381, de 12 de febrero de 1957, y 
por el artículo 3? de la Ley N* 13.793, de 24 de noviembre de 
1969, no tendrán eficiencia para la integración del coeficien- 
te establecido en el artículo 22 de la Ley N? 9.940, de 2 de 
julio de 1940, ni para el cálculo que se instituye en los 
artículos 16 y 17 de la presente ley mientras no se computen 
diez años de servicios especificamente policiales. 


Artículo 19.- Exceptúanse de lo dispuesto en el artículo 
anterior los casos de imposibilidad física -debidamente acre- 
ditada por Junta Médica dependiente de la Dirección Nacional 
de Sanidad Policial- para los que se tomarán los servicios 
policiales, a todo efecto, con la bonificación creada por el 
artículo 59 de la Ley N* 12.761, de 23 de agosto de 1960. 


Artículo 20.- En sustitución de las disposiciones de la 
Ley N? 11.182, de 18 de diciembre de 1948, sus modificativas 
y concordantes, establécese que la desgravación de los 
montepíos en los retiros policiales se operará al contarse con 
treinta y dos años y medio de servicios policiales, sean éstos 
especificamente policiales o cuando concurran a formar la 
cédula servicios anteriores, previa aplicación del cómputo 
dispuesto por la Ley N* 12.381, de 12 de febrero de 1957. 


Artículo 21.- Autorízase al Poder Ejecutivo a disponer 
con cargo a Rentas Generales la suma necesaria para abonar 
mensualmente al personal policial una prima mensual equi- 
valente a un 5% (cinco por ciento) de las retribuciones 
sujetas a montepío para aquellos funcionarios que compu- 
ten quince o más años de servicios y menos de veinticinco 
años; un 10% (diez por ciento) para los que computen 
veinticinco o más de servicio y menos de treinta años y un 
13% (trece por ciento) para aquellos que computen treinta 
o más años de servicio. 


Esta compensación estará sujeta a montepío y no será 
tenida en cuenta para el cálculo del hogar constituido. 


Artículo 22.- Las pasividades policiales que a la fecha 
de la promulgación de la presente ley superen el límite 
establecido en el artículo 4? de la Ley N* 13.793, de 24 de 
noviembre de 1969, se ajustarán de la siguiente forma: 
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A) Se tomará como base el 70% (setenta por ciento) de 
las retribuciones sujetas a montepío, de actividad, 
del grado que sirvió como base a los fines del cálculo 
del haber de retiro y hasta tanto la acumulación de 
aumentos producidos por el Indice Medio de Sala- 
rios no supere dicho haber inicial, se mantendrá 
aquel monto. 


B) A partir de entonces y sobre el valor nuevo estable- 
cido se ajustarán conforme a lo dispuesto por el 
artículo 11 de la presente ley. 


Artículo 23.- Establécese que cuando corresponda el 
beneficio dispuesto en el artículo 81 de la Ley N? 9.940, de 
2 de julio de 1940, tratándose de funcionarios policiales, 
éste no podrá ser superior al 25% (veinticinco por ciento) 
de su haber de retiro. 


Asimismo, no operará la aplicación del mencionado be- 
neficio si el policía no hubiera permanecido por lo menos un 
año en el destino que generare el derecho. 


Artículo 24.- El personal policial en actividad que tenga 
derecho a retiro policial ala promulgación de la presente ley 
o que se encuentre a menos de dos años de adquirir ese 
derecho podrá optar por el régimen anterior o por el que se 
establece en ella, dentro del plazo de ciento ochenta días 
contados desde entonces sin necesidad de pasar a situa- 
ción de retiro. 


Transcurrido el plazo sin que se haya efectuado la 
manifestación de voluntad ante la Dirección Nacional de 
Asistencia Social Policial, le será aplicable el nuevo régi- 
men legal. 


Lo que se dispone en los dos incisos anteriores no 
alcanza a lo establecido en los artículos 11, 12, 13, 14 y 22 
de la presente ley, que será aplicable en todos los casos. 


Artículo 25.- La presente ley entrará en vigencia a partir 
de la fecha de su promulgación. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 19 de noviembre de 1992. 


Ley N* 16.713 


SEGURIDADSOCIAL 


CREASE EL SISTEMA PREVISIONAL QUE SE BASA EN 

ELPRINCIPIO DE UNIVERSALIDAD Y COMPRENDE EN 

FORMA INMEDIATA Y OBLIGATORIA A TODAS LAS 

ACTIVIDADES AMPARADAS POR EL BANCO DE 
PREVISION SOCIAL 


Artículo 6". (Régimen de jubilación por ahorro indivi- 
dual obligatorio).- Se entiende por régimen de jubilación 
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por ahorro individual obligatorio, aquel en que la aporta- 
ción definida de cada afiliado se va acumulando en una 
cuenta personal con las rentabilidades que esta genere, a lo 
largo de la vida laboral del trabajador. 


A partir del cese de toda la actividad y siempre que se 
configure causal de acuerdo con los artículos 18 y 20 de la 
presente ley, se tendrá derecho a percibir una prestación 
mensual determinada por el monto acumulado de los apor- 
tes, sus rentabilidades y, de acuerdo a tablas generales de 
la expectativa de vida al momento de la configuración de la 
causal, del cese o de la solicitud de la prestación, según cual 
fuera posterior. Para quienes configuren causal por incapa- 
cidad total de acuerdo con el artículo 19 de la presente ley, 
la prestación mensual se determinará de conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 59 de la presente ley. 


En el caso de incapacidad parcial, los requisitos y demás 
condiciones del subsidio correspondiente se regularán por 
lo previsto en el artículo 59 de la presente ley. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo de 
éste artículo, a partir de los sesenta y cinco años de edad 
y siempre que se haya configurado causal jubilatoria co- 
mún, los afiliados tendrán derecho a percibir las prestacio- 
nes correspondientes al régimen de jubilación por ahorro 
individual obligatorio, aún cuando no hubieren cesado en 
la actividad, quedando eximidos de efectuar aportes perso- 
nales a ese régimen. 


Artículo 37. (Servicios bonificados).- El Poder Ejecuti- 
vo, mediante reglamentación, determinará los servicios que 
serán bonificados, ajustándose a los siguientes criterios: 


A) Serán bonificados en la proporción de hasta dos 
años por cada uno, los servicios prestados en acti- 
vidad cuyo desempeño imponga inevitablemente un 
riesgo de vida cierto o afecte la integridad física o 
mental del afiliado, cuando este riesgo resulte a la vez 
actual, grave y permanente, según índices estadísti- 
cos de mortalidad o morbilidad. 


B 


Serán bonificados en menor proporción: 


1) Los servicios prestados en actividad que presen- 
ten niveles de inferior riesgo. 


2) Los servicios prestados en actividades que, por 
su naturaleza y características, impongan indis- 
tintamente al trabajador un alto grado de esfuerzo 
de su sistema neuromotor, habilidad artesanal, 
precisión sensorial o exigencia psíquica, que haga 
imposible un rendimiento normal y regular más 
allá de cierta edad, cuando este carácter sea deter- 
minado mediante pericias técnicas y estudios es- 
tadísticos ocupacionales. 


3) Los servicios prestados en actividades docentes 
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en institutos de enseñanza, públicos o privados 
habilitados. 


Artículo 38. (Reconocimiento de servicios bonificados).- 
Los servicios bonificados serán reconocidos como tales, 
cuando el afiliado tenga en ellos una actuación mínima de 
diez años. 


La bonificación de servicios será revisada por el Poder 
Ejecutivo al menos cada cinco años, realizándose todas las 
investigaciones, estudios o pericias que permitan determi- 
nar que se da adecuado cumplimiento a las condiciones 
exigidas en el artículo anterior. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a establecer edades míini- 
mas, a partir de las cuales se aplicará la bonificación de 
servicios, enlos casos de actividades que así lo justifiquen. 


Artículo 39. (Contribución especial por servicios 
bonificados).- Los empleadores que ocupen trabajadores 
en actividades bonificadas deberán abonar una contribu- 
ción especial a su cargo, la que será determinada por el 
Poder Ejecutivo, en base a la bonificación prevista para la 
actividad, propendiendo a la equivalencia entre ingresos 
por aportaciones y egresos para prestaciones en el largo 
plazo. 


La referida contribución especial no podrá superar el 
100% (cien por ciento) de las sumas de las tasas de los 
aportes personales y patronales. 


La contribución especial no será aplicable a las institu- 
ciones mencionadas por el artículo 69 de la Constitución de 
la República. 


La contribución especial, correspondiente a las asigna- 
ciones computables comprendidas en el tramo entre $ 5.000 
(cinco mil pesos uruguayos) y $ 15.000 (quince mil pesos 
uruguayos), deberá verterse en la cuenta de ahorro 
jubilatorio del trabajador. 


Ley N* 17.445 


DISPONESE QUE EL SALDO ACUMULADO EN LAS 
CUENTAS DEL AHORRO INDIVIDUAL, YA SEAN AHO- 
RROS OLIGATORIOS COMO VOLUNTARIOS DE LOS 
AFILIADOS A LAS ADMINISTRADORAS DE AHORRO 
PREVISIONAL INTEGRARA EL HABER SUCESORIO Y 
OTROS RIESGOS QUE SE DETERMINAN 


Artículo 3?.- Sustitúyese el inciso cuarto del artículo 6% 
de la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995, por el 
siguiente: 


“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo de 
este artículo, a partir de los sesenta y cinco años de 
edad, los afiliados tendrán derecho a percibir las pres- 
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taciones correspondientes al régimen de jubilación por 
ahorro individual obligatorio, aun cuando no hubieren 
configurado causal jubilatoria conforme al artículo 18 de 
la presente ni cesado en la actividad, quedando eximidos 
de efectuar aportes personales a este régimen”. 


Ley N* 17.819 


REGIMEN DE ACUMULACION DE SERVICIOS A 
EFECTOS DE CONFIGURAR CAUSAL DE JUBILACION, 
RETIRO O PENSION 


El Senado y la Cámara de Representantes de la República 
Oriental del Uruguay, reunidos en Asamblea General, 


DECRETAN: 


Artículo 1”. (Acumulación de servicios).- Los servicios 
legalmente computables podrán ser acumulados a efectos 
de configurar causal de jubilación, retiro o pensión ante 
cualquier entidad de Seguridad Social, no admitiendo -a 
esos efectos- el fraccionamiento de aquellos que corres- 
pondan a una misma afiliación. Para ello se requiere que el 
titular: 


A) Haya cesado en todas las actividades que integren la 
acumulación, a la fecha de vigencia de la jubilación 
o retiro. 


B) Configure la causal de que se trate considerando los 
servicios que se pretenden acumular, por lo menos, 
en una de las entidades que ampare su actividad. 


Artículo 2”. (Beneficios en otras entidades).- El dere- 
cho al beneficio en las otras entidades involucradas en la 
acumulación, se generará a partir de la fecha en que, consi- 
derando los servicios acumulados, se cumpla a su respecto 
la totalidad de los requisitos que se exijan para la configu- 
ración de la causal. 


A tal efecto, se aplicará la legislación vigente al momen- 
to del cese en la última actividad. 


Artículo 3%. (De los servicios simultáneos y 
bonificados).- A los efectos de la configuración de la causal 
de jubilación, retiro o pensión, no se adicionarán los perío- 
dos de servicios de otras entidades que fueran simultáneos 
con los computados en la propia entidad. 


Si se trata de la acumulación de servicios bonificados, la 
bonificación solamente se considerará con relación al pe- 
ríodo de servicios, para la configuración de causal y deter- 
minación de la tasa de reemplazo. No obstante, respecto de 
la entidad que amparó dicha bonificación, ésta se conside- 
rará a todos los efectos. 
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Artículo 4. (Del cálculo y pago a prorrata de los bene- 
ficios).- El haber de las prestaciones como resultado de la 
acumulación de los períodos de servicios, se determinará de 
la siguiente manera: 


A) Cada una de las entidades que intervengan en la 
acumulación, establecerá previamente el importe de 
la prestación que le hubiere correspondido servir, 
como si todos los períodos acumulados se hubieran 
cumplido bajo su amparo, considerando a tales efec- 
tos las disposiciones vigentes a la fecha de cese en 
la última actividad registrada por el titular. 


B) A los efectos previstos, cada entidad considerará 
únicamente las asignaciones que hubiere compu- 
tado a su amparo, las que serán actualizadas hasta el 
mes inmediato anterior al de la vigencia de la pasivi- 
dad. 


C) Sobre el importe resultante, cada entidad determina- 
rá la obligación a su cargo. Será calculada en la 
proporción que resulte de relacionar el total de ser- 
vicios que haya computado con el total de servicios 
acumulados. 


Cuando existan servicios simultáneos, cada entidad, 
para establecer el total de servicios de afiliación 
propia alos efectos del cálculo de la prorrata, tomará 
del total del período simultáneo, un porcentaje igual 
y proporcional al número de entidades involucradas 
en la simultaneidad. 


No obstante, cuando se configure la causal solamen- 
te con servicios de una misma afiliación, el importe 
del beneficio a pagar por esa entidad no podrá ser 
superior al de la pasividad calculada sin considerar 
la acumulación. 


D) La cuota parte así determinada será considerada a 
todos los efectos como asignación de jubilación, 
retiro o pensión, y el pago que pudiera corresponder 
estará a cargo de la entidad que la estableció. 


En los casos en que la causal configurada sea la de 
“edad avanzada”, dichas asignaciones de pasividad 
serán compatibles entre sí. 


E) Solamente se generará obligación de pago en la en- 
tidad que amparó los servicios, si el titular registrara 
en ella un año o más de afiliación. 


Artículo 5%. (Reingreso a la actividad).- Cuando el 
afiliado jubilado o retirado cuyo beneficio hubiere sido 
concedido bajo este régimen, reingrese a una de las activi- 
dades comprendidas en la acumlación de servicios, se Sus- 
penderá el pago de las respectivas cuotas partes de pasivi- 
dad en todas las entidades obligadas, a partir de la fecha de 
ocurrido el reingreso y mientras dure tal actividad. 
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Al cesar en la actividad de reingreso: 


A) Cada entidad reiniciará el pago de la cuota parte 
suspendida, con su valor actualizado por el índice de 
ajuste que le hubiere correspondido en ella durante 
el período que duró la suspensión del pago. 


B) El período de servicios de reingresos será conside- 
rado exclusivamente en la entidad que los ampara, a 
los efectos que pudieran corresponder, siempre que 
el afiliado, hubiera permanecido en actividad un mí- 
nimo de tres años ininterrumpidos. 


Artículo 6. (Pérdida de eficacia).- Los servicios que 
hubieren dado lugar a cualquier beneficio de jubilación, 
retiro o pensión, inclusive con vigencia anterior a la fecha 
de la presente ley, no podrán ser acumulados. 


Artículo 7*. (Acumulación - su admisión).- Solamente 
podrán ser acumulados los servicios que expresamente 
acepten las entidades involucradas en la acumulación, a 
cuyos efectos aplicarán la normativa vigente en cada una de 
ellas. 


Artículo 8”. (Gestión del trámite).- El procedimiento de 
acumulación se iniciará ante la entidad a la cual correspon- 
da la última actividad del afiliado que se pretenda acumular, 
y si fueran varias, en cualquiera de ellas a elección del 
interesado o causahabientes. 


Dicha entidad actuará como enlace y coordinadora de 
los trámites respectivos. 


Artículo 9%. (Excepción).- A los efectos de la aplica- 
ción de las disposiciones contenidas en esta ley, cada una 
de las actividades con inclusión en el Banco de Previsión 
Social, se considerarán amparadas por entidades diferen- 
tes. 


Artículo 10. (Alcance).- A partir de la fecha de vigencia 
de la presente ley, se derogan todas las disposiciones que 
se le opongan. 


Lo dispuesto en el inciso anterior, no se aplicará a los 
servicios traspasados con anterioridad a aquella fecha, en 
cuanto fueren reconocidos por la entidad receptora. 


No será de aplicación lo dispuesto en esta ley, cuando 
se trate exclusivamente de afiliaciones amparadas por el 
Banco de Previsión Social, el que aplicará su propia norma- 
tiva. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Monte- 
video, a 18 de agosto de 2004, 
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Ley N* 17.856 


BASE DE PRESTACIONES Y CONTRIBUCIONES 


El Senado y la Cámara de Representantes de la República 
Oriental del Uruguay, reunidos en Asamblea General, 


DECRETAN: 


Artículo 1?.- Serán sustituidas por la Base de Prestacio- 
nes y Contribuciones que se crea en el artículo siguiente, 
todas las referencias al salario mínimo nacional estableci- 
das en el ordenamiento jurídico vigente sea como base de 
aportación a la seguridad social, como monto mínimo o 
máximo de prestaciones sociales, como cifra para determi- 
nar el nivel de ingresos, así como cualquier otra situación 
en que sea adoptado como unidad de cuenta o indexación. 


Artículo 2*.- Créase la Base de Prestaciones y Contribu- 
ciones que será equivalente al valor del salario mínimo 
nacional, a la fecha de vigencia de la presente ley. 


Artículo 3%.- La Base de Prestaciones y Contribuciones 
se actualizará en función de la situación financiera del 
Estado y a opción del Poder Ejecutivo, en las mismas 
oportunidades que los ajustes generales de remuneracio- 
nes de la Administración Central, en un porcentaje equiva- 
lente a: 


D) La variación del índice de precios al consumo que 
publica el Instituto Nacional de Estadística en el 
período entre ajuste. 


ID O la variación del Indice Medio de Salarios que 
publica el Instituto Nacional de Estadística en el 
período comprendido entre el penúltimo mes previo 
a la fecha de vigencia del ajuste anterior y el penúl- 
timo mes previo a la vigencia del nuevo valor. 


Cualquiera sea la opción adoptada, el Poder Ejecutivo 
podrá modificar la tasa de variación que surja del índice 
elegido, en defecto o exceso de hasta 20% (veinte por 
ciento) sobre el porcentaje resultante. 


Artículo 4*.- La presente ley entrará en vigencia a partir 
del primer día del mes siguiente a su aprobación. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Monte- 
video, a 8 de diciembre de 2004. 


Ley N* 18.246 
UNION CONCUBINARIA 
REGULACION 


Artículo 2*. (Caracteres).- A los efectos de esta ley se 
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considera unión concubinaria a la situación de hecho deri- 
vada de la comunidad de vida de dos personas -cualquiera 
sea su sexo, identidad, orientación u opción sexual- que 
mantienen una relación afectiva de índole sexual, de carác- 
ter exclusiva, singular, estable y permanente, sin estar 
unidas por matrimonio entre sí y que no resulta alcanzada 
por los impedimentos dirimentes establecidos en los nume- 
rales 19, 29, 4” y 5? del Artículo 91 del Código Civil. 


Decreto N* 225/002 


VISTO: la necesidad de sustituir disposiciones sobre 
certificaciones médicas del personal policial en actividad, 
y de encuadrar las atribuciones o tareas de las Juntas 
Médicas para evaluación de aptitud reglamentadas actual- 
mente por los Decretos 379/983 de 13 de octubre de 1983 y 
497/984 de 8 de noviembre de 1984. 


RESULTANDO: que las diversas normas vigentes en la 
actualidad, distorsionan enlenteciendo la tramitación y ac- 
tuación de las diversas oficinas intervinientes en la situa- 
ción sanitaria del funcionario. 


CONSIDERANDO: la conveniencia de introducir modi- 
ficaciones a las expresadas normas para dar solución a los 
casos que han presentado dificultades. 


ATENTO: a lo expuesto precedentemente. 


EL PRESIDENTE DELA REPUBLICA 


DECRETA: 


Artículo 12 


Las funciones que cumplen los señores médicos certifi- 
cadores son las de reconocer y certificar la incapacidad 
laboral específica por causal de enfermedad o accidente, 
estimando el período de incapacidad. Asimismo le corres- 
ponden las funciones y el régimen laboral previstos en los 
artículos 38 y 39 del Decreto 637/971, de 5 de octubre de 
1971. 


Artículo 22 


1) Los policías en actividad, cualquiera sea el escalafón 
a que pertenecen, cuando por razones de enfermedad 
no puedan concurrir al desempeño normal de sus 
tareas, deberán dar aviso antes de iniciar su horario 
de trabajo al Superior correspondiente, o a quien lo 
subrogue en ese momento. 


2) En la comunicación que efectúe el policía debe espe- 
cificar claramente si concurrirá al consultorio o 
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3) 


4) 


D) 


2) 


3) 


4) 


D) 


policlínica de certificaciones, o esperará al médico en 
su domicilio o lugar donde se le preste asistencia. 


Si el policía solicita médico a su domicilio o al lugar 
donde se le preste asistencia, el Superior respectivo 
o quien lo represente en ese momento lo comunicará 
al médico que corresponda. 


Efectuado el examen médico correspondiente, seen- 
tregará al policía un formulario por el médico actuan- 
te, en el cual constará la licencia concedida o la 
negativa de la misma, el cual será entregado al Supe- 
rior respectivo, quien lo remitirá dentro de las vein- 
ticuatro horas a la Oficina de Personal correspon- 
diente. 


Artículo 32 


Se considera motivo de licencia por enfermedad toda 
afección aguda o agudizada del policía, que implique 
la imposibilidad de concurrir a desempeñar sus ta- 
reas o cuya evolución pueda significar un peligro 
para sí o para los demás. 


Los policías en uso de licencia por enfermedad debe- 
rán agotar los medios para lograr su recuperación en 
el menor tiempo posible, para lo cual la Dirección 
Nacional de Sanidad Policial ofrecerá los medios 
adecuados. 


No constituirán causa para licencia por enfermedad 
las pequeñas heridas o contusiones; los cuadros 
virósicos estacionales apiréticos banales y pasaje- 
ros, tratamientos preparatorios para estudios 
policlínicos o pre-operatorios, tratamientos 
fisioterapéuticos, y aquellas afecciones crónicas que 
no producen invalidez para el ejercicio de la función, 
salvo que en tales casos existan contraindicaciones 
o riesgo de contagio expresamente determinado por 
el médico certificador. 


Cuando se comprobare que el policía en uso de 
licencia médica, no diere cumplimiento a las disposi- 
ciones reglamentarias, se dejará sin efecto la licencia 
acordada y se aplicarán las sanciones que corres- 
pondan. 


Artículo 42 


Concurrencia a Consultorio o Policlínica. Siempre 
que el policía se encuentre enfermo y su dolencia no 
se lo impida, deberá munirse del formulario corres- 
pondiente, concurriendo -dentro de las veinticuatro 
horas-a la policlínica de certificaciones médicas para 
su examen, en los horarios que se fijen. Cuando el 
médico de certificaciones lo crea conveniente, dis- 
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pondrá la concurrencia del policía enfermo a 
policlínicas para el debido contralor y evolución de 
su enfermedad. 


Certificación domiciliaria. Todo policía que requiera 
un examen en el domicilio o en el lugar que se le preste 
asistencia, dentro de los límites del departamento de 
Montevideo, será examinado por el médico de Certi- 
ficaciones de la Dirección Nacional de Sanidad Poli- 
cial. Cuando el lugar donde se le presta asistencia o 
el domicilio habitual o eventual, estuviese fuera de 
esos límites, será examinado por el médico de policía 
correspondiente a la localidad o dependencia más 
cercana, en su defecto, por un médico supernumera- 
rio o dependiente del Ministerio de Salud Pública -en 
caso de existir convenio entre ambas Secretarías de 
Estado-. El médico actuante deberá expedirse infor- 
mando día y hora del examen, lugar del mismo y 
licencia aconsejada. 


Artículo 52 


Los policías en uso de licencia médica deberán per- 
manecer en el lugar de internación que el Ministerio 
del Interior tenga habilitado a esos efectos (enferme- 
rías, etc.) o en su domicilio de no existir aquél, duran- 
te el tiempo estipulado para la licencia médica. Cuan- 
do el médico de certificaciones concediera autoriza- 
ción en forma expresa, al policía enfermo para salir del 
lugar de internación o de su domicilio -en su caso-, 
deberá fundamentar en su informe cuándo y para qué 
se concede la misma. 


Cuando un policía con parte de enfermo se encontrare 
en condición de reintegrarse a sus tareas estará 
obligado a hacerlo inmediatamente, presentándose 
previamente, en caso de no haber sido reconocido 
por el médico, a anular su pedido, concurriendo al 
Centro Sanitario correspondiente. 


Si al concurrir al domicilio del policía, el médico de 
certificaciones o el que correspondiere o la persona 
designada no lo encontrara, o del examen que se 
realice se comprobare que estaba ya habilitado para 
el desempeño de sus tareas, se aplicarán las sancio- 
nes pertinentes. 


Para contralor de las presentes disposiciones se 
establece un sistema contra visita la que será cumpli- 
da por el facultativo que designe el Señor Jefe de la 
División Técnica o el Jefe de Servicio correspondien- 
te pudiendo ser completada con las que se realicen 
por disposiciones del Superior. 


Artículo 62 


La presentación de certificados expedidos por 
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médicos ajenos a la Dirección Nacional de Sanidad 
Policial, no tendrá validez a los efectos del otorga- 
miento de licencia médica. 


2) El médico de certificaciones o quien ejerza esta tarea 
donde corresponda, juzgará el grado de incapacidad 
del paciente y el tiempo que insume el tratamiento 
aconsejado, debiendo informar en forma pormenorizada 
cada caso de licencia que otorgue. Los policías estarán 
obligados a acatar sus prescripciones, siendo penado 
por la autoridad que corresponda su incumplimento. 


Artículo 72 


Los policías podrán formular reclamos respecto del 
médico certificante, dentro de las cuarenta y ocho horas 
siguientes a la notificación, en cuyo caso el Jefe de la 
División Técnica o del Médico de Policía, en su caso, 
deberán nombrar una Junta Médica dentro del tercer día 
hábil, la que examinará al policía dentro de las veinticuatro 
horas siguientes y adoptará resolución definitiva. 


Artículo 82 


Las licencias médicas serán otorgadas por los servicios 
o médicos que establezca la reglamentación de la Dirección 
Nacional de Sanidad Policial. 


1) a) Dichos servicios o médicos podrán otorgar licen- 
cia médica hasta un plazo de 20 días por vez y 
hasta el plazo máximo por el período y antigúedad 
indicados en el Art. 11, numeral 2, incisos A), B), 
C) y D). 


b) En el caso previsto en el inciso precedente el 
médico especialista - tratante otorgará licencia 
dentro del lapso establecido, anteriormente. 


2) Siporel carácter de la enfermedad no fuere suficiente 
el tiempo máximo de licencia medica a que se refiere 
el numeral anterior, las Juntas Médicas continuarán 
certificando hasta un período máximo de 210 días. 


3) Cumplido el plazo y cantidad de las certificaciones 
indicadas, la Junta Médica correspondiente (Nacio- 
nal o Departamental) evaluará el cumplimiento de los 
requisitos y plazos indicados en el artículo 11 y la 
situación sanitaria del funcionario. 


Citado el funcionario por la Junta Médica respectiva, 
será notificado que a partir de ese momento quedará a la 
orden y disposición de la misma y deberá concurrir a todas 
y cada una de las citaciones, con los estudios o elementos 
sanitarios que posea de otros centros asistenciales, como 
asimismo a los estudios, exámenes, consultas, etc. que la 
Junta Médica disponga. 
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La no concurrencia injustificada a estas citaciones o 
estudios podrá dar lugar a la instrucción de sumario disci- 
plinario o encontrándose en fecha a la no renovación del 
contrato que lo vincula a la Administración. 


A) Si la Junta Médica dispone su aptitud para el servicio 
deberá reintegrarse en el lapso de 48 horas a sus 
tareas. Sólo se admitirá su no reintegro mediante 
certificación médica conforme al Art. 8” del presente 
y siempre que se trate de una nueva causa de enfer- 
medad. 


B) Si la Junta Médica dictamina la ineptitud del funcio- 
nario para el servicio, dejará establecida la existencia 
o inexistencia de nexo causal y la posibilidad del 
eventual desempeño de tareas de apoyo para el caso 
de que, ajuicio del Jefe de Policía respectivo o titular 
de la Dirección Nacional correspondiente, probadas 
razones de servicio así lo justifiquen, circunstancia 
de la cual, informará al Jerarca, en oportunidad de la 
elevación del expediente. La Junta Médica así se lo 
hará saber al funcionario. De dicho dictamen se dará 
vista al funcionario a efectos de que éste, en el lapso 
de 10 días hábiles manifieste respecto al dictamen de 
la Junta Médica su conformidad o, en caso contrario, 
aporte elementos sanitarios que contrarresten los 
que tuvo en cuenta la Junta Médica para arribar al 
dictamen antedicho. (*) Transcurrido el lapso indica- 
do en el caso de que no se hubiesen presentado 
nuevos elementos, el dictamen de la Junta Médica 
Nacional o Departamental quedará firme, completán- 
dose el trámite administrativo (Sumario por Ineptitud 
Física o Mental) con la información de servicios y, 
cumplidos los trámites formales, quedará culminado 
el expediente para su resolución. 


Si se presentasen nuevos elementos, la Junta Médica 
resolverá en definitiva y sobre todos los antecedentes. 
Cuando quien intervino es una Junta Médica Departamen- 
tal ésta emitirá opinión y elevará los antecedentes a la Junta 
Médica Nacional quien resolverá en forma definitiva e 
inapelable. 


Mantenido el dictamen de ineptitud con las especifica- 
ciones mencionadas anteriormente, quedará firme el mismo. 
En la instancia sumarial no se admitirá ulterior prueba, salvo 
que fuera superviniente o no haya podido ser alegada en su 
oportunidad, debiendo fundarse tales circunstancias. (*) 


* Numeral 3%) literal b) inciso 1%) redacción dada por: 
Decreto N”272/003 de 08/07/2003 artículo 1”. 


* TEXTOORIGINAL: Decreto N* 225/002 de 18/06/2002 
artículo 8?. 


Artículo 92 


La licencia por Bacilosis Pulmonar se ajustará a lo esta- 
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blecido en el artículo 11 de la Ley N* 10.709, de 17 de enero 
de 1946, y la licencia por Maternidad se ajustará a lo esta- 
blecido en el Decreto N* 641/973, de 8 de agosto de 1973. 


Artículo 10 


Juntas Médicas de Evaluación de Aptitud: 


D) 


2) 


3) 


D) 


2) 


La ineptitud física a que se refiere el apartado C) del 
artículo 71 de la Ley Orgánica Policial, será certifica- 
da por Junta Médica integrada por tres médicos y 
doble número de suplentes -que actuarán en caso de 
impedimento de los titulares por cualquier causa- co- 
rrespondiente a la respectiva dependencia departamen- 
tal de la Dirección Nacional de Sanidad Policial, (Art. 
126 de la Ley N* 14.106 de 14 de marzo de 1973). Estas 
Juntas Médicas serán designadas anualmente por el 
Director Nacional de Sanidad Policial, a propuesta de 
la Dirección Técnica de dicha Unidad Ejecutora. 


Cuando las Juntas Médicas de Evaluación de Apti- 
tud consideren necesario o conveniente el asesora- 
miento de carácter especializado, podrán hacer las 
consultas pertinentes a los Servicios competentes 
de la Dirección Nacional de Sanidad Policial y prescri- 
birán los exámenes o análisis paraclínicos que se requie- 
ran para reunir los elementos conducentes a la eva- 
luación del estado de salud del funcionario policial. 


Dichos exámenes o estudios deberán ser efectuados 
y comunicados directamente a la Junta Médica, con 
carácter prioritario. 


En los casos en que, a los efectos de ser sometidos 
aexámenes, análisis o pericias por médicos especia- 
listas o Juntas Médicas, los funcionarios policiales 
deban desplazarse fuera de los límites del departa- 
mento de su domicilio, se procurará suministrarles 
los medios de transporte, alojamiento y alimentación 
que resulten indispensables, por parte de la Unidad 
de que dependan, en coordinación con otras depen- 
dencias policiales. 


Artículo 11 


Las inasistencias motivadas por enfermedad que no 
determine imposibilidad permanente para el cum- 
plimiento de la función (Artículo 125 de la Ley 
N* 14.106) que excedan, en cada período de genera- 
ción de licencia anual reglamentaria, un tiempo igual 
al de dicha licencia, determinarán el descuento de 
una cuarta parte de día de licencia anual reglamenta- 
ria por cada día de falta por enfermedad excedente. 


Sometimiento a examen de Junta Médica: 


a) Cuando la enfermedad diagnosticada, determi- 
nante de la licencia médica, fuere susceptible de 
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ocasionar ineptitud física o mental permanente, 
se requerirá el dictamen de la Junta Médica de 
Evaluación de Aptitud. 


Igual dictamen será requerido cuando el funcionario 
policial sobrepase, en uso de licencia médica: 


A) 45 días laborales en el lapso de 12 meses, si su 
antigúedad como funcionario está comprendida 
desde su ingreso hasta el último día de su cuarto 
año de vinculación con el Instituto. 


B) 60 días laborales en el lapso de 12 meses si su 
antigúedad como funcionario está comprendida 
entre el primer día del 5” año de su ingreso y el 
último día de su décimo año de vinculación con el 
Instituto. 


C) 75 días laborales en el lapso de 12 meses si su 
antigúedad como funcionario está comprendida 
entre el ler. día de su undécimo año hasta el último 
día de su vigésimo año de vinculación con el 
Instituto. 


D) 90 días laborales en el lapso de 12 meses si su 
antigiiedad como funcionario supera el vigésimo 
año. 


Sin perjuicio de lo señalado en los incisos anteriores: 


E) 


3) 


a) Será requerido el dictamen de la Junta Médica 
cuando haya computado un máximo de 210 días, 
con independencia de los años de servicio. 


b) El jerarca podrá solicitar dictamen de la Junta 
Médica de Aptitud cuando lo considere oportuno 
y por razones fundadas. 


Los plazos de enfermedad se computarán desde el 
primer día de licencia certificada, a efectos de que la 
Junta Médica de Evaluación de Aptitud se expida 
acerca de si la enfermedad o enfermedades o cuadros 
sanitarios generales causantes de las inasistencias 
determina imposibilidad permanente para el cumpli- 
miento de sus funciones (Art. 125 dela Ley N* 14.106). 


También podrán las Juntas Médicas de Evaluación 
reservar su dictamen hasta por un máximo de 210 
días, a fin de observar la evolución de la enfermedad 
y sus perspectivas de recuperación o la eliminación 
de períodos frecuentes de agudización, para determi- 
nar si la imposibilidad reviste carácter permanente. Si 
en dicho lapso no pudiere establecerse ese carácter, 
se reputará que el funcionario policial es apto; sin 
perjuicio de las variantes que resultaren de la ulterior 
evolución de su dolencia. 


En caso de dictaminar la existencia de ineptitud o de 
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imposibilidad de carácter permanente para el cumpli- 
miento de sus funciones, la Junta Médica deberá 
determinar el grado de incapacidad (Arts. 35 al 38 y 
55 literal C) de la Ley N? 9.940, de 2 de julio de 1940, 
y Art. 1? de la Ley N* 14.432 de 25 de setiembre de 
1975); también determinará si fue adquirida durante 
el ejercicio de la función. Corresponderá asimismo a 
las Juntas Médicas de Evaluación de Aptitud, en 
base a los antecedentes respectivos, expedirse ex- 
clusivamente sobre la existencia de nexo causal entre 
la enfermedad inhabilitante y algún hecho del servi- 
cio o acaecida con motivo u ocasión del mismo, del 
que pudiera derivar dicha enfermedad. A estos efec- 
tos, toda vez que se constate la participación de un 
funcionario policial en algún hecho de la naturaleza 
descripta, se instruirá la correspondiente tramitación 
administrativa en la forma más inmediata posible, a 
fin de la documentación de todos los antecedentes. 


Las Juntas Médicas de Evaluación de Aptitud, una 
vez en posesión de todos los elementos de juicio reque- 
ridos, que deberán poner a su disposición en forma 
inmediata los jerarcas respectivos; emitirán su pro- 
nunciamiento en el lapso de treinta días calendario. 


4) Sumario por ineptitud física. Cuando la respectiva 
Junta Médica de Evaluación de Aptitud declare al 
funcionario policial no apto, por ineptitud física o 
mental permanente o por imposibilidad permanente 
para el cumplimiento de sus funciones, el Jerarca 
máximo de la respectiva Unidad Ejecutora dispondrá 
la instrucción de sumario administrativo conforme a 
lo determinado por los artículos 125 de la Ley N* 
14.106 y correspondientes del Decreto 500/991 de 27 
de setiembre de 1991. 


La resolución que disponga la instrucción del sumario 
por la causal de ineptitud física, será comunicada de inme- 
diato a la Dirección Nacional de Asistencia Social Policial 
a fin de que, de oficio, se establezca el eventual derecho 
jubilatorio del titular, en base a su cómputo de tiempo de 
servicio, su edad (artículo 125 de la Ley N* 14.106) y del 
grado de incapacidad establecido por la Junta Médica. La 
respectiva constancia deberá incorporarse al sumario, an- 
tes de dictar resolución definitiva. 


5) Anticipo Jubilatorio. Cuando del sumario resulte 
acreditado derecho jubilatorio conforme al numeral 
anterior, al resolverse la cesantía se procederá, de 
conformidad con lo establecido por los artículos 125 
de la Ley N” 14.106 y 69 de la Ley Orgánica Policial - 
Texto Ordenado por el Decreto 75/972 de 1? de febre- 
ro de 1972- por resolución del Ministro del Interior, a 
abonarle mensualmente con cargo a Rentas Generales y 
ulterior reintegro con los haberes jubilatorios que se 
devenguen desde la fecha de su desvinculación 
presupuestal, un monto equivalente al 80% (ochenta 
por ciento) del sueldo y demás complementos que 
tenía asignados mientras se hallaba en actividad, 
hasta tanto se inicie el servicio de su jubilación. 
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Si el monto total del anticipo no quedara cancelado con los 
haberes jubilatorios generados desde la desvinculación, el 
saldo será descontado en cuotas mensuales no superiores 
al 20% (veinte por ciento) de la pasividad (artículo 10 de la 
Ley N* 12.381 de 12 de febrero de 1957). 


Artículo 12 


DEROGANSE los Decretos 379/983 de 13 de octubre de 
1983 y 497/984 de 8 de noviembre de 1984. 


Artículo 13 


El presente Decreto entrará en vigencia a partir del día de 
la fecha y no se aplicará a las solicitudes de Junta Médica nia 
los sumarios por ineptitud física que ya estuviesen en trámite. 


Artículo 14 


Comuníquese, etc.. 
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Comisión de Asuntos 
Laborales y Seguridad Social 


ACTA N* 96 


En Montevideo, el día siete de octubre de dos mil ocho, a la 
hora quince y dieciocho minutos se reúne la Comisión de 
Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado. 
Asisten sus Miembros la señora Senadora Susana Dalmás, 
los señores Senadores, Isaac Alfie, Eduardo Lorier, Fran- 
cisco Gallinal y Luis Oliver. 
Falta con aviso el señor Senador Julio Lara Gilene. 
Preside el señor Senador Víctor Vaillant, Presidente de la 
Comisión. 

Actúa en Secretaría la señora Secretaria de Comisión 
Gabriela Gazzano, y la señora Prosecretaria Gloria Mederos. 
Abierto el acto se procede a tomar versión taquigráfica, cuya 
copia dactilografiada luce en el Distribuido N* 2827/2008, 
que forma parte de la presente Acta. 
ASUNTOS ENTRADOS: 

1. Funcionarios restituidos por el Estado al amparo de la 
Ley N* 15.783, solicitan audiencia. 
2. Ex Bancarios del departamento de Rivera y Jubilados por 
el Banco de Previsión Social solicitan audiencia en relación 
a la Caja Bancaria. 
3. La Comisión de Legislación del Trabajo remite versión 
taquigráfica del día primero de octubre de la audiencia 
concedida a la Agrupación de ex-obreros y familiares de la 
Textil Ferrés. 

4. Los funcionarios de la firma KEDAL S.A. (Pronto!), 
solicitan audiencia a fin de exponer su situación en relación 
con Caja Bancaria. 
ASUNTOS CONSIDERADOS: 
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1. Carpeta N” 408/2005. Servicio de Retiros y Pensiones 
Policiales. Se reforma el régimen de retiro. Distribuido 
N* 2809/2008. 

El señor Senador Vaillant propone se desglosen los artícu- 
los que consideren y se vote en bloque el resto de los 
artículos no desglosados. 
El señor Senador Vaillant solicita el desglose de los siguien- 
tes artículos: 29,10, 12,13,33,41,45,47,48,53,58y60. 
El Senador Gallinal solicita se desglosen los siguientes 
artículos: 19, 49,79, 10,13,25,33,38,41,42,43y59. 
Se votan en bloque los artículos no desglosados: 3, 6%, 89, 99, 
11,14,15,16,17,18,19,20,21,22,23,24,26,27,28,29,30,31, 
32,34,35,36,37,39,40,44,49,50,51,52,54,55,56,57,61 y 62. 
Se votan 4 en 5. Afirmativa. 

Se consideran los artículos desglosados: 
Se vota el articulo 1%: 5en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Aprobado con modificaciones. 
Se vota el artículo 2%: 5en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Aprobado con modificaciones. 
Se vota el artículo 4%: 5en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Aprobado sin modificaciones. 
Se vota el artículo 7%: 5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Aprobado sin modificaciones. 
Se vota el artículo 10: 5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Aprobado con modificaciones. 
Se vota el artículo 12: 5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Aprobado con modificaciones. 
Se vota el artículo 13: 5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Aprobado con modificaciones. 
Se vota el artículo 25: 4 en 6. Afirmativa. Aprobado sin 
modificaciones. 

Se vota el artículo 33: 5 en 6. Afirmativa. Aprobado con 
modificaciones. 

Se vota el artículo 38: 4 en 6. Afirmativa. Aprobado sin 
modificaciones. 

Se vota el artículo 41: 4 en 6. Afirmativa. Aprobado con 
modificaciones. 

Se vota el artículo 42: 6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Aprobado sin modificaciones. 
Se vota el artículo 43: 6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Aprobado sin modificaciones. 
Se vota el artículo 45: 4 en 6. Afirmativa. Aprobado con 
modificaciones. 

Se vota el artículo 47: 4 en 6. Afirmativa. Aprobado con 
modificaciones. 

Se vota el artículo 48: 4 en 6. Afirmativa. Aprobado con 
modificaciones. 

Se vota el artículo 53: 4 en 6. Afirmativa. Aprobado con 
modificaciones. 

Se vota el artículo 58: 6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Aprobado con modificaciones. 
Se vota el artículo 59: 6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Aprobado sin modificaciones. 
Se vota el artículo 60: 4 en 6. Afirmativa. Aprobado con 
modificaciones. 

Se designa como Miembro Informante al señor Senador 
Víctor Vaillant. Informe verbal. 

TEXTO DELPROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO APROBA- 
DO POR LA COMISION. 

TITULO I 
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AMBITO DE APLICACION 
Capítulo Unico 
Ambito subjetivo y contingencias cubiertas 
Artículo 1”. (Ambito subjetivo de aplicación). 
Queda comprendido en el nuevo sistema provisional (Título 
L IL, IV y V), el personal policial activo amparado por el 
Servicio de Retiros y Pensiones Policiales que, al momento 
de entrada en vigencia de la presente, sea menor de treinta 
y siete años de edad en el caso de la mujer, y de cuarenta 
años de edad en el caso del hombre, o aun teniendo más 
años de edad, cuente con menos de quince años de servi- 
cios efectivos, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 
36 a 41 de la presente ley. 
A esos efectos se entiende por personal policial, el com- 
prendido en el escalafón policial del Ministerio del Interior, 
que integre los siguientes subescalafones: ejecutivo, adminis- 
trativo, técnico profesional, especializado y de servicios. 
Artículo 2”. (Contingencias cubiertas). 
La presente ley cubre las contingencias sociales de retiro, 
invalidez, vejez y sobrevivencia. 
Artículo 3”. (Gestión). 
La gestión del sistema estará a cargo del Servicio de Retiros 
y Pensiones Policiales, subordinado a la Dirección Nacio- 
nal de Asistencia Social Policial, la que, a partir de la 
vigencia de esta ley, pasa a denominarse Dirección Nacio- 
nal de Asistencia y Seguridad Social Policial. 
Anualmente el Ministerio del Interior efectuará un reporte de 
la gestión realizada por la Dirección Nacional de Asistencia y 
Seguridad Social Policial con respecto al Servicio de Retiros y 
Pensiones Policiales, el que será elevado al Poder Ejecutivo. 
TITULO Il 

DELAS PRESTACIONES 
CAPITULO l, Prestaciones 
Artículo 4”. (Prestaciones). 
Las prestaciones que brindará el Servicio de Retiros y Pensio- 
nes Policiales serán las de retiro, subsidio transi-torio por 
incapacidad parcial y las pensiones de sobrevivencia. 
CAPITULO Il 

De los retiros 

Artículo 5”. (Clasificación de los retiros). 
Según la causal que lo determine, el retiro puede ser: 
A) Retiro común. 
B) Retiro por incapacidad total. 
C) Retiro por acto directo de servicio. 
D) Retiro por edad avanzada. 
Artículo 6*. (Retiro común). 
Para configurar causal de retiro común, se exigirán 60 (se- 
senta) años de edad y un mínimo de 35 (treinta y cinco) años 
de servicios. 

Artículo 7”. (Retiro por incapacidad total). 
La causal de retiro por incapacidad total se configura, fuera 
del caso previsto por el artículo siguiente, por la ocurrencia 
de cualesquiera de los siguientes presupuestos: 
A) La incapacidad absoluta y permanente para todo traba- 
jo, sobrevenida en actividad o en período de subsidio 
transitorio por incapacidad, cualquiera sea la causa que la 
haya originado y siempre que se cuente con no menos de 2 
(dos) años de servicios policiales efectivos, salvo para 
quienes tengan hasta veinticinco años de edad, en cuyo 
caso sólo se exigirá un período mínimo de 6 (seis) meses de 
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servicios policiales efectivos. 
B) La incapacidad absoluta y permanente para todo traba- 
jo, a causa o en ocasión del trabajo, cualquiera sea el tiempo 
de servicios. 

C) La incapacidad absoluta y permanente para todo traba- 
jo, sobrevenida dentro de los dos años siguientes al cese 
voluntario en la actividad o al vencimiento del período de 
subsidio transitorio por incapacidad, cualquiera sea la cau- 
sa que hubiera originado la incapacidad, cuando se compu- 
ten no menos de diez años de servicios policiales efectivos 
y no se fuere beneficiario de otra jubilación oretiro. 
D) El cumplimiento de sesenta años de edad del afiliado que 
no fuere beneficiario de otra jubilación o retiro, cuando 
haya sido beneficiario del subsidio transitorio por incapa- 
cidad parcial por el término máximo (artículo 10.2 de la 
presente ley). 
Artículo 8”. (Retiro por incapacidad por acto directo de 
servicio). 
La causal de retiro por acto directo de servicio se configura 
por la ocurrencia de la incapacidad absoluta y permanente 
para toda tarea, a causa o en ocasión de la prevención, 
investigación, represión y combate de siniestros, acciden- 
tales o no, o de los delitos y faltas contenidos en el Código 
Penal, leyes especiales y contravenciones administrativas 
en que esté dispuesta la intervención del personal poli- 
cial, cualquiera sea el tiempo de servicios policiales presta- 
dos. 

Artículo 9”. (Retiro por edad avanzada). 
La causal de retiro por edad avanzada se configura con 
setenta años de edad y un mínimo de quince años de 
servicios, siempre que el afiliado haya cesado en forma 
voluntaria con posterioridad ala vigencia de la presente ley 
y no le sea posible configurar otra causal de retiro o jubilatoria 
por acumulación de servicios al amparo de la Ley N* 17.819, 
de 6 de setiembre de 2004. 

La prestación generada por esta causal es incompatible con 
el goce de cualquier otra jubilación, retiro o subsidio tran- 
sitorio por incapacidad parcial. 
CAPITULO III 

Subsidio transitorio por incapacidad parcial 
Artículo 10. (Subsidio transitorio por incapacidad parcial). 
10.1 El personal policial activo que, contando con los 
requisitos de tiempo establecidos en el literal A) del artículo 
7% de la presente ley, se incapacite en forma absoluta y 
permanente para la tarea habitual, tendrá derecho a un 
subsidio transitorio por incapacidad parcial. Cuando la 
incapacidad se produzca a causa o en ocasión del trabajo, 
no se exigirá periodo mínimo de servicios. 
10.2 Esta prestación se servirá, de acuerdo con el grado 
de capacidad remanente y a la edad del afiliado, por un plazo 
máximo de tres años contados desde la fecha de la incapa- 
cidad. 

10,3 Dentro del plazo previsto en el inciso anterior se 
derivará al funcionario a la Dirección Nacional de Sanidad 
Policial a efectos de la posible rehabilitación del mismo. 
Dicha Dirección indicará los tratamientos y exámenes perió- 
dicos a las que deberá someterse, suspendiéndose el pago 
de la prestación en caso de no presentarse a los mismos sin 
causa justificada. 
10.4 Durante el término de la prestación, la Dirección 
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Nacional de Asistencia y Seguridad Social Policial procura- 
rá implementar o coordinar con otras instituciones, planes 
de reinserción laboral en actividades compatibles con la 
nueva capacidad del funcionario. Dichos planes serán de 
asistencia obligatoria y la ausencia injustificada del bene- 
ficiario, aparejará la inmediata suspensión de la prestación. 
10.5 Asimismo, podrá, en las condiciones que establezca 
la Ley Orgánica Policial, concursar para cargos presupues- 
tados del Ministerio del Interior, que sean compatibles con 
su nueva capacidad. 
10.6 Si dentro del plazo de tres años ya referido, la inca- 
pacidad se convierte en absoluta y permanente para todo 
trabajo o si el funcionario cumpliere la edad de sesenta 
años, se configurará la causal de retiro por incapacidad 
total. 

10.7 Transcurrido el plazo máximo de cobertura, sin que se 
haya verificado la hipótesis prevista en el Inciso preceden- 
te, y permaneciendo la imposibilidad de reintegro a la tarea 
habitual, el funcionario cesará en sus funciones, sin perjui- 
cio de lo dispuesto en el literal D) del artículo 7” de la 
presente ley. 
10.8 La prestación del subsidio transitorio por incapaci- 
dad parcial es compatible con la percepción de jubilación o 
retiro, salvo que la actividad para la cual se incapacitó el 
funcionario hubiera sido comprendida en los servicios com- 
putados en la pasividad. Asimismo, es compatible con el 
desempeño de otra actividad diferente de la actividad prin- 
cipal que le dio origen. 
CAPITULO IV 

De las pensiones de sobrevivencia 
Artículo 11. (Causales de pensión). 
Los funcionarios policiales en actividad o en goce del 
subsidio transitorio por incapacidad parcial, cualquiera 
fuere el tiempo de servicios reconocidos, y los retirados, 
causan derecho a pensión ante el acaecimiento de los 
siguientes hechos: 
A) La muerte del funcionario o del retirado. 
B) La declaratoria judicial de ausencia del funcionario o 
retirado. 

C) La desaparición del funcionario o retirado en un sinies- 
tro o hecho conocido de manera pública y notoria, que haga 
presumir la muerte, previa información sumaria. La pensión 
se abonará desde la fecha del siniestro y caducará desde el 
momento en que el causante apareciera con vida, pudiéndo- 
se disponer la devolución de lo pagado a juicio de la 
Dirección Nacional de Asistencia y Seguridad Social Poli- 
cial. 

También causará pensión aquel a cuyo respecto se verifi- 
quen las circunstancias previstas en los literales anteriores 
dentro de los doce meses inmediatos siguientes al cese 
voluntario de la actividad policial, o del cese por agotamien- 
to del subsidio transitorio por incapacidad parcial. 
Cuando las causales de pensión se verifiquen fuera del 
plazo indicado precedentemente, sólo causará pensión 
quien, habiendo cesado en forma voluntaria o por agota- 
miento del subsidio transitorio por incapacidad parcial, 
compute como mínimo diez años de servicios policiales 
efectivos y siempre que sus causahabientes no sean bene- 
ficiarios de otra pensión generada por el mismo causante. 
Artículo 12. (Beneficiarios de pensión). 
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Siempre que al momento de configuración de la causal no se 
hallaren en situación de desheredación o indignidad para 
suceder, son beneficiarios con derecho a pensión: 
A) Las personas viudas. 
B) Los hijos solteros menores de dieciocho años; los hijos 
solteros mayores de dieciocho años de edad y menores de 
veintiún años, siempre que acrediten carecer de medios de 
vida propios y suficientes para su congrua y decente 
sustentación y los hijos solteros mayores de dieciocho 
años absolutamente incapacitados para todo trabajo. 
C) Los padres absolutamente incapacitados para todo tra- 
bajo. 
D) Las personas divorciadas. 
E) Las concubinas y concubinos (Ley N? 18.246, de 27 de 
diciembre de 2007). 
El derecho a pensión de los beneficiarios incluidos en el 
literal B), se configurará en el caso de que su padre o madre 
no tenga derecho a pensión, o cuando éstos, en el goce del 
beneficio, fallezcan o pierdan el derecho por cualquiera de 
los motivos establecidos legalmente. Las referencias a pa- 
dres e hijos comprenden el parentesco legítimo, natural o 
por adopción. 
Artículo 13. (Condiciones del derecho). 
Las condiciones del derecho serán las siguientes: 
A) En el caso de los padres absolutamente incapacitados 
para todo trabajo y las personas divorciadas, deberán acre- 
ditar la dependencia económica del causante o la carencia 
de ingresos suficientes. 
Se considera que los mencionados beneficiarios dependen 
económicamente del causante, cuando están a cargo total 
o principalmente de aquél recibiendo del mismo un aporte 
económico indispensable para su congrua sustentación, 
entendiéndose por tal la disponibilidad de recursos e ingre- 
sos que permitan mantener los niveles de vivienda, salud, 
vestimenta, alimentos y, en su caso, educación del benefi- 
clario. 

La comparación numérica entre los ingresos del causante y 
los del beneficiario podrá considerarse a los efectos de 
establecer la dependencia económica, no constituyendo un 
elemento definitorio para su determinación. 
Tratándose de situaciones en las que un grupo de personas 
de pocos recursos, comparten gastos comunes que indivi- 
dualmente no podrían absorber, se entenderá que existe 
dependencia económica si se comprueba que el fallecimien- 
to del causante ha provocado al beneficiario con vocación 


cuando los referidos beneficiarios no dispongan de ingre- 
sos mensuales superiores a $ 17.750 (pesos uruguayos 
diecisiete mil setecientos cincuenta). 
B) Las personas viudas y concubinas tendrán derecho al 
beneficio, siempre que el promedio mensual actualizado de 
sus ingresos personales de los doce meses anteriores a la 
fecha de configuración de la causal, no supere la suma de 
$ 51.467 (pesos uruguayos cincuenta y un mil cuatrocientos 
sesenta y siete). 
C) Las personas divorciadas, además de lo dispuesto en el 
literal A) de este artículo, deberán justificar que gozaban de 
pensión alimenticia servida por suex-cónyuge, decretada u 
homologada judicialmente. En estos casos, el monto de la 
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pensión o la cuota parte si concurriere con otros beneficia- 
rios, no podrá exceder el de dicha pensión alimenticia. 
D) Los hijos adoptivos y los padres adoptantes, en todo 
caso deberán probar que han integrado, de hecho, un hogar 
común con el causante, conviviendo en su morada y cons- 
tituyendo con el mismo una unidad moral y económica 
similar a la de la familia, siempre que esta situación fuese 
notoria y preexistente en cinco años por lo menos a la fecha 
de configurarse la causal pensionaria, aun cuando el cum- 
plimiento de las formalidades legales de adopción fuese 
más reciente. 

Cuando la causal pensionaria se opere antes que el adop- 
tado haya cumplido los diez años de edad, se exigirá que el 
beneficiario haya convivido con el causante la mitad de su 
edad a dicha fecha. El goce de esta pensión es incompatible 
con el de la causada por vínculo de consanguinidad, pu- 
diendo optar el interesado por una u otra. 
E) Para el caso de afiliados extranjeros, se requiere que el 
causante tenga un mínimo de diez años de residencia en el 
país y que los beneficiarios acrediten que tenían su domi- 
cilio en el mismo a la fecha de fallecimiento de aquél, sin 
perjuicio de lo dispuesto por los Convenios Internaciona- 
les vigentes en la materia. 
Considérase afiliado extranjero aquél que no es natural de 
la República Oriental del Uruguay. Los ciudadanos legales, 
a esos efectos, quedan comprendidos en la categoría de 
afiliados extranjeros. 
Artículo 14. (Duración de la prestación). 
La pensión se servirá: 
A) Durante toda la vida, tratándose de beneficiarios viudas 
y concubinas que tengan cuarenta o más años de edad a la 
fecha de configuración de la causal, o que cumplan esa edad 
gozando de dicho beneficio, siempre y cuando no mejoren 
su fortuna. 

B) Los beneficiarios viudos, concubinos y las personas 
divorciadas, que cumplan con los requisitos establecidos 
en el literal anterior, gozarán igualmente de la pensión 
durante toda la vida, salvo que se configuren respecto de 
los mismos las causales de término de la prestación que se 
establecen en el artículo siguiente. 
C) En el caso que las personas viudas, concubinas y divor- 
cladas tengan entre treinta y treinta y nueve años de edad 
a la fecha de configuración de la causal -sin perjuicio de lo 
previsto en el literal A) precedente- la pensión se servirá por 
el término de cinco años y por el término de dos años cuando 
los beneficiarios sean menores de treinta años de edad a 
dicha fecha. 

Los períodos de prestación de la pensión a que hace refe- 
rencia el inciso anterior, no serán de aplicación en los casos 
que: 
A) El beneficiario estuviese total y absolutamente incapa- 
citado para todo trabajo. 
B) Integren el núcleo familiar del beneficiario hijos solteros 
menores de veintiún años de edad, en cuyo caso la pensión 
se servirá hasta que éstos alcancen dicha edad una vez 
cumplidos los términos del literal C), excepto cuando se 
trate de mayores de dieciocho años de edad que dispongan 
de medios de vida propios y suficientes para su congrua y 
decente sustentación. 

C) Integren el núcleo familiar del beneficiario hijos solteros 
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mayores de dieciocho años de edad absolutamente incapa- 
citados para todo trabajo. 
Artículo 15. (De la pérdida del derecho pensionario). 
El derecho a pensión se pierde: 
A) Por contraer matrimonio o unirse en concubinato, según 
lo previsto en el artículo 2” de la Ley N* 18.246, de 27 de 
diciembre de 2007, en el caso del viudo y personas divorcia- 
das. 

B) Por cumplir veintiún años de edad los hijos solteros o 
por disponer los hijos solteros mayores de dieciocho y 
menores de veintiún años de edad de medios de vida pro- 
pios y suficientes para su congrua y decente sustentación, 
salvo que acreditan hallarse absolutamente incapacitados 
para todo trabajo. 
C) Por recuperar la capacidad antes de los cuarenta y cinco 
años de edad, cuando la incapacidad fuere requisito del 
beneficio pensionario. 
D) Por mejorar la fortuna de las personas viudas, personas 
concubinas, personas divorciadas y padres absolutamente 
incapacitados para todo trabajo. 
La mejora de fortuna de las personas viudas y concubinas 
se considerará configurada cuando el promedio mensual 
actualizado de sus ingresos personales correspondientes a 
los últimos doce meses supere la suma de $ 51.467 (pesos 
uruguayos cincuenta y un mil cuatrocientos sesenta y 
siete) y la de las personas divorciadas y padres absoluta- 
mente incapacitados para todo trabajo, cuando desaparez- 
can los supuestos económicos que dieron lugar al otorga- 
miento de la pensión. 
La Dirección Nacional de Asistencia y Seguridad Social 
Policial, por intermedio del Servicio de Retiros y Pensiones 
Policiales, determinará los mecanismos y procedimientos 
de control a los efectos de lo previsto en este artículo. 
CAPITULO V 
Requisito especial 
Artículo 16. (Requisito especial para los casos de incapaci- 
dad). 
En todo caso, sea retiro o pensión, en que la incapacidad sea 
requisito para el otorgamiento o mantenimiento de una 
prestación, se establecerá si el beneficiario debe someterse 
a exámenes médicos periódicos practicados por la Direc- 
ción Nacional de Sanidad Policial. 

El beneficiario deberá necesariamente presentarse a dichos 
exámenes y la ausencia injustificada a los mismos, aparejará 
la inmediata suspensión de la prestación. 
Sin perjuicio de lo dispuesto por el Decreto N* 225/002, de 
18 de junio de 2002, con las modificaciones introducidas por 
el Decreto N* 272/003, de 8 de julio de 2003, el Poder 
Ejecutivo reglamentará el procedimiento para el reconoci- 
miento de la incapacidad. La incapacidad se determinará 
aplicando los baremos vigentes para las actividades ampa- 
radas por el Banco de Previsión Social. 
CAPITULO VI 

Clasificación de los servicios 

Artículo 17. (Diferentes tipos de servicios). 
A los efectos de esta ley se establecen las siguientes 
definiciones: 

A) Tiempo de servicio es aquel que corresponde a activida- 
des de cualquier inclusión tomando en cuenta las bonifica- 
ciones pertinentes a que hubiere lugar. 
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B) Tiempo de servicios policiales es aquel que corresponde 
a actividades amparadas por el Servicio de Retiros y Pensio- 
nes Policiales. Si se trata de servicios bonificados compren- 
de la correspondiente bonificación. 
C) Tiempo de servicios policiales efectivos es el tiempo 
calendario cumplido efectivamente en actividades ampara- 
das por el Servicio de Retiros y Pensiones Policiales, en 
cualquier subescalafón, sin tomar en cuenta la bonificación 
cuando la misma proceda. 
Artículo 18. (Servicios bonificados). 
Los servicios cumplidos en forma efectiva por los funciona- 
rios del Subescalafón ejecutivo serán bonificados, en la 
forma y condiciones que determine el Poder Ejecutivo, de 
acuerdo con los criterios previstos en el artículo 37 de la Ley 
N? 16.713, de 3 de setiembre de 1995, sin perjuicio de lo 
establecido transitoriamente en el artículo 56 de la presente 
ley. 
Esa bonificación comprende en igual proporción y en forma 
simultánea, al tiempo de servicios y a la edad real del policía 
y se aplica tanto para la causal de retiro común como para 
la de edad avanzada. 

Artículo 19. (Contribución especial por servicios 
bonificados). 
El Ministerio del Interior deberá aportar al Servicio de 
Retiros y Pensiones Policiales, una contribución especial 
cuya tasa será determinada por el Poder Ejecutivo de acuer- 
do con lo previsto en los incisos 1? y 2* del artículo 39 de 
la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995. 
CAPITULO VII 

Determinación del monto y condiciones de las prestaciones 
Artículo 20. (Sueldo básico de retiro). 
Se denomina sueldo básico de retiro, aquel que se toma 
como base de cálculo para la obtención de la asignación de 
retiro y será el correspondiente al promedio mensual actua- 
lizado, de todas las asignaciones computables sujetas a 
montepío, de los sesenta meses computados anteriores al 
cese. 

Si fuera más favorable para el funcionario y en tanto lo 
pueda acreditar fehacientemente, el sueldo básico de retiro 
será el promedio de los cinco años de mejores asignaciones 
computables actualizadas. 
Tratándose de retiro por acto directo de servicio o por 
incapacidad total, si el tiempo de servicios computados no 
alcanza a sesenta meses, se tomará el promedio mensual 
actualizado correspondiente al período o períodos efecti- 
vamente registrados. 
En todo caso esas remuneraciones deberán estar debida- 
mente documentadas en el Servicio de Retiros y Pensiones 
Policiales. 

La actualización de las asignaciones computables a efectos 
del cálculo del sueldo básico de retiro se hará hasta el mes 
inmediato anterior al inicio del servicio de la pasividad, de 
acuerdo al Indice Medio de Salarios, elaborado conforme al 
artículo 39 de la Ley N* 13.728, de 17 de diciembre de 
1968. 

Artículo 21. (Asignación por retiro común). 
Para el retiro común, la asignación de retiro será el resultado 
de aplicar sobre el sueldo básico de retiro respectivo los 
porcentajes que se establecen a continuación: 
A) El 50% (cincuenta por ciento), cuando se haya configu- 


432-C.S. 


rado causal. 

B) A este porcentaje se adicionará un 0,5% (medio por 
ciento) del sueldo básico de retiro por cada año que exceda 
el mínimo de años de servicios exigidos para configurar la 
causal, al momento de su configuración, con un tope de 5% 
(cinco por ciento). 
C) A partir de los sesenta años de edad, por cada año de 
edad que se difiera el retiro, después de haberse configura- 
do causal, se adicionará un 3% (tres por ciento) del sueldo 
básico de retiro por año, hasta los setenta años de edad, con 
un máximo de 30% (treinta por ciento). Sino hubiera confi- 
gurado causal, por cada año de edad que supere los sesenta 
se adicionará un 2% (dos por ciento) hasta llegar a los 
setenta años de edad o hasta la configuración de la causal 
si ésta fuera anterior. En este último caso a partir de la 
configuración de la causal se aplicará la adición del 3% (tres 
por ciento) por cada año que se difiera el retiro hasta los 
setenta años. 

Artículo 22. (Asignación de retiro por incapacidad total y 
monto del subsidio transitorio por incapacidad parcial). _ 
La asignación de retiro por incapacidad total, será del 65% 
(sesenta y cinco por ciento) del sueldo básico de retiro. 
En caso de que a la fecha de cese por incapacidad del policía 
ya hubiera configurado otra causal de retiro, se aplicará el 
porcentaje que corresponda a la misma si le resultara más 
favorable. 

El monto mensual del subsidio transitorio por incapacidad 
parcial será equivalente al 65% (sesenta y cinco por ciento) 
del sueldo básico de retiro, calculado de acuerdo con ar- 
tículo 20 de la presente ley, y se abonará por la Unidad 
Ejecutora con los haberes previstos para su sueldo 
presupuestal. 
Artículo 23. (Asignación de retiro por incapacidad total por 
acto directo de servicio). 
La asignación de retiro por incapacidad para toda tarea por 
acto directo de servicio será equivalente al 100% (cien por 
ciento) del sueldo básico de retiro, con un monto mínimo 
equivalente al de la remuneración del Grado de Oficial Sub 
Ayudante (Grado 6), a cuyos efectos se considerará la 
antigúedad real del policía. 
Artículo 24. (Asignación de retiro por edad avanzada). 
Para el retiro por edad avanzada, al configurarse la causal, 
la asignación de retiro será el resultado de aplicar sobre el 
sueldo básico de retiro el 50% (cincuenta por ciento) más un 
1% (uno por ciento) por cada año que exceda los quince 
años de servicios, con un tope de 64% (sesenta y cuatro por 
ciento). 
Artículo 25. (Monto mínimo y máximo de retiro). 
En ningún caso una asignación de retiro será inferior a la 
suma de $ 2.219 (pesos uruguayos dos mil doscientos 
diecinueve), ni mayor de $ 20.930 (pesos uruguayos veinte 
mil novecientos treinta), salvo en el caso de retiro por acto 
directo de servicio, en cuyo caso el monto mínimo será el 
que resulte de la aplicación del artículo 23 de la presente ley 
y el máximo, en caso de incapacidad total, será de $ 29.700 
(pesos uruguayos veintinueve mil setecientos). 
Artículo 26. (Sueldo básico de pensión). 
El sueldo básico de pensión será el equivalente a la asigna- 
ción de retiro que le hubiera correspondido al causante a la 
fecha de su fallecimiento con un mínimo equivalente al de 
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retiro por incapacidad total (artículo 22 de la presente ley) 
o por incapacidad total por acto directo de servicio (artículo 
23 de la presente ley) si éste fuera la causa de la muerte. 
Si el causante estuviera ya retirado o percibiendo el subsi- 
dio transitorio por incapacidad parcial, el sueldo básico de 
pensión será la última asignación de retiro o de subsidio. _ 
Artículo 27. (Asignación de pensión). 
La asignación de pensión será: 
A) Si se trata de personas viudas, divorciadas o concubi- 
nas, el 75% (setenta y cinco por ciento) del sueldo básico 
de pensión cuando exista núcleo familiar o concurrencia 
con hijos no integrantes del mismo o padres del causante. 
B) Si se trata exclusivamente de viuda o viudo, concubina 
o concubino, o hijos del causante, el 66% (sesenta y seis por 
ciento) del sueldo básico de pensión. 
C) Si se trata de hijos en concurrencia con los padres del 
causante, el 66% (sesenta y seis por ciento) del sueldo 
básico de pensión. 
D) Si se trata exclusivamente de divorciadas o divorciados, 
o padres del causante, el 50% (cincuenta por ciento) del 
sueldo básico de pensión. 
E) Si se trata de la viuda o viudo en concurrencia con la 
divorciada o divorciado o concubina o concubino, o de la 
divorciada o divorciado en concurrencia con la concubina 
o concubino, sin núcleo familiar, el 66% (sesenta y seis por 
ciento) del sueldo básico de pensión. Si alguna o algunas 
de esas categorías tuviere o tuvieren núcleo familiar, el 9% 
(nueve por ciento) de diferencia se asignará o distribuirá, en 
su caso, entre esas partes. 
Artículo 28. (Distribución de la asignación de pensión). 
En caso de concurrencia de beneficiarios, la distribución de 
la asignación de pensión se efectuará con arreglo a las 
siguientes normas: 
A) A la viuda o viudo, concubina o concubino, divorciada 
o divorciado, con núcleo familiar, en concurrencia con otros 
beneficiarios, le corresponderá el 70% (setenta por ciento) 
de la asignación de pensión. 
Cuando concurran con núcleo familiar la viuda o viudo o 
concubina o concubino o divorciada o divorciado, la distri- 
bución de dicho porcentaje se hará por partes iguales a cada 
categoría. En el caso de que una sola de las categorías 
integra núcleo familiar, su cuota parte será superior en un 
14% (catorce por ciento) a la del resto de los beneficiarios. 
El remanente de la asignación de pensión se distribuirá en 
partes iguales entre los restantes copartícipes de la misma. 
B) A la viuda o viudo, concubina o concubino, divorciada 
odivorciado, sin núcleo familiar, en concurrencia con otros 
beneficiarios, le corresponderá el 60% (sesenta por ciento) 
de la asignación de pensión. 
Cuando concurran la viuda o viudo o concubina o concubino 
o divorciada o divorciado, la distribución de dicho porcen- 
taje se hará por partes iguales a cada categoría. 
El remanente se distribuirá en partes iguales entre los 
restantes copartícipes de pensión. 
C) En los demás casos, la asignación de pensión se distri- 
buirá en partes iguales. 
En el caso de las divorciadas o divorciados en concurrencia 
con otros beneficiarios, el remanente que pudiera surgir de 
la aplicación del tope previsto en el literal C) del artículo 13 
de la presente ley, se distribuirá en la proporción que 
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corresponda a los restantes beneficiarios. 
Artículo 29. (Concepto de núcleo familiar). 
A los efectos de lo dispuesto en los artículos anteriores, se 
considera núcleo familiar la sola existencia de hijos solteros 
menores de dieciocho años, o mayores de dieciocho años 
absolutamente incapacitados para todo trabajo, o menores 
de veintún años y mayores de dieciocho años que no 
dispongan de medios de vida propios y suficientes para su 
congrua y decente sustentación. 
Artículo 30. (Liquidación individual). 
En cualquier caso de concurrencia de beneficiarios de pen- 
sión, se liquidará por separado la parte proporcional que 
corresponda a cada uno de ellos. 
Artículo 31. (Reliquidación entre copartícipes). EN 
Cuando un beneficiario falleciere o perdiere su derecho a 
percibir la pensión, se procederá a reliquidar la asignación 
de pensión, si correspondiera, así como a su distribución, 
de acuerdo con lo establecido en los artículos anteriores. 
Artículo 32. (Aplicación inmediata del régimen pensiona- 
rio). 
El régimen de las pensiones de sobrevivencia previsto en el 
presente Título se aplicará a todos los casos en que se 
configure causal pensionaria a partir de la vigencia de la 
presente ley, cualquiera sea el régimen previsional que le 
fuere aplicable al causante. 
CAPITULO VIII 

De la suspensión del goce del retiro o pensión 
Artículo 33. (Suspensión del retiro o pensión). 
El goce de la prestación de retiro o pensión, le será suspen- 
dido a quienes sean procesados por la comisión de un delito 
que traiga aparejada pena de penitenciaría, a partir del 
respectivo auto de procesamiento y durante el término de 
su reclusión. 

En caso de sentencia absolutoria ejecutoriada, se procede- 
rá al reintegro de las prestaciones suspendidas, deducidos 
los montos abonados conforme a lo dispuesto en el artículo 
34 de la presente ley. 
Lo dispuesto precedentemente es también aplicable a las 
situaciones que se rijan por las disposiciones legales ante- 
riores a la vigencia de la presente ley. 
Artículo 34. (Delos beneficiarios en caso de suspensión del 
retiro). 
La suspensión del retiro, determinará a favor de la esposa 
o esposo, concubina o concubino e hijos solteros del 
procesado que tendrían derecho a pensión de acuerdo con 
la presente ley, y a petición de aquellos, la percepción de 
una prestación cuya asignación será: 
A) Si se trata exclusivamente de la esposa o esposo, con- 
cubina o concubino o hijos, el 66% (sesenta y seis por 
ciento) de la asignación de retiro. 
B) Si se trata de esposa o esposo, concubina o concubino 
e hijos en concurrencia, el 75% (setenta y cinco por ciento) 
de la asignación de retiro. 
En el caso de existir persona divorciada beneficiaria de 
pensión alimenticia servida por el retirado o retirada, tendrá 
derecho a una prestación, cuyo monto será equivalente al 
de la pensión que hubiere dejado de percibir por las circuns- 
tancias previstas en el artículo anterior, reducida en los 
mismos porcentajes de los literales precedentes. 
La determinación de la cuota parte de cada beneficiario que 
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no se pueda resolver de acuerdo con lo establecido en este 
artículo, se efectuará siguiendo las reglas fijadas para los 
copartícipes de pensión en lo que fueran aplicables. — 
Artículo 35. (Efectos de la suspensión de la pensión). 
La suspensión de la pensión determinará en su caso la 
reliquidación de la asignación de pensión de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 31 de la presente ley. 
TITULO III 

DEL REGIMEN DE TRANSICION 

Artículo 36. (Ambito subjetivo de aplicación). 
El personal policial activo amparado por el Servicio de 
Retiros y Pensiones Policiales, que a la fecha de entrada en 
vigencia de esta ley, cuente en el caso de la mujer, con 
treinta y siete o más años de edad, y en el caso del hombre, 
con cuarenta o más años de edad, y quince o más años de 
servicios efectivos, y no configure causal de retiro al 30 de 
junio de 2011, seregirá por las disposiciones de este Título, 
salvo que realicen la opción prevista por el artículo 58 de la 
presente ley. 
Artículo 37. (Prestaciones). 
Las prestaciones serán, el retiro común, que se regirá por lo 
dispuesto en el artículo siguiente, el retiro por incapacidad 
total y por incapacidad por acto directo de servicio, que se 
regirán respectivamente por lo dispuesto en los artículos 7? 
y 8” de la presente ley. 
Artículo 38. (Causal de retiro común). 
Para configurar causal de retiro común, se deberán alcanzar 
entre años de edad y años de servicios, incluyendo lo 
dispuesto por el artículo 34 de la Ley N* 9.940, de 2 de julio 
de 1940, los siguientes coeficientes: 
A) El personal policial ejecutivo, el coeficiente 76 (setenta 
y seis). 
B) El personal policial de los subescalafones de apoyo: 
a. Apartirdel 1? de julio de 2011, el coeficiente 76 (setenta 
y seis). 
b. A partir del 1? de julio de 2013, el coeficiente 77 (setenta 
y siete). 
c. A partir del 1? de julio de 2015, se requerirán sesenta 
años de edad y un mínimo de treinta y cinco años de 
servicios, a cuyos efectos se computarán hasta la fecha de 
entrada en vigencia de la presente ley, a razón de cinco años 
por cada cuatro años de servicios policiales efectivos. 
Artículo 39. (Sueldo básico de retiro). 
El sueldo básico de retiro del personal comprendido en el 
régimen de transición, con exclusión de las partidas previs- 
tas en el artículo 43 de la presente ley que se ponderarán de 
acuerdo con lo dispuesto en el inciso tercero del presente 
artículo, será el promedio mensual de las asignaciones 
computables actualizadas de los últimos doce meses de 
servicios. 

Dicho período se incrementará en un semestre por cada 
semestre de vigencia de la historia laboral creada por el 
artículo 49 de la presente ley, hasta alcanzar a los sesenta 
meses computados anteriores al cese. 
Las partidas referidas en el citado artículo 43 de la presente 
ley, se considerarán en base al promedio mensual actualiza- 
do de los últimos sesenta meses de servicios. 

Artículo 40. (Asignación de retiro). 
La asignación de retiro será: 
A) Para la causal de retiro común, el resultado de aplicar 
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sobre el sueldo básico de retiro, los porcentajes que se 
establecen a continuación: 

a. A partir del 1? de julio de 2011, el 80% (ochenta por 
ciento) del sueldo básico de retiro. 
b. A partir del 1? de julio de 2012, el 75% (setenta y cinco 
por ciento) del sueldo básico de retiro. 
c. A partir del 1? de julio de 2014, el 70% (setenta por 
ciento) del sueldo básico de retiro. 
d. A partir del 1” de julio de 2015, el 50% (cincuenta por 
ciento) del sueldo básico de retiro. 
Estos porcentajes se incrementarán en las condiciones 
previstas en los literales B) y C) del artículo 21 de la presente 
ley. En ningún caso la asignación de retiro total superará el 
85% (ochenta y cinco por ciento) del sueldo básico de 
retiro. 

B) Para la causal de retiro por incapacidad total será el 65% 
(sesenta y cinco por ciento) del sueldo básico de retiro. 
C) Para la causal de retiro por incapacidad total por acto 
directo de servicio, se regirá por lo dispuesto en el artículo 
23 de la presente ley. 
Artículo 41. (Montos mínimos y máximos de retiro). 
El monto mínimo de asignación de retiro correspondiente 
al régimen de transición, será de $ 2.219 (pesos uruguayos 
dos mil doscientos diecinueve). 
El monto máximo de retiro será, a partir del 1? de julio de 
2011, de $ 22.500 (pesos uruguayos veintidós mil quinien- 
tos), el que se elevará en $ 1.500 (pesos uruguayos un mil 
quinientos) por año para quienes lo hagan en los cinco años 
siguientes. 
A partir del 1? de julio de 2017 la asignación máxima de retiro 
será de $ 20.930 (pesos uruguayos veinte mil novecientos 
treinta), salvo en el caso de retiro por acto directo de 
servicio, en cuyo caso el monto mínimo será el que resulte 
de la aplicación del artículo 23 de la presente ley y el máximo, 
en caso de incapacidad total, será de $ 29.700 (pesos uru- 
guayos veintinueve mil setecientos). 
TITULO IV 

DISPOSICIONES COMUNES 
CAPITULO I 

De la materia gravada 
Artículo 42. (Materia gravada). 
Constituye materia gravada para las contribuciones espe- 
ciales de seguridad social todo ingreso que el funcionario 
policial perciba, sea en dinero o en especie susceptible de 
apreciación pecuniaria, en concepto de retribución y con 
motivo de su tarea personal cumplida en tal carácter. 
Cuando el ingreso referido se recibiera en todo o en parte 
mediante asignaciones en especie o cuya cuantía real sea 
incierta, el Poder Ejecutivo determinará los fictos por los 
cuales se habrá de aportar por dicha asignación, en función 
del valor promedio de las mismas. 
Los aportes correspondientes a la Dirección Nacional de 
Sanidad Policial y al Servicio de Tutela Social Policial serán 
de cargo del personal policial y se calculará sobre la tota- 
lidad de las partidas que constituyan materia gravada. 
Artículo 43. (Servicios a terceros y otras partidas). 
Las remuneraciones que el personal policial perciba por los 
servicios prestados a personas públicas o privadas, fuera 
del horario de servicio y del destino correspondiente a su 
función pública, bajo contrato celebrado por aquéllas con 
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el Ministerio del Interior al amparo del artículo 222 de la Ley 
N? 13.318, de 28 de diciembre de 1964, o normas análogas, 
con cargo a esos terceros, constituirán materia gravada, de 
manera progresiva, conforme a las siguientes reglas: 
A) A partir del mes de enero de 2009 en un 50% (cincuenta 
por ciento). 
B) A partir del mes de enero de 2010 en un 70% (setenta por 
ciento). 
C) A partir del mes de enero de 2011 en un 90% (noventa por 
ciento). 
D) A partir del mes de enero de 2012 en un 100% (cien por 
ciento). 
La compensación por riesgo de función y prima técnica, 
creada por los artículos 141 y 142 de la Ley N* 16.736, de 5 
de enero de 1996, así como los viáticos de alimentación, 
tendrán el mismo régimen de aportación previsional. 
Artículo 44. (Aumento nominal de sueldos). 
Las partidas y prestaciones que a partir de la entrada en 
vigencia de la presente ley pasan a constituir materia gra- 
vada, con la graduación prevista en el artículo 43 de la 
presente ley, se incrementarán en el porcentaje necesario a 
fin de que las remuneraciones líquidas sean equivalentes a 
las abonadas con anterioridad a dicha fecha. 
En ningún caso la aplicación de esta disposición significará 
aumento de las retribuciones líquidas. 
El incremento a que se refiere el inciso primero de este 
artículo se efectuará en forma conjunta para todas las 
partidas, teniendo en cuenta el nivel salarial resultante de 
su acumulación con el sueldo y otras partidas gravadas con 
anterioridad a la vigencia de la presenteley. 
La suma correspondiente a este incremento será claramente 
discriminada en todas las liquidaciones de sueldos, bajo el 
rubro de reintegro de aportes por cambio de régimen de 
aportación. 
Artículo 45. (Devolución de montepíos). pos 
A partir de la entrada en vigencia de la presente ley no se 
efectuarán más devoluciones de montepíos, independien- 
temente del período de aportación. 
Se exceptúa el caso de aquellos funcionarios que a la fecha 
de entrada en vigencia de la presente ley hubieran aportado 
montepíos por un período de tiempo que exceda el requerido 
en el artículo 1? de la Ley N* 11.182, de 18 de diciembre de 
1948 y en el artículo 20 de la Ley N* 16.333, de 1? de diciembre 
de 1992; en estos casos, se harán las devoluciones por el 
período excedente hasta la fecha de entrada en vigencia de 
la presente ley. 
CAPITULO II 

De las asignaciones computables 
Artículo 46. (Principio de congruencia). 
A los efectos de la presente ley, se entiende por asignacio- 
nes computables, aquellos ingresos individuales que, pro- 
venientes de actividades amparadas por esta normativa, 
constituyan materia gravada para las contribuciones espe- 
ciales de seguridad social. 
Las retribuciones a que refieren los artículos 42 y 43 de la 
presente ley constituirán asignación computable, sin per- 
juicio de lo dispuesto por el inciso tercero del artículo 39 y 
el inciso segundo del artículo 53 de la presente ley, en 
idéntica medida en que sean materia gravada. 
Artículo 47. (Ficto casa habitación). 
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A partir de la vigencia de la presente ley, el beneficio del 
ficto casa habitación previsto en el artículo 81 de la Ley N? 
9.940, de 2 de julio de 1940, con las modificaciones introdu- 
cidas por el artículo 23 de la Ley N* 16.333, de 1” de 
diciembre de 1992, no será de aplicación para los funciona- 
rios policiales, estén o no alcanzados por esta ley en los 
demás aspectos, excepto para aquellos que al momento de 
la vigencia de la presente ley se encontraren ocupando una 
vivienda en las condiciones previstas en dichas normas. _ 
CAPITULO II 

De los recursos del Servicio de Retiros y Pensiones Policiales 
Artículo 48. (Recursos del Servicio de Retiros y Pensiones 
Policiales). 
Las prestaciones establecidas en el presente régimen serán 
financiadas con los siguientes recursos: 
A) Los aportes patronales de retiro, que serán del 19,5% 
(diecinueve con cinco por ciento) sobre las partidas que 
constituyen materia gravada. 
B) Los aportes personales de retiro, que serán del 15% 
(quince por ciento) sobre las partidas que constituyen 
materia gravada. 
C) La contribución especial por servicios bonificados. 
D) El montepío a cargo de los retirados y pensionistas 
establecidos por las disposiciones legales vigentes. 
E) Los tributos que se afecten especificamente a este régl- 
men en los casos en que así se disponga por la ley. 
F) Si fuere necesaria, la asistencia financiera del Estado. _ 
Con los recursos referidos en este artículo también se 
solventarán las pasividades en curso de pago a la fecha de 
entrada en vigencia de la presente ley. 
CAPITULO IV 

Registro de Historia Laboral 
Artículo 49. (Historia Laboral). 
La Dirección Nacional de Asistencia y Seguridad Social 
Policial está obligada a mantener al día los registros de 
historia laboral de sus afiliados activos y retirados, debida- 
mente respaldados. Se registrará, como mínimo, tiempo de 
servicios policiales, asignaciones computables y aportes 
que correspondan. 
Artículo 50. (Obligaciones de las Unidades Ejecutoras). 
Es obligación de todas las Unidades Ejecutoras del Minis- 
terio del Interior brindar la información necesaria a los 
efectos de instrumentar lo establecido en el artículo ante- 
rior, sobre la persona y la carrera funcional del policía, así 
como los datos de las liquidaciones mensuales de cada uno. 
La información anterior a la vigencia de la presente ley 
deberá ser proporcionada a la Dirección Nacional de Asis- 
tencia y Seguridad Social Policial en un plazo máximo de 
doce meses a contar de la fecha de entrada en vigencia de 
la presente ley, el que podrá ser ampliado, en casos debida- 
mente justificados, por la Dirección Nacional de Asistencia 
y Seguridad Social Policial. 
Asimismo, a partir de la vigencia de la presente ley, deberán 
enviar mensualmente la información completa de cada mes 
vencido, sin posibilidad de prórroga alguna. 
El incumplimiento de estas obligaciones aparejará al Jerarca 
de la Unidad Ejecutora omisa, las sanciones que establezca 
la reglamentación. 
Artículo 51. (Intercambio de información). 
La Dirección Nacional de Asistencia y Seguridad Social 
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Policial con la autorización previa del Ministerio del Inte- 
rior, podrá suscribir convenios para el intercambio de infor- 
mación con los distintos institutos de seguridad social. 
Artículo 52. (Información al funcionario). 
Todo funcionario policial tendrá derecho, en cualquier 
momento, a solicitar la información existente en su historia 
laboral, debidamente certificada para su utilización perso- 
nal o para la presentación ante otras instituciones. 
Asimismo, previa solicitud de sus afiliados, la Dirección 
Nacional de Asistencia y Seguridad Social Policial podrá 
transferir electrónicamente la información de la historia 
laboral del solicitante a instituciones de intermediación 
financiera o de crédito. 

Cuando el funcionario encontrare errores u omisiones en su 
historia laboral, dispondrá de un plazo de ciento ochenta 
días para observarla, a partir de su notificación fehaciente, 
sin perjuicio del deber de enmendarlas de oficio por parte de 
la Dirección Nacional de Asistencia y Seguridad Social 
Policial toda vez que sean detectados. 
TITULO V 

DISPOSICIONES GENERALES 
Capítulo Unico 
Artículo 53. (Regulación e incidencia de algunas partidas en 
el sueldo básico de retiro). 
Los afiliados activos amparados por el Servicio de Retiros 
y Pensiones Policiales que han configurado causal de retiro 
o la configuren hasta el 30 de junio de 2011, se regirán por 
el estatuto vigente a la fecha de promulgación de la presente 
ley. 
No obstante las partidas referidas en el artículo 43 de la 
presente ley, se considerarán para el cálculo del sueldo 
básico de retiro tomando el promedio mensual actualizado 
de los últimos sesenta meses de servicios. 


Las referencias monetarias mencionadas en la presente ley, 
están expresadas en valores constantes correspondientes 
al mes de enero de 2008 y se ajustarán por el procedimiento 
y en las oportunidades establecidas en el artículo 67 de la 
Constitución de la República. 
Artículo 55. (Excepción a incompatibilidades). 
Las prestaciones que el funcionario pudiera obtener por el 
régimen de ahorro individual, de acuerdo con lo previsto en 
el inciso cuarto del artículo 6? de la Ley N* 16.713, de 3 de 
setiembre de 1995, en la redacción dada por el artículo 3? de 
la Ley N* 17.445, de 31 de diciembre de 2001, no obstan a la 
percepción del retiro por incapacidad total en el caso del 
literal C) del artículo 7?, nia la del retiro por edad avanzada 
previsto por el artículo 9* de la presente ley. 
Artículo 56. (Disposición transitoria). 
La bonificación prevista en el inciso primero del artículo 18 
se fija, en una proporción de siete años fictos por cada cinco 
años efectivos, hasta tanto el Poder Ejecutivo no determine 
otra escala, en consonancia con los criterios técnicos esta- 
blecidos en los artículos 37 y siguientes de la Ley N* 16.713, 
de 3 de setiembre de 1995. 

Artículo 57. (Plazo para solicitar el retiro o la pensión). 
El retiro podrá solicitarse en actividad o dentro de los 180 
(ciento ochenta) días contados a partir del día siguiente al 
ceseoala configuración de la causal si esta fuera posterior 
a aquél. 
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Presentada la solicitud dentro de ese plazo, la prestación se 
servirá desde la fecha de configuración de la causal o cese, 
según corresponda. En caso de presentación de la solicitud 
fuera de dicho plazo, la prestación se servirá únicamente 
desde la fecha de la solicitud. 

Los haberes de pensión se servirán desde la fecha de la 
causal pensionaria siempre que la prestación se solicite 
dentro de los 180 (ciento ochenta) días de configurada la 
causal. Presentada la solicitud fuera de dicho plazo, la 
prestación se servirá desde la fecha de la solicitud. 
Artículo 58. (Opción por el nuevo régimen). 
El Servicio de Retiros y Pensiones Policiales dará la más 
amplia difusión a sus afiliados, sobre el alcance y contenido 
de la presente ley, brindando el asesoramiento correspon- 
diente a los funcionarios que así lo soliciten. 
El personal policial no comprendido de forma obligatoria en 
las disposiciones de los Títulos l, II y III de la presente ley, 
podrá optar en forma voluntaria e irrevocable, ante el Ser- 
vicio de Retiros y Pensiones Policiales, por el estatuto de 
retiro previsto en los Títulos 1 y II de la presente normativa, 
dentro del plazo de caducidad de 180 (ciento ochenta) días 
corridos siguientes a su vigencia. 
Artículo 59. (Incompatibilidades). 
La percepción de retiro será incompatible con la realización 
de actividades para el Ministerio del Interior, sea en forma 
directa o indirecta y sea como contratado civil o policial, 
con excepción de quienes sean designados en cargos polí- 
ticos o de particular confianza, o se encontraren desempe- 
ñando cargos de similar naturaleza al momento de la entrada 
en vigencia de la presente ley, o de quienes ejerzan cargos 
docentes en la Escuela Nacional de Policía. 

Artículo 60. (Ajuste de las pasividades). 
A partir de la entrada en vigencia de la presente ley las 
prestaciones de retiro otorgadas al amparo del régimen 
provisional que se sustituye, a cargo de la Dirección Nacio- 
nal de Asistencia y Seguridad Social Policial, deberán apli- 
carse de la siguiente forma: 
1) El haber inicial de retiro es el correspondiente a la tabla 
de sueldos vigentes a la fecha del cese (artículos 1 y 2” de 
la Ley N* 13.793, de 24 de noviembre de 1969), actualizado 
hasta el mes inmediato anterior al inicio del servicio de la 
prestación, de acuerdo con Indice Medio de Salarios, elabo- 
rado conforme al artículo 39 de la Ley N* 13.728, de 17 de 
diciembre de 1968 sus modificativas y concordantes. 
2) El primer ajuste de pasividad se realizará tomando en 
cuenta la variación ocurrida en el Indice Medio de Salarios, 
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elaborado conforme al artículo 39 de la Ley N* 13.728, de 17 
de diciembre de 1968, sus modificativas y concordantes, 
entre el último mes completo en que la persona estuvo en 
actividad y el mes en que deba percibir el primer aumento. 
Interprétase que las pasividades generadas al amparo del 
artículo 8” de la Ley N* 13.793, de 24 de noviembre de 1969, 
se revaluarán en la forma dispuesta por el inciso segundo 
del artículo 67 de la Constitución de la República. 
Artículo 61. (Derogaciones). 
A partir de la vigencia de la presente ley, salvo en lo 
previsto por el artículo 34 de la Ley N* 9.940, de 2 de julio 
de 1940 y sin perjuicio del derecho de acceder a la causal de 
retiro hasta el 30 de junio de 2011 (artículo 53 de la presente 
ley), quedan derogadas todas las disposiciones que se 
opongan a la misma. 
Asimismo se derogan, exclusivamente para los retiros y 
pensiones que se otorguen de acuerdo con la normativa de 
la presente ley, los montepíos que se descuentan a retirados 
y pensionistas policiales. 
Los funcionarios de los subescalafones de apoyo, a partir 
de la entrada en vigencia de la presente ley, no tienen edad 
de retiro obligatorio, salvo la prevista para los funcionarios 
públicos en general. Lo dispuesto en este inciso se aplica 
inclusive para los funcionarios no alcanzados por el nuevo 
régimen en los demás aspectos. 
Derógase el artículo 21 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 
1986. 

Artículo 62. (Implementación de la reforma). 
El Ministerio de Economía y Finanzas proveerá al Ministe- 
rio del Interior de los fondos necesarios para la 
implementación de la presente ley. 
Artículo 63. (Vigencia). 
Esta ley entrará en vigencia el primer día del segundo mes 
siguiente a su publicación en el Diario Oficial, salvo en 
aquellas disposiciones en que se haya establecido una 
fecha de vigencia diferente. 
A la hora dieciséis treinta minutos se levanta la sesión. 
Para constancia se labra la presente Acta que, una vez 
aprobada, firman el señor Presidente y la señora Secretaria 
de la Comisión. 


Víctor Vaillant 
Presidente 


Gabriela Gazzano 
Secretaria. 
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Carp. N* 408/05 
Rep. N* 889/08 
Anexo I 


COMPARATIVO 


TITULOI 


AMBITO DE APLICACION 


Capítulo Unico 


Ambito subjetivo y contingencias cubiertas 


Artículo 1%. (Ambito subjetivo de aplicación).- 


Queda comprendido en el sistema previsional que se 
crea, salvo lo previsto en el Título III, el personal policial 
activo amparado por el Servicio de Retiros y Pensiones 
Policiales que, al momento de entrada en vigencia de la 
presente, sea menor de treinta y siete años de edad en el 
caso de la mujer, y de cuarenta años de edad en el caso del 
hombre, o aun teniendo más años de edad, cuente con 
menos de quince años de servicios efectivos. 


A esos efectos se entiende por personal policial, el 
comprendido en el escalafón policial del Ministerio del 
Interior, que integre los siguientes subescalafones: ejecu- 
tivo, administrativo, técnico profesional, especializado y 
de servicios. 


Artículo 2”. (Contingencias cubiertas).- 


La presente ley cubre las contingencias sociales de 
retiro, incapacidad, vejez y muerte 


Artículo 3". (Gestión).- 


La gestión del sistema estará a cargo del Servicio de 
Retiros y Pensiones Policiales, subordinado a la Dirección 
Nacional de Asistencia Social Policial, la que, a partir de la 
vigencia de esta ley, pasa a denominarse Dirección Nacio- 
nal de Asistencia y Seguridad Social Policial. 


Anualmente el Ministerio del Interior efectuará un re- 
porte de la gestión realizada por la Dirección Nacional de 
Asistencia y Seguridad Social Policial con respecto al Ser- 
vicio de Retiros y Pensiones Policiales, el que será elevado 
al Poder Ejecutivo. 


TITULOI 


AMBITO DE APLICACION 


Capítulo Unico 


Ambito subjetivo y contingencias cubiertas 


Artículo 1%. (Ambito subjetivo de aplicación). 


Quedan comprendidos en el nuevo sistema previsional 
(Título L, IL, IV y V) el personal policial activo amparado por 
el Servicio de Retiros y Pensiones Policiales que, al momen- 
to de vigencia de la presente ley, sea menor de treinta y siete 
años en el caso de la mujer, y de cuarenta años de edad en 
el caso del hombre, o aun teniendo más años de edad, 
cuente con menos de quince años de servicios efectivos, 
sin perjuicio de lo establecido en los artículos 36 al 41 de 
la presente ley. 


A esos efectos se entiende por personal policial, el 
comprendido en el escalafón policial del Ministerio del 
Interior, que integre los siguientes subescalafones: ejecu- 
tivo, administrativo, técnico profesional, especializado y 
de servicios. 


Artículo 2?. (Contingencias cubiertas). 


La presente ley cubre las contingencias sociales de 
retiro, invalidez, vejez y sobrevivencia. 


Artículo 3". (Gestión). 


La gestión del sistema estará a cargo del Servicio de 
Retiros y Pensiones Policiales, subordinado a la Dirección 
Nacional de Asistencia Social Policial, la que, a partir de la 
vigencia de esta ley, pasa a denominarse Dirección Nacio- 
nal de Asistencia y Seguridad Social Policial. 


Anualmente el Ministerio del Interior efectuará un re- 
porte de la gestión realizada por la Dirección Nacional de 
Asistencia y Seguridad Social Policial con respecto al Ser- 
vicio de Retiros y Pensiones Policiales, el que será elevado 
al Poder Ejecutivo. 
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TITULOI 
DELAS PRESTACIONES 
CAPITULOI 
Prestaciones 

Artículo 4%. (Prestaciones).- 

Las prestaciones que brindará el Servicio de Retiros y 
Pensiones Policiales serán las de retiro, subsidio transito- 
rio por incapacidad parcial y las pensiones de sobrevivencia. 

CAPITULOII 
De los retiros 

Artículo 5*. (Clasificación de los retiros).- 

Según la causal que lo determine, el retiro puede ser: 

a) Retiro común. 

b) Retiro por incapacidad total. 

c) Retiro por acto directo de servicio. 


d) Retiro por edad avanzada. 


Artículo 6%. (Retiro común).- 


Para configurar causal de retiro común, se exigirán 60 
(sesenta) años de edad y un mínimo de 35 (treinta y cinco) 
años de servicios. 


Artículo 7*. (Retiro por incapacidad total).- 


La causal de retiro por incapacidad total se configura, 
fuera del caso previsto por el artículo siguiente, por la 
ocurrencia de cualesquiera de los siguientes presupuestos: 


A) La incapacidad absoluta y permanente para todo 
trabajo, sobrevenida en actividad o en período de 
subsidio transitorio por incapacidad, cualquiera sea 
la causa que la haya originado y siempre que se 
cuente con no menos de 2 (dos) años de servicios 
policiales efectivos, salvo para quienes tengan hasta 
veinticinco años de edad, en cuyo caso solo se 
exigirá un período mínimo de 6 (seis) meses de servi- 
cios policiales efectivos. 


B) La incapacidad absoluta y permanente para todo 
trabajo, a causa o en ocasión del trabajo, cualquiera 


sea el tiempo de servicios. 


C) La incapacidad absoluta y permanente para todo 
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TITULOI 
DELAS PRESTACIONES 
CAPITULOI 
Prestaciones 

Artículo 4". (Prestaciones). 

Las prestaciones que brindará el Servicio de Retiros y 
Pensiones Policiales serán las de retiro, subsidio transito- 
rio por incapacidad parcial y las pensiones de sobrevivencia. 

CAPITULOII 
De los retiros 

Artículo 5. (Clasificación de los retiros) 

Según la causal que lo determine, el retiro puede ser: 

a) Retiro común. 

b) Retiro por incapacidad total. 

c) Retiro por acto directo de servicio. 


d) Retiro por edad avanzada. 


Artículo 6. (Retiro común) 


Para configurar causal de retiro común, se exigirán 60 
(sesenta) años de edad y un mínimo de 35 (treinta y cinco) 
años de servicios. 


Artículo 7?. (Retiro por incapacidad total) 


La causal de retiro por incapacidad total se configura, 
fuera del caso previsto por el artículo siguiente, por la 
ocurrencia de cualesquiera de los siguientes presupuestos: 


A) La incapacidad absoluta y permanente para todo 
trabajo, sobrevenida en actividad o en período de 
subsidio transitorio por incapacidad, cualquiera sea 
la causa que la haya originado y siempre que se 
cuente con no menos de dos años de servicios 
policiales efectivos, salvo para quienes tengan hasta 
veinticinco años de edad, en cuyo caso solo se 
exigirá un período mínimo de seis meses de servicios 
policiales efectivos. 


B) La incapacidad absoluta y permanente para todo 
trabajo, a causa o en ocasión del trabajo, cualquiera 


sea el tiempo de servicios. 


C) La incapacidad absoluta y permanente para todo 
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trabajo, sobrevenida dentro de los dos años siguien- 
tes al cese voluntario en la actividad o al vencimiento 
del período de subsidio transitorio por incapacidad, 
cualquiera sea la causa que hubiera originado la 
incapacidad, cuando se computen no menos de 10 
(diez) años de servicios policiales efectivos y no se 
fuere beneficiario de otra jubilación o retiro. 


D) El cumplimiento de sesenta años de edad del afilia- 
do que no fuere beneficiario de otra jubilación o 
retiro, cuando haya sido beneficiario del subsidio 
transitorio por incapacidad parcial por el término 
máximo (artículo 10.2). 


Artículo 8?. (Retiro por incapacidad por acto directo de 
servicio).- 


La causal de retiro por acto directo de servicio se con- 
figura por la ocurrencia de la incapacidad absoluta y perma- 
nente para toda tarea, a causa o en ocasión de la prevención, 
investigación, represión y combate de siniestros, acciden- 
tales o no, o de los delitos y faltas contenidos en el Código 
Penal, leyes especiales y contravenciones administrativas 
en que esté dispuesta la intervención del personal policial, 
cualquiera sea el tiempo de servicios policiales prestados. 


Artículo 9%. (Retiro por edad avanzada).- 


La causal de retiro por edad avanzada se configura con 
70 (setenta) años de edad y un mínimo de 15 (quince) años 
de servicios, siempre que el afiliado haya cesado en forma 
voluntaria con posterioridad a la vigencia de la presente y 
no le sea posible configurar otra causal de retiro o jubilatoria 
por acumulación de servicios al amparo de la Ley N* 17.819, 
de 6 de setiembre de 2004. 


La prestación generada por esta causal es incompatible 
con el goce de cualquier otra jubilación, retiro o subsidio 
transitorio por incapacidad parcial. 


CAPITULOlIII 
Subsidio transitorio por incapacidad parcial 


Artículo 10. (Subsidio transitorio por incapacidad par- 
cial).- 


10.1 El personal policial activo que, contando con los 
requisitos de tiempo establecidos en el literal A) del artículo 
7% de la presente ley, se incapacite en forma absoluta y 
permanente para la tarea habitual, tendrá derecho a un 
subsidio transitorio por incapacidad parcial. Cuando la 
incapacidad se produzca a causa o en ocasión del trabajo, 
no se exigirá período mínimo de servicios. 


10.2 Esta prestación se servirá, de acuerdo al grado de 
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trabajo, sobrevenida dentro de los dos años siguien- 
tes al cese voluntario en la actividad o al vencimiento 
del período de subsidio transitorio por incapacidad, 
cualquiera sea la causa que hubiera originado la 
incapacidad, cuando se computen no menos de 10 
(diez) años de servicios policiales efectivos y no se 
fuere beneficiario de otra jubilación o retiro. 


D) El cumplimiento de sesenta años de edad del afilia- 
do que no fuere beneficiario de otra jubilación o 
retiro, cuando haya sido beneficiario del subsidio 
transitorio por incapacidad parcial por el término 
máximo (artículo 10.2 de la presente ley). 


Artículo 89. (Retiro por incapacidad por acto directo de 
servicio). 


La causal de retiro por acto directo de servicio se con- 
figura por la ocurrencia de la incapacidad absoluta y perma- 
nente para toda tarea, a causa o en ocasión de la prevención, 
investigación, represión y combate de siniestros, acciden- 
tales o no, o de los delitos y faltas contenidos en el Código 
Penal, leyes especiales y contravenciones administrativas 
en que esté dispuesta la intervención del personal policial, 
cualquiera sea el tiempo de servicios policiales prestados. 


Artículo 99. (Retiro por edad avanzada). 


La causal de retiro por edad avanzada se configura con 
70 (setenta) años de edad y un mínimo de 15 (quince) años 
de servicios, siempre que el afiliado haya cesado en forma 
voluntaria con posterioridad a la vigencia de la presente y 
no le sea posible configurar otra causal de retiro o jubilatoria 
por acumulación de servicios al amparo de la Ley N* 17.819, 
de 6 de setiembre de 2004. 


La prestación generada por esta causal es incompatible 
con el goce de cualquier otra jubilación, retiro o subsidio 
transitorio por incapacidad parcial. 


CAPITULO HI 
Subsidio transitorio porincapacidad parcial 


Artículo 10. (Subsidio transitorio por incapacidad par- 
cial). 


10.1 El personal policial activo que, contando con los 
requisitos de tiempo establecidos en el literal A) del artículo 
7% de la presente ley, se incapacite en forma absoluta y 
permanente para la tarea habitual, tendrá derecho a un 
subsidio transitorio por incapacidad parcial. Cuando la 
incapacidad se produzca a causa o en ocasión del trabajo, 
no se exigirá período mínimo de servicios. 


10.2 Esta prestación se servirá, de acuerdo con el 
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capacidad remanente y a la edad del afiliado, por un plazo 
máximo de tres años contados desde la fecha de la incapa- 
cidad. 


10.3 Dentro del plazo previsto en el inciso anterior se 
derivará al funcionario a la Dirección Nacional de Sanidad 
Policial a efectos de la posible rehabilitación del mismo. 
Dicha Dirección indicará los tratamientos y exámenes perló- 
dicos a los que deberá someterse, suspendiéndose el pago 
de la prestación en caso de no presentarse a los mismos sin 
causa justificada. 


10.4 Durante el término de la prestación, la Dirección 
Nacional de Asistencia y Seguridad Social Policial procura- 
rá implementar y/o coordinar con otras instituciones, pla- 
nes de reinserción laboral en actividades compatibles con 
la nueva capacidad del funcionario. Dichos planes serán de 
asistencia obligatoria y la ausencia injustificada del bene- 
ficiario, aparejará la inmediata suspensión de la prestación. 


10.5 Si dentro del plazo de tres años ya referido, la 
incapacidad se convierte en absoluta y permanente para 
todo trabajo o si el funcionario cumpliere la edad de 60 
(sesenta) años, se configurará la causal de retiro por inca- 
pacidad total. 


10.6 Transcurrido el plazo máximo de cobertura, sin 
que se haya verificado la hipótesis prevista en el Inciso 
precedente, y permaneciendo la imposibilidad de reintegro 
a la tarea habitual, el funcionario cesará en sus funciones, 
sin perjuicio de lo dispuesto en el literal D) del artículo 7? 
de la presente ley. 


10.7 Laprestación del subsidio transitorio por incapa- 
cidad parcial es compatible con la percepción de jubilación 
o retiro, salvo que la actividad para la cual se incapacitó el 
funcionario hubiera sido comprendida en los servicios com- 
putados en la pasividad. Asimismo, es compatible con el 
desempeño de otra actividad diferente de la actividad prin- 
cipal que le dio origen. 


CAPITULOIV 
De las pensiones de sobrevivencia 
Artículo 11. (Causales de pensión).- 


Los funcionarios policiales en actividad o en goce del 
subsidio transitorio por incapacidad parcial, cualquiera 
fuere el tiempo de servicios reconocidos, y los retirados, 
causan derecho a pensión ante el acaecimiento de los 
siguientes hechos: 
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grado de capacidad remanente y a la edad del afiliado, por 
un plazo máximo de tres años contados desde la fecha de la 
incapacidad. 


10.3 Dentro del plazo previsto en el inciso anterior se 
derivará al funcionario a la Dirección Nacional de Sanidad 
Policial a efectos de la posible rehabilitación del mismo. 
Dicha Dirección indicará los tratamientos y exámenes perló- 
dicos a los que deberá someterse, suspendiéndose el pago 
de la prestación en caso de no presentarse a los mismos sin 
causa justificada. 


10.4 Durante el término de la prestación, la Dirección 
Nacional de Asistencia y Seguridad Social Policial procura- 
rá implementar o coordinar con otras instituciones, planes 
de reinserción laboral en actividades compatibles con la 
nueva capacidad del funcionario. Dichos planes serán de 
asistencia obligatoria y la ausencia injustificada del bene- 
ficiario, aparejará la inmediata suspensión de la prestación. 


10.5 Asimismo podrá en las condiciones que esta- 
blezca la Ley Orgánica Policial, concursar para cargos 
presupuestados del Ministerio del Interior, que sean com- 
patibles con su nueva capacidad. 


10.6 Si dentro del plazo de tres años ya referido, la 
incapacidad se convierte en absoluta y permanente para 
todo trabajo o si el funcionario cumpliere la edad de 60 
(sesenta) años, se configurará la causal de retiro por inca- 
pacidad total. 


10,7 Transcurrido el plazo máximo de cobertura, sin 
que se haya verificado la hipótesis prevista en el Inciso 
precedente, y permaneciendo la imposibilidad de reintegro 
a la tarea habitual, el funcionario cesará en sus funciones, 
sin perjuicio de lo dispuesto en el literal D) del artículo 7? 
de la presente ley. 


10.8 Laprestación del subsidio transitorio por incapa- 
cidad parcial es compatible con la percepción de jubilación 
o retiro, salvo que la actividad para la cual se incapacitó el 
funcionario hubiera sido comprendida en los servicios com- 
putados en la pasividad. Asimismo, es compatible con el 
desempeño de otra actividad diferente de la actividad prin- 
cipal que le dio origen. 


CAPITULOIV 
Delas pensiones de sobrevivencia 
Artículo 11. (Causales de pensión) 
Los funcionarios policiales en actividad o en goce del 
subsidio transitorio por incapacidad parcial, cualquiera 
fuere el tiempo de servicios reconocidos, y los retirados, 


causan derecho a pensión ante el acaecimiento de los 
siguientes hechos: 
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a) La muerte del funcionario o del retirado. 


b) La declaratoria judicial de ausencia del funcionario o 
retirado. 


c) La desaparición del funcionario o retirado en un 
siniestro o hecho conocido de manera pública y 
notoria, que haga presumir la muerte, previa informa- 
ción sumaria. La pensión se abonará desde la fecha 
del siniestro y caducará desde el momento en que el 
causante apareciera con vida, pudiéndose disponer 
la devolución de lo pagado a juicio de la Dirección 
Nacional de Asistencia y Seguridad Social Policial. 


También causará pensión aquel a cuyo respecto se verifi- 
quen las circunstancias previstas en los literales anteriores 
dentro de los doce meses inmediatos siguientes al cese 
voluntario de la actividad policial, o del cese por agotamien- 
to del subsidio transitorio por incapacidad parcial. 


Cuando las causales de pensión se verifiquen fuera del 
plazo indicado precedentemente, solo causará pensión 
quien, habiendo cesado en forma voluntaria o por agota- 
miento del subsidio transitorio por incapacidad parcial, 
compute como mínimo diez años de servicios policiales 
efectivos y siempre que sus causahabientes no sean bene- 
ficiarios de otra pensión generada por el mismo causante. 


Artículo 12. (Beneficiarios de pensión).- 


Siempre que al momento de configuración de la causal no 
se hallaren en situación de desheredación o indignidad para 
suceder, son beneficiarios con derecho a pensión: 


a) Las personas viudas. 


b) Los hijos solteros menores de dieciocho años; los 
hijos solteros mayores de dieciocho años de edad y 
menores de veintiún años, siempre que acrediten 
carecer de medios de vida propios y suficientes para 
su congrua y decente sustentación y los hijos solte- 
ros mayores de dieciocho años absolutamente inca- 
pacitados para todo trabajo. 


c) Los padres absolutamente incapacitados para todo 
trabajo. 


d) Las personas divorciadas. 


e) Las concubinas y concubinos, entendiéndose por 
tales las personas que, hasta el momento de configu- 
ración de la causal, hubieran mantenido con el cau- 
sante una convivencia interrumpida de al menos 
cinco años en unión concubinaria de carácter exclu- 
sivo, singular, estable y permanente, cualquiera sea 
su sexo, identidad, orientación u opción sexual y que 
no resultare alcanzada por los impedimentos 
dirimentes establecidos en los numerales 1%, 29, 4? y 
5? del artículo 91 del Código Civil. 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-441 
a) La muerte del funcionario o del retirado. 


b) La declaratoria judicial de ausencia del funcionario o 
retirado. 


c) La desaparición del funcionario o retirado en un 
siniestro o hecho conocido de manera pública y 
notoria, que haga presumir la muerte, previa informa- 
ción sumaria. La pensión se abonará desde la fecha 
del siniestro y caducará desde el momento en que el 
causante apareciera con vida, pudiéndose disponer 
la devolución de lo pagado a juicio de la Dirección 
Nacional de Asistencia y Seguridad Social Policial. 


También causará pensión aquel a cuyo respecto se verifi- 
quen las circunstancias previstas en los literales anteriores 
dentro de los doce meses inmediatos siguientes al cese 
voluntario de la actividad policial, o del cese por agotamien- 
to del subsidio transitorio por incapacidad parcial. 


Cuando las causales de pensión se verifiquen fuera del 
plazo indicado precedentemente, solo causará pensión 
quien, habiendo cesado en forma voluntaria o por agota- 
miento del subsidio transitorio por incapacidad parcial, 
compute como mínimo diez años de servicios policiales 
efectivos y siempre que sus causahabientes no sean bene- 
ficiarios de otra pensión generada por el mismo causante. 


Artículo 12. (Beneficiarios de pensión). 


Siempre que al momento de configuración de la causal no 
se hallaren en situación de desheredación o indignidad para 
suceder, son beneficiarios con derecho a pensión: 


a) Las personas viudas. 


b) Los hijos solteros menores de dieciocho años; los 
hijos solteros mayores de dieciocho años de edad y 
menores de veintiún años, siempre que acrediten 
carecer de medios de vida propios y suficientes para 
su congrua y decente sustentación y los hijos solte- 
ros mayores de dieciocho años absolutamente inca- 
pacitados para todo trabajo. 


c) Los padres absolutamente incapacitados para todo 
trabajo. 


d) Las personas divorciadas. 


e) Las concubinas y concubinos (Ley N* 18.246, de 27 
de diciembre de 2007). 
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El derecho apensión de los beneficiarios incluidos en el 
literal b), se configurará en el caso de que su padre o madre 
no tenga derecho a pensión, o cuando estos, en el goce del 
beneficio, fallezcan o pierdan el derecho por cualquiera de 
los motivos establecidos legalmente. Las referencias a pa- 
dres e hijos comprenden el parentesco legítimo, natural o 
por adopción. 


Artículo 13. (Condiciones del derecho).- 
Las condiciones del derecho serán las siguientes: 


A) En el caso de los padres absolutamente incapacita- 
dos para todo trabajo y las personas divorciadas, 
deberán acreditar la dependencia económica del cau- 
sante o la carencia de ingresos suficientes. 


Se considera que los mencionados beneficiarios depen- 
den económicamente del causante, cuando están a cargo 
total o principalmente de aquél recibiendo del mismo un 
aporte económico indispensable para su congrua 
sustentación, entendiéndose por tal la disponibilidad de 
recursos e ingresos que permitan mantener los niveles de 
vivienda, salud, vestimenta, alimentos y, en su caso, edu- 
cación del beneficiario. 


La comparación numérica entre los ingresos del causan- 
te y los del beneficiario podrá considerarse alos efectos de 
establecer la dependencia económica, no constituyendo un 
elemento definitorio para su determinación. 


Tratándose de situaciones en las que un grupo de per- 
sonas de pocos recursos, comparten gastos comunes que 
individualmente no podrían absorber, se entenderá que 
existe dependencia económica si se comprueba que el falle- 
cimiento del causante ha provocado al beneficiario con 
vocación pensionaria un perjuicio económico relevante. 


Se entenderá que existe carencia de ingresos suficientes 
cuando los referidos beneficiarios no dispongan de ingre- 
sos mensuales superiores al equivalente de diez Bases de 
Prestaciones y Contribuciones (Ley N* 17.856, de 20 de 
diciembre de 2004). 


B) Las personas viudas y concubinas tendrán derecho 
al beneficio, siempre que el promedio mensual actua- 
lizado de sus ingresos personales de los doce meses 
anteriores ala fecha de configuración de la causal, no 
supere la suma de $ 51.467 (pesos uruguayos cin- 
cuenta y un mil cuatrocientos sesenta y siete). 


C) Las personas divorciadas, además de lo dispuesto en 
el literal A) de este artículo, deberán justificar que 
gozaban de pensión alimenticia servida por su ex 
cónyuge, decretada u homologada judicialmente. En 
estos casos, el monto de la pensión o la cuota parte 
si concurriere con otros beneficiarios, no podrá exce- 
der el de dicha pensión alimenticia. 
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El derecho a pensión de los beneficiarios incluidos en el 
literal b), se configurará en el caso de que su padre o madre 
no tenga derecho a pensión, o cuando estos, en el goce del 
beneficio, fallezcan o pierdan el derecho por cualquiera de 
los motivos establecidos legalmente. Las referencias a pa- 
dres e hijos comprenden el parentesco legítimo, natural o 
por adopción. 


Artículo 13. (Condiciones del derecho) 
Las condiciones del derecho serán las siguientes: 


A) En el caso de los padres absolutamente incapacita- 
dos para todo trabajo y las personas divorciadas, 
deberán acreditar la dependencia económica del cau- 
sante o la carencia de ingresos suficientes. 


Se considera que los mencionados beneficiarios depen- 
den económicamente del causante, cuando están a cargo 
total o principalmente de aquél recibiendo del mismo un 
aporte económico indispensable para su congrua 
sustentación, entendiéndose por tal la disponibilidad de 
recursos e ingresos que permitan mantener los niveles de 
vivienda, salud, vestimenta, alimentos y, en su caso, edu- 
cación del beneficiario. 


La comparación numérica entre los ingresos del causan- 
te y los del beneficiario podrá considerarse alos efectos de 
establecer la dependencia económica, no constituyendo un 
elemento definitorio para su determinación. 


Tratándose de situaciones en las que un grupo de per- 
sonas de pocos recursos, comparten gastos comunes que 
individualmente no podrían absorber, se entenderá que 
existe dependencia económica si se comprueba que el falle- 
cimiento del causante ha provocado al beneficiario con 
vocación pensionaria un perjuicio económico relevante. 


Se entenderá que existe carencia de ingresos suficientes 
cuando los referidos beneficiarios no dispongan de ingre- 
sos mensuales superiores a $ 17.750 (pesos uruguayos 
diecisiete mil setecientos cincuenta). 


B) Las personas viudas y concubinas tendrán derecho 
al beneficio, siempre que el promedio mensual actua- 
lizado de sus ingresos personales de los doce meses 
anteriores ala fecha de configuración de la causal, no 
supere la suma de $ 51.467 (pesos uruguayos cin- 
cuenta y un mil cuatrocientos sesenta y siete). 


C) Las personas divorciadas, además de lo dispuesto en 
el literal A) de este artículo, deberán justificar que 
gozaban de pensión alimenticia servida por su ex 
cónyuge, decretada u homologada judicialmente. En 
estos casos, el monto de la pensión o la cuota parte 
si concurriere con otros beneficiarios, no podrá exce 
der el de dicha pensión alimenticia. 
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D) 


Los hijos adoptivos y los padres adoptantes, en todo 
caso deberán probar que han integrado, de hecho, un 
hogar común con el causante, conviviendo en su 
morada y constituyendo con el mismo una unidad 
moral y económica similar a la de la familia, siempre 
que esta situación fuese notoria y preexistente en 
cinco años por lo menos a la fecha de configurarse la 
causal pensionaria, aun cuando el cumplimiento de 
las formalidades legales de adopción fuese más re- 
ciente. 


Cuando la causal pensionaria se opere antes que el 
adoptado haya cumplido los diez años de edad, se exigirá 
que el beneficiario haya convivido con el causante la mitad 
de su edad a dicha fecha. El goce de esta pensión es 
incompatible con el de la causada por vínculo de consan- 
guinidad, pudiendo optar el interesado por una u otra. 


E) 


Para el caso de afiliados extranjeros, se requiere que 
el causante tenga un mínimo de diez años de residen- 
cia en el país y que los beneficiarios acrediten que 
tenían su domicilio en el mismo a la fecha de falleci- 
miento de aquél, sin perjuicio de lo dispuesto por los 
Convenios Internacionales vigentes en la materia. 


Considérase afiliado extranjero aquel que no es natural 
de la República Oriental del Uruguay. Los ciudadanos lega- 
les, aesos efectos, quedan comprendidos en la categoría de 
afiliados extranjeros. 


Artículo 14. (Duración de la prestación).- 


La pensión se servirá: 


A) Durante toda la vida, tratándose de beneficiarias 


B) 


C) 


viudas y concubinas que tengan cuarenta o más años 
de edad a la fecha de configuración de la causal, o que 
cumplan esa edad gozando de dicho beneficio, siem- 
pre y cuando no mejoren su fortuna. 


Los beneficiarios viudos, concubinos y las personas 
divorciadas, que cumplan con los requisitos estable- 
cidos en el literal anterior, gozarán igualmente de la 
pensión durante toda la vida, salvo que se configu- 
ren respecto de los mismos las causales de término de 
la prestación que se establecen en el artículo si- 
guiente. 


En el caso que las personas viudas, concubinas y 
divorciadas tengan entre treinta y treinta y nueve 
años de edad a la fecha de configuración de la causal 
-sin perjuicio de lo previsto en el literal A) preceden- 
te- la pensión se servirá por el término de cinco años 
y por el término de dos años cuando los beneficiarios 
sean menores de treinta años de edad a dicha fecha. 


Los períodos de prestación de la pensión a que hace 
referencia el inciso anterior, no serán de aplicación en los 


casos 


que: 
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D) Los hijos adoptivos y los padres adoptantes, en todo 


caso deberán probar que han integrado, de hecho, un 
hogar común con el causante, conviviendo en su 
morada y constituyendo con el mismo una unidad 
moral y económica similar a la de la familia, siempre 
que esta situación fuese notoria y preexistente en 
cinco años por lo menos a la fecha de configurarse la 
causal pensionaria, aun cuando el cumplimiento de 
las formalidades legales de adopción fuese más re- 
ciente. 


Cuando la causal pensionaria se opere antes que el 
adoptado haya cumplido los diez años de edad, se exigirá 
que el beneficiario haya convivido con el causante la mitad 
de su edad a dicha fecha. El goce de esta pensión es 
incompatible con el de la causada por vínculo de consan- 
guinidad, pudiendo optar el interesado por una u otra. 


E) 


Para el caso de afiliados extranjeros, se requiere que 
el causante tenga un mínimo de diez años de residen- 
cia en el país y que los beneficiarios acrediten que 
tenían su domicilio en el mismo a la fecha de falleci- 
miento de aquél, sin perjuicio de lo dispuesto por los 
Convenios Internacionales vigentes en la materia. 


Considérase afiliado extranjero aquel que no es natural 
de la República Oriental del Uruguay. Los ciudadanos lega- 
les, aesos efectos, quedan comprendidos en la categoría de 
afiliados extranjeros. 


Artículo 14. (Duración de la prestación) 


La pensión se servirá: 


A) Durante toda la vida, tratándose de beneficiarias 


B) 


C) 


viudas y concubinas que tengan cuarenta o más años 
de edad a la fecha de configuración de la causal, o que 
cumplan esa edad gozando de dicho beneficio, siem- 
pre y cuando no mejoren su fortuna. 


Los beneficiarios viudos, concubinos y las personas 
divorciadas, que cumplan con los requisitos estable- 
cidos en el literal anterior, gozarán igualmente de la 
pensión durante toda la vida, salvo que se configu- 
ren respecto de los mismos las causales de término de 
la prestación que se establecen en el artículo si- 
guiente. 


En el caso que las personas viudas, concubinas y 
divorciadas tengan entre treinta y treinta y nueve 
años de edad a la fecha de configuración de la causal 
-sin perjuicio de lo previsto en el literal A) preceden- 
te- la pensión se servirá por el término de cinco años 
y por el término de dos años cuando los beneficiarios 
sean menores de treinta años de edad a dicha fecha. 


Los períodos de prestación de la pensión a que hace 
referencia el inciso anterior, no serán de aplicación en los 


casos 


que: 
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a) El beneficiario estuviese total y absolutamente inca- 
pacitado para todo trabajo. 


b) Integren el núcleo familiar del beneficiario hijos sol- 
teros menores de veintiún años de edad, en cuyo 
caso la pensión se servirá hasta que estos alcancen 
dicha edad una vez cumplidos los términos del literal 
C), excepto cuando se trate de mayores de dieciocho 
años de edad que dispongan de medios de vida 
propios y suficientes para su congrua y decente 
sustentación. 


c) Integren el núcleo familiar del beneficiario hijos sol- 
teros mayores de dieciocho años de edad absoluta- 
mente incapacitados para todo trabajo. 


Artículo 15. (De la pérdida del derecho pensionario).- 
El derecho a pensión se pierde: 


A) Por contraer matrimonio o unirse en concubinato, 
según lo previsto en el artículo 2? de la Ley N* 18.246, 
de 27 de diciembre de 2007, en el caso del viudo y 
personas divorciadas. 


B) Por cumplir veintiún años de edad los hijos solteros 
o por disponer los hijos solteros mayores de diecio- 
cho y menores de veintiún años de edad de medios 
de vida propios y suficientes para su congrua y 
decente sustentación, salvo que acrediten hallarse 
absolutamente incapacitados para todo trabajo. 


C) Por recuperar la capacidad antes de los cuarenta y 
cinco años de edad, cuando la incapacidad fuere 
requisito del beneficiario pensionario. 


D) Por mejorar la fortuna de las personas viudas, perso- 
nas concubinas, personas divorciadas y padres ab- 
solutamente incapacitados para todo trabajo. 


La mejora de fortuna de las personas viudas y concubi- 
nas se considerará configurada cuando el promedio men- 
sual actualizado de sus ingresos personales correspon- 
dientes alos últimos doce meses supere la suma de cincuen- 
ta y un mil cuatrocientos sesenta y siete pesos uruguayos 
($ 51.467) y la de las personas divorciadas y padres abso- 
lutamente incapacitados para todo trabajo, cuando desapa- 
rezcan los supuestos económicos que dieron lugar al otor- 
gamiento de la pensión. 


La Dirección Nacional de Asistencia y Seguridad Social 
Policial, por intermedio del Servicio de Retiros y Pensiones 
Policiales, determinará los mecanismos y procedimientos 
de control a los efectos de lo previsto en este artículo. 
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a) El beneficiario estuviese total y absolutamente inca- 
pacitado para todo trabajo. 


b) Integren el núcleo familiar del beneficiario hijos sol- 
teros menores de veintiún años de edad, en cuyo 
caso la pensión se servirá hasta que éstos alcancen 
dicha edad una vez cumplidos los términos del literal 
C), excepto cuando se trate de mayores de dieciocho 
años de edad que dispongan de medios de vida 
propios y suficientes para su congrua y decente 
sustentación. 


c) Integren el núcleo familiar del beneficiario hijos sol- 
teros mayores de dieciocho años de edad absoluta- 
mente incapacitados para todo trabajo. 


Artículo 15. (De la pérdida del derecho pensionario). 
El derecho a pensión se pierde: 


A) Por contraer matrimonio o unirse en concubinato, 
según lo previsto en el artículo 2? de la Ley N* 18.246, 
de 27 de diciembre de 2007, en el caso del viudo y 
personas divorciadas. 


B) Por cumplir veintiún años de edad los hijos solteros 
o por disponer los hijos solteros mayores de 18 y 
menores de 21 años de edad de medios de vida 
propios y suficientes para su congrua y decente 
sustentación, salvo que acrediten hallarse absoluta- 
mente incapacitados para todo trabajo. 


C) Por recuperar la capacidad antes de los cuarenta y 
cinco años de edad, cuando la incapacidad fuere 
requisito del beneficiario pensionario. 


D) Por mejorar la fortuna de las personas viudas, perso- 
nas concubinas, personas divorciadas y padres ab- 
solutamente incapacitados para todo trabajo. 


La mejora de fortuna de las personas viudas y concubi- 
nas se considerará configurada cuando el promedio men- 
sual actualizado de sus ingresos personales correspon- 
dientes a los últimos doce meses supere la suma de $ 51.467 
(pesos uruguayos cincuenta y un mil cuatrocientos sesenta 
y siete) y la de las personas divorciadas y padres absolu- 
tamente incapacitados para todo trabajo, cuando desapa- 
rezcan los supuestos económicos que dieron lugar al otor- 
gamiento de la pensión. 


La Dirección Nacional de Asistencia y Seguridad Social 
Policial, por intermedio del Servicio de Retiros y Pensiones 
Policiales, determinará los mecanismos y procedimientos 
de control a los efectos de lo previsto en este artículo. 
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CAPITULO V 
Requisito especial 


Artículo 16. (Requisito especial para los casos de inca- 
pacidad).- 


En todo caso, searetiro o pensión, en que la incapacidad 
sea requisito para el otorgamiento o mantenimiento de una 
prestación, se establecerá si el beneficiario debe someterse 
a exámenes médicos periódicos practicados por la Direc- 
ción Nacional de Sanidad Policial. 


El beneficiario deberá necesariamente presentarse a di- 
chos exámenes y la ausencia injustificada a los mismos, 
aparejan la inmediata suspensión de la prestación. 


Sin perjuicio de lo dispuesto por el Decreto N* 225/002, 
de 18 de junio de 2002, con las modificativas introducidas 
por el Decreto N* 272/003, de 8 de julio de 2003, el Poder 
Ejecutivo reglamentará el procedimiento para el reconoci- 
miento de la incapacidad. La incapacidad se determinará 
aplicando los baremos vigentes para las actividades ampa- 
radas por el Banco de Previsión Social. 


CAPITULO VI 
Clasificación de los servicios 
Artículo 17. (Diferentes tipos de servicios).- 


A los efectos de esta ley se establecen las siguientes 
definiciones: 


a) Tiempo de servicio es aquel que corresponde a acti- 
vidades de cualquier inclusión tomando en cuenta 
las bonificaciones pertinentes a que hubiere lugar. 


b) Tiempo de servicios policiales es aquel que corres- 
ponde a actividades amparadas por el Servicio de 
Retiros y Pensiones Policiales. Si se trata de servi- 
cios bonificados comprende la correspondiente bo- 
nificación. 


c) Tiempo de servicios policiales efectivos es el tiempo 
calendario cumplido efectivamente en actividades 
amparadas por el Servicio de Retiros y Pensiones 
Policiales, en cualquier subescalafón, sin tomar en 
cuenta la bonificación cuando la misma proceda. 


Artículo 18. (Servicios bonificados).- 


Los servicios cumplidos en forma efectiva por los fun- 
cionarios del sub escalafón ejecutivo serán bonificados, en 
la forma y condiciones que determine el Poder Ejecutivo, de 
acuerdo con los criterios previstos en el artículo 37 de la Ley 
N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995, sin perjuicio de lo esta- 
blecido transitoriamente en el artículo 56 de la presente ley. 
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CAPITULO V 
Requisito especial 


Artículo 16. (Requisito especial para los casos de inca- 
pacidad). 


En todo caso, sea retiro o pensión, en que la incapacidad 
sea requisito para el otorgamiento o mantenimiento de una 
prestación, se establecerá si el beneficiario debe someterse 
a exámenes médicos periódicos practicados por la Direc- 
ción Nacional de Sanidad Policial. 


El beneficiario deberá necesariamente presentarse a di- 
chos exámenes y la ausencia injustificada a los mismos, 
aparejan la inmediata suspensión de la prestación. 


Sin perjuicio de lo dispuesto por el Decreto N* 225/002, 
de 18 de junio de 2002, con las modificativas introducidas 
por el Decreto N* 272/003, de 8 de julio de 2003, el Poder 
Ejecutivo reglamentará el procedimiento para el reconoci- 
miento de la incapacidad. La incapacidad se determinará 
aplicando los baremos vigentes para las actividades ampa- 
radas por el Banco de Previsión Social. 


CAPITULO VI 
Clasificación de los servicios 
Artículo 17. (Diferentes tipos de servicios) 


A los efectos de esta ley se establecen las siguientes 
definiciones: 


A) Tiempo de servicio es aquel que corresponde a acti- 
vidades de cualquier inclusión tomando en cuenta 
las bonificaciones pertinentes a que hubiere lugar. 


B) Tiempo de servicios policiales es aquel que corres- 
ponde a actividades amparadas por el Servicio de 
Retiros y Pensiones Policiales. Si se trata de servi- 
cios bonificados comprende la correspondiente bo- 
nificación. 


C) Tiempo de servicios policiales efectivos es el tiempo 
calendario cumplido efectivamente en actividades 
amparadas por el Servicio de Retiros y Pensiones 
Policiales, en cualquier subescalafón, sin tomar en 
cuenta la bonificación cuando la misma proceda. 


Artículo 18. (Servicios bonificados) 


Los servicios cumplidos en forma efectiva por los fun- 
cionarios del sub escalafón ejecutivo serán bonificados, en la 
forma y condiciones que determine el Poder Ejecutivo, de 
acuerdo con los criterios previstos en el artículo 37 de la Ley 
N? 16.713, de 3 de setiembre de 1995, sin perjuicio de lo esta- 
blecido transitoriamente en el artículo 56 de la presente ley. 
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Esa bonificación comprende en igual proporción y en 
forma simultánea, al tiempo de servicios y a la edad real del 
policía y se aplica tanto para la causal de retiro común como 
para la de edad avanzada. 


Artículo 19. (Contribución especial por servicios 
bonificados).- 


El Ministerio del Interior deberá aportar al Servicio de 
Retiros y Pensiones Policiales, una contribución especial 
cuya tasa será determinada por el Poder Ejecutivo de acuer- 
do con lo previsto en los incisos 1? y 2* del artículo 39 de 
la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995. 


CAPITULO VII 


Determinación del monto y condiciones de las 
prestaciones 


Artículo 20. (Sueldo básico de retiro).- 


Se denomina sueldo básico de retiro, aquel que se toma 
como base de cálculo para la obtención de la asignación de 
retiro y será el correspondiente al promedio mensual actua- 
lizado, de todas las asignaciones computables sujetas a mon- 
tepío, de los sesenta meses computables anteriores al cese. 


Si fuera más favorable para el funcionario y en tanto lo 
pueda acreditar fehacientemente, el sueldo básico de retiro 
será el promedio de los cinco años de mejores asignaciones 
computables actualizadas. 


Tratándose de retiro por acto directo de servicio o por 
incapacidad total, si el tiempo de servicios computados no 
alcanza a sesenta meses, se tomará el promedio mensual 
actualizado correspondiente al período o períodos efecti- 
vamente registrados. 


En todo caso esas remuneraciones deberán estar debi- 
damente documentadas en el Servicio de Retiros y Pensio- 
nes Policiales. 


La actualización de las asignaciones computables a 
efectos del cálculo del sueldo básico de retiro se hará hasta 
el mes inmediato anterior al inicio del servicio de la pasivi- 
dad, de acuerdo con el Indice Medio de Salarios, elaborado 
conforme al artículo 39 de la Ley N* 13.728, de 17 de 
diciembre de 1968. 


Artículo 21. (Asignación por retiro común).- 
Para el retiro común, la asignación de retiro será el 
resultado de aplicar sobre el sueldo básico de retiro respec- 


tivo los porcentajes que se establecen a continuación: 


A) El 50% (cincuenta por ciento), cuando se haya con- 
figurado causal. 
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Esa bonificación comprende en igual proporción y en 
forma simultánea, al tiempo de servicios y a la edad real del 
policía y se aplica tanto para la causal de retiro común como 
para la de edad avanzada. 


Artículo 19. (Contribución especial por servicios 
bonificados) 


El Ministerio del Interior deberá aportar al Servicio de 
Retiros y Pensiones Policiales, una contribución especial 
cuya tasa será determinada por el Poder Ejecutivo de acuer- 
do con lo previsto en los incisos 1? y 2* del artículo 39 de 
la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995. 


CAPITULO VII 


Determinación del monto y condiciones de las 
prestaciones 


Artículo 20. (Sueldo básico de retiro) 


Se denomina sueldo básico de retiro, aquel que se toma 
como base de cálculo para la obtención de la asignación de 
retiro y será el correspondiente al promedio mensual actua- 
lizado, de todas las asignaciones computables sujetas a mon- 
tepío, de los sesenta meses computables anteriores al cese. 


Si fuera más favorable para el funcionario y en tanto lo 
pueda acreditar fehacientemente, el sueldo básico de retiro 
será el promedio de los cinco años de mejores asignaciones 
computables actualizadas. 


Tratándose de retiro por acto directo de servicio o por 
incapacidad total, si el tiempo de servicios computados no 
alcanza a sesenta meses, se tomará el promedio mensual 
actualizado correspondiente al período o períodos efecti- 
vamente registrados. 


En todo caso esas remuneraciones deberán estar debi- 
damente documentadas en el Servicio de Retiros y Pensio- 
nes Policiales. 


La actualización de las asignaciones computables a 
efectos del cálculo del sueldo básico de retiro se hará hasta 
el mes inmediato anterior al inicio del servicio de la pasivi- 
dad, de acuerdo con el Indice Medio de Salarios, elaborado 
conforme al artículo 39 de la Ley N* 13.728, de 17 de 
diciembre de 1968. 


Artículo 21. (Asignación por retiro común) 
Para el retiro común, la asignación de retiro será el 
resultado de aplicar sobre el sueldo básico de retiro respec- 


tivo los porcentajes que se establecen a continuación: 


A) El 50% (cincuenta por ciento), cuando se haya con- 
figurado causal. 
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B) A este porcentaje se adicionará un 0,5% (medio por 
ciento) del sueldo básico de retiro por cada año que 
exceda el mínimo de años de servicios exigidos para 
configurar la causal, al momento de su configuración, 
con un tope de 5% (cinco por ciento). 


A partir de los 60 (sesenta) años de edad, por cada año 
de edad que se difiera el retiro, después de haberse confi- 
gurado causal, se adicionará un 3% (tres por ciento) del 
sueldo básico de retiro por año, hasta los setenta años de 
edad, con un máximo de 30% (treinta por ciento). Si no se 
hubiera configurado causal, por cada año de edad que 
supere los 60 (sesenta) se adicionará un 2% (dos por ciento) 
hasta llegar a los 70 (setenta) años de edad o hasta la 
configuración de la causal si ésta fuera anterior. En este 
último caso a partir de la configuración de la causal se 
aplicará la adición del 3% (tres por ciento) por cada año que 
se difiera el retiro hasta los setenta años. 


Artículo 22. (Asignación de retiro por incapacidad total 
y monto del subsidio transitorio por incapacidad parcial).- 


La asignación de retiro por incapacidad total, será del 
65% (sesenta y cinco por ciento) del sueldo básico de retiro. 


En caso de que a la fecha de cese por incapacidad del 
policía ya hubiera configurado otra causal de retiro, se 
aplicará el porcentaje que corresponda a la misma si le 
resultara más favorable. 


El monto mensual del subsidio transitorio por incapaci- 
dad parcial será equivalente al 65% (sesenta y cinco por 
ciento) del sueldo básico de retiro, calculado de acuerdo 
con artículo 20 de la presente ley, y se abonará por la Unidad 
Ejecutora con los haberes previstos para su sueldo 
presupuestal. 


Artículo 23. (Asignación de retiro por incapacidad total 
por acto directo de servicio).- 


La asignación de retiro por incapacidad para toda tarea 
por acto directo de servicio será equivalente al 100% (cien 
por ciento) del sueldo básico de retiro, con un monto mínimo 
equivalente al de la remuneración del Grado de Oficial Sub 
Ayudante (Grado 6), a cuyos efectos se considerará la 
antigúedad real del policía. 


Artículo 24. (Asignación de retiro por edad avanzada).- 


Para el retiro por edad avanzada, al configurarse la 
causal, la asignación de retiro será el resultado de aplicar 
sobre el sueldo básico de retiro el 50% (cincuenta por 
ciento) más un 1% (uno por ciento) por cada año que exceda 
los quince años de servicios, con un tope de 64% (setenta 
y cuatro por ciento). 
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B) A este porcentaje se adicionará un 0,5% (medio por 
ciento) del sueldo básico de retiro por cada año que 
exceda el mínimo de años de servicios exigidos para 
configurar la causal, al momento de su configuración, 
con un tope de 5% (cinco por ciento). 


A partir de los 60 (sesenta) años de edad, por cada año 
de edad que se difiera el retiro, después de haberse confi- 
gurado causal, se adicionará un 3% (tres por ciento) del 
sueldo básico de retiro por año, hasta los setenta años de 
edad, con un máximo de 30% (treinta por ciento). Si no se 
hubiera configurado causal, por cada año de edad que 
supere los 60 (sesenta) se adicionará un 2% (dos por ciento) 
hasta llegar a los 70 (setenta) años de edad o hasta la 
configuración de la causal si ésta fuera anterior. En este 
último caso a partir de la configuración de la causal se 
aplicará la adición del 3% (tres por ciento) por cada año que 
se difiera el retiro hasta los 70 años. 


Artículo 22. (Asignación de retiro por incapacidad total 
y monto del subsidio transitorio por incapacidad parcial). 


La asignación de retiro por incapacidad total, será del 
65% (sesenta y cinco por ciento) del sueldo básico de retiro. 


En caso de que a la fecha de cese por incapacidad del 
policía ya hubiera configurado otra causal de retiro, se 
aplicará el porcentaje que corresponda a la misma si le 
resultara más favorable. 


El monto mensual del subsidio transitorio por incapaci- 
dad parcial será equivalente al 65% (sesenta y cinco por 
ciento) del sueldo básico de retiro, calculado de acuerdo 
con artículo 20 de la presente ley, y se abonará por la Unidad 
Ejecutora con los haberes previstos para su sueldo 
presupuestal. 


Artículo 23. (Asignación de retiro por incapacidad total 
por acto directo de servicio) 


La asignación de retiro por incapacidad para toda tarea 
por acto directo de servicio será equivalente al 100% (cien 
por ciento) del sueldo básico de retiro, con un monto mínimo 
equivalente al de la remuneración del Grado de Oficial Sub 
Ayudante (Grado 6), a cuyos efectos se considerará la 
antigúedad real del policía. 


Artículo 24. (Asignación de retiro por edad avanzada). 


Para el retiro por edad avanzada, al configurarse la 
causal, la asignación de retiro será el resultado de aplicar 
sobre el sueldo básico de retiro el 50% (cincuenta por 
ciento) más un 1% (uno por ciento) por cada año que exceda 
los 15 años de servicios, con un tope de 64% (setenta y 
cuatro por ciento). 
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Artículo 25. (Monto mínimo y máximo de retiro).- 


En ningún caso una asignación de retiro será inferior a 
la suma de doscientos diecinueve pesos uruguayos 
($ 2.219), ni mayor de veinte mil novecientos treinta pesos 
uruguayos ($ 20.930), salvo en el caso de retiro por acto 
directo de servicio, en cuyo caso el monto mínimo será el 
que resulte de la aplicación del artículo 23 y el máximo, en 
caso de incapacidad total, será de veintinueve mil setecien- 
tos pesos uruguayos ($ 29.700). 


Artículo 26. (Sueldo básico de pensión).- 


El sueldo básico de pensión será el equivalente a la 
asignación de retiro que le hubiera correspondido al cau- 
sante a la fecha de su fallecimiento con un mínimo equiva- 
lente al de retiro por incapacidad total (artículo 22) o por 
incapacidad total por acto directo de servicio (artículo 23) 
si éste fuera la causa de la muerte. 


Si el causante estuviera ya retirado o percibiendo el 
subsidio transitorio por incapacidad parcial, el sueldo bá- 
sico de pensión será la última asignación de retiro o de 
subsidio. 


Artículo 27. (Asignación de pensión).- 
La asignación de pensión será: 


A) Si se trata de personas viudas, divorciadas o concu- 
binas, el 75% (setenta y cinco por ciento) del sueldo 
básico de pensión cuando exista núcleo familiar o 
concurrencia con hijos no integrantes del mismo o 
padres del causante. 


B) Si se trata exclusivamente de viuda o viudo, concu- 
bina o concubino, o hijos del causante, el 66% (sesenta 
y seis por ciento) del sueldo básico de pensión. 


C) Si se trata de hijos en concurrencia con los padres del 
causante, el 66% (sesenta y seis por ciento) del 
sueldo básico de pensión. 


D) Si se trata exclusivamente de divorciadas o divorcia- 
dos, o padres del causante, el 50% (cincuenta por 
ciento) del sueldo básico de pensión. 


E) Si se trata de la viuda o viudo en concurrencia con la 
divorciada o divorciado y/o concubina o concubino, 
o de la divorciada o divorciado en concurrencia con 
la concubina o concubino, sinnúcleo familiar, el 66% 
(sesenta y seis por ciento) del sueldo básico de 
pensión. Si alguna o algunas de esas categorías 
tuviere o tuvieren núcleo familiar, el 9% (nueve por 
ciento) de diferencia se asignará o distribuirá, en su 
caso, entre esas partes. 


CAMARA DE SENADORES 


8 de octubre de 2008 
Artículo 25. (Monto mínimo y máximo de retiro). 


En ningún caso una asignación de retiro será inferior a 
la suma de $ 2.219 (pesos uruguayos dos mil doscientos 
diecinueve), ni mayor de $ 20.930 (pesos uruguayos veinte 
mil novecientos treinta), salvo en el caso de retiro por acto 
directo de servicio, en cuyo caso el monto mínimo será el 
que resulte de la aplicación del artículo 23 de la presente ley 
y el máximo, en caso de incapacidad total, será de $ 29.700 
(pesos uruguayos veintinueve mil setecientos). 


Artículo 26. (Sueldo básico de pensión). 


El sueldo básico de pensión será el equivalente a la 
asignación de retiro que le hubiera correspondido al cau- 
sante a la fecha de su fallecimiento con un mínimo equiva- 
lente al de retiro por incapacidad total (artículo 22 de la 
presente ley) o por incapacidad total por acto directo de 
servicio (artículo 23 de la presente ley) si éste fuera la causa 
de la muerte. 


Si el causante estuviera ya retirado o percibiendo el 
subsidio transitorio por incapacidad parcial, el sueldo bá- 
sico de pensión será la última asignación de retiro o de 
subsidio. 


Artículo 27. (Asignación de pensión) 
La asignación de pensión será: 


A) Si se trata de personas viudas, divorciadas o concu- 
binas, el 75% (setenta y cinco por ciento) del sueldo 
básico de pensión cuando exista núcleo familiar o 
concurrencia con hijos no integrantes del mismo o 
padres del causante. 


B) Si se trata exclusivamente de viuda o viudo, concu- 
bina o concubino, o hijos del causante, el 66% (se- 
senta y seis por ciento) del sueldo básico de pensión. 


C) Si se trata de hijos en concurrencia con los padres del 
causante, el 66% (sesenta y seis por ciento) del 
sueldo básico de pensión. 


D) Si se trata exclusivamente de divorciadas o divorcia- 
dos, o padres del causante, el 50% (cincuenta por 
ciento) del sueldo básico de pensión. 


E) Si se trata de la viuda o viudo en concurrencia con la 
divorciada o divorciado o concubina o concubino, o 
de la divorciada o divorciado en concurrencia con la 
concubina o concubino, sin núcleo familiar, el 66% 
(sesenta y seis por ciento) del sueldo básico de 
pensión. Si alguna o algunas de esas categorías 
tuviere o tuvieren núcleo familiar, el 9% (nueve por 
ciento) de diferencia se asignará o distribuirá, en su 
caso, entre esas partes. 
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Artículo 28. (Distribución de la asignación de pen- 
sión).- 


En caso de concurrencia de beneficiarios, la distribución 
de la asignación de pensión se efectuará con arreglo a las 
siguientes normas: 


A) A la viuda o viudo, concubina o concunbino, divor- 
ciada o divorciado, con núcleo familiar, en concu- 
rrencia con otros beneficiarios, le corresponderá el 
70% (setenta por ciento) de la asignación de pensión. 


Cuando concurran con núcleo familiar la viuda o viudo 
y/o concubina o concubino o divorciada y/o divorciado, la 
distribución de dicho porcentaje se hará por partes iguales 
a cada categoría. En el caso de que una sola de las catego- 
rías integra núcleo familiar, su cuota parte será superior en 
un 14% (catorce por ciento) a la del resto de los beneficia- 
rios. 


El remanente de la asignación de pensión se distribuirá 
en partes iguales entre los restantes copartícipes de la 
misma. 


B) A la viuda o viudo, concubina o concubino, divorcia- 
dao divorciado, sin núcleo familiar, en concurrencia 
con otros beneficiarios, le corresponderá el 60% 
(sesenta por ciento) de la asignación de pensión. 


Cuando concurran la viuda o viudo y/o concubina o 
concubino y/o divorciada o divorciado, la distribución de 
dicho porcentaje se hará por partes iguales a cada catego- 
ría. 


El remanente se distribuirá en partes iguales entre los 
restantes coparticipes de pensión. 


C) En los demás casos, la asignación de pensión se 
distribuirá en partes iguales. 


En el caso de las divorciadas o divorciados en concu- 
rrencia con otros beneficiarios, el remanente que pudiera 
surgir de la aplicación del tope previsto en el literal C) del 
artículo 13 , se distribuirá en la proporción que corresponda 
a los restantes beneficiarios. 


Artículo 29. (Concepto de núcleo familiar).- 


A los efectos de lo dispuesto en los artículos anteriores, 
se considera núcleo familiar la sola existencia de hijos 
solteros menores de dieciocho años, o mayores de diecio- 
cho años absolutamente incapacitados para todo trabajo, o 
menores de veintún años y mayores de dieciocho años que 
no dispongan de medios de vida propios y suficientes para 
su congrua y decente sustentación. 


Artículo 30. (Liquidación individual).- 
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Artículo 28. (Distribución de la asignación de pensión). 


En caso de concurrencia de beneficiarios, la distribución 
de la asignación de pensión se efectuará con arreglo a las 
siguientes normas: 


A) A la viuda o viudo, concubina o concunbino, divor- 
ciada o divorciado, con núcleo familiar, en concu- 
rrencia con otros beneficiarios, le corresponderá el 
70% (setenta por ciento) de la asignación de pensión. 


Cuando concurran con núcleo familiar la viuda o viudo 
o concubina o concubino o divorciada o divorciado, la 
distribución de dicho porcentaje se hará por partes iguales 
a cada categoría. En el caso de que una sola de las catego- 
rías integre núcleo familiar, su cuota parte será superior en 
un 14% (catorce por ciento) a la del resto de los beneficia- 
rios. 


El remanente de la asignación de pensión se distribuirá 
en partes iguales entre los restantes copartícipes de la 
misma. 


B) A la viuda o viudo, concubina o concubino, divorcia- 
da o divorciado, sin núcleo familiar, en concurrencia 
con otros beneficiarios, le corresponderá el 60% 
(sesenta por ciento) de la asignación de pensión. 


Cuando concurran la viuda o viudo o concubina o 
concubino o divorciada o divorciado, la distribución de 
dicho porcentaje se hará por partes iguales a cada catego- 
ría. 


El remanente se distribuirá en partes iguales entre los 
restantes copartícipes de pensión. 


C) En los demás casos, la asignación de pensión se 
distribuirá en partes iguales. 


En el caso de las divorciadas o divorciados en concu- 
rrencia con otros beneficiarios, el remanente que pudiera 
surgir de la aplicación del tope previsto en el literal C) del 
artículo 13 de la presente ley, se distribuirá en la proporción 
que corresponda a los restantes beneficiarios. 


Artículo 29. (Concepto de núcleo familiar). 


A los efectos de lo dispuesto en los artículos anteriores, 
se considera núcleo familiar la sola existencia de hijos 
solteros menores de dieciocho años, o mayores de diecio- 
cho años absolutamente incapacitados para todo trabajo, o 
menores de veintún años y mayores de dieciocho años que 
no dispongan de medios de vida propios y suficientes para 
su congrua y decente sustentación. 


Artículo 30. (Liquidación individual) 
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En cualquier caso de concurrencia de beneficiarios de 
pensión, se liquidará por separado la parte proporcional 
que corresponda a cada uno de ellos. 


Artículo 31. (Reliquidación entre copartícipes).- Cuan- 
do un beneficiario falleciere o perdiere su derecho a percibir 
la pensión, se procederá a reliquidar la asignación de pen- 
sión, si correspondiera, así como a su distribución, de 
acuerdo con lo establecido en los artículos anteriores. 


Artículo 32. (Aplicación inmediata del régimen pensio- 
nario).- 


El régimen de las pensiones de sobrevivencia previsto 
en el presente Título se aplicará en todos los casos en que 
se configure causal pensionaria a partir de la vigencia de la 
presente ley, cualquiera sea el régimen previsional que le 
fuere aplicable al causante. 


CAPITULO VIII 
De la suspensión del goce del retiro o pensión 
Artículo 33. (Suspensión del retiro o pensión).- 


El goce de la prestación de retiro o pensión, le será 
suspendido a quienes sean procesados por la comisión de 
un delito que pudiera traer aparejada pena de penitenciaría, 
a partir del respectivo auto de procesamiento y durante el 
término de su reclusión. 


En caso de sentencia absolutoria ejecutoriada, se proce- 
derá al reintegro de las prestaciones suspendidas, deduci- 
dos los montos abonados conforme a lo dispuesto en el 
artículo 34. 


Lo dispuesto precedentemente es también aplicable a 
las situaciones que se rijan por las disposiciones legales 
anteriores a la vigencia de esta ley. 


Artículo 34. (De los beneficiarios en caso de suspen- 
sión del retiro).- 


La suspensión del retiro, determinará a favor de la espo- 
sa O esposo, concubina o concubino e hijos solteros del 
procesado que tendrían derecho a pensión de acuerdo a 
esta ley ley, y a petición de aquellos, la percepción de una 
prestación cuya asignación será: 


A) Si se trata exclusivamente de la esposa o esposo, 
concubino o concubino o hijos, el 66% (sesenta y 
seis por ciento) de la asignación de retiro. 


B) Si se trata de esposa o esposo, concubina o 
concubino e hijos en concurrencia, el 75% (setenta y 
cinco por ciento) de la asignación de retiro. 
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En cualquier caso de concurrencia de beneficiarios de 
pensión, se liquidará por separado la parte proporcional 
que corresponda a cada uno de ellos. 


Artículo 31. (Reliquidación entre copartícipes). Cuando 
un beneficiario falleciere o perdiere su derecho a percibir la 
pensión, se procederá areliquidar la asignación de pensión, 
si correspondiera, así como a su distribución, de acuerdo 
con lo establecido en los artículos anteriores. 


Artículo 32. (Aplicación inmediata del régimen pensio- 
nario) 


El régimen de las pensiones de sobrevivencia previsto 
en el presente Título se aplicará en todos los casos en que 
se configure causal pensionaria a partir de la vigencia de la 
presente ley, cualquiera sea el régimen previsional que le 
fuere aplicable al causante. 


CAPITULO VIII 
De la suspensión del goce del retiro o pensión 
Artículo 33. (Suspensión del retiro o pensión). 


El goce de la prestación de retiro o pensión, le será 
suspendido a quienes sean procesados por la comisión de 
un delito que traiga aparejada pena de penitenciaría, a 
partir del respectivo auto de procesamiento y durante el 
término de su reclusión. 


En caso de sentencia absolutoria ejecutoriada, se proce- 
derá al reintegro de las prestaciones suspendidas, deduci- 
dos los montos abonados conforme a lo dispuesto en el 
artículo 34 de la presente ley. 


Lo dispuesto precedentemente es también aplicable a 
las situaciones que se rijan por las disposiciones legales 
anteriores a la vigencia de la presente ley. 


Artículo 34. (De los beneficiarios en caso de suspen- 
sión del retiro). 


La suspensión del retiro, determinará a favor de la espo- 
sa O esposo, concubina o concubino e hijos solteros del 
procesado que tendrían derecho a pensión de acuerdo con 
la presente ley, y a petición de aquellos, la percepción de 
una prestación cuya asignación será: 


A) Si se trata exclusivamente de la esposa o esposo, 
concubino o concubino o hijos, el 66% (sesenta y 
seis por ciento) de la asignación de retiro. 


B) Si se trata de esposa o esposo, concubina o 
concubino e hijos en concurrencia, el 75% (setenta y 
cinco por ciento) de la asignación de retiro. 
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En el caso de existir persona divorciada beneficiaria de 
pensión alimenticia servida por el retirado o retirada, tendrá 
derecho a una prestación, cuyo monto será equivalente al 
de la pensión que hubiere dejado de percibir por las circuns- 
tancias previstas en el artículo anterior, reducida en los 
mismos porcentajes de los literales precedentes. 


La determinación de la cuota parte de cada beneficiario 
que no se pueda resolver de acuerdo a lo establecido en este 
artículo, se efectuará siguiendo las reglas fijadas para los 
coparticipes de pensión en lo que fueren aplicables. 


Artículo 35. (Efectos de la suspensión de la pensión).- 
La suspensión de la pensión determinará en su caso la 
reliquidación de la asignación de pensión de acuerdo a lo 
establecido en el artículo 31 de la presente ley. 


TITULO IMM 
DEL REGIMEN DE TRANSICION 
Artículo 36. (Ambito subjetivo de aplicación).- 


El personal policial activo amparado por el Servicio de 
Retiros y Pensiones Policiales, que a la fecha de entrada en 
vigencia de esta ley, cuente en el caso de la mujer, con 
treinta y siete o más años de edad, y en el caso del hombre, 
con cuarenta o más años de edad, y quince o más años de 
servicios efectivos, y no configure causal de retiro al 30 de 
junio de 2011, se regirá por las disposiciones de este Título, 
salvo que realicen la opción prevista por el artículo 58 de la 
presente ley. 


Artículo 37. (Prestaciones).- 


Las prestaciones serán, el retiro común, que se regirá por 
lo dispuesto en el artículo siguiente, el retiro por incapaci- 
dad total y por incapacidad por acto directo de servicio, que 
seregirán respectivamente por lo dispuesto en los artículos 
7% y 8? de la presente ley. 


Artículo 38. (Causal de retiro común).- 

Para configurar causal de retiro común, se deberán al- 
canzar entre años de edad y años de servicios, incluyendo 
lo dispuesto por el artículo 34 de la Ley N? 9.940, de 2 de julio 


de 1940, los siguientes coeficientes: 


A) El personal policial ejecutivo, el coeficiente 76 (se- 
tenta y seis). 


B) El personal policial de los subescalafones de apoyo: 


a. A partir del 1? de julio de 2011, el coeficiente 76 
(setenta y seis). 
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En el caso de existir persona divorciada beneficiaria de 
pensión alimenticia servida por el retirado o retirada, tendrá 
derecho a una prestación, cuyo monto será equivalente al 
de la pensión que hubiere dejado de percibir por las circuns- 
tancias previstas en el artículo anterior, reducida en los 
mismos porcentajes de los literales precedentes. 


La determinación de la cuota parte de cada beneficiario 
que no se pueda resolver de acuerdo con lo establecido en 
este artículo, se efectuará siguiendo las reglas fijadas para 
los copartícipes de pensión en lo que fueren aplicables. 


Artículo 35. (Efectos de la suspensión de la pensión) 
La suspensión de la pensión determinará en su caso la 
reliquidación de la asignación de pensión de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 31 de la presente ley. 


TITULO IMM 
DEL REGIMENDE TRANSICION 
Artículo 36. (Ambito subjetivo de aplicación). 


El personal policial activo amparado por el Servicio de 
Retiros y Pensiones Policiales, que a la fecha de entrada en 
vigencia de esta ley, cuente, en el caso de la mujer, con 
treinta y siete o más años de edad, y en el caso del hombre, 
con cuarenta o más años de edad, y quince o más años de 
servicios efectivos, y no configure causal de retiro al 30 de 
junio de 2011, seregirá por las disposiciones de este Título, 
salvo que realicen la opción prevista por el artículo 58 de la 
presente ley. 


Artículo 37. (Prestaciones) 


Las prestaciones serán, el retiro común, que se regirá por 
lo dispuesto en el artículo siguiente, el retiro por incapaci- 
dad total y por incapacidad por acto directo de servicio, que 
seregirán respectivamente por lo dispuesto en los artículos 
7% y 8? de la presente ley. 


Artículo 38. (Causal de retiro común). 

Para configurar causal de retiro común, se deberán al- 
canzar entre años de edad y años de servicios, incluyendo 
lo dispuesto por el artículo 34 de la Ley N* 9.940, de 2 de julio 


de 1940, los siguientes coeficientes: 


A) El personal policial ejecutivo, el coeficiente 76 (se- 
tenta y seis). 


B) El personal policial de los subescalafones de apoyo: 


a. A partir del 1? de julio de 2011, el coeficiente 76 
(setenta y seis). 
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b. A partir del 1? de julio de 2013, el coeficiente 77 
(setenta y siete). 


Cc. A partir del 1” de julio de 2015, se requerirán 
sesenta años de edad y un mínimo de treinta y 
cinco años de servicios, a cuyos efectos se com- 
putarán hasta la fecha de entrada en vigencia de 
la presente ley, a razón de cinco (5) años por cada 
cuatro (4) años de servicios policiales efectivos. 


Artículo 39. (Sueldo básico de retiro).- 


El sueldo básico de retiro del personal comprendido en 
el régimen de transición, con exclusión de las partidas 
previstas en el artículo 43 de la presente ley que se ponde- 
rarán de acuerdo a lo dispuesto en el inciso tercero del 
presente artículo, será el promedio mensual de las asigna- 
ciones computables actualizadas de los últimos doce meses 
de servicios. 


Dicho período se incrementará en un semestre por cada 
semestre de vigencia de la historia laboral creada por el 
artículo 49 de la presente ley, hasta alcanzar a los sesenta 
meses computados anteriores al cese. 


Las partidas referidas en el citado artículo 43, se consi- 
derarán en base al promedio mensual actualizado de los 
últimos sesenta meses de servicios. 


Artículo 40. (Asignación de retiro).- 
La asignación de retiro será: 


A) Para la causal de retiro común, el resultado de aplicar 
sobre el sueldo básico de retiro, los porcentajes que 
se establecen a continuación: 


a. Apartirdel 1? de julio de 2011, el 80% (ochenta por 
ciento) del sueldo básico de retiro. 


b. A partir del 1? de julio de 2012, el 75% (setenta y 
cinco por ciento) del sueldo básico de retiro. 


c. A partir del 1? de julio de 2014, el 70% (setenta por 
ciento) del sueldo básico de retiro. 


d. A partir del 1? de julio de 2015, el 50% (cincuenta 
por ciento) del sueldo básico de retiro. 


Estos porcentajes se incrementarán en las condiciones 
previstas en los literales B) y C) del artículo 21 de la presente 
ley. En ningún caso la asignación de retiro total superará el 
85% (ochenta y cinco por ciento) del sueldo básico de 
retiro. 


B) Para la causal de retiro por incapacidad total será el 
65% (sesenta y cinco por ciento) del sueldo básico de 
retiro. 
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b. A partir del 1? de julio de 2013, el coeficiente 
TT(setenta y siete). 


Cc. A partir del 1” de julio de 2015, se requerirán 
sesenta años de edad y un mínimo de treinta y 
cinco años de servicios, a cuyos efectos se com- 
putarán hasta la fecha de entrada en vigencia de 
la presente ley, a razón de cinco años por cada 
cuatro años de servicios policiales efectivos. 


Artículo 39. (Sueldo básico de retiro). 


El sueldo básico de retiro del personal comprendido en 
el régimen de transición, con exclusión de las partidas 
previstas en el artículo 43 de la presente ley que se ponde- 
rarán de acuerdo con lo dispuesto en el inciso tercero del 
presente artículo, será el promedio mensual de las asigna- 
ciones computables actualizadas de los últimos doce meses 
de servicios. 


Dicho período se incrementará en un semestre por cada 
semestre de vigencia de la Historia Laboral creada por el 
artículo 49 de la presente ley, hasta alcanzar a los sesenta 
meses computados anteriores al cese. 


Las partidas referidas en el citado artículo 43 de la 
presente ley, se considerarán en base al promedio mensual 
actualizado de los últimos sesenta meses de servicios. 


Artículo 40. (Asignación de retiro) 
La asignación de retiro será: 


A) Para la causal de retiro común, el resultado de aplicar 
sobre el sueldo básico de retiro, los porcentajes que 
se establecen a continuación: 


a. Apartirdel 1? de julio de 2011, el 80% (ochenta por 
ciento) del sueldo básico de retiro. 


b. A partir del 1? de julio de 2012, el 75% (setenta y 
cinco por ciento) del sueldo básico de retiro. 


c. A partir del 1? de julio de 2014, el 70% (setenta por 
ciento) del sueldo básico de retiro. 


d. A partir del 1? de julio de 2015, el 50% (cincuenta 
por ciento) del sueldo básico de retiro. 


Estos porcentajes se incrementarán en las condiciones 
previstas en los literales B) y C) del artículo 21 de la presente 
ley. En ningún caso la asignación de retiro total superará el 
85% (ochenta y cinco por ciento) del sueldo básico de 
retiro. 


B) Para la causal de retiro por incapacidad total será el 
65% (sesenta y cinco por ciento) del sueldo básico de 
retiro. 
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C) Para la causal de retiro por incapacidad total por acto 
directo o servicio, se regirá por lo dispuesto en el 
artículo 23 de la presente ley. 


Artículo 41. (Montos mínimo y máximo de retiro).- 


El monto mínimo de asignación de retiro correspondien- 
te al régimen de transición, será de $ 2.219 (pesos urugua- 
yos dos mil doscientos diecinueve). 


El monto máximo de retiro será, a partir del 1? de julio de 
2011, de $ 22.500 (pesos uruguayos veintidós mil quinien- 
tos), el que se elevará en $ 1.500 (pesos uruguayos un mil 
quinientos) por año para quienes lo hagan en los cinco años 
siguientes. 


A partir del 1? de julio de 2016 la asignación máxima de 
retiro será de $ 20.930 (pesos uruguayos veinte mil nove- 
cientos treinta), salvo en el caso de retiro por acto directo 
de servicio, en cuyo caso el monto mínimo será el que 
resulte de la aplicación del artículo 23 y el máximo, en caso 
de incapacidad total, será de $ 29.700 (pesos uruguayos 
veintinueve mil setecientos). 


TITULOIV 
DISPOSICIONES COMUNES 
CAPITULO I 
De la materia gravada 


Artículo 42. (Materia gravada).- Constituye materia gra- 
vada para las contribuciones especiales de seguridad social 
todo ingreso que el funcionario policial perciba, sea en 
dinero o en especie susceptible de apreciación pecuniaria, 
en concepto de retribución y con motivo de su tarea perso- 
nal cumplida en tal carácter. 


Cuando el ingreso referido se recibiera en todo o en parte 
mediante asignaciones en especie o cuya cuantía real sea 
incierta, el Poder Ejecutivo determinará los fictos por los 
cuales se habrá de aportar por dicha asignación, en función 
del valor promedio de las mismas. 


Los aportes correspondientes a la Dirección Nacional de 
Sanidad Policial y al Servicio de Tutela Social Policial serán 
de cargo del personal policial y se calcularán sobre la 
totalidad de las partidas que constituyan materia gravada. 


Artículo 43. (Servicios a terceros y otras partidas).- 


Las remuneraciones que el personal policial perciba por 
los servicios prestados a personas públicas o privadas, 
fuera del horario de servicio y del destino correspondiente 
a su función pública, bajo contrato celebrado por aquéllas 
con el Ministerio del Interior al amparo del artículo 222 de 
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C) Para la causal de retiro por incapacidad total por acto 
directo o servicio, se regirá por lo dispuesto en el 
artículo 23 de la presente ley. 


Artículo 41. (Montos mínimo y máximo de retiro) 


El monto mínimo de asignación de retiro correspondien- 
te al régimen de transición, será de $ 2.219 (pesos urugua- 
yos dos mil doscientos diecinueve). 


El monto máximo de retiro será, a partir del 1” de julio de 
2011, de $ 22.500 (pesos uruguayos veintidós mil quinien- 
tos), el que se elevará en $ 1.500 (pesos uruguayos un mil 
quinientos) por año para quienes lo hagan en los cinco años 
siguientes. 


A partir del 1? de julio de 2017 la asignación máxima de 
retiro será de $ 20.930 (pesos uruguayos veinte mil nove- 
cientos treinta), salvo en el caso de retiro por acto directo 
de servicio, en cuyo caso el monto mínimo será el que 
resulte de la aplicación del artículo 23 de la presente ley y 
el máximo, en caso de incapacidad total, será de $ 29.700 
(pesos uruguayos veintinueve mil setecientos). 


TITULOIV 
DISPOSICIONES COMUNES 
CAPITULOI 
De la materia gravada 


Artículo 42. (Materia gravada).- Constituye materia gra- 
vada para las contribuciones especiales de seguridad social 
todo ingreso que el funcionario policial perciba. Sea en 
dinero o en especie susceptible de apreciación pecuniaria, 
en concepto de retribución y con motivo de su tarea perso- 
nal cumplida en tal carácter. 


Cuando el ingreso referido se recibiera en todo o en parte 
mediante asignaciones en especie o cuya cuantía real sea 
incierta, el Poder Ejecutivo determinará los fictos por los 
cuales se habrá de aportar por dicha asignación, en función 
del valor promedio de las mismas. 


Los aportes correspondientes a la Dirección Nacional de 
Sanidad Policial y al Servicio de Tutela Social Policial serán 
de cargo del personal policial y se calcularán sobre la 
totalidad de las partidas que constituyan materia gravada. 


Artículo 43. (Servicios a terceros y otras partidas) 


Las remuneraciones que el personal policial perciba por 
los servicios prestados a personas públicas o privadas, 
fuera del horario de servicio y del destino correspondiente 
a su función pública, bajo contrato celebrado por aquéllas 
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la Ley N” 13.318, de 28 de diciembre de 1964, o normas 
análogas, con cargo a esos terceros, constituirán materia 
gravada, de manera progresiva, conforme a las siguientes 
reglas: 


A) A partir del mes de enero de 2009 en un 50% (cincuen- 
ta por ciento). 


B) A partir del mes de enero de 2010 en un 70% (setenta 
por ciento). 


C) A partir del mes de enero de 2011 en un 90% (noventa 
por ciento). 


D) A partir del mes de enero de 2012 en un 100% (cien por 
ciento). 


La compensación por riesgo de función y prima técnica, 
creada por los artículos 141 y 142 de la Ley N* 16.736, de 5 
de enero de 1996, así como los viáticos de alimentación, 
tendrán el mismo régimen de aportación previsional. 


Artículo 44. (Aumento nominal de sueldos).- 


Las partidas y prestaciones que a partir de la entrada en 
vigencia de la presente ley pasan a constituir materia gra- 
vada, con la graduación prevista en el artículo 43, se 
incrementarán en el porcentaje necesario a fin de que las 
remuneraciones líquidas sean equivalentes a las abonadas 
con anterioridad a dicha fecha. 


En ningún caso la aplicación de esta disposición signi- 
ficará aumento de las retribuciones líquidas. 


El incremento a que se refiere el inciso primero de este 
artículo se efectuará en forma conjunta para todas las 
partidas, teniendo en cuenta el nivel salarial resultante de 
su acumulación con el sueldo y otras partidas gravadas con 
anterioridad a la vigencia de esta ley. 


La suma correspondiente a este incremento será clara- 
mente discriminada en todas las liquidaciones de sueldos, 
bajo el rubro de reintegro de aportes por cambio de régimen 
de aportación. 


Artículo 45. (Devolución de montepío).- 


A partir de la entrada en vigencia de la presente ley no 
se efectuarán más devoluciones de montepíos, indepen- 
dientemente del período de aportación. Esta forma com- 
prende atodos los funcionarios, inclusive alos no alcanza- 
dos por esta ley en los demás aspectos. 


Se exceptúa el caso de aquellos funcionarios que a la 
fecha de entrada en vigencia de la presente ley hubieran 
aportado montepíos por un período de tiempo que exceda el 
requerido en el artículo 1” de la Ley N* 11.182, de 18 de 
diciembre de 1948 y en el artículo 20 de la Ley N* 16.333, de 
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con el Ministerio del Interior al amparo del artículo 222 de 
la Ley N* 13.318, de 28 de diciembre de 1964, o normas 
análogas, con cargo a esos terceros, constituirán materia 
gravada, de manera progresiva, conforme a las siguientes 
reglas: 


a) A partir del mes de enero de 2009 en un 50% (cincuen- 
ta por ciento) 


b) A partir del mes de enero de 2010 en un 70% (setenta 
por ciento). 


c) A partir del mes de enero de 2011 en un 90% (noventa 
por ciento). 


d) A partir del mes de enero de 2012 en un 100% (cien por 
ciento). 


La compensación por riesgo de función y prima técnica, 
creada por los artículos 141 y 142 de la Ley N* 16.736, de 5 
de enero de 1996, así como los viáticos de alimentación, 
tendrán el mismo régimen de aportación previsional. 


Artículo 44. (Aumento nominal de sueldos). 


Las partidas y prestaciones que a partir de la entrada en 
vigencia de la presente ley pasan a constituir materia gra- 
vada, con la graduación prevista en el artículo 43 de la 
presente ley, se incrementarán en el porcentaje necesario a 
fin de que las remuneraciones líquidas sean equivalentes a 
las abonadas con anterioridad a dicha fecha. 


En ningún caso la aplicación de esta disposición signi- 
ficará aumento de las retribuciones líquidas. 


El incremento a que se refiere el inciso primero de este 
artículo se efectuará en forma conjunta para todas las 
partidas, teniendo en cuenta el nivel salarial resultante de 
su acumulación con el sueldo y otras partidas gravadas con 
anterioridad a la vigencia de esta ley. 


La suma correspondiente a este incremento será clara- 
mente discriminada en todas las liquidaciones de sueldos, 
bajo el rubro de reintegro de aportes por cambio de régimen 
de aportación. 


Artículo 45. (Devolución de montepio) 


A partir de la entrada en vigencia de la presente ley no 
se efectuarán más devoluciones de montepíos, indepen- 
dientemente del período de aportación. 


Se exceptúa el caso de aquellos funcionarios que a la 
fecha de entrada en vigencia de la presente ley hubieran 
aportado montepíos por un período de tiempo que exceda el 
requerido en el artículo 1? de la Ley N* 11.182, de 18 de 
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1% de diciembre de 1992; en estos casos, se harán las 
devoluciones por el período excedente hasta la fecha de 
entrada en vigencia de la presente ley. 


CAPITULO!II 
Delas asignaciones computables 
Artículo 46. (Principio de congruencia).- 


A los efectos de la presente ley, se entiende por asigna- 
ciones computables, aquellos ingresos individuales que, 
provenientes de actividades amparadas por esta normativa, 
constituyan materia gravada para las contribuciones espe- 
ciales de seguridad social. 


Las retribuciones a que refieren los artículos 42 y 43 de 
la presente ley constituirán asignación computable, sin 
perjuicio de lo dispuesto por el inciso tercero del artículo 39 
y el inciso segundo del artículo 53, en idéntica medida en 
que sean materia gravada. 


Artículo 47. (Ficto casa habitación).- 


A partir de la vigencia de la presente ley, el beneficio del 
ficto casa habitación previsto en el artículo 81 de la Ley 
N* 9.940, de 2 de julio de 1940, con las modificaciones 
introducidas por el artículo 23 de la Ley N* 16.333, de 1” de 
diciembre de 1992, no será de aplicación para los funciona- 
rios policiales, estén o no alcanzados por esta ley en los 
demás aspectos, excepto para aquellos que al momento de 
la vigencia de la ley se encontraren ocupando una vivienda 
en las condiciones previstas en dichas normas. 


CAPITULO HI 


De los recursos del Servicio de Retiros y Pensiones 
Policiales 


Artículo 48. (Recursos del Servicio de Retiros y Pensio- 
nes Policiales).- 


Las prestaciones establecidas en el presente régimen 
serán financiadas con los siguientes recursos: 


A) Los aportes patronales de retiro, que serán del 19,5% 
(diecinueve con cinco por ciento) sobre las partidas 
que constituyen materia gravada. 


B) Los aportes personales de retiro, que serán del 15% 
(quince por ciento) sobre las partidas que constitu- 
yen materia gravada. 


C) La contribución especial por servicios bonificados. 


D) El montepío a cargo de los retirados y pensionistas 
establecidos por las disposiciones legales vigentes. 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-455 


diciembre de 1948 y en el artículo 20 de la Ley N* 16.333, de 
1% de diciembre de 1992; en estos casos, se harán las 
devoluciones por el período excedente hasta la fecha de 
entrada en vigencia de la presente ley. 


CAPITULO!II 
Delas asignaciones Computables 
Artículo 46. (Principio de congruencia). 


A los efectos de la presente ley, se entiende por asigna- 
ciones computables, aquellos ingresos individuales que, 
provenientes de actividades amparadas por esta normativa, 
constituyan materia gravada para las contribuciones espe- 
ciales de seguridad social. 


Las retribuciones a que refieren los artículos 42 y 43 de 
la presente ley constituirán asignación computable, sin 
perjuicio de lo dispuesto por el inciso tercero del artículo 39 
y el inciso segundo del artículo 53, en idéntica medida en 
que sean materia gravada. 


Artículo 47. (Ficto casa habitación) 


A partir de la vigencia de la presente ley, el beneficio del 
ficto casa habitación previsto en el artículo 81 de la Ley 
N? 9.940, de 2 de julio de 1940, con las modificaciones 
introducidas por el artículo 23 de la Ley N* 16.333, de 1* de 
diciembre de 1992, no será de aplicación para los funciona- 
rios policiales, estén o no alcanzados por esta ley en los 
demás aspectos, excepto para aquellos que al momento de 
la vigencia de la presente ley se encontraren ocupando una 
vivienda en las condiciones previstas en dichas normas. 


CAPITULO!HII 


De los recursos del servicio de retiros y pensiones 
policiales 


Artículo 48. (Recursos del Servicio de Retiros y Pensio- 
nes Policiales) 


Las prestaciones establecidas en el presente régimen 
serán financiadas con los siguientes recursos: 


A) Los aportes patronales de retiro, que serán del 19,5% 
(diecinueve con cinco por ciento) sobre las partidas 
que constituyen materia gravada. 

B) Los aportes personales de retiro, que serán del 15% 
(quince por ciento) sobre las partidas que constitu- 
yen materia gravada. 


C) La contribución especial por servicios bonificados. 


D) El montepío a cargo de los retirados y pensionistas 
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E) Los tributos que se afecten especificamente a este 
régimen en los casos en que así se disponga por la 
ley. 


F) Si fuere necesaria, la asistencia financiera del Esta- 
do. 


Con los recursos referidos en este artículo también se 
pagarán las pasividades en curso de pago a la fecha de 
entrada en vigencia de esta ley, así como las pasividades 
correspondientes a los funcionarios no alcanzados por el 
presente régimen. 


CAPITULOIV 
Registro de Historia Laboral 
Artículo 49. (Historia Laboral).- 


La Dirección Nacional de Asistencia y Seguridad Social 
Policial está obligada a mantener al día los registros de 
historia laboral de sus afiliados activos y retirados, debida- 
mente respaldados. Se registrará, como mínimo, tiempo de 
servicios policiales, asignaciones computables y aportes 
que correspondan. 


Artículo 50. (Obligaciones de las Unidades Ejecutoras).- 


Es obligación de todas las Unidades Ejecutoras del 
Ministerio del Interior brindar la información necesaria a 
los efectos de instrumentar lo establecido en el artículo 
anterior, sobre la persona y la carrera funcional del policía, 
así como los datos de las liquidaciones mensuales de cada 
uno. La información anterior a la vigencia de la presente ley 
deberá ser proporcionada a la Dirección Nacional de Asis- 
tencia y Seguridad Social Policial en un plazo máximo de 
doce meses a contar de la fecha de entrada en vigencia de 
la presente ley, el que podrá ser ampliado, en casos debida- 
mente justificados, por la Dirección Nacional de Asistencia 
y Seguridad Social Policial. 


Asimismo, a partir de la vigencia de la presente ley, 
deberán enviar mensualmente la información completa de 
cada mes vencido, sin posibilidad de prórroga alguna. 


El incumplimiento de estas obligaciones aparejará al 
Jerarca de la Unidad Ejecutora omisa, las sanciones que 
establezca la reglamentación. 


Artículo 51. (Intercambio de información).- 


La Dirección Nacional de Asistencia y Seguridad Social 
Policial con la autorización previa del Ministerio del Inte- 
rior, podrá suscribir convenios para el intercambio de infor- 
mación con los distintos institutos de seguridad social. 
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establecidos por las disposiciones legales vigentes. 

E) Los tributos que se afecten específicamente a este 
régimen en los casos en que así se disponga por la 
ley. 


F) Si fuere necesaria, la asistencia financiera del Esta- 
do. 


Con los recursos referidos en este artículo también se 
solventarán las pasividades en curso de pago a la fecha de 
entrada en vigencia de la presente ley. 


CAPITULOIV 
Registro de Historia Laboral 
Artículo 49. (Historia Laboral) 


La Dirección Nacional de Asistencia y Seguridad Social 
Policial está obligada a mantener al día los registros de 
historia laboral de sus afiliados activos y retirados, debida- 
mente respaldados. Se registrará, como mínimo tiempo de 
servicios policiales, asignaciones computables y aportes 
que correspondan. 


Artículo 50. (Obligaciones de las Unidades Ejecutoras) 


Es obligación de todas las Unidades Ejecutoras del 
Ministerio del Interior brindar la información necesaria a 
los efectos de instrumentar lo establecido en el artículo 
anterior, sobre la persona y la carrera funcional del policía, 
así como los datos de las liquidaciones mensuales de cada 
uno. La información anterior a la vigencia de la presente ley 
deberá ser proporcionada a la Dirección Nacional de Asis- 
tencia y Seguridad Social Policial en un plazo máximo de 
doce meses a contar de la fecha de entrada en vigencia de 
la presente ley, el que podrá ser ampliado, en casos debida- 
mente justificados, por la Dirección Nacional de Asistencia 
y Seguridad Social Policial. 


Asimismo, a partir de la vigencia de la presente ley, 
deberán enviar mensualmente la información completa de 
cada mes vencido, sin posibilidad de prórroga alguna. 


El incumplimiento de estas obligaciones aparejará al 
Jerarca de la Unidad Ejecutora omisa, las sanciones que 
establezca la reglamentación. 


Artículo 51. (Intercambio de información) 


La Dirección Nacional de Asistencia y Seguridad Social 
Policial con la autorización previa del Ministerio del Inte- 
rior, podrá suscribir convenios para el intercambio de infor- 
mación con los distintos institutos de seguridad social. 


8 de octubre de 2008 
Artículo 52. (Información al funcionario).- 


Todo funcionario policial tendrá derecho, en cualquier 
momento, a solicitar la información existente en su historia 
laboral, debidamente certificada para su utilización perso- 
nal o para la presentación ante otras instituciones. 


Asimismo, previa solicitud de sus afiliados, la Dirección 
Nacional de Asistencia y Seguridad Social Policial podrá 
transferir electrónicamente la información de la historia 
laboral del solicitante a instituciones de intermediación 
financiera o de crédito. 


Cuando el funcionario encontrare errores u omisiones 
en su historia laboral, dispondrá de un plazo de ciento 
ochenta días para observarla, a partir de su notificación 
fehaciente, sin perjuicio del deber de enmendarlas de oficio 
por parte de la Dirección Nacional de Asistencia y Seguri- 
dad Social Policial toda vez que sean detectados. 


TITULO V 
DISPOSICIONES GENERALES 
Capítulo Unico 


Artículo 53. (Conservación de derechos adquiridos e inci- 
dencia de algunas partidas en el sueldo básico de retiro).- 


Los afiliados activos amparados por el Servicio de Reti- 
ros y Pensiones Policiales que han configurado causal de 
retiro o la configuren hasta el 30 de junio de 2011, se regirán 
por el estatuto vigente a la fecha de promulgación de la 
presente ley. 


No obstante las partidas referidas en el artículo 43 de la 
presente ley, se considerarán para el cálculo del sueldo 
básico de retiro tomando el promedio mensual actualizado 
de los últimos sesenta meses de servicios. 


Artículo 54. (Referencia a valores constantes).- 


Las referencias monetarias mencionadas en la presente 
ley, están expresadas en valores constantes correspon- 
dientes al mes de enero de 2008 y se ajustarán por el 
procedimiento y en las oportunidades establecidas en el 
artículo 67 de la Constitución de la República. 


Artículo 55. (Excepción a incompatibilidades).- 


Las prestaciones que el funcionario pudiera obtener por 
el régimen de ahorro individual, de acuerdo con lo previsto 
en el inciso cuarto del artículo 6% de la Ley N* 16.713, de 3 
de setiembre de 1995, en la redacción dada por el artículo 3? 
de la Ley N* 17.445, de 31 de diciembre de 2001, no obstan 
ala percepción del retiro por incapacidad total en el caso del 
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Artículo 52. (Información al funcionario). 


Todo funcionario policial tendrá derecho, en cualquier 
momento, a solicitar la información existente en su historia 
laboral, debidamente certificada para su utilización perso- 
nal o para la presentación ante otras instituciones. 


Asimismo, previa solicitud de sus afiliados, la Dirección 
Nacional de Asistencia y Seguridad Social Policial podrá 
transferir electrónicamente la información de la historia 
laboral del solicitante a instituciones de intermediación 
financiera o de crédito. 


Cuando el funcionario encontrare errores u omisiones 
en su historia laboral, dispondrá de un plazo de ciento 
ochenta días para observarla, a partir de su notificación 
fehaciente, sin perjuicio del deber de enmendarlas de oficio 
por parte de la Dirección Nacional de Asistencia y Seguri- 
dad Social Policial toda vez que sean detectados. 


TITULOV 
DISPOSICIONES GENERALES 
Capítulo Unico 


Artículo 53. (Regulación e incidencia de algunas parti- 
das en el sueldo básico de retiro) 


Los afiliados activos amparados por el Servicio de Reti- 
ros y Pensiones Policiales que han configurado causal de 
retiro o la configuren hasta el 30 dejunio de 2011, seregirán 
por el estatuto vigente a la fecha de promulgación de la 
presente ley. 


No obstante las partidas referidas en el artículo 43 de la 
presente ley, se considerarán para el cálculo del sueldo 
básico de retiro tomando el promedio mensual actualizado 
de los últimos sesenta meses de servicios. 


Artículo 54. (Referencia a valores constantes) 


Las referencias monetarias mencionadas en la presente 
ley, están expresadas en valores constantes correspon- 
dientes al mes de enero de 2008 y se ajustarán por el 
procedimiento y en las oportunidades establecidas en el 
artículo 67 de la Constitución de la República. 


Artículo 55. (Excepción a incompatibilidades) 


Las prestaciones que el funcionario pudiera obtener por 
el régimen de ahorro individual, de acuerdo con lo previsto 
en el inciso cuarto del artículo 6? de la Ley N* 16.713, de 3 
de setiembre de 1995, en la redacción dada por el artículo 39 
de la Ley N* 17.445, de 31 de diciembre de 2001, no obstan 
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literal C) del artículo 7?, ni a la del retiro por edad avanzada 
previsto por el artículo 9” de la presente ley. 


Artículo 56. (Disposición transitoria).- 


La bonificación prevista en el inciso primero del artículo 
18 se fija, en una proporción de 7 (siete) años fictos por cada 
5 (cinco) años efectivos, hasta tanto el Poder Ejecutivo no 
determine otra escala, en consonancia con los criterios 
técnicos establecidos en los artículos 37 y siguientes de la 
Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995. 


Artículo 57. (Plazo para solicitar el retiro o la pensión).- 


El retiro podrá solicitarse en actividad o dentro de los 
180 (ciento ochenta) días contados a partir del día siguiente 
al cese o a la configuración de la causal si ésta fuera 
posterior a aquél. 


Presentada la solicitud dentro de ese plazo, la prestación 
se servirá desde la fecha de configuración de la causal o 
cese, según corresponda. En caso de presentación de la 
solicitud fuera de dicho plazo, la prestación se servirá 
únicamente desde la fecha de la solicitud. 


Los haberes de pensión se servirán desde la fecha de la 
causal pensionaria siempre que la prestación se solicite 
dentro de los 180 (ciento ochenta) días de configurada la 
causal. Presentada la solicitud fuera de dicho plazo, la 
prestación se servirá desde la fecha de la solicitud. 


Artículo 58. (Opción por el nuevo régimen).- 


El Servicio de Retiros y Pensiones Policiales dará la más 
amplia difusión a sus afiliados, sobre el alcance y contenido 
de la presente ley, brindando el asesoramiento correspon- 
diente a los funcionarios que así lo soliciten. 


El personal policial no incluido en la presente ley, podrá 
optar en forma voluntaria e irrevocable, ante el Servicio de 
Retiros y Pensiones Policiales, por el estatuto de retiro 
previsto en los Títulos I y II de la presente ley, dentro del 
plazo de caducidad de ciento ochenta días corridos siguien- 
tes a su vigencia. 


Artículo 59. (Incompatibilidades).- 


La percepción de retiro será incompatible con la realiza- 
ción de actividades para el Ministerio del Interior, sea en 
forma directa o indirecta y sea como contratado civil o 
policial, con excepción de quienes sean designados en 
cargos políticos o de particular confianza, ose encontraren 
desempeñando cargos de similar naturaleza al momento de 
la entrada en vigencia de la presente ley, o de quienes 
ejerzan cargos docentes en la Escuela Nacional de Policía. 


CAMARA DE SENADORES 


8 de octubre de 2008 


ala percepción del retiro por incapacidad total en el caso del 
literal C) del artículo 7?, ni a la del retiro por edad avanzada 
previsto por el artículo 9”. 


Artículo 56. (Disposición transitoria) 


La bonificación prevista en el inciso primero del artículo 
18 se fija, en una proporción de 7 (siete) años fictos por cada 
5 (cinco) años efectivos, hasta tanto el Poder Ejecutivo no 
determine otra escala, en consonancia con los criterios 
técnicos establecidos en los artículos 37 y siguientes de la 
Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995. 


Artículo 57. (Plazo para solicitar el retiro o la pensión) 


El retiro podrá solicitarse en actividad o dentro de los 
180 (ciento ochenta) días contados a partir del día siguiente 
al cese o a la configuración de la causal si ésta fuera 
posterior a aquél. 


Presentada la solicitud dentro de ese plazo, la prestación 
se servirá desde la fecha de configuración de la causal o 
cese, según corresponda. En caso de presentación de la 
solicitud fuera de dicho plazo, la prestación se servirá 
únicamente desde la fecha de la solicitud. 


Los haberes de pensión se servirán desde la fecha de la 
causal pensionaria siempre que la prestación se solicite 
dentro de los 180 (ciento ochenta) días de configurada la 
causal. Presentada la solicitud fuera de dicho plazo, la 
prestación se servirá desde la fecha de la solicitud. 


Artículo 58. (Opción por el nuevo régimen) 


El Servicio de Retiros y Pensiones Policiales dará la más 
amplia difusión a sus afiliados, sobre el alcance y contenido 
de la presente ley, brindando el asesoramiento correspon- 
diente a los funcionarios que así lo soliciten. 


El personal policial no comprendido de forma obliga- 
toria en las disposiciones de los Títulos L II y HT de la 
presente ley, podrá optar en forma voluntaria e irrevocable, 
ante el Servicio de Retiros y Pensiones Policiales, por el 
estatuto de retiro previsto en los Títulos I y II de la presente 
normativa, dentro del plazo de caducidad de ciento ochen- 
ta días corridos siguientes a su vigencia. 


Artículo 59. (Incompatibilidades) 


La percepción de retiro será incompatible con la realiza- 
ción de actividades para el Ministerio del Interior, sea en 
forma directa o indirecta y sea como contratado civil o 
policial, con excepción de quienes sean designados en 
cargos políticos o de particular confianza, o se encontraren 
desempeñando cargos de similar naturaleza al momento de 
la entrada en vigencia de la presente ley, o de quienes 
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Artículo 60. (Ajustes de las pasividades).- 


Declárase que las prestaciones de retiro otorgadas al ampa- 
ro del régimen previsional que se sustituye, a cargo de la 
Dirección Nacional de Asistencia y Seguridad Social Poli- 
cial, referidas en el literal B) del artículo 12 de la Ley 
N* 16.333, de 26 de noviembre de 1992, deberán aplicarse de 
la siguiente forma: 


A) El haber inicial de retiro es el correspondiente a la 
tabla de sueldos vigentes a la fecha del cese (artícu- 
los 1? y 2? de la Ley N* 13.793, de 24 de noviembre de 
1969), actualizado hasta el mes inmediato anterior al 
inicio del servicio de la prestación, de acuerdo al 
Indice Medio de Salarios, elaborado conforme al 
artículo 39 de la Ley N* 13.728, de 17 de diciembre de 
1968. 


B) El primer ajuste de pasividad, se realizará tomando en 
cuenta la variación ocurrida en el Indice Medio de 
Salarios, elaborado conforme al artículo 39 de la Ley 
N? 13.728, de 17 de diciembre de 1968, entre, el último 
mes completo en que la persona estuvo en actividad 
y el mes en que deba percibir el primer aumento. 


Interprétase que las pasividades generadas al amparo 
del artículo 8? de la Ley N* 13.793, de 24 de noviembre de 
1969, se revaluarán en la forma dispuesta por el inciso 
segundo del artículo 67 de la Constitución de la República. 


Artículo 61. (Derogaciones).- 


A partir de la vigencia de la presente ley, salvo en lo 
previsto por el artículo 34 de la Ley N” 9.940, de 2 de julio 
de 1940 y sin perjuicio del derecho de acceder a la causal de 
retiro hasta el 30 de junio de 2011 (artículo 53) quedan 
derogadas todas las disposiciones que se opongan a la 
misma. 


Asimismo se derogan, exclusivamente para los retiros y 
pensiones que se otorguen de acuerdo a la normativa de la 
presente ley, los montepíos que se descuentan a retirados 
y pensionistas policiales. 


Los funcionarios de los subescalafones de apoyo, a 
partir de la entrada en vigencia de la presente ley, no tienen 
edad de retiro obligatorio, salvo la prevista para los funcio- 
narios públicos en general. Lo dispuesto en este inciso se 
aplica inclusive para los funcionarios no alcanzados por el 
nuevo régimen en los demás aspectos. 


Derógase el artículo 21 de la Ley N” 15.809, de 8 de abril 
de 1986. 
Artículo 62. (Implementación de la reforma).- 


El Ministerio de Economía y Finanzas proveerá al Minis- 
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ejerzan cargos docentes en la Escuela Nacional de Policía. 
Artículo 60. (Declaración interpretativa). 


A partir de la entrada en vigencia de la presente ley las 
prestaciones de retiro otorgadas al amparo del régimen 
previsional que se sustituye, a cargo de la Dirección Nacio- 
nal de Asistencia y Seguridad Social Policial, deberán apli- 
carse de la siguiente forma: 


A) El haber inicial de retiro es el correspondiente a la 
tabla de sueldos vigentes a la fecha del cese (artícu- 
los 1? y 2? de la Ley N*? 13.793, de 24 de noviembre de 
1969), actualizado hasta el mes inmediato anterior al 
inicio del servicio de la prestación, de acuerdo con 
Indice Medio de Salarios, elaborado conforme al 
artículo 39 de la Ley N* 13.728, de 17 de diciembre de 
1968 sus modificativas y concordantes. 


B) El primer ajuste de pasividad, se realizará tomando en 
cuenta la variación ocurrida en el Indice Medio de 
Salarios, elaborado conforme al artículo 39 de la Ley 
N* 13.728, de 17 de diciembre de 1968 sus 
modificativas y concordantes, entre el último mes 
completo en que la persona estuvo en actividad y el 
mes en que deba percibir el primer aumento. 


Interprétase que las pasividades generadas al amparo 
del artículo 8 de la Ley N* 13.793, de 24 de noviembre de 
1969, se revaluarán en la forma dispuesta por el inciso 
segundo del artículo 67 de la Constitución de la República. 


Artículo 61. (Derogaciones) 


A partir de la vigencia de la presente ley, salvo en lo 
previsto por el artículo 34 de la Ley N* 9.940, de 2 de julio 
de 1940 y sin perjuicio del derecho de acceder a la causal de 
retiro hasta el 30 de junio de 2011 (artículo 53 de la presente 
ley) quedan derogadas todas las disposiciones que se 
opongan a la misma. 


Asimismo se derogan, exclusivamente para los retiros y 
pensiones que se otorguen de acuerdo con la normativa de 
la presente ley, los montepios que se descuentan a retirados 
y pensionistas policiales. 


Los funcionarios de los subescalafones de apoyo, a 
partir de la entrada en vigencia de la presente ley, no tienen 
edad de retiro obligatorio, salvo la prevista para los funcio- 
narios públicos en general. Lo dispuesto en este inciso se 
aplica inclusive para los funcionarios no alcanzados por el 
nuevo régimen en los demás aspectos. 


Derógase el artículo 21 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril 
de 1986. 


Artículo 62. (Implementación de la reforma) 
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terio del Interior de los fondos necesarios para la 
implementación de la presente ley. 


Artículo 63. (Vigencia).- 


Esta ley entrará en vigencia el primer día del segundo 
mes siguiente a su publicación en el Diario Oficial, salvo en 
aquellas disposiciones en que se haya establecido una 
fecha de vigencia diferente. 
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El Ministerio de Economía y Finanzas proveerá al Minis- 
terio del Interior de los fondos necesarios para la 
implementación de la presente ley. 


Artículo 63. (Vigencia). 


Esta ley entrará en vigencia el primer día del segundo 
mes siguiente a su publicación en el Diario Oficial, salvo en 
aquellas disposiciones en que se haya establecido una 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- Léase el 
proyecto. 


(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Vaillant. 


SEÑOR VAILLANT.- Señor Presidente: en el día de hoy 
tenemos a consideración el proyecto de ley por el que se 
reforma el régimen previsional del Servicio de Retiros y 
Pensiones Policiales. 


Se trata de un proyecto de ley cuyos antecedentes se 
remontan a doce años atrás, pues la necesidad de esta 
reforma comienza con la sanción de la Ley N* 16.713, que 
modificó el sistema general de jubilaciones y pensiones 
prestadas por el Banco de Previsión Social, estableciéndo- 
se el compromiso de proceder a las reformas de todas las 
prestaciones de estas características que realizan distintos 
servicios, en la búsqueda de la universalización del sistema. 


Debo señalar que en el año 2003 el Parlamento tuvo a 
consideración un proyecto de ley de características simila- 
res, presentado por el Gobierno anterior, que obtuvo la 
aprobación en una de las Cámaras pero no fue sancionado, 
por lo cual se archivó. Cuando asumió este Gobierno, remi- 
tió al Parlamento un proyecto de ley que recogía muchos de 
los planteos formulados al considerar el que recibiera media 
sanción. Esto sucedió en noviembre de 2005, y desde ese 
momento la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad 
Social tuvo a consideración el tema. 


En julio de 2006 comenzó el tratamiento del proyecto de 
ley, que continuó en noviembre de ese año y en marzo de 
2007, con la presencia de distintos invitados que fueron 
convocados por miembros de la Comisión para que dieran 
su opinión al respecto. La labor continúa en junio de 2007 
mediante distintas actividades llevadas adelante por esta, 
hasta que en setiembre de 2008 se toma conocimiento de que 
el Poder Ejecutivo pretendía introducir modificaciones al 
proyecto de ley que había planteado en el año 2005. Esas 
modificaciones ingresaron en octubre de este año, a partir 


de lo cual se sucedieron una serie de reuniones que culmi- 
naron el proceso de esta iniciativa que hoy está a conside- 
ración del Cuerpo. 


Los lineamientos generales del proyecto de ley son los 
siguientes. 


En primer lugar, se propone la adecuación del régimen 
particular del personal policial al régimen general, respetan- 
do las especificidades de la actividad policial. 


En segundo término, se plantea la reducción del alto 
déficit del Servicio de Retiros y Pensiones Policiales, a 
través de una serie de medidas que permitan lograr un cierto 
equilibrio entre los ingresos y los egresos. 


En tercer lugar, se busca la transparencia e 
institucionalización del sistema en materia financiera, in- 
tentando que la aportación, tanto del Ministerio como de 
los funcionarios, se adapte al régimen general de materia 
gravada y asignaciones computables, previendo que esos 
cambios no incidan en los ingresos líquidos de los funcio- 
narios. Es importante resaltar este aspecto. 


En cuarto término, se plantea la mejora de la relación 
entre activos y pasivos, que es absolutamente inadecuada 
en el régimen actual. 


En quinto lugar, se pretende respetar los derechos ad- 
quiridos por los funcionarios que se encuentran gozando 
de pasividad o la adquieran antes del 30 de junio de 2011, 
conforme al estatuto previsional que se sustituye. 


Finalmente, y al mismo tiempo, se crea un régimen de 
transición para aquellos afiliados que, sin estar amparados 
por el nuevo régimen, tampoco configuren causal de retiro 
hasta la fecha indicada precedentemente. 


A fin de alcanzar los objetivos antedichos se realizan 
cambios en diversos aspectos. 


En materia de causales se va a un régimen similar al 
común, previendo las conocidas causales de retiro, por 
incapacidad total, por acto directo del servicio -propio de 
la actividad amparada- y por edad avanzada. Asimismo, 
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para los casos de incapacidad para la tarea habitual, se 
prevé un subsidio transitorio por incapacidad parcial. 


Se modifica la determinación del sueldo básico de retiro, 
estableciendo como criterio el promedio actualizado hasta 
el mes inmediato anterior al retiro de todas las asignaciones 
computables gravadas de los últimos sesenta meses -es 
decir, cinco años-, pudiendo optar el funcionario, en caso 
de que pueda acreditarlo y le resulte más conveniente, por 
el promedio de los cinco años mejores de su carrera funcio- 
nal, 


En cuanto a las asignaciones de retiro, se va al régimen 
común del 50% del sueldo básico de retiro cuando recién se 
configura la causal, lo que puede aumentar hasta en un 5% 
más -esto plantea una diferencia con el régimen general, que 
sólo llega al 2,5%- de acuerdo al número de años de servicio 
que se posean al momento de configurar la causal. Debe 
recordarse que los servicios bonificados modifican simul- 
táneamente los años de edad y los de servicio. Esto refiere 
a la particularidad de los retiros policiales en cuanto a los 
años que se bonifican, lo que se continuará haciendo con 
el nuevo sistema. 


A partir de la configuración de la causal se incentiva el 
retiro tardío con un 3% por cada año superior a los 60 años 
de edad -reales o bonificados- hasta llegara los 70 años, con 
lo cual el tope máximo posible se sitúa en el 85% del sueldo 
básico de retiro. 


También se establecen nuevos topes mínimos y máxi- 
mos. 


En el régimen de transición se crea una causal de retiro 
común, que al igual que lo estipulaba la Ley N* 9.940, de 2 
de julio de 1940, continúa con la técnica de coeficientes - 
suma de edad y servicios-, incrementándolos progresiva- 
mente en el tiempo. En cuanto a las causales por incapaci- 
dad total e incapacidad por acto directo de servicio, se hace 
una remisión a la regulación contenida en el nuevo régimen 
lo que está contemplado en los artículos 7” y 8”. Se establece 
una forma de cálculo del sueldo básico de retiro que se 
orienta a ampliar la cantidad de meses a considerar, y se fija 
la asignación de retiro para cada una de las causales. 


En materia pensionaria se adopta, en lo sustancial, el 
sistema previsto en la Ley N* 16.713 -que es la ley gene- 
ral-, se realiza una igualación total de los beneficios para el 
hombre y la mujer, eliminando cualquier diferenciación en 
razón del sexo del funcionario. A su vez, se adecua su 
regulación a las disposiciones de la Ley N” 18.246 que 
disciplina la unión concubinaria. 


En cuanto a la financiación se establece el principio de 
congruencia entre asignaciones computables y materia gra- 
vada y se determina la aportación por todos los rubros 
retributivos que perciba el funcionario. 
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En ese sentido, al régimen común de aportación se 
incorporan las retribuciones percibidas por concepto de 
servicio a terceros -artículo 222 de la Ley N* 13.318 y 
regímenes análogos- y otras partidas como el viático por 
alimentación, riesgo de función y prima técnica; por razones 
coyunturales, esa adecuación se realiza de manera gradual. 


Se establece un sistema de aumento de salario nominal 
a efectos de que la aportación por rubros que hasta ahora 
no tributaban se realice sin afectar el ingreso líquido del 
funcionario. Este no es un tema menor, porque las aporta- 
ciones obreras sobre aquellos rubros que hasta el momento 
no estaban comprendidos -situación muy sentida y recla- 
mada por los funcionarios policiales-, se realiza sin que 
disminuya el salario real que perciben estos trabajadores. 


Se aumenta el aporte patronal al 19,5%, adecuándolo al 
de la mayoría de las instituciones públicas, y se establece 
el pago de la contribución especial por servicios bonificados. 
Ambos elementos se traducirán en un aumento de las 
erogaciones del Ministerio del Interior y en un descenso de 
igual magnitud de la ayuda financiera al Servicio de Retiros 
y Pensiones Policiales. Esto no significa un aumento ni una 
reducción del gasto público global, pero sincera la aporta- 
ción y la relación de equilibrio financiero del Servicio. 


Se elimina hacia el futuro la devolución de aportes, salvo 
en los casos de derechos adquiridos. 


Se establece la posibilidad de que los funcionarios 
policiales opten por el nuevo régimen, pero la opción debe 
ser por la totalidad del régimen, no previéndose regímenes 
combinados porque sus efectos podrían ser absolutamente 
impredecibles. 


Se estipula un sistema de historia laboral semejante al de 
la ley común, considerándola una herramienta imprescindi- 
ble; para facilitar la concreción de este instrumento, el 
Poder Ejecutivo promoverá la coordinación entre todos los 
organismos involucrados con el sistema de seguridad so- 
cial. 


En definitiva, se estima que el proyecto de reforma que 
se remite aeste Cuerpo recoge en buena medida las innova- 
ciones ocurridas en otros estatutos jubilatorios y 
pensionarios ya reformados, al tiempo que contempla las 
particularidades que posee la actividad amparada por el 
Servicio de Retiros y Pensiones Policiales. Asimismo, se 
crean herramientas que favorecen la transparencia y 
sustentabilidad financiera del sistema. 


A modo de resumen final, me importa señalar que se 
reconocen tres situaciones distintas. Por un lado, la del 
régimen nuevo que se crea por esta ley, que ampara a 
aquellos trabajadores mujeres u hombres menores de 37 y 
40 años, respectivamente, y a aquellas personas que siendo 
mayores de esas edades tengan menos de quince años de 
servicio. Por otro, se plantea un régimen de transición para 
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las personas que, siendo mayores de 37 y 40 años y con más 
de quince años de servicio, no configuren causal de retiro 
antes del 30 de junio de 2011. Me importa reiterar este 
concepto porque, en su momento, y fundamentalmente en 
los niveles de jerarquía más altos de los funcionarios del 
Ministerio del Interior, hubo confusión respecto al alcance 
de la norma. Finalmente, todos los funcionarios policiales, 
independientemente de su grado y categoría, que configu- 
ren causal jubilatoria al 30 de junio de 2011, quedan ampa- 
rados por el viejo sistema. 


Entonces, tenemos un sistema nuevo, uno de transición 
y se mantiene el viejo para aquellos funcionarios que ten- 
drán causal jubilatoria al 30 de junio de 2011. 


Este es, señor Presidente, el proyecto de ley que pone- 
mos a consideración del Cuerpo, en cuya redacción están 
contenidos cinco Títulos perfectamente identificados y 
sesenta y tres artículos que, con mucho gusto, podremos 
discutir en el momento de su tratamiento en particular. 


SEÑOR GALLINAL .- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: el proyecto de 
ley que tenemos a consideración merecía un estudio mucho 
más profundo que el que le dio en un muy corto plazo la 
Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social, no 
solamente por la relevancia que tiene la modificación de la 
Carta Orgánica de un instituto de la envergadura, importan- 
cla y jerarquía que tiene hoy en el Uruguay la Caja Policial, 
sino también por las circunstancias especiales por las que 
está atravesando el país en esta materia. Creo que estos 
detalles deberían haber sido evaluados debidamente por el 
Poder Ejecutivo al momento de comenzar a tratar este pro- 
yecto de ley en el Parlamento. Considero, además, que la 
Bancada del Partido Nacional y, en particular quien habla, 
en función de los distintos planteamientos que hemos 
venido realizando en el transcurso de estos años, que van 
desde el 1? de marzo de 2005 -momento en que este Gobierno 
asumió- hasta el día de hoy, hemos ganado autoridad para 
hacer este señalamiento y esta crítica. 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social 
del Senado, otro tanto le sucede al Senado y le va a suceder 
a la Cámara de Representantes cuando considere este pro- 
yecto de ley, están actuando condicionados porque el 
próximo 25 de octubre vence el plazo para que el Parlamento 
apruebe los cambios a la Carta Orgánica de un instituto de 
previsión social como el que hoy estamos analizando. Por 
eso, de parte del propio Poder Ejecutivo se ha expresado 
que urge la aprobación de esta iniciativa porque faltan 
diecisiete días para que se cumpla el plazo constitucional. 
Esto significa que faltan sólo diecisiete días para que la 
Cámara de Senadores considere el proyecto, lo apruebe y lo 
envíe ala Cámara de Representantes para que sea analizado 
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por la Comisión respectiva y esta, a su vez, lo eleve al Pleno 
para que lo apruebe sin modificaciones. 


El proyecto de ley vino del Poder Ejecutivo a fines de 
setiembre, por cuanto en un mes la Comisión de Asuntos 
Laborales y Seguridad Social del Senado tuvo que abocarse 
a su estudio, recibir luego modificaciones que el propio 
Poder Ejecutivo realizó a su propio proyecto y escuchar la 
opinión de algunas de las delegaciones, aunque más de una 
expresó que no estaba en condiciones de hacerlo porque no 
tenía conocimiento de la iniciativa. Y ahora lo tenemos que 
aprobar en esta Cámara, para que antes del 25 de octubre sea 
sancionado por la Cámara de Representantes y posterior- 
mente promulgado por el Poder Ejecutivo. Entonces, ale- 
gremente se dice: “Vamos a apurar porque solamente que- 
dan diecisiete días”. En realidad, lo que sí debería decirse 
es: “Hemos perdido mil doscientos noventa y ocho días”, 
que es el tiempo que lleva este Gobierno de administración, 
durante el que en más de una oportunidad hemos planteado 
la necesidad de estudiar un proyecto de estas característi- 
cas. Es más, hace dos años, a iniciativa nuestra, la Comisión 
de Asuntos Laborales y Seguridad Social recibió al señor 
Subsecretario de Trabajo y Seguridad Social, acompañado 
de un representante del Ministerio del Interior, para plan- 
tearle que no queríamos terminar apagando el incendio 
sino, en la medida de lo posible, prevenirlo y tomarnos el 
tiempo necesario para elaborar el mejor proyecto de ley en 
esta materia. 


No voy a seguir abundando mayormente en este asunto, 
señor Presidente, por dos razones. Una de ellas es que 
vamos a tener oportunidad de discutir más a fondo el tema 
de las urgencias dentro de unos días ya que, lamentable- 
mente, hay otra institución que está en una crisis mucho 
más severa, más grave que la Caja Policial, la Caja Bancaria, 
respecto a la cual necesariamente hay que aprobar un 
proyecto de ley antes del 25 de octubre, porque si a princi- 
pios del año que viene no se logra una solución, no estará 
en condiciones de pagar jubilaciones y pensiones que tiene 
la obligación de servir. Como dije, en esa oportunidad 
podremos discutir con mayor profundidad sobre el tiempo 
precioso que se dejó pasar durante este lapso, sin 
introducirse de lleno en la consideración de estos proyec- 
tos. Además, en el caso de la Caja Bancaria hay una razón 
que obliga a aprobar un proyecto de ley, cualquiera sea su 
contenido, porque -insisto en este punto- no está en con- 
diciones de cumplir con sus obligaciones si persiste esta 
situación. 


En el caso de la Caja Policial, señor Presidente, no 
existen estas urgencias. Desde el día mismo en que se creó 
este instituto de previsión social y en el transcurso de sus 
muchos años de vida se asumió que es una Caja que está 
destinada a ser subvencionada, subsidiada o financiada 
desde Rentas Generales, por su propia razón de existir. Más 
aún: tengo la impresión de que el error más grave que comete 
este proyecto de ley que estamos considerando es desna- 
turalizar la institución de previsión social Caja Policial, 
quitándole su razón de ser y de existencia. 
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Veamos. ¿Por qué existe una Caja Policial desde hace 
tantos años y por qué en lugar de esta opción no amparamos 
a estos funcionarios en el Banco de Previsión Social? 
Porque se considera que en función del servicio que la 
Policía presta a la sociedad, del riesgo de vida en el que 
están inmersos prácticamente a diario, así como del estrés 
y de lo desgastante del desempeño de esta responsabilidad 
al tratar de garantizar la paz y la tranquilidad pública, 
merecen un tratamiento especial y diferencial al que se le da 
a un empleado del Estado o privado que no se ve sometido 
alas contingencias y a la azarosa vida de un policía. Esta es 
una verdad absolutamente indiscutible y por eso desde el 
Estado siempre se hace un esfuerzo superior para solventar 
ala Caja Policial. No se trata de una institución en la que se 
discuta con mayor profundidad la relación activo-pasivo 
como se hace en todos los demás organismos de previsión; 
diría que para que pueda existir una institución exclusiva 
dedicada a un conjunto de funcionarios o empleados, es 
una condición “sine qua non” que exista esa relación para 
que la sustente en forma permanente, pero en el caso de la 
Caja Policial no es un tema que se cuestione. Nunca va a 
haber una relación activo-pasivo de tal magnitud que ase- 
gure el carácter superavitario de la Caja correspondiente. 
Pero la sociedad asume eso y decide destinar un conjunto 
de recursos a proteger esta institución porque, en definiti- 
va, proteger a la Policía es protegerse a sí misma. 


Además de las consideraciones de fondo que hemos 
realizado en la discusión que tuvimos en la Comisión, más 
allá de que podamos aceptar como válidas dos o tres opinio- 
nes sobre los montos mínimos y máximos de retiro, sobre 
cómo se va a aplicar el régimen de transición e, incluso, 
sobre cuál es la edad de retiro que se exige o los años de 
servicio, nos parece que este proyecto de ley es absoluta- 
mente inoportuno y es un mal mensaje que se envía a la 
sociedad. En circunstancias tan difíciles de seguridad 
pública que está viviendo el mundo, la región y, en especial, 
el Uruguay, no me parece bien que se apruebe un proyecto 
de ley de estas características que da una mala señal a la 
Policía, que es la que tiene la responsabilidad de enfrentar 
la ola delictiva que hoy estamos sufriendo todos. 


Reitero que es absolutamente inoportuna esta iniciativa 
pero tengo la esperanza de que en el transcurso de los 
próximos días el Poder Ejecutivo reaccione y que no se 
transforme en ley. ¿Por qué es una mala señal que se envía 
a la sociedad? Si bien el proyecto de ley era bastante 
deficiente en lo que tiene que ver con los funcionarios 
policiales que hoy tienen causal jubilatoria o que están en 
vía de conquistarla, hay que reconocer que eso se mejoró 
enormemente en el transcurso de los últimos días. Incluso, 
en el día de hoy nosotros vamos a votar afirmativamente 
muchos de los artículos que refieren al régimen de transi- 
ción y a los beneficios que se otorga a los policías en 
actividad. Sin embargo, es exageradamente duro y exigente 
con quienes no vana consagrar esa causal jubilatoria en los 
próximos años. No me parece bien quese le diga a todos los 
jóvenes policías, que hoy son los que tienen sobre sus 
hombros buena parte de la carga y la responsabilidad de 
enfrentar la delincuencia, que van a pasar a estar práctica- 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-463 


mente en las mismas condiciones que las previstas en el 
régimen general de jubilaciones del país. Incluso, en algu- 
nos casos se lo hace más gravoso todavía porque hoy se 
está aprobando en la Cámara de Representantes un proyec- 
to de ley por el que se reducen las exigencias para jubilarse 
en, por ejemplo, la cantidad de años de servicio, que se 
bajan a treinta. Sin embargo, en la Caja Policial se va a exigir 
a los policías en actividad que no tengan causal jubilatoria 
ni la adquieran en el transcurso de los años inmediatos, que 
tengan sesenta años de edad y treinta y cinco de actividad. 
Como señalábamos al comienzo, eso significa desnaturali- 
zar la institución o quitarle su sentido de existencia. ¿Para 
qué queremos una Caja Policial si vamos a exigir las mismas 
o mayores condiciones que las previstas en el régimen 
general? Se le va a exigir sesenta años de edad y treinta y 
cinco de servicio a una persona que tiene una vida absolu- 
tamente estresante y desgastante y que, como decíamos, 
está permanentemente arriesgándose en aras del bien co- 
mún. Entonces, si le quitamos la razón de ser al instituto 
policial, me parece que el Ministerio del Interior está dando 
una mala señal a la sociedad y, en particular, ala Policía, en 
un momento en el que lo que hay que hacer es endurecer las 
condiciones para frenar la ola delictiva. 


Creo, señor Presidente, que este proyecto de ley no se 
compadece con el espíritu de las medidas para un nuevo 
plan de seguridad pública que anunció hace pocos días en 
conferencia de prensa la Ministra del Interior, acompañada 
por buena parte del Gabinete. Me parece que allí hay una 
contradicción muy fuerte y que la Ministra del Interior 
debería ponerse al frente del instituto policial y convencer 
a sus pares y a su Bancada de Legisladores de que este no 
es el tiempo para aprobar un proyecto de estas caracterís- 
ticas. Entiendo que la señal no es buena y que la exigencia 
de condiciones tan duras para acceder a la jubilación va a 
significar un desaliento para quien está ejerciendo hoy esas 
responsabilidades. 


En lo personal, pienso que hoy se va a aprobar el 
proyecto de ley en esta Cámara -porque están las mayorías 
para hacerlo- pero que en los diecisiete días que restan para 
el 25 de octubre, la propia Bancada de Legisladores del 
Frente Amplio y el Poder Ejecutivo se van a dar cuenta de 
que no están dadas las condiciones para promover una 
modificación de estas características. Aclaro que me estoy 
refiriendo a la situación de los policías que no van a adquirir 
la causal jubilatoria en los próximos cinco años. 


No dejo de reconocer que en la discusión que se dio en 
Comisión y con los aportes que se hicieron desde el Poder 
Ejecutivo se modificó mucho el proyecto de ley. En la 
iniciativa original que recibimos en setiembre de este año se 
establecía un tope jubilatorio tan bajo para quienes tienen 
causal jubilatoria o para quienes entran en el régimen de 
transición, que en un plazo de pocos días la cúpula en 
actividad del instituto policial se iba a terminar retirando 
para evitar caer en el nuevo régimen, ya que en lugar de 
retirarse con $ 30.000 dejubilación lo iba a hacer con casi la 
mitad. Obviamente, las gremiales, los activos y los propios 
jubilados siguen permanentemente la acción que se desa- 
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rrolla en el Parlamento para ver en qué forma se van a 
modificar las condiciones de retiro. Eso llevó a que decenas 
de Oficiales en actividad fueran a consultar a la Caja Policial 
enormemente preocupados por la situación que se estaba 
viviendo. Tan grave fue que el día 4 de setiembre el propio 
Ministerio del Interior decidió sacar un comunicado que 
dice: “Ante la inquietud planteada por diferentes Oficiales, 
respecto a la aprobación de una nueva ley de retiros y 
pensiones policiales, se hace saber: 


19) El proyecto de ley, que actualmente se encuentra a 
estudio en la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad 
Social del Senado de la República, fue remitido por el Poder 
Ejecutivo en el año 2005 dentro de un contexto y coyuntura, 
que no son actuales. 


2%) El referido proyecto está siendo analizado por la 
Junta Asesora de Servicios Policiales, por disposición de la 
Sra. Ministra del Interior”. Cabe aclarar que mientras esto 
sucedía, esta iniciativa estaba siendo considerada en Comi- 
sión. 


“3%) A dicho órgano asesor se le ha encomendado pro- 
poner las modificaciones que estime oportunas, para su 
posterior decisión, con especial énfasis en los artículos que 
guardan relación con quienes tienen ya configurada causal 
de retiro. 


4”) En consecuencia, no existe ningún texto legal apro- 
bado, lo que existe es solamente un proyecto, que, reitera- 
mos, va a ser analizado y revisado. 


5% Los Señores Jefes de Policía y Directores Nacionales 
le darán la más amplia difusión a la presente”. Este comuni- 
cado está firmado por la Directora General de Secretaría, 
Inspectora Principal, doctora Blanca Arizeta, abogada. 


De esta forma, el Ministerio puso un manto de tranqui- 
lidad sobre la institución la que, obviamente, estaba muy 
preocupada por los comentarios que surgían a medida que 
se tomaba conocimiento sobre el alcance del proyecto. 


Anivel del Ministerio del Interior se conformó la Comi- 
sión a la que se hace referencia en este comunicado al que 
he dado lectura, la que contó con una participación impor- 
tante de representantes de la llamada Caja Policial, al tiempo 
que se presentaron una serie de modificaciones que permi- 
tieron respirar hondo a quienes estaban tan legítimamente 
preocupados. Como decía al comienzo, de allí surgió un 
conjunto de aportes a esta iniciativa del Poder Ejecutivo, lo 
que fue muy positivo. 


De la misma manera que señalo que a mi juicio no sería 
oportuno aprobar el proyecto de ley en estas circunstan- 
clas, por esas debilidades manifiestas, también debo reco- 
nocer que se han realizado ciertos avances y que si la 
intención es aprobarlo rápidamente, si bien no vamos a 
votar en general, sí apoyaremos, en la discusión particular, 
buena parte de sus disposiciones. Debo aclarar que las 
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discrepancias más importantes están referidas, básicamen- 
te, a lo más relevante de este proyecto, definido en su 
artículo 1%, comoes la instrumentación de un nuevo sistema 
previsional. 


Como dije anteriormente, es muy positivo que se eleven 
los topes máximos de retiro, que hasta ahora eran muy bajos 
y que implicaban una disminución prácticamente inmediata 
de una parte importante de los Oficiales Superiores del 
Instituto Policial. También es muy relevante lo que estable- 
ce el artículo 42, que dispone que “constituye materia 
gravada para las contribuciones especiales de seguridad 
social todo ingreso que el funcionario policial perciba”. 
Este es un paso fundamental y también lo es lo relativo a los 
aportes por el Servicio 222. En cuanto a esto, también 
corresponde hacer un reconocimiento. Sin embargo, el ar- 
tículo 6%, que en mi opinión es el eje fundamental entre lo 
bueno y lo malo de esta iniciativa -es su línea de flotación- 
es el que nos genera mayores discrepancias, dado que 
establece que para configurar causal de retiro común, se 
exigirán sesenta años de edad y un mínimo de treinta y cinco 
años de servicios. 


En consecuencia, el Partido Nacional y la Comisión no 
han tenido -y tampoco lo tendrá el Parlamento- el tiempo 
suficiente y necesario para estudiar en profundidad este 
proyecto de ley. En mi opinión, algunas de sus disposicio- 
nes son fruto de la improvisación o de la urgencia, y no 
responden a una definición conceptual. Aquí no se introdu- 
ce un marco definitivo de solución y proyección a una Caja 
que merece tener su estatuto especial y protección de parte 
del Estado. Además, se establecen exigencias que a nuestro 
juicio son exageradas -y que hasta ahora no existían- para 
que el personal policial en actividad pueda acceder al retiro. 
También se eliminan algunos beneficios importantes que 
durante años representaron un gran incentivo para el des- 
empeño de esta actividad. 


En consecuencia, y en honor a estos argumentos, vamos 
a votar en general en forma negativa esta iniciativa, aunque 
vamos a acompañar buena parte de sus artículos. 


Muchas gracias. 


15) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACION 
DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- Dese cuen- 
ta de una solicitud de licencia llegada a la Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Michelini solicita licencia por el 
día de la fecha”. 


- Léase. 


(Se lee:) 


8 de octubre de 2008 


SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, 8 de octubre de 2008. 


Sr. Presidente de la Cámara de Senadores 
Sen. Rodolfo Nin Novoa 
Presente.- 


De mi mayor consideración: 


Por la presente, de acuerdo a lo dispuesto en la Ley 
N* 17.827, solicito a Usted se me conceda licencia por 
motivos personales por el día 8 de octubre del corriente año. 


Sin otro particular, saludo a Usted atentamente, 
Rafael Michelini. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- Se va a 
votar la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-20 en 23. Afirmativa. 


Se comunica al Cuerpo que los señores Felipe Michelini, 
Ricardo Alcorta y Edgardo Carvalho han presentado notas 
de desistimiento informado que por esta vez no aceptan la 
convocatoria al Cuerpo, por lo que, en aplicación de las 
disposiciones legales vigentes, queda convocado el señor 
Antonio Gallicchio, quien ya ha hecho la promesa de estilo. 


Dese cuenta de otra solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente:) 


“La señora Senadora Percovich solicita licencia para 
los días 21 al 24 del corriente mes”. 


-Léase. 
(Se lee:) 
SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Montevideo, 8 de octubre de 2008. 


Presidente de Cámara de Senadores 
Sr. Rodolfo Nin Novoa 
Presente: 


Solicito a usted para los días 21 al 24 del corriente mes, 
licencia en el cumplimiento de mis funciones. 


Motiva este pedido mi calidad de miembro de la Delega- 
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ción Oficial que concurrirá a la Audiencia en Ginebra de la 
Defensa del Informe País de la Convención de CEDAW, 
ante el Comité de Seguimiento de la misma. 


Sin otro particular, le saluda con su más alta estima, 
Margarita Percovich. Senadora.” 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- Se va a 
votar la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-21 en 23. Afirmativa. 


Se comunica al Cuerpo que los señores Enrique Rubio, 
José Bayardi, Juan José Bentancor, Carlos Abín, Martín 
Ponce de León, Felipe Goiriena y Enrique Soto han presen- 
tado notas de desistimiento informado que por esta vez no 
aceptan la convocatoria al Cuerpo por lo que, en aplicación 
de las disposiciones legales vigentes, queda convocado el 
señor Germán Lezama, quien ya ha hecho la promesa de 
estilo. 


16) SERVICIO DE RETIROS Y PENSIONES 
POLICIALES 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- Antes de 
continuar con la consideración del proyecto de ley relativo 
al Servicio de Retiros y Pensiones Policiales, la Mesa infor- 
ma a los señores Senadores que en este momento se encuen- 
tran presentes en la Barra alumnos del Bachillerato de los 
Talleres de Don Bosco, a quienes damos la bienvenida. 


Tiene la palabra el señor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- Señor Presidente: quiero expresar 
mi coincidencia con la exposición del señor Senador Gallinal, 
tanto en lo que tiene que ver con el contenido de algunos 
artículos incluidos en este proyecto de ley, como con lo 
inoportuno de su presentación, la que ha sido realmente 
muy reciente. Tengo entendido que esta iniciativa fue pre- 
sentada en los últimos días del mes de setiembre, y quienes 
no integramos la Comisión que la ha considerado, hemos 
tomado contacto con el tema hace pocos días. También me 
interesa destacar que se había analizado un proyecto de ley 
bastante diferente e incluso peor, que generó una gran 
resistencia y que estuvo en el ámbito de la Comisión desde 
el año 2005. Quiere decir que desde esa época tenemos una 
iniciativa durmiendo en el freezer, sin que se planteara 
ninguna urgencia o interés en aprobarla. Ahora, 
sorpresivamente y con una urgencia que no entendemos, 
surge este nuevo proyecto de ley que mejora 
sustancialmente el anterior, pero también contiene elemen- 
tos que, a nuestro juicio, no son buenos. La oportunidad 
tiene que ver no solo con ese trámite parlamentario tan 
veloz, sino también con el propio estado de la seguridad 
pública. En la medida en que la sanción de este proyecto de 
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ley pueda generar algún tipo de rispidez en la institución 
policial, en atención al estado de gravedad que hoy padece 
la seguridad pública, creo que no sería una buena cosa. 


Días atrás, la propia Ministra del Interior, rodeada de 
medio Gabinete, hablaba de un nuevo plan en materia de 
seguridad. Ojalá que la eventual sanción de este proyecto 
de ley no constituya otro factor de desestímulo, por ejem- 
plo, para el ingreso de personal capacitado a la función 
policial, para que entren cadetes a la Escuela Nacional de 
Policía. ¡Vaya si este país necesita de oficiales capacitados 
y vocacionales! Este proyecto de ley prevé un régimen casi 
de asimilación con el sistema común de pasividades del 
Banco de Previsión Social. Es de esperar, reitero, que no sea 
un desestímulo. Quizás el tema de los topes en las pasivi- 
dades no constituya una desmotivación para el personal 
subalterno, pero sí podría serlo para los futuros oficiales de 
nuestra Policía. 


En términos generales, todos sabemos que el nivel de 
retribuciones de los funcionarios policiales es bajo, escaso. 
Muchas veces, al igual de lo que sucede con el personal 
militar, la especialidad, la especificidad, el hecho de que se 
exija menos años de trabajo y que las retribuciones del retiro 
sean superiores a las que se perciben en actividad, estimu- 
lan el ingreso de la gente a los cuerpos policial y militar. 
También observamos que el nivel de retribuciones de la 
Policía -esto ya lo constatamos en la Rendición de Cuentas- 
no ha mejorado sustancialmente. Se dieron partidas fijas de 
$ 850 -que para un oficial no representa un porcentaje muy 
menor- y si a eso agregamos el hecho de que los futuros 
oficiales se van ajubilar con un tope de $ 20.000, nos parece 
que tampoco constituyen un estímulo para el ingreso a la 
función. De modo que, tal como señalaba el señor Senador 
Gallinal, podemos coincidir en que aquellos que van a tener 
causal jubilatoria hasta junio o julio de 2011 se vana retirar 
en condiciones excepcionalmente mejores que aquellos que 
lo hagan en el régimen de transición, porque no van a tener 
tope. Sabemos que, en los grados superiores, actualmente 
hay haberes de retiro que pueden llegar a los $ 40.000. En 
algunos casos, se retribuye con dos grados más del actual 
del funcionario y hay devolución del Montepío. Por lo 
tanto, quienes se retiren antes de 2011 van a gozar de un 
régimen excepcionalmente más favorable que los que se 
jubilen con el régimen de transición, y mucho más aún que 
los que lo hagan con el régimen que va a regir a partir de 
2015. 


(Ocupa la Presidencia el señor Rodolfo Nin Novoa) 


- En lo personal, creo que es justo que, sin afectar las 
retribuciones líquidas, se tribute Montepío por el famoso 
Servicio 222 y se incorporen la prima por riesgo de vida, la 
prima por viático y la prima técnica. Eso me parece bueno 
porque todos esos montos se van a tener en cuenta para 
calcular el haber de retiro pero, en definitiva, eso significa 
institucionalizar para siempre el Servicio 222. Quiere decir 
que continuaremos teniendo policías que trabajen entre 
doce y catorce horas todos los días, lo que implica que 
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muchas veces estén muy cansados y poco disponibles para 
lograr una mejora en la eficiencia de la Policía. Considero 
que lo ideal sería que se retribuyera por el tiempo de servicio 
y no se obligara a los funcionarios policiales a trabajar las 
ciento ochenta horas que tienen como límite en el Servicio 
222. La verdad es que, de esa manera, muchas veces vemos 
policías dormidos en los lugares de vigilancia. 


Reitero que este régimen, aunque es justo en el sentido 
de que mejora su haber de retiro, institucionaliza para 
siempre el Servicio 222. Creo que habría que salarizar ese 
Servicio y no solamente computarlo para el haber de retiro. 
Pienso que por ese camino no vamos a lograr una mayor 
eficiencia en la labor policial. 


Considero que este régimen es inequitativo porque, por 
un lado, aquellos que tienen causal hasta junio de 2011 no 
tienen tope, mientras que los que se vayan en el régimen de 
transición tendrán un tope de $ 22.000 y posteriormente de 
$ 20.900. Es verdad que todos aquellos que algún día 
obtengamos una jubilación por el Banco de Previsión Social 
tendremos un tope, pero como señalaba el señor Senador 
Gallinal, la función policial tiene una especificidad y una 
especialidad que hasta los regímenes previsionales debe- 
rían contemplar, sobre todo teniendo en cuenta que no se 
consideran en la retribución. Esta sigue siendo muy baja y 
constituye un factor de desestímulo, sobre todo para el 
personal subalterno. Actualmente se puede ingresar con 
sexto año de primaria; por lo tanto, se ha bajado la califica- 
ción para el ingreso. Es decir que se está apuntando a una 
Policía cada vez menos profesional, integrada con gente 
cada vez menos capacitada. Me parece que ese no es el 
norte al que debemos apuntar en una sociedad cada vez más 
violenta y que requiere que los recursos públicos se vuel- 
quen más a la seguridad pública. Por eso creo que hubiera 
sido menester estudiar mejor este tema, tomándonos más 
tiempo. 


Por otra parte, todavía no conocemos las cifras. He 
escuchado al Director de la Caja Policial decir que no se 
sabe exactamente quiénes se van a jubilar por el régimen 
anterior, quiénes por el de transición y quiénes por el que 
se proyecta. Es cierto que se establecen franjas de edades, 
y si bien sabemos que la Caja Policial tiene un déficit 
importante, no tenemos claro a cuánto asciende. Personal- 
mente, no he visto ninguna cifra y me han dicho que 
tampoco hay una historia laboral. En este proyecto de ley 
también se establece un registro de historias laborales. 
Quiere decir que estamos analizando un proyecto de ley sin 
conocer las cifras que nos permitirían cuantificar cuántos 
funcionarios se van a acoger a uno u otro régimen. Vemos 
esto con preocupación, porque ello hace también al estímu- 
lo y al buen funcionamiento del instituto policial. La socie- 
dad uruguaya está reclamando cada vez mayor rigor y 
eficiencia en esta función y creo que en eso todos los 
partidos políticos coincidimos. Por lo tanto, sin perjuicio 
de que seguiremos la tesitura expresada por el señor Sena- 
dor Gallinal, queríamos hacer estas reflexiones simplemente 
como un aporte. Considero que este tema debería ser objeto 
de un estudio más profundo. Conocemos el plazo constitu- 
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cional, pero eso debió tenerse en cuenta antes. Tuvimos un 
proyecto de ley durmiendo en la Comisión durante casi tres 
años y recién ahora nos acordamos de que está por vencer 
el plazo constitucional, sobre todo tratándose de un tema 
tan sensible como el de la Caja Policial. 


SEÑORA DALMAS.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA DALMAS.- Muy brevemente quería dejar sen- 
tada nuestra posición como miembros de la Comisión con 
respecto a este proyecto de ley que estamos analizando. 


Creemos que esta iniciativa viene a cumplir con un 
aspecto legal estipulado en el artículo 1” de la Ley N* 16.713, 
donde se establecía que el Poder Ejecutivo debía remitir al 
Poder Legislativo las reformas a los demás regímenes 
previsionales de los servicios estatales y paraestatales que 
la ley anteriormente mencionada no abarcaba, con el objeto 
de adecuarlos al régimen general de seguridad social, res- 
petando las especificidades de cada uno. 


Nosotros estamos de acuerdo con este proyecto de ley, 
señor Presidente, en primer lugar, porque contiene la ade- 
cuación al régimen general -de la que ya hablamos- y respeta 
en lo posible y apropiadamente las especificidades que aquí 
se han detallado sobre el trabajo policial; en segundo 
término, porque verifica una reducción del déficit que, 
aunque tal vez no sea toda la necesaria, constituye un 
avance; en tercer lugar, por la transparencia en los aportes 
en el sentido de lo que debería ser materia gravada y 
asignaciones computables, en forma tal que, además, bene- 
ficia a los funcionarios; en cuarto término, porque mejora o 
avanza en lo que respecta a la relación entre pasivos y 
activos, que sería diferente al régimen actual, porque para 
configurar la causal mantiene, además, el sistema de la 
bonificación, que es una forma de contemplar que la tarea 
del personal policial es diferente a la de otros trabajadores; 
y en quinto lugar, porque avanza en el sinceramiento de la 
aportación y en el equilibrio financiero del sistema. Y cuan- 
do decimos que avanza en la transparencia, nos referimos 
alo que se establece en cuanto a la salarización de algunas 
compensaciones. 


Asimismo, estamos de acuerdo con la iniciativa, porque 
se elimina también hacia el futuro la devolución de los 
aportes, porque se establece la posibilidad de optar 
-por lo menos, en determinada franja de trabajadores- por el 
nuevo régimen o el régimen de transición, y porque se 
establece un sistema de historia laboral, que es tan impor- 
tante. 


A mí también me preocupa, señor Presidente, que actual- 
mente no existan cifras, proyecciones, balances ni historias 
laborales en este instituto. Creo que con la inclusión del 
inciso segundo del artículo 3” del proyecto en estudio, en 
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el cual se establece que anualmente el Ministerio del Inte- 
rior efectuará un reporte de la gestión realizada por la 
Dirección Nacional de Asistencia y Seguridad Social Poli- 
cial con respecto al Servicio de Retiros y Pensiones 
Policiales, el que será elevado al Poder Ejecutivo, de alguna 
manera estaremos avanzando en forma importante en el 
conocimiento de las cifras que con razón se reclamaban. 


Señor Presidente: entre todos los asesoramientos que 
recibimos, me resultó muy valiosa la presencia en la Comi- 
sión del economista Tabaré Vera, con quien compartimos, 
en lo personal, el trabajo en Comisión sobre la reforma de la 
seguridad social del año 1995; él era asesor del Gobierno en 
aquel momento. Realmente, no solo es una persona experta 
en estos temas, sino que ha demostrado su idoneidad en sus 
trabajos referidos a la seguridad social. Concretamente, el 
economista Vera nos indicaba que este proyecto constituye 
un paso adelante con relación al vigente -realizó una serie 
de consideraciones al respecto-, a pesar de que reconoció 
no tener proyecciones sino datos de cálculos realizados 
creo que en el 2004, como última actualización. Sinembargo, 
por analogía, señaló que en algunos aspectos y en lo 
sustancial, todo lo que se había tratado de introducir en el 
proyecto que en el 2003 recibió media sanción del Senado, 
se recoge ahora en este proyecto. 


Decía textualmente el economista Tabaré Vera: “Los 
cambios que se hacen en términos de materia gravada, de 
configuración de causales jubilatorias, de cálculo del haber 
jubilatorio, del régimen pensionario, están dados porque se 
retoma el régimen general. A mi juicio, esto es algo muy 
bueno per se, en la medida en que se comienzan a uniformizar 
los derechos jubilatorios, por supuesto teniendo en cuenta 
-como lo hace este proyecto de ley- las particularidades de 
la actividad cuyos riesgos trata de cubrir”. 


Señor Presidente: quiero señalar en esta ocasión que la 
universalización y la adecuación de todos los sistemas de 
seguridad social particulares al régimen general no fueron 
creación de este Gobierno. En realidad, como en el año 1995 
se produjo una reforma muy profunda en el sistema 
jubilatorio y pensionario, el mismo proyecto establecía la 
necesidad de que a diciembre de ese mismo año se presen- 
taran las reformas de las Cajas Policial, Militar, Bancaria, 
Profesional y Notarial. Muchos Senadores aquí presentes, 
que participaron de ese Gobierno de 1995 a 2000, deben 
recordar que esto fue así y que, efectivamente, en aquel 
momento, el Gobierno presentó los proyectos como debía, 
antes de diciembre de ese año, y quedaron guardados 
porque evidentemente no existía voluntad política de refor- 
mar estos institutos. 


Se mencionaba aquí que la Caja Policial seguramente 
será siempre financiada por el Estado, teniendo en cuenta 
la particularidad de que se trata de servidores públicos. 
Pienso que es probable que sea así y que realmente ello no 
obsta a que de alguna manera esa financiación sea lo menos 
gravosa posible para el Estado, atendiendo a las necesida- 
des de sus beneficiarios. 
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Aquí se preguntaba por qué razón, habiendo modifica- 
ciones en curso al régimen general -e incluso, creo que ya 
votadas e ingresadas al Senado-, estas no se incorporarían 
desde ya al proyecto del Servicio de Retiros y Pensiones 
Policiales que estamos analizando. Esto fue explicado en la 
Comisión por el Director de Seguridad Social del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social, señor Roberto Baz, quien 
indicaba que la ley que se acaba de votar en la Cámara de 
Representantes y que se denomina “de flexibilización de 
acceso a las jubilaciones”, tiene el fundamento básico de 
que los trabajadores de la actividad privada, en las últimas 
décadas, por distintas circunstancias, se han desempeñado 
en un mercado laboral muy inestable y en el marco de una 
creciente informalidad. Por esa razón, se han disminuido los 
requerimientos en cuanto a los años de cotización formal del 
trabajo. Según estudios realizados por la CEPAL, esta situa- 
ción provocó que solo el 17 % de estos trabajadores de la 
actividad privada estén en condiciones de acceder al futuro 
beneficio jubilatorio, que no es el caso, justamente, de los 
funcionarios públicos -ni del ámbito civil ni del policial-, 
porque los trabajadores ingresan a sus puestos de trabajo 
con edades tempranas y permanecen en esa función duran- 
te todo el tiempo. O sea que la segura acumulación de años 
de cotización para acceder al beneficio jubilatorio estaría de 
alguna manera garantizada por la naturaleza de su vínculo 
laboral con el Estado. 


Por último, señor Presidente, creo que la señal que desde 
la aprobación de este proyecto de ley en el Senado estamos 
enviando a los funcionarios policiales y a la sociedad 
demuestra que cuando manifestamos preocupaciones, bus- 
camos solucionarlas en la medida en que podemos y tene- 
mos palabra. Señalo esto porque en ocasión del conflicto de 
los servicios policiales -que fue muy importante-, suscitado 
mientras teníamos a estudio el proyecto de ley de Rendición 
de Cuentas -ya aprobado por el Poder Legislativo-, se 
manifestó la necesidad de que las retribuciones que perci- 
bian los policías por compensaciones que se encontraban 
fuera de su salario básico y que no aportaban Montepío, 
fueran incluidas en forma total -de ser ello posible- o parcial, 
de modo que luego incidieran en una serie de cálculos, 
fundamentalmente en el de sus haberes jubilatorios. Este 
fue uno de los temas cruciales a la hora de destrabar el 
conflicto. 


En tal sentido, entendemos que este proyecto de ley que 
en parte incluye todas estas compensaciones que no apor- 
taban en el salario del policía, le hace mucho bien a la 
credibilidad del sistema político y del Poder Legislativo en 
tanto, insisto, atiende ese aspecto fundamental. 


Por todas estas razones, señor Presidente, recomenda- 
mos la aprobación de este proyecto de ley y, en lo personal, 
adelantamos que vamos a apoyarlo aunque, seguramente, 
como todas las iniciativas que he conocido que reglamen- 
tan y normatizan los sistemas de seguridad social, en algu- 
nos años más deba ser modificado. En realidad, no conozco 
ningún proyecto de seguridad social que establezca deter- 
minado régimen y que dure intacto más de una década, 
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sobre todo teniendo en cuenta los tiempos actuales en los 
que las situaciones cambian y las necesidades también. 


Era cuanto quería manifestar. 
SEÑOR VAILLANT.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el Miembro In- 
formante. 


SEÑOR VAILLANT.- Señor Presidente: quisiera hacer 
algunas puntualizaciones finales. 


Se ha señalado -es cierto y asílo hemos reconocido- que 
el tratamiento de este proyecto de ley se aceleró en los 
últimos días por razones constitucionales. Del mismo modo, 
también es verdad que la base de la iniciativa que tenemos 
a consideración ingresó al Parlamento en el año 2005. En tal 
caso, podría interpretarse que desde entonces el proyecto 
no fue considerado por los señores Senadores y, al respec- 
to, quiero decir que no es así. Como destaqué, el proyecto 
de ley ingresó en 2005, y el 13 de julio de 2006 fue invitado 
a la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social el 
Subsecretario de Trabajo y Seguridad Social, quien concu- 
rrió acompañado por una serie de asesores, lo que demues- 
tra que enesa fecha ya habíamos comenzado su tratamiento. 
Posteriormente, en noviembre de 2006 vuelve a ser conside- 
rado por la misma Comisión. Lógicamente, puede 
argumentarse que lo hacíamos lentamente y, sin duda, fue 
así. El 15 de marzo de 2007 asistió el contador Ariel Davrieux 
para dar su opinión, y en junio de 2007 el proyecto de ley 
vuelve a ser considerado por la Comisión de Asuntos 
Laborales y Seguridad Social. Más tarde, el 11 de setiembre 
de 2008 concurrieron a la Comisión la señora Ministra del 
Interior, el señor Subsecretario de Economía y Finanzas y 
un representante del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social. A su vez, los días 23 y 25 de setiembre de este año 
fueron recibidas las organizaciones que representan a los 
funcionarios policiales. Finalmente, el 2 de octubre trabaja- 
mos en la discusión del articulado, tarea que culminamos en 
el día de ayer. 


De ninguna manera pretendo con esto desvirtuar o 
contradecir lo que se ha señalado en cuanto a que la 
consideración de este proyecto de ley se aceleró rápida- 
mente en este último tiempo y que anteriormente trabajamos 
a media máquina. De todas maneras, me importa señalar esto 
para demostrar que todos los señores Senadores que inte- 
gran la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social 
tuvieron en su poder el proyecto de ley básico ingresado en 
2005, al que se introdujeron algunas modificaciones -pero 
no sustanciales- en 2008. Esto era cuanto quería manifestar 
con respecto al tiempo que llevó la consideración de esta 
iniciativa que, reconocemos, se aceleró en los últimos días 
por razones constitucionales. 


Señor Presidente: quisiera ahora hacer referencia a la 
inquietud que en su momento manifestaron los funciona- 
rios policiales, particularmente los Oficiales y Suboficiales. 
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En realidad, esa inquietud existió como consecuencia de 
una mala interpretación realizada por parte de quienes los 
asesoraban sobre el contenido del proyecto de ley a estudio 
del Senado. 


Concretamente, en lo que tiene que ver con los topes 
jubilatorios, es cierto que eran bajos, pero lo eran por- 
que estaban a valores de 2005, que fue cuando ingresó el 
proyecto de ley. Naturalmente, había que actualizarlos, 
como se hizo ahora. Lo cierto es que cuando analizaban la 
iniciativa y veían los topes fijados en pesos, se les gene- 
raba una inquietud. Sin embargo, uno de los últimos artícu- 
los del proyecto de ley establece que todas las cifras se 
actualizan de acuerdo con un criterio previamente estable- 
cido. 


No obstante lo señalado, ese no fue el único problema. 
Como fue presentado en 2005, disponía que quienes tuvie- 
ran causal jubilatoria hasta 2006 o 2007 -no lo recuerdo 
exactamente- se jubilaban por el régimen anterior. Lógica- 
mente, al analizar ese proyecto de ley en 2008, cuando esa 
cifra aún no había sido actualizada, varios funcionarios 
policiales, fundamentalmente de alta jerarquía, advertían 
que sino se jubilaban rápidamente, antes de que aprobára- 
mos la ley, podían quedar desamparados; fue así que 
presentaron sus solicitudes de retiro. Naturalmente, eso fue 
corregido modificando la fecha, porque el artículo que les 
reconocía el derecho a jubilarse por el régimen viejo ya 
existía en el proyecto de ley. Hoy se llevó ese plazo al año 
2011, por lo cual el cien por ciento de los funcionarios 
policiales, independientemente de sujerarquía, en la medi- 
da en que tengan causal jubilatoria antes de esa fecha, 
tendrán derecho a jubilarse por el régimen anterior. Como 
dije, me interesaba hacer estas aclaraciones en lo que tiene 
que ver con la inquietud planteada por los funcionarios 
policiales. 


Por otra parte, es cierto que hay una modificación de 
criterios sustancial en lo que hace al tratamiento de la 
función policial a partir de este proyecto de ley. ¿A qué me 
refiero? De acuerdo con el sistema que teníamos -que toda- 
vía tenemos-, los funcionarios policiales, para permanecer 
en el desempeño de sus funciones, para realizar su carrera, 
solamente tenían como incentivo el hecho de que cuando se 
jubilaban iban a estar en mejores condiciones que cuando 
trabajaban. En realidad, entonces, el incentivo era para que 
se fueran: se daba en el momento del retiro, puesto que 
mientras estaban en actividad sus ingresos eran efectiva- 
mente malos. Nosotros nos hemos propuesto cambiar la 
pisada. Creemos que el estímulo y el incentivo a los funcio- 
narios policiales para que sigan su carrera no deben estar 
en el momento del retiro sino mientras están en actividad, 
a efectos de que cumplan a satisfacción con su función. 
Precisamente, esto es lo que pretende hacer esta 
Administación. Nuestro esfuerzo debe estar orientado a 
mejorar los salarios en forma progresiva y gradual -estaban 
en el piso- mejorando la situación económica de los traba- 
jadores policiales. Luego, tendrán un retiro adecuado al que 
reciben todos los trabajadores al momento de retirarse. 
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Se ha señalado que este proyecto de ley no reconoce la 
modificación que se introduce a la ley general a través de 
una iniciativa que en este momento está a estudio del 
Parlamento, sobre lo cual ya dio su opinión la señora Sena- 
dora Dalmás. En lo personal, deseo agregar que la iniciativa 
que permite la jubilación anticipada -que ya fue aprobada 
por la Cámara de Representantes y que deberemos estudiar 
ahora nosotros y sancionarla antes del 25 de octubre-, surge 
como una necesidad para dar respuesta a aquellos sectores 
de trabajadores, fundamentalmente de la actividad privada, 
cuyas edades hacen que en este momento les resulte muy 
difícil tener ocupación y que, por otro lado, tampoco llegan 
a los años requeridos para jubilarse. Todos sabemos que 
esta situación existe. Por ese motivo, insisto, se genera la 
posibilidad de una jubilación anticipada. Entonces, la moti- 
vación de esa jubilación anticipada se sostiene en los 
desocupados que tienen entre 45 y 50 años y es evidente 
que no estamos hablando de los funcionarios policiales 
porque no están desocupados, salvo que por alguna razón 
hayan sido destituidos o se hayan retirado voluntariamen- 
te. Por eso, no tiene sentido la aplicación de la norma de 
reducción de exigencias para que los funcionarios policiales 
en particular puedan acogerse a la jubilación anticipada. 


Finalmente, se establece que para jubilarse se elevan los 
años de edad y de trabajo, es decir, a 60 años con 35 de 
servicio. Quiero recordar que un artículo de este proyecto 
de ley -no recuerdo cuál- establece los llamados servicios 
bonificados que, en términos reales, no solo se aplican 
sobre los años de trabajo sino también sobre la edad, a razón 
de que cada cinco años se contabilizan siete. En términos 
reales, esto significa que a una persona que trabajó 25 años 
efectivos se le van a reconocer 35 y, por lo tanto, cuando 
decimos que se jubila con 35 años de servicio, nos estamos 
refiriendo a años reconocidos, cuando se trata de 25 años de 
servicio reales. Como esto también se aplica sobre la edad, 
no se estaría jubilando a los 60 años, sino a los 50. 
Entonces, en términos reales, un funcionario policial se 
puede jubilar con 50 años de edad y 25 de servicio porque 
la bonificación así lo permite. Quiero aclarar que, en un 
principio, se los incluye en el régimen general, pero luego se 
les reconoce su particularidad a través del servicio 
bonificado. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR VAILLANT.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MOREIRA.- Señor Presidente: como efectiva- 
mente señaló el señor Miembro Informante, el régimen ac- 
tual es un estímulo al retiro. Esto es así por una razón muy 
elemental expresada por la señora Ministra del Interior en la 
conferencia de prensa, al decir que quería más policías en las 
calles y menos en las oficinas. Para trabajar en la calle no se 
puede tener 60 años, sino que se tiene que ser joven; para 
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correr y andar a los tiros con los delincuentes, hay que ser 
joven, estemos hablando de un Oficial o de Personal 
Subalterno y esta es la razón por la que tienen un régimen 
especial. Por ello, el señor Senador Vaillant hizo alusión a 
la bonificación de que se contabilizan siete años por cinco. 
En realidad, esto resulta un poco contradictorio porque 
también implica un incentivo al retiro. También es cierto que 
este proyecto de ley contempla el hecho de que la persona 
que se retira lo hace con el 50%, a pesar de que se contabi- 
lizan siete años cada cinco trabajados. Se puede mejorar la 
jubilación a razón de un 3% por año, quedándose 10 años 
más, es decir, hasta los 70 años, incluso con la bonificación. 
Por lo tanto, hay una contradicción en todo esto, pero lo que 
todos queremos es que haya policías bastante jóvenes en 
las calles, aprehendiendo delincuentes para que nos sinta- 
mos más seguros. No es lo mismo ser funcionario de la 
Administración Nacional de Puertos o de la Administración 
Nacional de Correos, que ser un policía ejecutivo que está 
en la calle persiguiendo delincuentes, porque la especifici- 
dad y especialidad de la función determinan que el régimen 
de retiro sea diferente y lo mismo sucede en las Fuerzas 
Armadas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el Miembro In- 
formante. 


SEÑOR VAILLANT.- Señor Presidente: estoy de acuer- 
do con lo que expresó el señor Senador Moreira porque 
estamos diciendo lo mismo, pero tratando de dar un efecto 
de argumentación distinto. Lo cierto es que existen diferen- 
cias entre los funcionarios policiales y los de Correos, así 
como también con otros más porque las características de 
sus trabajos, así como las exigencias, son distintas. Es por 
esta razón que los funcionarios policiales a través de esta 
ley tienen un sistema bonificado y no así los empleados de 
Correos que necesitan cumplir 60 años para jubilarse y tener 
35 de servicio. Reitero: para los funcionarios policiales esos 
60 años de edad son 50, y los 35 de actividad, son 25, porque 
están bonificados. Por supuesto que compartimos la razón 
por la que se lleva a cabo esta iniciativa. También compar- 
timos el hecho de que los funcionarios policiales llegan a 
una edad en la que no están en condiciones de cumplir con 
su tarea -¡vaya si esto es así!-, y es por eso que les recono- 
cemos este régimen. Por esta razón, no solo hay que 
bonificarlos sino que, además, debemos aplicar políticas 
tendientes a incentivar a los funcionarios policiales mien- 
tras estén trabajando con una edad acorde para desarrollar 
su función, para que no quieran retirarse. Creo que el 
concepto es perfectamente entendible. Cuando lo que se 
hace es poner condiciones jubilatorias que están absoluta- 
mente disociadas con las condiciones laborales, se está 
incentivando a ese trabajador para que se vaya, pero cuan- 
do se actúa a la inversa, se lo está incentivando para que se 
interese en la carrera profesional, con el fin de ascender y 
mejorar. Aclaro que esto no se logra con la jubilación, sino 
mejorando los salarios y estableciendo diferencias por ca- 
tegorías. También se me puede decir -cosa que es cierta- 
que todavía están atrasados en cuanto a su salario, pero 
todos somos conscientes de que este Gobierno ha venido 
haciendo un esfuerzo muy importante en este sentido. Por 
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tanto, esto no es contradictorio con la reforma del sistema 
jubilatorio que estamos llevando adelante sino que, desde 
nuestro ángulo, es absolutamente coincidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-15 en 23. Afirmativa. 

En discusión particular. 

SEÑOR VAILLANT.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el Miembro In- 
formante. 


SEÑOR VAILLANT.- Señor Presidente: si los señores 
Senadores y Senadoras están de acuerdo, voy a hacer una 
propuesta para el tratamiento en particular del proyecto de 
ley que pretende ser similar al trabajo en Comisión. Mociono 
en el sentido de que los señores Senadores indiquen a la 
Mesa aquellos artículos que se quieren desglosar, ya sea 
para hacer una propuesta de modificación o porque se 
quiera votar distinto, para poder votar el resto en conjunto; 
a su vez, solicito que se suprima la lectura de los mismos, 
salvo en aquellos casos en contrario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción que acaba 
de formular el señor Senador Vaillant. 


(Se vota:) 
-18en 23. Afirmativa. 
SEÑOR VAILLANT.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el Miembro In- 
formante. 


SEÑOR VAILLANT.- Solicito que se desglosen los artí- 
culos 47 y 60. 


SEÑOR GALLINAL ..- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GALLINAL.- Voy a pedir el desglose de los 
artículos 6, 20,21,36a41 -correspondientes al Título III-, 
42 y 47. 


SEÑOR ABREU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 
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SEÑOR ABREU.- También solicito que se desglose el 
artículo 2”, 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se vana votar los artículos 19, 3, 
4%, 5%,7*,8*,9%,10,11,12,13,14,15,16,17,18,19,22,23,24, 
25,26,27,28,29,30,31,32,33,34,35, 43, 44, 45,46,48,49, 
50,51,52,53,54,55,56,57,58,59,61,62, y 63. 


(Se votan:) 

-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 2", 
SEÑOR ABREU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ABREU.- Tengo una duda respecto de la susti- 
tución que se hizo en el texto del artículo 2* original, de la 
palabra “incapacidad” por “invalidez”. En realidad, desde el 
punto de vista del Derecho Administrativo -que recogen 
casi todas las disposiciones referidas a este tema- se habla 
de incapacidad total, parcial, física o mental. No sé cuál es 
el motivo por el que se emplea aquí la palabra invalidez 
restringiendo este concepto, y pregunto entonces acerca 
del alcance que se quiere dar al artículo. Me parece más 
pertinente hablar de incapacidad que de invalidez pero, de 
todos modos, dado que no estuve en Comisión y recién 
estoy analizando el articulado, no planteo una cuestión de 
fondo. 


SEÑOR VAILLANT.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el Miembro 
Informante. 


SEÑOR VAILLANT.- Dado que este proyecto de ley 
trata de ir hacia la universalización y de acercarse lo más 
posible a la Ley N* 16.713, lo que se hizo fue, justamente, 
recoger el mismo texto de esta ley, con la única diferencia 
de agregar el régimen de retiro, que es exclusivo del sector 
policial y que no tiene definición allí. 


En consecuencia, reitero, simplemente se trató de que la 
redacción fuera lo más parecida al texto de la ley a la que se 
pretende acercar este sistema. 


SEÑOR GALLINAL .- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GALLINAL.- Ahora que lo menciona el señor 
Senador Vaillant, recuerdo que efectivamente fue así. Sin 
embargo, cada vez que se hace una referencia al tema en el 
proyecto, se habla de incapacidad y no de invalidez, lo que 
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justificaría la propuesta del señor Senador Abreu. De todos 
modos, no tengo problema en votarlo tal como viene, dejan- 
do constancia de que todas las referencias del texto hablan 
de incapacidad y no de invalidez. 


SEÑORA DALMAS.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA DALMAS.- Creo que este no es un tema sus- 
tancial pero, de todas maneras, quiero decir que a lo mejor 
deberíamos revolucionar la jerga de la seguridad social ya 
que, cuando se hace referencia a las prestaciones, en todas 
las leyes se habla de invalidez y luego, cuando se definen 
los casos particulares, se emplea la expresión incapacidad 
parcial o total. En realidad, esto viene desde los confines de 
la historia, aunque no sabemos por qué; si queremos cam- 
biar el término, no tenemos ninguna objeción, aunque de- 
jamos constancia de que no es casual que hayamos tomado 
el término de la ley anterior porque, reitero, se ha venido 
utilizando por décadas. 


SEÑOR ABREU.- Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ABREU.- Quiero insistir sobre el punto porque 
el término, no solo viene del Derecho Administrativo, sino 
incluso del propio Derecho Civil, que emplea el concepto de 
incapacidad y habla del incapaz relativo, del incapaz total, 
etcétera. Incluso, recuerdo que en el propio Derecho Admi- 
nistrativo, el Decreto N* 640 hace una reglamentación de 
carácter general y define muy bien el concepto de incapa- 
cidad, estableciendo la incapacidad total a través de las 
juntas médicas. No sé cuál es el alcance jurídico de la 
invalidez -aunque entiendo la explicación que ha dado el 
señor Senador Vaillant en el sentido de que aquí se está 
recogiendo otra norma-, pero considero que, desde el punto 
de vista de los antecedentes del Derecho, es más abarcativo 
el concepto de incapacidad. 


De todos modos, reitero, no estamos haciendo un plan- 
teo de fondo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 2*. 


(Se vota:) 

-20 en 23. Afirmativa. 

En consideración el artículo 6”. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
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-15en 23. Afirmativa. 


En consideración el artículo 20. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


-15en 23. Afirmativa. 


En consideración el artículo 21. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


-15en 23. Afirmativa. 


En consideración el artículo 36. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


-15en 23. Afirmativa. 


En consideración el artículo 37. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


-15en 23. Afirmativa. 


En consideración el artículo 38. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


-15en 23. Afirmativa. 


En consideración el artículo 39. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


-16 en 24. Afirmativa. 


En consideración el artículo 40. 
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Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-16en 22. Afirmativa. 

En consideración el artículo 41. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-16 en 22. Afirmativa. 

En consideración el artículo 42. 

SEÑOR GALLINAL ..- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GALLINAL.- Hemos solicitado el desglose de 
este artículo para hacer una aclaración, que esperamos se 
tenga en cuenta en el momento en que se interprete su 
aplicación. 


En todos los temas de previsión social hay un problema 
recurrente dado que la ley fija un marco, tiene una inspira- 
ción y una filosofía pero, muchas veces, luego los institutos 
de previsión social, al momento de aplicar las normas, 
utilizan criterios más restrictivos. Este artículo, de acuerdo 
con la inspiración del Poder Ejecutivo y con el sentido del 
voto afirmativo que le dimos en la Comisión, tiene un 
espíritu amplio en cuanto a lo que constituye materia gra- 
vada para las contribuciones especiales de Seguridad So- 
cial. 


Este es un tema delicado y fundamental del proyecto de 
ley y, en consecuencia, queríamos que se votara en particu- 
lar, fuera del bloque, para dejar esta constancia de nuestro 
voto afirmativo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 42. 


(Se vota:) 

-22 en 23. Afirmativa. 

En consideración el artículo 47. 
SEÑOR GALLINAL .- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 
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SEÑOR GALLINAL .- Este también es un tema muy deli- 
cado, ya que se pone un límite a nuestro juicio arbitrario e 
injusto al ficto casa habitación, y por eso vamos a votarlo 
negativamente. 


SEÑOR VAILLANT.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el Miembro In- 
formante. 


SEÑOR VAILLANT.- Nosotros vamos a votar este ar- 
tículo afirmativamente, pero hemos solicitado su desglose 
porque debe corregirse un error en la redacción del repar- 
tido que se nos entregó que no refleja la decisión adoptada 
en la Comisión. 


El texto aprobado en Comisión dice lo siguiente: “Ar- 
tículo 47. (Ficto casa habitación).- A partir de la vigencia de 
la presente ley, el beneficio del ficto casa habitación previs- 
to en el artículo 81 de la Ley N* 9,940, de 2 de julio de 1940, 
con las modificaciones introducidas por el artículo 23 de la 
Ley N* 16.333, de 1” de diciembre de 1992, no será de 
aplicación para los funcionarios policiales, independiente- 
mente del estatuto de retiro que les resulte aplicable, excep- 
to para aquellos que al momento de la vigencia de la presen- 
te ley se encontraren ocupando una vivienda en las condi- 
ciones previstas en dichas normas”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa aclara que el texto ya 
fue repartido. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 
47 en la redacción leída por el señor Senador Vaillant. 


(Se vota:) 

-17en 23. Afirmativa. 

En consideración el artículo 60. 
SEÑOR VAILLANT.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el Miembro In- 
formante. 


SEÑOR VAILLANT.- Señor Presidente: conrespecto al 
artículo 60 deseo aclarar que cuando lo votamos en la 
Comisión, todos los señores Senadores reconocimos algo 
que parecía ser un error, pero que teníamos que confirmar. 
Por ese motivo, los señores Senadores de la mayoría le 
dimos el voto afirmativo, pero señalando que en el Plenario 
seguramente se le haría una modificación para corregir lo 
que parecía era un error, cosa que finalmente se confirmó. 


Concretamente, en el literal B), el texto definitivo sería el 
siguiente: “El primer ajuste de pasividad, se realizará to- 
mando en cuenta la variación ocurrida en el Índice Medio de 
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Salarios, elaborado conforme al artículo 39 de la Ley 
N* 13.728, de 17 de diciembre de 1968, sus modificativas y 
concordantes, entre el mes anterior al inicio del servicio de 
la prestación y el mes en que deba percibir el primer aumen- 


” 


to”. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 
60 con la modificación que acaba de leer el señor Senador 
Vaillant. 


(Se vota:) 


-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 


“TITULOI 


AMBITO DE APLICACION 


Capítulo único 


Ambito subjetivo y contingencias cubiertas 


ARTICULO 1”. (Ambito subjetivo de aplicación).- Que- 
da comprendido en el nuevo sistema previsional (Título I, 
IL, IV y V), el personal policial activo amparado por el 
Servicio de Retiros y Pensiones Policiales que, al momento 
de entrada en vigencia de la presente ley, sea menor de 
treinta y siete años de edad en el caso de la mujer, y de 
cuarenta años de edad en el caso del hombre, o aun 
teniendo más años de edad, cuente con menos de quince 
años de servicios efectivos, sin perjuicio de lo dispuesto en 
los artículos 36 al 41 de la presente ley. 


A esos efectos se entiende por personal policial, el 
comprendido en el escalafón policial del Ministerio del 
Interior, que integre los siguientes subescalafones: ejecu- 
tivo, administrativo, técnico profesional, especializado y 
de servicios. 


ARTICULO 2". (Contingencias cubiertas).- La presente 
ley cubre las contingencias sociales de retiro, invalidez, 
vejez y sobrevivencia. 


ARTICULO 3”. (Gestión).- La gestión del sistema estará 
a cargo del Servicio de Retiros y Pensiones Policiales, 
subordinado a la Dirección Nacional de Asistencia Social 
Policial, la que, a partir de la vigencia de esta ley, pasa a 
denominarse Dirección Nacional de Asistencia y Seguridad 
Social Policial. 
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Anualmente el Ministerio del Interior efectuará un re- 
porte de la gestión realizada por la Dirección Nacional de 
Asistencia y Seguridad Social Policial con respecto al Ser- 
vicio de Retiros y Pensiones Policiales, el que será elevado 
al Poder Ejecutivo. 


TITULO H 


DELAS PRESTACIONES 


Capítulo I 


Prestaciones 


ARTICULO 4". (Prestaciones).- Las prestaciones que 
brindará el Servicio de Retiros y Pensiones Policiales serán 
las de retiro, subsidio transitorio por incapacidad parcial y 
las pensiones de sobrevivencia. 


Capítulo II 


De los retiros 


ARTICULO $". (Clasificación de los retiros).- Según la 
causal que lo determine, el retiro puede ser: 


A) Retiro común. 

B) Retiro por incapacidad total. 

C) Retiro por acto directo de servicio. 
D) Retiro por edad avanzada. 


ARTICULO €”. (Retiro común).- Para configurar causal 
de retiro común, se exigirán sesenta años de edad y un 
mínimo de treinta y cinco años de servicios. 


ARTICULO 7*. (Retiro por incapacidad total).- La cau- 
sal de retiro por incapacidad total se configura, fuera del 
caso previsto por el artículo siguiente, por la ocurrencia de 
cualesquiera de los siguientes presupuestos: 


A) La incapacidad absoluta y permanente para todo 
trabajo, sobrevenida en actividad o en período de 
subsidio transitorio por incapacidad, cualquiera sea 
la causa que la haya originado y siempre que se 
cuente con no menos de dos años de servicios 
policiales efectivos, salvo para quienes tengan hasta 
veinticinco años de edad, en cuyo caso sólo se 
exigirá un período mínimo de seis meses de servicios 
policiales efectivos. 


B) La incapacidad absoluta y permanente para todo 
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trabajo, a causa o en ocasión del trabajo, cualquiera 
sea el tiempo de servicios. 


C) La incapacidad absoluta y permanente para todo 
trabajo, sobrevenida dentro de los dos años siguien- 
tes al cese voluntario en la actividad o al vencimiento 
del período de subsidio transitorio por incapacidad, 
cualquiera sea la causa que hubiere originado la 
incapacidad, cuando se computen no menos de diez 
años de servicios policiales efectivos y no se fuere 
beneficiario de otra jubilación o retiro. 


D) El cumplimiento de sesenta años de edad del afiliado 
que no fuere beneficiario de otra jubilación o retiro, 
cuando haya sido beneficiario del subsidio transito- 
rio por incapacidad parcial por el término máximo 
(artículo 10.2 de la presente ley). 


ARTICULO $. (Retiro por incapacidad por acto directo 
de servicio).- La causal de retiro por acto directo de servicio 
se configura por la ocurrencia de la incapacidad absoluta y 
permanente para toda tarea, a causa o en ocasión de la 
prevención, investigación, represión y combate de sinies- 
tros, accidentales o no, o de los delitos y faltas contenidos 
en el Código Penal, leyes especiales y contravenciones 
administrativas en que esté dispuesta la intervención del 
personal policial, cualquiera sea el tiempo de servicios 
policiales prestados. 


ARTICULO 9". (Retiro por edad avanzada).- La causal 
de retiro por edad avanzada se configura con setenta años 
de edad y un mínimo de quince años de servicios, siempre 
que el afiliado haya cesado en forma voluntaria con poste- 
rioridad a la vigencia de la presente ley y no le sea posible 
configurar otra causal de retiro o jubilatoria por acumula- 
ción de servicios al amparo de la Ley N* 17.819, de 6 de 
setiembre de 2004. 


La prestación generada por esta causal es incompatible 
con el goce de cualquier otra jubilación, retiro o subsidio 
transitorio por incapacidad parcial. 


Capítulo IM 


Subsidio transitorio porincapacidad parcial 


ARTICULO 10. (Subsidio transitorio por incapacidad 
parcial).- 


10.1. El personal policial activo que, contando con los 
requisitos de tiempo establecidos en el literal A) del artículo 
7% de la presente ley, se incapacite en forma absoluta y 
permanente para la tarea habitual, tendrá derecho a un 
subsidio transitorio por incapacidad parcial. Cuando la 
incapacidad se produzca a causa o en ocasión del trabajo, 
no se exigirá periodo mínimo de servicios. 
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10.2. Esta prestación se servirá, de acuerdo con el grado 
de capacidad remanente y a la edad del afiliado, por un plazo 
máximo de tres años contados desde la fecha de la incapa- 
cidad. 


10,3. Dentro del plazo previsto en el inciso anterior se 
derivará al funcionario a la Dirección Nacional de Sanidad 
Policial a efectos de la posible rehabilitación del mismo. 
Dicha Dirección indicará los tratamientos y exámenes perió- 
dicos a los que deberá someterse, suspendiéndose el pago 
de la prestación en caso de no presentarse a los mismos sin 
causa justificada. 


10.4. Durante el término de la prestación, la Dirección 
Nacional de Asistencia y Seguridad Social Policial procura- 
rá implementar o coordinar con otras instituciones, planes 
de reinserción laboral en actividades compatibles con la 
nueva capacidad del funcionario. Dichos planes serán de 
asistencia obligatoria y la ausencia injustificada del bene- 
ficiario, aparejará la inmediata suspensión de la prestación. 


10,5. Asimismo, podrá, en las condiciones que establez- 
ca la Ley Orgánica Policial, concursar para cargos presu- 
puestados del Ministerio del Interior, que sean compatibles 
con su nueva capacidad 


10.6. Si dentro del plazo de tres años ya referido, la 
incapacidad se convierte en absoluta y permanente para 
todo trabajo o si el funcionario cumpliere la edad de sesenta 
años, se configurará la causal de retiro por incapacidad 
total. 


10.7. Transcurrido el plazo máximo de cobertura, sin que 
se haya verificado la hipótesis prevista en el inciso prece- 
dente, y permaneciendo la imposibilidad de reintegro a la 
tarea habitual, el funcionario cesará en sus funciones, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el literal D) del artículo 7? de 
la presente ley. 


10.8. La prestación del subsidio transitorio por incapa- 
cidad parcial es compatible con la percepción de jubilación 
o retiro, salvo que la actividad para la cual se incapacitó el 
funcionario hubiera sido comprendida en los servicios com- 
putados en la pasividad. Asimismo, es compatible con el 
desempeño de otra actividad diferente de la actividad prin- 
cipal que le dio origen. 


Capítulo IV 


De las pensiones de sobrevivencia 


ARTICULO 11. (Causales de pensión).- Los funciona- 
rios policiales en actividad o en goce del subsidio transito- 
rio por incapacidad parcial, cualquiera fuere el tiempo de 
servicios reconocidos, y los retirados, causan derecho a 
pensión ante el acaecimiento de los siguientes hechos: 
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A) La muerte del funcionario o del retirado. 


B) La declaratoria judicial de ausencia del funcionario o 
retirado. 


C) La desaparición del funcionario o retirado en un 
siniestro o hecho conocido de manera pública y 
notoria, que haga presumir la muerte, previa informa- 
ción sumaria. La pensión se abonará desde la fecha 
del siniestro y caducará desde el momento en que el 
causante apareciera con vida, pudiéndose disponer 
la devolución de lo pagado a juicio de la Dirección 
Nacional de Asistencia y Seguridad Social Policial. 


También causará pensión aquel a cuyo respecto se 
verifiquen las circunstancias previstas en los literales an- 
teriores dentro de los doce meses inmediatos siguientes al 
cese voluntario de la actividad policial, o del cese por 
agotamiento del subsidio transitorio por incapacidad par- 
cial. 


Cuando las causales de pensión se verifiquen fuera del 
plazo indicado precedentemente, sólo causará pensión 
quien, habiendo cesado en forma voluntaria o por agota- 
miento del subsidio transitorio por incapacidad parcial, 
compute como mínimo diez años de servicios policiales 
efectivos y siempre que sus causahabientes no sean bene- 
ficiarios de otra pensión generada por el mismo causante. 


ARTICULO 12. (Beneficiarios de pensión).- Siempre 
que al momento de configuración de la causal no se hallaren 
en situación de desheredación o indignidad para suceder, 
son beneficiarios con derecho a pensión: 


A) Las personas viudas. 


B) Los hijos solteros menores de dieciocho años; los 
hijos solteros mayores de dieciocho años de edad y 
menores de veintiún años, siempre que acrediten 
carecer de medios de vida propios y suficientes para 
su congrua y decente sustentación y los hijos solte- 
ros mayores de dieciocho años absolutamente inca- 
pacitados para todo trabajo. 


C) Los padres absolutamente incapacitados para todo 
trabajo. 


D) Las personas divorciadas. 


E) Las concubinas y concubinos (Ley N* 18.246, de 27 
de diciembre de 2007). 


El derecho a pensión de los beneficiarios incluidos en el 
literal B), se configurará en el caso de que su padre o madre 
no tenga derecho a pensión, o cuando éstos, en el goce del 
beneficio, fallezcan o pierdan el derecho por cualquiera de 
los motivos establecidos legalmente. Las referencias a pa- 
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dres e hijos comprenden el parentesco legítimo, natural o 
por adopción. 


ARTICULO 13. (Condiciones del derecho).- Las condi- 
ciones del derecho serán las siguientes: 


A) En el caso de los padres absolutamente incapacita- 


B) 


O) 


dos para todo trabajo y las personas divorciadas, 
deberán acreditar la dependencia económica del cau- 
sante o la carencia de ingresos suficientes. 


Se considera que los mencionados beneficiarios de- 
penden económicamente del causante, cuando están 
acargo total o principalmente de aquél recibiendo del 
mismo un aporte económico indispensable para su 
congrua sustentación, entendiéndose por tal la dis- 
ponibilidad de recursos e ingresos que permitan 
mantener los niveles de vivienda, salud, vestimenta, 
alimentos y, en su caso, educación del beneficiario. 


La comparación numérica entre los ingresos del cau- 
sante y los del beneficiario podrá considerarse a los 
efectos de establecer la dependencia económica, no 
constituyendo un elemento definitorio para su deter- 
minación. 


Tratándose de situaciones en las que un grupo de 
personas de pocos recursos, comparten gastos co- 
munes que individualmente no podrían absorber, se 
entenderá que existe dependencia económica si se 
comprueba que el fallecimiento del causante ha pro- 
vocado al beneficiario con vocación pensionaria un 
perjuicio económico relevante. 


Se entenderá que existe carencia de ingresos suficien- 
tes cuando los referidos beneficiarios no dispongan 
de ingresos mensuales superiores a $ 17.750 (pesos 
uruguayos diecisiete mil setecientos cincuenta). 


Las personas viudas y concubinas tendrán derecho 
al beneficio, siempre que el promedio mensual actua- 
lizado de sus ingresos personales de los doce meses 
anteriores ala fecha de configuración de la causal, no 
supere la suma de $ 51.467 (pesos uruguayos cin- 
cuenta y un mil cuatrocientos sesenta y siete). 


Las personas divorciadas, además de lo dispuesto en 
el literal A) de este artículo, deberán justificar que 
gozaban de pensión alimenticia servida por su ex 
cónyuge, decretada u homologada judicialmente. En 
estos casos, el monto de la pensión o la cuota parte 
si concurriere con otros beneficiarios, no podrá exce- 
der el de dicha pensión alimenticia. 


D) Los hijos adoptivos y los padres adoptantes, en todo 


caso deberán probar que han integrado, de hecho, un 
hogar común con el causante, conviviendo en su 
morada y constituyendo con el mismo una unidad 
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moral y económica similar a la de la familia, siempre 
que esta situación fuese notoria y preexistente en 
cinco años por lo menos a la fecha de configurarse la 
causal pensionaria, aun cuando el cumplimiento de 
las formalidades legales de adopción fuese más re- 
ciente. 


Cuando la causal pensionaria se opere antes que el 
adoptado haya cumplido los diez años de edad, se 
exigirá que el beneficiario haya convivido con el 
causante la mitad de su edad a dicha fecha. El goce 
de esta pensión es incompatible con el de la causada 
por vínculo de consanguinidad, pudiendo optar el 
interesado por una u otra. 


Para el caso de afiliados extranjeros, se requiere que 
el causante tenga un mínimo de diezaños de residen- 
cia en el país y que los beneficiarios acrediten que 
tenían su domicilio en el mismo a la fecha de falleci- 
miento de aquél, sin perjuicio de lo dispuesto por los 
Convenios Internacionales vigentes en la materia. 


Considérase afiliado extranjero aquél que no es natural 
de la República Oriental del Uruguay. Los ciudadanos lega- 
les, aesos efectos, quedan comprendidos en la categoría de 
afiliados extranjeros. 


ARTICULO 14. (Duración de la prestación).- La pensión 
se servirá: 


A) Durante toda la vida, tratándose de beneficiarias 


B) 


C) 


viudas y concubinas que tengan cuarenta o más años 
de edad a la fecha de configuración de la causal, o que 
cumplan esa edad gozando de dicho beneficio, siem- 
pre y cuando no mejoren su fortuna. 


Los beneficiarios viudos, concubinos y las personas 
divorciadas, que cumplan con los requisitos estable- 
cidos en el literal anterior, gozarán igualmente de la 
pensión durante toda la vida, salvo que se configu- 
ren respecto de los mismos las causales de término de 
la prestación que se establecen en el artículo siguien- 
te. 


En el caso que las personas viudas, concubinas y 
divorciadas tengan entre treinta y treinta y nueve 
años de edad a la fecha de configuración de la causal 
-sin perjuicio de lo previsto en el literal A) preceden- 
te- la pensión se servirá por el término de cinco años 
y por el término de dos años cuando los beneficiarios 
sean menores de treinta años de edad a dicha fecha. 


Los períodos de prestación de la pensión a que hace 
referencia el inciso anterior, no serán de aplicación en los 


casos 


que: 


A) El beneficiario estuviese total y absolutamente inca- 


pacitado para todo trabajo. 
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B) Integren el núcleo familiar del beneficiario hijos sol- 
teros menores de veintiún años de edad, en cuyo 
caso la pensión se servirá hasta que éstos alcancen 
dicha edad una vez cumplidos los términos del literal 
C), excepto cuando se trate de mayores de dieciocho 
años de edad que dispongan de medios de vida 
propios y suficientes para su congrua y decente 
sustentación. 


C) Integren el núcleo familiar del beneficiario hijos sol- 
teros mayores de dieciocho años de edad absoluta- 
mente incapacitados para todo trabajo. 


ARTICULO 15. (De la pérdida del derecho pensiona- 
rio).- El derecho a pensión se pierde: 


A) Por contraer matrimonio o unirse en concubinato, 
según lo previsto en el artículo 2” de la Ley N* 18.246, 
de 27 de diciembre de 2007, en el caso del viudo y 
personas divorciadas. 


B) Por cumplir veintiún años de edad los hijos solteros 
o por disponer los hijos solteros mayores de diecio- 
cho y menores de veintiún años de edad de medios 
de vida propios y suficientes para su congrua y 
decente sustentación, salvo que acrediten hallarse 
absolutamente incapacitados para todo trabajo. 


C) Por recuperar la capacidad antes de los cuarenta y 
cinco años de edad, cuando la incapacidad fuere 
requisito del beneficio pensionario. 


D) Por mejorar la fortuna de las personas viudas, perso- 
nas concubinas, personas divorciadas y padres ab- 
solutamente incapacitados para todo trabajo. 


La mejora de fortuna de las personas viudas y concubi- 
nas se considerará configurada cuando el promedio men- 
sual actualizado de sus ingresos personales correspon- 
dientes alos últimos doce meses supere la suma de $ 51.467 
(pesos uruguayos cincuenta y un mil cuatrocientos sesenta 
y siete) y la de las personas divorciadas y padres absolu- 
tamente incapacitados para todo trabajo, cuando desapa- 
rezcan los supuestos económicos que dieron lugar al otor- 
gamiento de la pensión. 


La Dirección Nacional de Asistencia y Seguridad Social 
Policial, por intermedio del Servicio de Retiros y Pensiones 
Policiales, determinará los mecanismos y procedimientos 
de control a los efectos de lo previsto en este artículo. 


Capítulo V 


Requisito especial 


ARTICULO 16. (Requisito especial para los casos de 
incapacidad).- En todo caso, sea retiro o pensión, en que la 
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incapacidad sea requisito para el otorgamiento o manteni- 
miento de una prestación, se establecerá si el beneficiario 
debe someterse a exámenes médicos periódicos practica- 
dos por la Dirección Nacional de Sanidad Policial. 


El beneficiario deberá necesariamente presentarse a di- 
chos exámenes y la ausencia injustificada a los mismos, 
aparejará la inmediata suspensión de la prestación. 


Sin perjuicio de lo dispuesto por el Decreto N* 225/002, 
de 18 de junio de 2002, con las modificaciones introducidas 
por el Decreto N* 272/003, de 8 de julio de 2003, el Poder 
Ejecutivo reglamentará el procedimiento para el reconoci- 
miento de la incapacidad. La incapacidad se determinará 
aplicando los baremos vigentes para las actividades ampa- 
radas por el Banco de Previsión Social. 


Capítulo VI 


Clasificación de los servicios 


ARTICULO 17. (Diferentes tipos de servicios).- A los 
efectos de esta ley se establecen las siguientes definicio- 
nes: 


A) Tiempo de servicio es aquel que corresponde a acti- 
vidades de cualquier inclusión tomando en cuenta 
las bonificaciones pertinentes a que hubiere lugar. 


B) Tiempo de servicios policiales es aquel que corres- 
ponde a actividades amparadas por el Servicio de 
Retiros y Pensiones Policiales. Si se trata de servi- 
cios bonificados comprende la correspondiente bo- 
nificación. 


C) Tiempo de servicios policiales efectivos es el tiempo 
calendario cumplido efectivamente en actividades 
amparadas por el Servicio de Retiros y Pensiones 
Policiales, en cualquier subescalafón, sin tomar en 
cuenta la bonificación cuando la misma proceda. 


ARTICULO 18. (Servicios bonificados).- Los servicios 
cumplidos en forma efectiva por los funcionarios del 
subescalafón ejecutivo serán bonificados, en la forma y 
condiciones que determine el Poder Ejecutivo, de acuerdo 
con los criterios previstos en el artículo 37 de la Ley 
N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995, sin perjuicio de lo 
establecido transitoriamente en el artículo 56 de la presente 
ley. 


Esa bonificación comprende en igual proporción y en 
forma simultánea, al tiempo de servicios y a la edad real del 
policía y se aplica tanto para la causal de retiro común como 
para la de edad avanzada. 


ARTICULO 19. (Contribución especial por servicios 
bonificados).- El Ministerio del Interior deberá aportar al 
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Servicio de Retiros y Pensiones Policiales, una contribu- 
ción especial cuya tasa será determinada por el Poder 
Ejecutivo de acuerdo con lo previsto en los incisos 1* y 2% 
del artículo 39 de la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995, 


Capítulo VII 


Determinación del monto y condiciones de las 
prestaciones 


ARTICULO 20. (Sueldo básico de retiro).- Se denomina 
sueldo básico de retiro, aquel que se toma como base de 
cálculo para la obtención de la asignación de retiro y será 
el correspondiente al promedio mensual actualizado, de 
todas las asignaciones computables sujetas a montepío, de 
los sesenta meses computados anteriores al cese. 


Si fuera más favorable para el funcionario y en tanto lo 
pueda acreditar fehacientemente, el sueldo básico de retiro 
será el promedio de los cinco años de mejores asignaciones 
computables actualizadas. 


Tratándose de retiro por acto directo de servicio o por 
incapacidad total, si el tiempo de servicios computados no 
alcanza a sesenta meses, se tomará el promedio mensual 
actualizado correspondiente al período o períodos efecti- 
vamente registrados. 


En todo caso esas remuneraciones deberán estar de- 
bidamente documentadas en el Servicio de Retiros y Pen- 
siones Policiales. 


La actualización de las asignaciones computables a 
efectos del cálculo del sueldo básico de retiro se hará hasta 
el mes inmediato anterior al inicio del servicio de la pasivi- 
dad, de acuerdo con el Indice Medio de Salarios, elaborado 
conforme al artículo 39 de la Ley N* 13.728, de 17 de 
diciembre de 1968. 


ARTICULO 21. (Asignación por retiro común).- Para el 
retiro común, la asignación de retiro será el resultado de 
aplicar sobre el sueldo básico de retiro respectivo los 
porcentajes que se establecen a continuación: 


A) El 50% (cincuenta por ciento), cuando se haya con- 
figurado causal. 


B) A este porcentaje se adicionará un 0,5% (medio por 
ciento) del sueldo básico de retiro por cada año que 
exceda el mínimo de años de servicios exigidos para 
configurar la causal, al momento de su configuración, 
con un tope de 5% (cinco por ciento). 


C) A partir de los sesenta años de edad, por cada año de 
edad que se difiera el retiro, después de haberse 
configurado causal, se adicionará un 3% (tres por 
ciento) del sueldo básico de retiro por año, hasta los 
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setenta años de edad, con un máximo de 30% (treinta 
por ciento). Si no se hubiera configurado causal, por 
cada año de edad que supere los sesenta se adicio- 
nará un 2% (dos por ciento) hasta llegar a los setenta 
años de edad o hasta la configuración de la causal si 
ésta fuera anterior. En este último caso a partir de la 
configuración de la causal se aplicará la adición del 
3% (tres por ciento) por cada año que se difiera el 
retiro hasta los setenta años. 


ARTICULO 22. (Asignación de retiro por incapacidad 
total y monto del subsidio transitorio por incapacidad par- 
clal).- La asignación de retiro por incapacidad total, será del 
65% (sesenta y cinco por ciento) del sueldo básico de retiro. 


En caso de que a la fecha de cese por incapacidad del 
policía ya hubiera configurado otra causal de retiro, se 
aplicará el porcentaje que corresponda a la misma si le 
resultara más favorable. 


El monto mensual del subsidio transitorio por incapaci- 
dad parcial será equivalente al 65% (sesenta y cinco por 
ciento) del sueldo básico de retiro, calculado de acuerdo 
con artículo 20 de la presente ley, y se abonará por la Unidad 
Ejecutora con los haberes previstos para su sueldo 
presupuestal. 


ARTICULO 23. (Asignación de retiro por incapacidad 
total por acto directo de servicio).- La asignación de retiro 
por incapacidad para toda tarea por acto directo de servicio 
será equivalente al 100% (cien por ciento) del sueldo básico 
de retiro, con un monto mínimo equivalente al de la remune- 
ración del Grado de Oficial Sub Ayudante (Grado 6), a cuyos 
efectos se considerará la antigijedad real del policía. 


ARTICULO 24. (Asignación de retiro por edad avanza- 
da).- Para el retiro por edad avanzada, al configurarse la 
causal, la asignación de retiro será el resultado de aplicar 
sobre el sueldo básico de retiro el 50% (cincuenta por 
ciento) más un 1% (uno por ciento) por cada año que exceda 
los quince años de servicios, con un tope del 64% (sesenta 
y cuatro por ciento). 


ARTICULO 25. (Monto mínimo y máximo de retiro).- En 
ningún caso una asignación de retiro será inferior a la suma 
de $ 2.219 (pesos uruguayos dos mil doscientos diecinue- 
ve), ni mayor de $ 20.930 (pesos uruguayos veinte mil 
novecientos treinta), salvo en el caso de retiro por acto 
directo de servicio, en cuyo caso el monto mínimo será el 
que resulte de la aplicación del artículo 23 de la presente ley 
y el máximo, en caso de incapacidad total, será de $ 29.700 
(pesos uruguayos veintinueve mil setecientos). 


ARTICULO 26. (Sueldo básico de pensión).- El sueldo 
básico de pensión será el equivalente a la asignación de 
retiro que le hubiera correspondido al causante a la fecha de 
su fallecimiento con un mínimo equivalente al de retiro por 
incapacidad total (artículo 22 de la presente ley) o por 
incapacidad total por acto directo de servicio (artículo 23 de 
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la presente ley) si éste fuera la causa de la muerte. 


Si el causante estuviera ya retirado o percibiendo el 
subsidio transitorio por incapacidad parcial, el sueldo bá- 
sico de pensión será la última asignación de retiro o de 
subsidio. 


ARTICULO 27. (Asignación de pensión).- La asigna- 
ción de pensión será: 


A) Si se trata de personas viudas, divorciadas o concu- 
binas, el 75% (setenta y cinco por ciento) del sueldo 
básico de pensión cuando exista núcleo familiar o 
concurrencia con hijos no integrantes del mismo o 
padres del causante. 


B) Si se trata exclusivamente de viuda o viudo, concu- 
bina o concubino, o hijos del causante, el 66% (se- 
senta y seis por ciento) del sueldo básico de pensión. 


C) Si se trata de hijos en concurrencia con los padres del 
causante, el 66% (sesenta y seis por ciento) del 
sueldo básico de pensión. 


D) Si se trata exclusivamente de divorciadas o divorcia- 
dos, o padres del causante, el 50% (cincuenta por 
ciento) del sueldo básico de pensión. 


E) Si se trata de la viuda o viudo en concurrencia con la 
divorciada o divorciado o concubina o concubino, o 
de la divorciada o divorciado en concurrencia con la 
concubina o concubino, sin núcleo familiar, el 66% 
(sesenta y seis por ciento) del sueldo básico de 
pensión. Si alguna o algunas de esas categorías 
tuviere o tuvieren núcleo familiar, el 9% (nueve por 
ciento) de diferencia se asignará o distribuirá, en su 
caso, entre esas partes. 


ARTICULO 28. (Distribución de la asignación de pen- 
sión).- En caso de concurrencia de beneficiarios, la distri- 
bución de la asignación de pensión se efectuará con arreglo 
a las siguientes normas: 


A) A la viuda o viudo, concubina o concubino, divorcia- 
da o divorciado, con núcleo familiar, en concurrencia 
con otros beneficiarios, le corresponderá el 70% 
(setenta por ciento) de la asignación de pensión. 


Cuando concurran con núcleo familiar la viuda o 
viudo o concubina o concubino o divorciada o divor- 
ciado, la distribución de dicho porcentaje se hará por 
partes iguales a cada categoría. En el caso de que una 
sola de las categorías integre núcleo familiar, su 
cuota parte será superior en un 14% (catorce por 
ciento) a la del resto de los beneficiarios. 


El remanente de la asignación de pensión se distri- 
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buirá en partes iguales entre los restantes copartíci- 
pes de la misma. 


B) A la viuda o viudo, concubina o concubino, divorcia- 
da o divorciado, sin núcleo familiar, en concurrencia 
con otros beneficiarios, le corresponderá el 60% 
(sesenta por ciento) de la asignación de pensión. 


Cuando concurran la viuda o viudo o concubina o 
concubino o divorciada o divorciado, la distribución 
de dicho porcentaje se hará por partes iguales a cada 
categoría. 


El remanente se distribuirá en partes iguales entre los 
restantes copartícipes de pensión. 


C) En los demás casos, la asignación de pensión se 
distribuirá en partes iguales. 


En el caso de las divorciadas o divorciados en concu- 
rrencia con otros beneficiarios, el remanente que pudiera 
surgir de la aplicación del tope previsto en el literal C) del 
artículo 13 de la presente ley, se distribuirá en la proporción 
que corresponda a los restantes beneficiarios. 


ARTICULO 29. (Concepto de núcleo familiar).- A los 
efectos de lo dispuesto en los artículos anteriores, se 
considera núcleo familiar la sola existencia de hijos solteros 
menores de dieciocho años, o mayores de dieciocho años 
absolutamente incapacitados para todo trabajo, o menores 
de veintiún años y mayores de dieciocho años que no 
dispongan de medios de vida propios y suficientes para su 
congrua y decente sustentación. 


ARTICULO 30. (Liquidación individual).- En cualquier 
caso de concurrencia de beneficiarios de pensión, se liqui- 
dará por separado la parte proporcional que corresponda a 
cada uno de ellos. 


ARTICULO 31. (Reliquidación entre copartícipes).- 
Cuando un beneficiario falleciere o perdiere su derecho a 
percibir la pensión, se procederá a reliquidar la asignación 
de pensión, si correspondiera, así como a su distribución, 
de acuerdo con lo establecido en los artículos anteriores. 


ARTICULO 32. (Aplicación inmediata del régimen pen- 
sionario).- El régimen de las pensiones de sobrevivencia 
previsto en el presente Título se aplicará a todos los casos 
en que se configure causal pensionaria a partir de la vigen- 
cia de la presente ley, cualquiera sea el régimen previsional 
que le fuere aplicable al causante. 


Capítulo VIII 


De la suspensión del goce del retiro o pensión 


ARTICULO 33. (Suspensión del retiro o pensión).- El 
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goce de la prestación de retiro o pensión, le será suspendi- 
do a quienes sean procesados por la comisión de un delito 
que traiga aparejada pena de penitenciaria, a partir del 
respectivo auto de procesamiento y durante el término de 
su reclusión. 


En caso de sentencia absolutoria ejecutoriada, se proce- 
derá al reintegro de las prestaciones suspendidas, deduci- 
dos los montos abonados conforme a lo dispuesto en el 
artículo 34 de la presente ley. 


Lo dispuesto precedentemente es también aplicable a 
las situaciones que se rijan por las disposiciones legales 
anteriores a la vigencia de la presente ley. 


ARTICULO 34. (Delos beneficiarios en caso de suspen- 
sión del retiro).- La suspensión del retiro, determinará a 
favor de la esposa o esposo, concubina o concubino e hijos 
solteros del procesado que tendrían derecho a pensión de 
acuerdo con la presente ley, y a petición de aquellos, la 
percepción de una prestación cuya asignación será: 


A) Si se trata exclusivamente de la esposa o esposo, 
concubina o concubino o hijos, el 66% (sesenta y 
seis por ciento) de la asignación de retiro. 


B) Si se trata de esposa o esposo, concubina o 
concubino e hijos en concurrencia, el 75% (setenta y 
cinco por ciento) de la asignación de retiro. 


En el caso de existir persona divorciada beneficiaria de 
pensión alimenticia servida por el retirado o retirada, tendrá 
derecho a una prestación, cuyo monto será equivalente al 
de la pensión que hubiere dejado de percibir por las circuns- 
tancias previstas en el artículo anterior, reducida en los 
mismos porcentajes de los literales precedentes. 


La determinación de la cuota parte de cada beneficiario 
que no se pueda resolver de acuerdo con lo establecido en 
este artículo, se efectuará siguiendo las reglas fijadas para 
los copartícipes de pensión en lo que fueren aplicables. 


ARTICULO 35. (Efectos de la suspensión de la pen- 
sión).- La suspensión de la pensión determinará en su caso 
la reliquidación de la asignación de pensión de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 31 de la presente ley. 


TITULO MI 


DEL REGIMEN DE TRANSICION 


ARTICULO 36. (Ambito subjetivo de aplicación).- El 
personal policial activo amparado por el Servicio de Retiros 
y Pensiones Policiales, que a la fecha de entrada en vigencia 
de esta ley, cuente, en el caso de la mujer, con treinta y siete 
o más años de edad, y en el caso del hombre, con cuarenta 
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o más años de edad, y quince o más años de servicios 
efectivos, y no configure causal de retiro al 30 de junio de 
2011, se regirá por las disposiciones de este Título, salvo 
que realicen la opción prevista por el artículo 58 de la 
presente ley. 


ARTICULO 37. (Prestaciones).- Las prestaciones se- 
rán, el retiro común, que se regirá por lo dispuesto en el 
artículo siguiente, el retiro por incapacidad total y por 
incapacidad por acto directo de servicio, que se regirán 
respectivamente por lo dispuesto en los artículos 7? y 8? de 
la presente ley. 


ARTICULO 38. (Causal de retiro común).- Para configu- 
rar causal de retiro común, se deberán alcanzar entre años 
de edad y años de servicios, incluyendo lo dispuesto por el 
artículo 34 de la Ley N* 9.940, de 2 de julio de 1940, los 
siguientes coeficientes: 


A) El personal policial ejecutivo, el coeficiente 76 (se- 
tenta y seis). 


B) El personal policial de los subescalafones de apoyo: 


a. A partir del 1* de julio de 2011, el coeficiente 76 
(setenta y seis). 


b. A partir del 1” de julio de 2013, el coeficiente 77 
(setenta y siete). 


Cc. A partir del 1” de julio de 2015, se requerirán 
sesenta años de edad y un mínimo de treinta y 
cinco años de servicios, a cuyos efectos se com- 
putarán hasta la fecha de entrada en vigencia de 
la presente ley, a razón de cinco años por cada 
cuatro años de servicios policiales efectivos. 


ARTICULO 39. (Sueldo básico de retiro).- El sueldo 
básico de retiro del personal comprendido en el régimen de 
transición, con exclusión de las partidas previstas en el 
artículo 43 de la presente ley que se ponderarán de acuerdo 
con lo dispuesto en el inciso tercero del presente artículo, 
será el promedio mensual de las asignaciones computables 
actualizadas de los últimos doce meses de servicios. 


Dicho período se incrementará en un semestre por cada 
semestre de vigencia de la historia laboral creada por el 
artículo 49 de la presente ley, hasta alcanzar a los sesenta 
meses computados anteriores al cese. 


Las partidas referidas en el citado artículo 43 de la 
presente ley, se considerarán en base al promedio mensual 
actualizado de los últimos sesenta meses de servicios. 


ARTICULO 40. (Asignación de retiro).- La asignación 
de retiro será: 
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A) Para la causal de retiro común, el resultado de aplicar 
sobre el sueldo básico de retiro, los porcentajes que 
se establecen a continuación: 


a. Apartir del 1” de julio de 2011, el 80% (ochenta por 
ciento) del sueldo básico de retiro. 


b. A partir del 1” de julio de 2012, el 75% (setenta y 
cinco por ciento) del sueldo básico de retiro. 


c. Apartir del 1” de julio de 2014, el 70% (setenta por 
ciento) del sueldo básico de retiro. 


d. A partir del 1” de julio de 2015, el 50% (cincuenta 
por ciento) del sueldo básico de retiro. 


Estos porcentajes se incrementarán en las condicio- 
nes previstas en los literales B) y C) del artículo 21 de 
la presente ley. En ningún caso la asignación de 
retiro total superará el 85% (ochenta y cinco por 
ciento) del sueldo básico de retiro. 


B) Para la causal de retiro por incapacidad total será el 
65% (sesenta y cinco por ciento) del sueldo básico de 
retiro. 


C) Para la causal de retiro por incapacidad total por acto 
directo de servicio, se regirá por lo dispuesto en el 
artículo 23 de la presente ley. 


ARTICULO 41. (Montos mínimo y máximo de retiro).- El 
monto mínimo de asignación de retiro correspondiente al 
régimen de transición será de $ 2.219 (pesos uruguayos dos 
mil doscientos diecinueve). 


El monto máximo de retiro será, a partir del 1* de julio 
de 2011, de $ 22.500 (pesos uruguayos veintidós mil 
quinientos), el que se elevará en $ 1.500 (pesos uruguayos 
un mil quinientos) por año para quienes lo hagan en los 
cinco años siguientes. 


A partir del 1* de julio de 2017 la asignación máxima de 
retiro será de $ 20.930 (pesos uruguayos veinte mil nove- 
cientos treinta), salvo en el caso de retiro por acto directo 
de servicio, en cuyo caso el monto mínimo será el que 
resulte de la aplicación del artículo 23 de la presente ley y 
el máximo, en caso de incapacidad total, será de $ 29.700 
(pesos uruguayos veintinueve mil setecientos). 


TITULOIV 


DISPOSICIONES COMUNES 


Capítulo I 


De la materia gravada 
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ARTICULO 42. (Materia gravada).- Constituye materia 
gravada para las contribuciones especiales de seguridad 
social todo ingreso que el funcionario policial perciba, sea 
en dinero o en especie susceptible de apreciación pecunia- 
ria, en concepto de retribución y con motivo de su tarea 
personal cumplida en tal carácter. 


Cuando el ingreso referido se recibiera en todo o en parte 
mediante asignaciones en especie o cuya cuantía real sea 
incierta, el Poder Ejecutivo determinará los fictos por los 
cuales se habrá de aportar por dicha asignación, en función 
del valor promedio de las mismas. 


Los aportes correspondientes a la Dirección Nacional de 
Sanidad Policial y al Servicio de Tutela Social Policial serán 
de cargo del personal policial y se calcularán sobre la 
totalidad de las partidas que constituyan materia gravada. 


ARTICULO 43. (Servicios aterceros y otras partidas).- 
Las remuneraciones que el personal policial perciba por los 
servicios prestados a personas públicas o privadas, fuera 
del horario de servicio y del destino correspondiente a su 
función pública, bajo contrato celebrado por aquéllas con 
el Ministerio del Interior al amparo del artículo 222 de la Ley 
N* 13.318, de 28 de diciembre de 1964, o normas análogas, 
con cargo a esos terceros, constituirán materia gravada, de 
manera progresiva, conforme a las siguientes reglas: 


A) A partir del mes de enero de 2009 en un 50% (cincuen- 
ta por ciento). 


B) A partir del mes de enero de 2010 en un 70% (setenta 
por ciento). 


C) A partir del mes de enero de 2011 en un 90% (noventa 
por ciento). 


D) A partir del mes de enero de 2012 en un 100% (cien por 
ciento). 


La compensación por riesgo de función y prima técnica, 
creada por los artículos 141 y 142 de la Ley N* 16.736, de 5 
de enero de 1996, así como los viáticos de alimentación, 
tendrán el mismo régimen de aportación previsional. 


ARTICULO 44. (Aumento nominal de sueldos).- Las 
partidas y prestaciones que a partir de la entrada en vigen- 
cia de la presente ley pasan a constituir materia gravada, 
con la graduación prevista en el artículo 43 de la presente 
ley, se incrementarán en el porcentaje necesario a fin de que 
las remuneraciones líquidas sean equivalentes a las abona- 
das con anterioridad a dicha fecha. 


En ningún caso la aplicación de esta disposición signi- 
ficará aumento de las retribuciones líquidas. 


El incremento a que se refiere el inciso primero de este 
artículo se efectuará en forma conjunta para todas las 
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partidas, teniendo en cuenta el nivel salarial resultante de 
su acumulación con el sueldo y otras partidas gravadas con 
anterioridad a la vigencia de la presente ley. 


La suma correspondiente a este incremento será clara- 
mente discriminada en todas las liquidaciones de sueldos, 
bajo el rubro de reintegro de aportes por cambio de régimen 
de aportación. 


ARTICULO 45. (Devolución de montepíos).- A partir de 
la entrada en vigencia de la presente ley no se efectuarán 
más devoluciones de montepíos, independientemente del 
período de aportación. 


Se exceptúa el caso de aquellos funcionarios que a la 
fecha de entrada en vigencia de la presente ley hubieran 
aportado montepíos por un período de tiempo que exceda el 
requerido en el artículo 1” de la Ley N* 11.182, de 18 de 
diciembre de 1948 y en el artículo 20 de la Ley N* 16.333, de 
1% de diciembre de 1992; en estos casos, se harán las 
devoluciones por el período excedente hasta la fecha de 
entrada en vigencia de la presente ley. 


Capítulo II 


De las asignaciones computables 


ARTICULO 46. (Principio de congruencia).- A los efec- 
tos de la presente ley, se entiende por asignaciones compu- 
tables, aquellos ingresos individuales que, provenientes 
de actividades amparadas por esta normativa, constituyan 
materia gravada para las contribuciones especiales de se- 
guridad social. 


Las retribuciones a que refieren los artículos 42 y 43 de 
la presente ley constituirán asignación computable, sin 
perjuicio de lo dispuesto por el inciso tercero del artículo 39 
y el inciso segundo del artículo 53 de la presente ley, en 
idéntica medida en que sean materia gravada. 


ARTICULO 47. (Ficto casa habitación).- A partir de la 
vigencia de la presente ley, el beneficio del ficto casa 
habitación previsto en el artículo 81 de la Ley N* 9.940, de 
2 de julio de 1940, con las modificaciones introducidas por 
el artículo 23 de la Ley N* 16.333, de 1? de diciembre de 1992, 
no será de aplicación para los funcionarios policiales, inde- 
pendientemente del estatuto de retiro que les resulte apli- 
cable, excepto para aquellos que al momento de la vigencia 
de la presente ley se encontraren ocupando una vivienda en 
las condiciones previstas en dichas normas. 


Capítulo 1H 


De los recursos del Servicio de Retiros y Pensiones 
Policiales 
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ARTICULO 48. (Recursos del Servicio de Retiros y 
Pensiones Policiales).- Las prestaciones establecidas en el 
presente régimen serán financiadas con los siguientes re- 
Cursos: 


A) Los aportes patronales de retiro, que serán del 19,5% 
(diecinueve con cinco por ciento) sobre las partidas 
que constituyen materia gravada. 


B) Los aportes personales de retiro, que serán del 15% 
(quince por ciento), sobre las partidas que constitu- 
yen materia gravada. 


C) La contribución especial por servicios bonificados. 


D) El montepío a cargo de los retirados y pensionistas 
establecidos por las disposiciones legales vigentes. 


E) Los tributos que se afecten especificamente a este 
régimen en los casos en que así se disponga por la 
ley. 


F) Si fuere necesaria, la asistencia financiera del Esta- 
do. 


Con los recursos referidos en este artículo también se 
solventarán las pasividades en curso de pago a la fecha de 
entrada en vigencia de la presente ley. 


Capítulo IV 


Registro de Historia Laboral 


ARTICULO 49. (Historia Laboral).- La Dirección Nacio- 
nal de Asistencia y Seguridad Social Policial está obligada 
a mantener al día los registros de historia laboral de sus 
afiliados activos y retirados, debidamente respaldados. Se 
registrará, como mínimo, tiempo de servicios policiales, 
asignaciones computables y aportes que correspondan. 


ARTICULO 50. (Obligaciones de las Unidades 
Ejecutoras).- Es obligación de todas las Unidades Ejecutoras 
del Ministerio del Interior brindar la información necesaria 
a los efectos de instrumentar lo establecido en el artículo 
anterior, sobre la persona y la carrera funcional del policía, 
así como los datos de las liquidaciones mensuales de cada 
uno. La información anterior a la vigencia de la presente ley 
deberá ser proporcionada a la Dirección Nacional de Asisten- 
cia y Seguridad Social Policial en un plazo máximo de doce 
meses a contar de la fecha de entrada en vigencia de la 
presente ley, el que podrá ser ampliado, en casos debida- 
mente justificados, por la Dirección Nacional de Asistencia 
y Seguridad Social Policial. 


Asimismo, a partir de la vigencia de la presente ley, 
deberán enviar mensualmente la información completa de 
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cada mes vencido, sin posibilidad de prórroga alguna. 


El incumplimiento de estas obligaciones aparejará al 
Jerarca de la Unidad Ejecutora omisa, las sanciones que 
establezca la reglamentación. 


ARTICULO 51. (Intercambio de información).- La Direc- 
ción Nacional de Asistencia y Seguridad Social Policial con 
la autorización previa del Ministerio del Interior, podrá 
suscribir convenios para el intercambio de información con 
los distintos institutos de seguridad social. 


ARTICULO 32. (Información al funcionario).- Todo fun- 
cionario policial tendrá derecho, en cualquier momento, a 
solicitar la información existente en su historia laboral, 
debidamente certificada para su utilización personal o para 
la presentación ante otras instituciones. 


Asimismo, previa solicitud de sus afiliados, la Dirección 
Nacional de Asistencia y Seguridad Social Policial podrá 
transferir electrónicamente la información de la historia 
laboral del solicitante a instituciones de intermediación 
financiera o de crédito. 


Cuando el funcionario encontrare errores u omisiones 
en su historia laboral, dispondrá de un plazo de ciento 
ochenta días para observarla, a partir de su notificación 
fehaciente, sin perjuicio del deber de enmendarlas de oficio 
por parte de la Dirección Nacional de Asistencia y Seguri- 
dad Social Policial toda vez que sean detectados. 


TITULO V 


DISPOSICIONES GENERALES 


Capítulo único 


ARTICULO 53. (Regulación e incidencia de algunas 
partidas en el sueldo básico de retiro).- Los afiliados acti- 
vos amparados por el Servicio de Retiros y Pensiones 
Policiales que han configurado causal de retiro o la confi- 
guren hasta el 30 de junio de 201 1, se regirán por el estatuto 
vigente a la fecha de promulgación de la presente ley. 


No obstante, las partidas referidas en el artículo 43 de la 
presente ley, se considerarán para el cálculo del sueldo 
básico de retiro tomando el promedio mensual actualizado 
de los últimos sesenta meses de servicios. 


ARTICULO 54. (Referencia a valores constantes).- Las 
referencias monetarias mencionadas en la presente ley, 
están expresadas en valores constantes correspondientes 
al mes de enero de 2008 y se ajustarán por el procedimiento 
y en las oportunidades establecidas en el artículo 67 de la 
Constitución de la República. 
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ARTICULO 55. (Excepción a incompatibilidades).- Las 
prestaciones que el funcionario pudiera obtener por el 
régimen de ahorro individual, de acuerdo con lo previsto en 
el inciso cuarto del artículo 6” de la Ley N* 16.713, de 3 de 
setiembre de 1995, en la redacción dada por el artículo 3* de 
la Ley N* 17.445,de 31 de diciembre de 2001, no obstan a la 
percepción del retiro por incapacidad total en el caso del 
literal C del artículo 7?, ni a la del retiro por edad avanzada 
previsto por del artículo 9” de la presente ley. 


ARTICULO 56. (Disposición transitoria).- La bonifica- 
ción prevista en el inciso primero del artículo 18 de la 
presente ley se fija, en una proporción de siete años fictos 
por cada cinco años efectivos, hasta tanto el Poder Ejecu- 
tivo no determine otra escala, en consonancia con los 


criterios técnicos establecidos en los artículos 37 y siguien- 
tes de la Ley N*” 16.713, de 3 de setiembre de 1995. 


ARTICULO 57. (Plazo para solicitar el retiro o la pen- 
sión).- El retiro podrá solicitarse en actividad o dentro de 
los 180 (ciento ochenta) días contados a partir del día 
siguiente al cese o a la configuración de la causal si ésta 
fuera posterior a aquél. 


Presentada la solicitud dentro de ese plazo, la prestación 
se servirá desde la fecha de configuración de la causal o 
cese, según corresponda. En caso de presentación de la 
solicitud fuera de dicho plazo, la prestación se servirá 
únicamente desde la fecha de la solicitud. 


Los haberes de pensión se servirán desde la fecha de la 
causal pensionaria siempre que la prestación se solicite 
dentro de los 180 (ciento ochenta) días de configurada la 
causal. Presentada la solicitud fuera de dicho plazo, la 
prestación se servirá desde la fecha de la solicitud. 


ARTICULO $58. (Opción por el nuevo régimen). - El Ser- 
vicio de Retiros y Pensiones Policiales dará la más amplia 
difusión a sus afiliados, sobre el alcance y contenido de la 
presente ley, brindando el asesoramiento correspondiente 
a los funcionarios que así lo soliciten. 


El personal policial no comprendido de forma obligatoria 
en las disposiciones de los Títulos I, II y III de la presente 
ley, podrá optar en forma voluntaria e irrevocable, ante el 
Servicio de Retiros y Pensiones Policiales, por el estatuto 
de retiro previsto en los Títulos I y II de la presente norma- 
tiva, dentro del plazo de caducidad de 180 (ciento ochenta) 
días corridos siguientes a su vigencia. 


ARTICULO 59. (Incompatibilidades).- La percepción de 
retiro será incompatible con la realización de actividades 
para el Ministerio del Interior, sea en forma directa o indi- 
recta y sea como contratado civil o policial, con excepción 
de quienes sean designados en cargos políticos o de par- 
ticular confianza, o se encontraren desempeñando cargos 
de similar naturaleza al momento de la entrada en vigencia 
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de la presente ley, o de quienes ejerzan cargos docentes en 
la Escuela Nacional de Policía. 


ARTICULO 60. (Ajustes de las pasividades).- A partir 
de la entrada en vigencia de la presente ley las prestaciones 
de retiro otorgadas al amparo del régimen previsional que se 
sustituye, a cargo de la Dirección Nacional de Asistencia y 
Seguridad Social Policial, deberán aplicarse de la siguiente 
forma: 


A) El haber inicial de retiro es el correspondiente a la 
tabla de sueldos vigentes a la fecha del cese (artícu- 
los 1? y 2? de la Ley N* 13.793, de 24 de noviembre de 
1969), actualizado hasta el mes inmediato anterior al 
inicio del servicio de la prestación, de acuerdo con el 
Indice Medio de Salarios, elaborado conforme al 
artículo 39 de la Ley N* 13.728, de 17 de diciembre de 
1968, sus modificativas y concordantes. 


B 


a 


El primer ajuste de pasividad se realizará tomando en 
cuenta la variación ocurrida en el Indice Medio de 
Salarios, elaborado conforme al artículo 39 de la Ley 
N* 13.728, de 17 de diciembre de 1968, sus 
modificativas y concordantes, entre el mes anterior 
al inicio del servicio de la prestación y el mes en que 
deba percibir el primer aumento. 


Interprétase que las pasividades generadas al amparo 
del artículo 8* de la Ley N* 13.793, de 24 de noviembre de 
1969, se revaluarán en la forma dispuesta por el inciso 
segundo del artículo 67 de la Constitución de la República. 


ARTICULO 61. (Derogaciones).- A partir de la vigencia 
de la presente ley, salvo en lo previsto por el artículo 34 de 
la Ley N* 9.940, de 2 de julio de 1940 y sin perjuicio del 
derecho de acceder a la causal de retiro hasta el 30 de junio 
de 2011 (artículo 53 de la presente ley), quedan derogadas 
todas las disposiciones que se opongan a la misma. 


Asimismo se derogan, exclusivamente para los retiros y 
pensiones que se otorguen de acuerdo con la normativa de 
la presente ley, los montepíos que se descuentan a retirados 


CAMARA DE SENADORES 


8 de octubre de 2008 
y pensionistas policiales. 


Los funcionarios de los subescalafones de apoyo, a 
partir de la entrada en vigencia de la presente ley, no tienen 
edad de retiro obligatorio, salvo la prevista para los funcio- 
narios públicos en general. Lo dispuesto en este inciso se 
aplica inclusive para los funcionarios no alcanzados por el 
nuevo régimen en los demás aspectos. 


Derógase el artículo 21 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril 
de 1986. 


ARTICULO 62. (Implementación de la reforma).- El Mi- 
nisterio de Economía y Finanzas proveerá al Ministerio del 
Interior de los fondos necesarios para la implementación de 
la presente ley. 


ARTICULO 63. (Vigencia).- Esta ley entrará en vigencia 
el primer día del segundo mes siguiente asu publicación en 
el Diario Oficial, salvo en aquellas disposiciones en que se 
haya establecido una fecha de vigencia diferente”. 


17) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos a tra- 
tar, se levanta la sesión. 


(Así se hace, a la hora 11 y 57 minutos, presidiendo el 
señor Rodolfo Nin Novoa y estando presentes los señores 
Senadores Antía, Antognazza, Arana, Baráibar, Couriel, 
Da Rosa, Dalmás, Fernández Huidobro, Gallicchio, 
Gallinal, Gargano, Heber, Lara Gilene, Lorier, Moreira, 
Mujica, Penadés, Percovich, Ríos, Saravia, Topolansky, 
Vaillant y Xavier.) 
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